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			Prólogo

			Sonia M. Frías

			Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias-unam

			Desde la aprobación de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) se han visibilizado las múltiples expresiones de violencia de género que padecen las mujeres en distintos contextos de relación. Sin embargo, las violencias de género que experimentan las mujeres y niñas indígenas aún prevalecen. En el marco de la viii Cumbre de Líderes de América del Norte (clan), en la que participan los tres mandatarios de Canadá, Estados Unidos y México, y que tuvo verificativo en Ottawa, Canadá, el 29 de junio de 2016, se acordó realizar un diagnóstico sobre la situación que viven las mujeres y niñas indígenas en los tres países como parte de los esfuerzos institucionales en materia de derechos humanos. Este libro reúne el trabajo de varios académicos/as para visibilizar y comprender las experiencias de violencias de género que padecen las mujeres y niñas indígenas, ya sea por la acción o la omisión de distintos actores. Asimismo, se busca comprender el rol del Estado mexicano en la perpetuación e invisibilización de las particularidades de esta problemática en este grupo social específico. 

			Las mujeres, niñas y adolescentes son objeto de una diversidad de formas de violencia y victimización. La violencia de género es aquella que “se ejerce desde el modelo hegemónico de masculinidad encarnado mayoritariamente por hombres, pero también por algunas mujeres, contra todas las mujeres y también contra los hombres que siguen otros modelos de masculinidad no hegemónica tanto heterosexual como homosexual” (Oliver y Valls, 2004, p. 16). Como argumentan Russo y Pirlott (2006), esta violencia ocurre como resultado de las expectativas normativas que se tienen de cada género y de las relaciones desiguales de poder entre ellos, en el contexto de una sociedad concreta. Por lo tanto, como he argumentado previamente, es preciso diferenciar entre las violencias intrínsecamente vinculadas con las desigualdades socialmente construidas entre géneros de aquellas en las que el género puede ser uno de muchos factores de vulnerabilidad (Frías, 2017b).

			Dentro de la cuantiosa producción sobre la problemática de la violencia de género en contra de las mujeres (Frías, 2017a), solo una minoría de estudios se centra en las mujeres indígenas. Para contextualizar los distintos capítulos de este libro, se realizó un análisis de los trabajos que abordan la violencia de género en contra de las mujeres y niñas indígenas. En este sentido, se identificaron 503 trabajos publicados desde 1975 a 2018, de los cuales solo el 55.8 % tratan de estudios empíricos, ya sean de carácter cuantitativo, cualitativo o mixto. La mayoría de las investigaciones cualitativas están centradas en alguna región o comunidad del país. Por ejemplo, el 12 % de los documentos se enfocan en mujeres nahuas, mientras que el 6.7 % tiene como objeto de estudio a las mujeres otomís, y el 5.1 % a las mujeres tzeltales. De hecho existen pocos estudios sociológicos que se hayan aproximado a la magnitud de las violencias de género que viven las mujeres y niñas indígenas; cuando lo han hecho, se han centrado en la problemática de la violencia de pareja. Destacan las investigaciones que emplean la Encuesta de Salud y Derechos de las Mujeres Indígenas (Ensademi) de 2008 (González Montes y Mojarro-Iñíguez, 2010; González Montes, Mojarro-Íñiguez y Valdez-Santiago, 2008; González Montes y Valdez-Santiago, 2008; Valdez-Santiago, 2008; Valdez-Santiago, Híjar, Rojas, Ávila y Arenas, 2013) y la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) de distintos años (Aparicio, 2014; Frías, 2013; Frías y Angel, 2012), las cuales se centran principalmente en la violencia de pareja y violencia sexual acaecida durante la infancia y vida adulta. 

			Otros estudios basados en estas encuestas y en otras de cobertura nacional y regional tienden a incluir la variable de pertenencia étnica como factor asociado a la violencia de pareja (Casique y Castro 2019; Castro y Casique 2008); el abuso sexual infantil y por parte de personas distintas a la pareja (Frías, 2018; Frías y Erviti, 2014), así como la violencia obstétrica (Castro y Frías, 2019). También sobresale la reciente publicación del informe Violencia de género contra mujeres en zonas indígenas de México (Bonfil et al., 2018), que se centra en las experiencias de violencia en la familia, la violencia sexual, matrimonio en contra del consentimiento efectivo de la mujer y búsqueda de ayuda formal e informal. Este estudio aporta testimonios interesantes sobre la magnitud de la problemática. No obstante, los datos cuantitativos presentados son cuestionables debido a la metodología empleada y algunas confusiones conceptuales. 

			A pesar de todos estos esfuerzos, es preciso actualizar los análisis disponibles y enfatizar algunas de las problemáticas de las violencias de género que no se han examinado de forma específica en el caso de las mujeres y niñas indígenas como el feminicidio; la disponibilidad de datos oficiales y representativos sobre las violencias de género en contra de mujeres y niñas indígenas; la violencia obstétrica, la de pareja y en el noviazgo; la discriminación que padecen las mujeres en sus comunidades y en el ejercicio de sus derechos político-electorales y de representación; la violencia institucional y la protección específica de la que son objeto en las alertas de violencia de género. Todos ellos, temas abordados en este libro. 

			Desigualdades de género, desigualdades étnicas y violencias invisibles

			La discriminación y la violencia de género, que padecen principalmente las mujeres y niñas, son manifestaciones de las desigualdades de género socialmente construidas, las cuales son producidas y reproducidas por las estructuras económicas, políticas, educativas y religiosas, incluyendo al propio Estado. Estas son reforzadas y retroalimentadas por las creencias y los estereotipos de género. De acuerdo con los datos del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), para 2017 el valor del índice de desigualdad de género 1 (gii, por sus siglas en inglés) en México era de 0.34. Un estudio realizado en el país por Frías (2017c) emplean una metodología más sofisticada que mide las desigualdades relativas entre hombres y mujeres muestra que las mujeres han alcanzado un nivel de igualdad estructural de 66.3 % con respecto a los hombres (Frías, 2017c). Sin embargo, también apunta a que las diferencias entre entidades federativas son notorias, ya que la Ciudad de México se erige como  entidad federativa donde se ha producido un avance mayor (81 %), mientras que Nuevo León y Campeche ocupan el último lugar (56.5 %). Existe evidencia en la región de las Américas de que las desigualdades estructurales de género y la existencia de creencias que fomentan los estereotipos y roles de género están asociados a la prevalencia de distintas manifestaciones de violencias de género en contra de las mujeres (Frías, 2021). 

			A las desigualdades de género deben sumarse las innegables desigualdades étnico-raciales en el país. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Discriminación (Enadis) de 2017, el 49.3 % de las personas que hablan una lengua indígena o se autoadscriben como indígenas perciben que se respetan poco o nada sus derechos. Además, 14.6 % indicó que el principal problema que enfrentan como grupo es la “discriminación por su apariencia o lengua”, mientras que a 15.1 % le negaron de forma injustificada atención médica o medicamentos en los últimos cinco años. En el caso concreto de las mujeres indígenas de 12 años y más, durante los últimos 5 años el 40.3 % indicó haberse sentido discriminada por ser indígena en tanto que el 23.9 %, por ser mujer (cálculos propios a partir de la Enadis, 2017). 

			Estas formas de opresión no deben entenderse de forma sumativa, es decir, ser mujer y ser indígena, sino en la intersección de, al menos, estas dos identidades. Kimberlé Crenshaw (1991) emplea el término interseccionalidad al realizar un análisis de la opresión hacia mujeres negras estadounidenses, en donde visibiliza que la violencia vivida por las mujeres afroamericanas frecuentemente está influenciada por otras dimensiones de sus identidades como raza y clase, que son, junto con el género, algunas de las categorías más prominentes de estratificación social. El concepto de interseccionalidad “ha servido para desafiar el modelo hegemónico de la mujer universal, y para comprender las experiencias de las mujeres pobres y racializadas como producto de la intersección dinámica entre el sexo/género, la clase y la raza en contextos de dominación construidos históricamente” (Viveros Vigoya, 2016, p. 8). Patricia Hill Collins (2000) se refiere a que las mujeres están envueltas en una matriz de sistemas de dominación y que su mayor o menor vulnerabilidad estará en función de su posición en estos sistemas de estratificación. 

			La población indígena en México es cuantiosa. De acuerdo con la Encuesta Intercensal de 2015, el 21.5 % de la población de México se considera indígena en función de sus tradiciones, cultura e historia común; mientras que el 1.6 % se considera en parte indígena. La definición subjetiva, en función del conocimiento de raíces y ascendencia, las prácticas culturales u orgullo, contrasta con otras aproximaciones asociadas a la lengua, ya que solo 6.5 % de las personas de tres años y más hablan alguna lengua indígena. Este porcentaje corresponde a 7 382 785 personas. La Encuesta Nacional de Indígenas de 2015 (Gutiérrez Chong y Valdés González, 2015) muestra que a nivel poblacional, 68.5 % de los mexicanos/ as considera que una persona indígena es quien sigue las costumbres indígenas, aunque no hable una de sus lenguas; 69.2 %, aquella que habla una lengua indígena; 70.4 %, quienes nacieron en una comunidad indígena pero no hablan la lengua; 70.7 %, aquellas cuyos progenitores son indígenas aun cuando no hablan la lengua de los padres; y 82.2 %, quienes nacieron en una comunidad indígena y hablan la lengua.

			El problema de las definiciones no es mínimo. Vázquez Sandrín (2014) explica que en México, la población de cinco años y más autoadscrita como indígena en 2010 fue de 15 millones, mientras que en el censo del año 2000 fue de 5.3 millones. Este incremento está asociado con la formulación de las preguntas del censo. En el año 2000 fue demasiado directa y no permitió la autorreflexión o autoidentificación por parte de la persona encuestada, ya que preguntó si era náhuatl, maya zapoteco, mixteco o de otro grupo indígena específico. Mientras que en el siguiente censo de 2010, preguntó que si de acuerdo con la cultura de la persona se consideraba indígena. Vázquez Sandrín (2014, p. 116) postula que la identidad étnica “es una trayectoria de vida, es decir, un proceso cambiante, fluido y multidimensional”. Argumenta que esta varía de intensidad a lo largo del desarrollo de la vida de un individuo que, por distintos factores, puede iniciarse, retomarse, debilitarse, de forma permanente o intermitente. Esto teniendo en cuenta la interacción de la etnia con otras trayectorias como la reproductiva, laboral, el contexto en el que se desenvuelve y si la identidad étnica le confiere prestigio y orgullo, o resulta más bien en su estigmatización y discriminación. 

			Numerosos estudios en México, además de los datos oficiales, tienden a considerar a una persona como indígena cuando habla una lengua indígena. Sin embargo, cabe destacar que esta es tan solo “uno de los rasgos objetivos de la identidad indígena, y aunque es muy importante en la transferencia de valores, sentimientos y conductas, no es necesaria ni suficiente para identificar a un individuo como indígena” (Vázquez Sandrin, 2014, p. 124). Dadas estas dificultades para identificar a las personas indígenas, en los capítulos que conforman este libro se adoptan distintas aproximaciones. En algunos se toma como criterio el hablar una lengua indígena, en otros se habla de mujeres en municipios considerados como indígenas por la otrora Comisión Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas (cdi) y en los restantes prima el criterio de autoadscripción.

			Las diferencias entre sexos de la población indígena del país son innegables en función de lo que revela el Censo 2010, tomando el criterio de habla de una lengua indígena. Entre los hombres de 5 años y más que son hablantes, 29 % no sabía leer ni escribir en 2010; en contraste con el 8.3 % de los que no hablan una lengua indígena. En el caso de las mujeres, más de la mitad indicó no saber leer ni escribir (51.7 %), comparado con el 9.3 % de las mujeres no hablantes de lengua indígena. Es decir, el porcentaje de mujeres analfabetas que hablan una lengua indígena es 78 % mayor al de hombres indígenas. Este porcentaje contrasta con el de sus pares no hablantes, que es 12 % mayor. Las condiciones de pobreza son más notorias entre la población que habla una de estas lenguas. 1.5 % de las personas que no son hablantes viven en hogares sin energía eléctrica. Dato que contrasta con el 8.7 % de las persona que sí hablan alguna de las lenguas. De forma semejante, 22.3 % de la población mayor de cinco años que habla una lengua indígena vive en hogares con piso de tierra vs. 5.3 % de las personas no hablantes. 

			Estas desigualdades producen y reproducen las violencias invisibles de las que refiere Bourgois (2009): estructural, simbólica y normalizada. A su vez, las violencias invisibles facilitan la manifestación de las violencias de género más visibles o más fácilmente identificables por formar parte de las representaciones sociales. En este libro se examinan tanto violencias de género visibles manifestadas en violencia de pareja, violencia contra mujeres en política, homicidios de mujeres,  esterilizaciones y violencia en la familia, así como las más invisibles: la falta de datos administrativos confiables e instrumentos con sensibilidad intercultural para examinar de una forma comprehensiva las violencias de género que padecen las mujeres y niñas indígenas. 

			La violencia estructural se identifica en las situaciones en que se produce una desigualdad entre los individuos y grupos sociales para poder satisfacer las necesidades humanas básicas como la identidad, bienestar, supervivenencia o libertad. Esto se plantea como resultado de procesos de estratificación social fácilmente identificados en instituciones o ideologías que son, además, considerados como parte intrínseca de la vida social. Bourgois (2009) argumenta que se manifiestan a partir de la desigualdad de acceso a recursos, servicios, derechos y seguridad, la cual limita sus oportunidades en la vida. Por ejemplo, la violencia estructural se refleja en las diferencias de salud que devienen en distintos riesgos de morbilidad y mortalidad, o enfermedades y mayores riesgos ocupacionales en distintos grupos sociales o étnicos. 

			La violencia simbólica consiste en la “violencia amortiguada, insensible, e invisible para sus propias víctimas, que se ejerce esencialmente a través de los caminos puramente simbólicos de la comunicación y del conocimiento o, más exactamente, del desconocimiento, del reconocimiento o, en último término, del sentimiento” (Bourdieu, 1998, p. 11). La violencia simbólica se manifiesta en sistemas de dominación y jerarquías que están internalizadas y legitimadas. Las cuales, además, son percibidas como algo natural y merecido. Finalmente, la violencia normalizada consiste en las “prácticas institucionalizadas, discursos, valores culturales, ideologías, interacciones cotidianas y rutinas burocráticas que invisibilizan la violencia y producen indiferencia social” (Bourgois, 2009, p. 19). La violencia normalizada se refleja, por ejemplo, en el discurso del amor romántico que deriva en violencia de pareja y feminicidios íntimos, en las violaciones que no se consideran como tales o que son más bien vistas como merecidas o inofensivas. 

			La Encuesta Nacional de Indígenas levantada en 2005 por la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) construye una mirada mayoritariamente no indígena hacia la realidad de las personas indígenas, porque la mayoría de las personas participantes no se autodefinen como mestizos. De acuerdo con esta encuesta, el 10.8 % de la población encuestada a nivel nacional cree que los indígenas son pobres porque son flojos o porque no se esfuerzan lo suficiente (Gutiérrez Chong y Valdés González, 2015), una postura que sería un claro indicativo de la violencia estructural hacia las personas indígenas. Asimismo, las cifras de la Enadis 2017 abonan a esta idea y otras formas de violencia invisible. La Enadis 2017 muestra que 40.3 % de las personas que se autoadscriben como indígenas experimentaron alguna condición de discriminación por su pertenencia étnica. 51.2 % de las personas indígenas reportaron que les fue negada atención médica, mientras que a 29.4 %, atención o servicios en oficinas de gobierno. La encuesta también arroja que 43 % de las personas indígenas encuestada creen que las personas indígenas valoran poco el seguir estudiando. 17.4 % piensa que el principal problema al que se enfrentan los pueblos indígenas es la falta de apoyo del gobierno en programas sociales. Finalmente, 8.8 % afirma que el gobierno o empresas explotan sus recursos naturales sin consultarles.

			Los factores asociados a las violencias de género

			Junto con las desigualdades de género socialmente construidas, existen otros factores individuales, relacionales y contextuales asociados a las violencias de género. La multiplicación de los conflictos socioambientales 2 en las áreas rurales e indígenas han derivado en un incremento de la violencia asociada a las resistencias ante las situaciones de despojo y depredación de recursos (Briseño-Maas y Bautista-Martínez, 2016; Toledo et al., 2013; Valladares de la Cruz, 2018). Los principales actores de resistencia son los pueblos indígenas y, sobre todo, las mujeres indígenas y campesinas, así como los campesinos mestizos. Sus acciones de resistencia conllevan violencia expresada de forma genérica hacia hombres y mujeres. 

			Otro de los factores con relevancia contextual en la victimización de mujeres en general y, en particular, de las mujeres y niñas indígenas es el incremento del narcotráfico y el crimen organizado. Se ha documentado la vulnerabilidad que ellas padecen al ser objeto de tráfico de personas y explotación sexual comercial por redes de explotación (Acharya, 2010). Asimismo, se ha señalado cómo este contexto coloca a las mujeres en una mayor vulnerabilidad de ser objeto de violencia en el contexto de una relación política, en comparación con sus contrapartes masculinos (Cerva Cerna, 2014). La evidencia con respecto al vínculo que existe entre crimen organizado, rivalidad de bandas delincuenciales y asesinatos de mujeres, no es contundente; además la que existe al respecto de este tema no está centrada específicamente en mujeres indígenas. En diversos capítulos se argumenta que tanto el esencialismo de la categoría mujer como la falta de datos pueden estar detrás de este vacío. Un reciente estudio de Castro, Ríquer y Guerrero (2020) muestra una relación positiva y estadísticamente significativa entre la presencia de grupos criminales en la entidad federativa, medido a partir de la presencia de narcomantas, y el promedio anual de homicidios de mujeres vinculados al crimen organizado. Otros estudios, en cambio, no encuentran una tendencia consistente entre entidades federativas (Ramos Lira, Saucedo González y Saltijeral Méndez, 2016), aunque sí parece estar extendida la creencia de que el crimen organizado, por medio de la desaparición forzada, trata de personas y extorsión, se encuentra ligado al homicidio de mujeres (Figueroa Romero y Sierra Camacho, 2020). Se debe añadir a estos factores contextuales, la creciente militarización de las zonas rurales del país, la cual trae consigo más asesinatos de mujeres indígenas (Figueroa Romero, 2019).

			Los factores individuales y relacionales, vinculados con las violencias de género, son diversos y varían en función de la expresión de violencia de género y el contexto de relación en que esta se produzca (Castro et al., 2020). Por ejemplo, en el caso de la violencia obstétrica, manifestada a partir de abuso y violencia, así como de atención no consentida, se presenta una mayor tendencia de ser reportada en la medida en que la mujer cuenta con mayor escolaridad (Castro y Frías, 2019), sin estar asociado este fenómeno al estrato socioeconómico ni a la situación conyugal. En cambio, en el caso del acoso y hostigamiento sexual en el contexto de una relación laboral, los datos muestran que las mujeres casadas o unidas tienen un menor riesgo relativo de padecer hostigamiento y acoso sexual que las mujeres alguna vez unidas y las solteras (Frías, 2019); incluso el reporte de este tipo de violencia tiende a incrementarse al aumentar la edad de la mujer. Lo anterior sugiere la necesidad de realizar análisis detallados por contexto de relación en donde la violencia de género se manifiesta, ya que los factores de vulnerabilidad son distintos en función de la expresión y contexto de relación en que se produce. Por estos motivos, es importante huir de explicaciones esencialistas que asumen que la pobreza, medida a partir del estrato socioeconómico, o aspectos de índole cultural son el origen de las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas. Si bien pueden constituir factores que interactúan con otros para explicar ciertas expresiones de violencia, no siempre está vinculado con otras. 

			Las aportaciones del libro

			Las particularidades y vulnerabilidades de las mujeres y niñas indígenas quedan frecuentemente invisibilizadas dentro de la categoría mujeres. Por ello, en los nueve capítulos de este libro se examinan las violencias de género que padecen las mujeres en los espacios públicos y privados. Para este efecto se emplean métodos cualitativos y cuantitativos, que toman en cuenta no solo la vulnerabilidad intrínseca a la categoría mujer, sino que incorporan también la pertenencia étnica. Los capítulos están organizados entorno a cuatros grandes contextos: a) las violencias que ocurren en el hogar; b) los homicidios y feminicidios de mujeres en regiones indígenas, además de la visibilización de las mujeres y niñas en los mecanismos de alerta de violencia de género; c) las violencias y discriminaciones que padecen las mujeres en el ejercicio de sus derechos político-electorales y de representación; d) las violencias institucionales por acción u omisión y la invisibilización de las vivencias de violencia de género. El libro está pensado para ser leído como un todo o por capítulos. Cada uno desarrolla una revisión sucinta del estado del arte, presenta su sección metodológica y delimita geográfica y temporalmente el estudio, y de igual forma enfatiza las principales aportaciones e implicaciones. Los autores/as de cada capítulo contribuyen a visibilizar algunas aristas de esta compleja problemática social: las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas.

			Con respecto a las violencias que ocurren en el hogar, en el primer capítulo, Irene Casique examina la violencia de pareja de la que son objeto las mujeres indígenas, comparándolas con las mujeres no indígenas. Para ello analiza cuáles son los factores individuales, contextuales, de pareja y sociales que están asociados a dicha violencia. El análisis sobre las distintas dimensiones del empoderamiento (poder de decisión, autonomía, actitudes hacia los roles de género e índice de recursos) es sumamente relevante. El análisis de la investigadora incluye a todas las mujeres con independencia de su situación conyugal. Sus hallazgos son contundentes ya que, en términos de recursos económicos, las diferencias entre indígenas y no indígenas, si bien son estadísticamente significativas, no son grandes. Esta dimensión del empoderamiento se presenta como la más rezagada tanto para mujeres indígenas como no indígenas. Asimismo, la investigación muestra que las mujeres indígenas solteras presentan mayores niveles de autonomía y de poder de decisión que las mujeres indígenas unidas, lo cual puede estar relacionado con los cambios ocurriidos en las generaciones más jóvenes. Con respecto a la violencia que padecen, las mujeres que hablan una lengua indígena experimentan, a lo largo de su vida, mayores niveles de violencia física y sexual de pareja que las que no hablan una lengua indígena. En el último año, de acuerdo con los datos de la Endireh 2016, las mujeres indígenas padecieron mayores niveles de violencia física y menores niveles de violencia emocional. Sin embargo, no existen diferencias estadísticamente significativas con respecto a las experiencias de violencia sexual o económica. Los datos son presentados por entidad federativa y situación conyugal para enfatizar el contexto de especial vulnerabilidad a la violencia de pareja que padecen las mujeres indígenas separadas o divorciadas. 

			En el segundo capítulo, Carolina Agoff y Sonia M. Frías analizan el papel de la familia extensa, en particular, el rol de la suegra, y la convivencia en un mismo espacio habitacional en la aparición y reproducción de dinámicas de violencia de género en contra mujeres indígenas. En este capítulo se busca realizar un análisis de la interacción entre la violencia de pareja y la violencia de género de la familia extendida que, dados los patrones de residencia patrivirilocal, se ejerce por las mujeres de la familia de la pareja; se trata de un análisis que con frecuencia se soslaya en la mayoría de los estudios sobre violencia de pareja. Empleando la teoría fundamentada, los hallazgos muestran la funcionalidad de las suegras para facilitar la sumisión de la mujer a su pareja. Las suegras emplean diversos mecanismos como el control de la conducta pública de la mujer para evitar el deshonor, lo cual implica control sobre su salud sexual y reproductiva, además de sobre la conducta en el espacio doméstico por medio de alianzas establecidas con otros/ as integrantes de la familia. Se concluye que en la familia patrivirilocal, las bases materiales que garantizan la desigualdad de poder y que facilitan el ejercicio de la violencia son básicamente dos: la propiedad de la suegra y el trabajo remunerado del marido. La ausencia de estos dos recursos pone a la mujer en una situación de dependencia económica que se convierte en su subordinación al poder.

			En el segundo gran contexto, centrado en los homicidios y feminicidios de mujeres en regiones indígenas y la visibilización de las mujeres y niñas en los mecanismos de alerta de violencia de género, se agrupan dos capítulos. Marcos Valdivia e Isabel Rodríguez, en el capítulo tres, a través del análisis de datos y uso de técnicas de análisis espacial encuentran que en las regiones indígenas se ha producido un incremento en la tasa de homicidios, especialmente a partir del periodo 2006-2007. En el caso de las mujeres, el crecimiento fue mayor en contraste con el crecimiento de la tasa de homicidios de los hombres. Se identifican, en este capítulo, algunas regiones indígenas cuyo crecimiento en la tasa de homicidios ha suscitado un fenómeno de difusión o contagio de homicidios, de acuerdo con los indicadores obtenidos del análisis espacial, lo que las convierte en focos rojos. Tal es el caso de la Montaña de Guerrero, la región Tarahumara y la Mixteca. Otros territorios que no presentan este caso de dependencia espacial, pero que registran un fuerte crecimiento en los homicidios son las regiones de Huicot, Mixteca, Cuicatlán, Costa y Sierra Sur de Oaxaca. Valdivia y Rodríguez argumentan que los homicidios de mujeres en comunidades indígenas deben explicarse a la luz de otros contextos adicionales al recrudecimiento de la violencia en el país.

			En el cuarto capítulo, Liliana Vargas y Sonia M. Frías examinan las alertas de violencia de género decretadas en la República hasta el momento de realización del estudio para comprender las situaciones, contextos y condiciones en las que son nombradas y visibilizadas las mujeres, niñas y adolescentes indígenas, ya sea en condiciones de migración o como residentes en sus comunidades de origen. Las autoras argumentan que dentro de la categoría mujeres se tiende a invisibilizar la diversidad étnica y etaria de las mismas. Una minoría de estados visibiliza las violencias de género que padecen las mujeres indígenas (Chiapas, Guerrero, Nayarit, Veracruz, Baja California, Campeche y Oaxaca). Destaca, asimismo, el vacío en el conocimiento sobre las dinámicas feminicidas y las muertes violentas contra las mujeres indígenas. Se sabe que, al igual que otras mujeres, padecen distintas formas de violencia de género, pero no conocemos cómo confrontan la violencia feminicida, ni cómo se les atiende cuando acuden a pedir ayuda en las diferentes instituciones del Estado y o por parte de las autoridades comunitarias de los municipios con población indígena significativa. El capítulo finaliza con algunas sugerencias que pueden incidir tanto en el diseño como en la implementación de las políticas públicas derivadas de las alertas de violencia de género para mujeres y niñas indígenas. 

			Dos capítulos más son agrupados en el tercer gran ámbito, en el cual se examinan las violencias y discriminación de la que son objeto las mujeres indígenas en el ejercicio de sus derechos político-electorales y de representación. Al respecto, Daniela Cerva Cerna analiza en el quinto capítulo la violencia y discriminación de la que fueron objeto las mujeres indígenas en el ámbito de su participación política, tanto a través de los partidos políticos con presencia y registro nacional, como en los sistemas normativos internos. Esta investigación es de relevancia debido al contexto sociopolítico en el que fue realizada, ya que está enmarcada en el proceso electoral de 2018. Esta coyuntura fue propicia debido a que la representación de las mujeres y el debate sobre violencia hacia las que participan en política han estado ligados a las acciones afirmativas en política y a las transformaciones a favor de la paridad de género, implementadas desde el 2015 en la legislación mexicana. Las mujeres indígenas, además de enfrentarse a las dinámicas sociales comunitarias y partidistas, sufren de violencia por parte de sus parejas, de sus familias o de otros integrantes de su comunidad. La autora argumenta que las experiencias de las mujeres indígenas deben considerar otras opresiones, como la condición étnica, la edad, el estrato socioeconómico, la situación conyugal, grupo etario y escolaridad, por mencionar algunas. Concluye indicando que la reforma de paridad modificó sustancialmente las dinámicas comunitarias, ya que posicionó el debate sobre la integración de mujeres en espacios de toma de decisiones. Sin embargo, siguen sin existir cambios en las estructuras que favorezcan que su participación sea una realidad y que sus opiniones sean tomadas en cuenta. 

			En el sexto capítulo Sonia M. Frías examina la representación de las mujeres en política a nivel municipal en tres instancias de representación: presidencia municipal, regiduría municipal y como presidentas de los comisariados ejidales y de bienes comunales en municipios indígenas. El objetivo de este capítulo es doble. Por un lado busca caracterizar la representación de las mujeres en municipios y regiones indígenas; por otro, examinar qué variables sociodemográficas y estructurales a nivel municipal están asociadas al hecho de que las mujeres hayan accedido a puestos de representación política (como presidentas municipales y regidoras) y de representación agraria (como presidentas del comisariado ejidal o de bienes comunales). Los hallazgos de este capítulo apuntan a la heterogeneidad de la representación de las mujeres en municipios catalogados como indígenas. La participación de las mujeres como presidentas municipales es nula en algunas regiones indígenas como Chimalapas, Purépecha y Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz. Esta situación contrasta con la representación paritaria de la Tarahumara, así como la región de los Altos de Chiapas y el Norte de Chiapas, donde, respectivamente, 38.9 % y 42.9 % de los ayuntamientos son gobernados por mujeres. La mayoría de los estudios sobre representación de mujeres indígenas se han llevado a cabo en Oaxaca. Probablemente, esto ha generado ciertas generalizaciones sobre la representación formal de las mujeres en política ya que la participación formal de las mujeres en ese estado de la República es especialmente baja.  

			En el caso de las presidencias de los órganos agrarios, ejidos y bienes comunales, el avance de las mujeres es todavía más reducido: 1.8 %. La dinámica de representación ejidal o en bienes comunales no está asociada a nivel bivariado con la representación de mujeres como regidoras y presidentas municipales. Se enfatiza en el capítulo la falta de información para identificar si las mujeres que ocupan estos cargos de representación pertenecen a una etnia indígena. 

			En el cuarto y último contexto en que se examinan las violencias en contra de las mujeres y niñas indígenas, correspondiente a las violencias institucionales por acción u omisión y la invisibilización de las vivencias de violencia de género, se reúnen los últimos tres capítulos de este libro. Roberto Castro y Julio César Campuzano, en el séptimo capítulo, estudian las estadísticas oficiales sobre esterilización y colocación de dispositivos intrauterinos (diu) en poblaciones indígenas, como un proxy para examinar la violencia obstétrica focalizada. Los hallazgos apuntan a que las tasas de esterilización de mujeres y de colocación de dispositivos intrauterinos en los 16 estados con municipios indígenas son superiores a las tasas de los estados que no tienen municipios indígenas, o los tienen en menor proporción. Al interior de estos, las tasas son significativamente más elevadas en los municipios indígenas en comparación con los municipios no indígenas. Para el periodo 2011-2015, las regiones con mayores porcentajes de eventos fueron la Huasteca (10.9 %), seguida de la Maya (10.6 %), la Sierra Norte de Puebla y Totonacapan (8.1 %), y la Selva Lacandona y Los Altos de Chiapas (6.8 % cada una). Las mujeres de zonas indígenas con mayor riesgo de ser esterilizadas son aquellas que están en plena vida reproductiva, con menos de 35 años. Los autores advierten que tanto el Índice de Desarrollo Humano como el producto interno bruto se asocian inversamente con el riesgo de que se hagan esterilizaciones, lo cual parece sugerir que existe una preferencia de los servicios de salud por esterilizar y colocar diu a mujeres indígenas, particularmente en zonas pobres o con menor desarrollo. 

			Los siguientes dos capítulos se centran en las omisiones del Estado a la hora de recabar información sobre la problemática de las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas. En el octavo capítulo, Sonia M. Frías examina el fenómeno de la violencia sexual hacia mujeres y niñas indígenas realizando una comparación de entre las mujeres que hablan una lengua indígena y aquellas que no. Algunos de los datos arrojan puntos que parecerían ir en contra de la hipótesis de la mayor vulnerabilidad experimentada por las mujeres indígenas. En el capítulo se emplea el caso de la violencia sexual, medida en la Endireh 2016, para examinar cualitativamente la hipótesis de la pertinencia cultural de los instrumentos oficiales empleados en la medición de la violencia de género. Los hallazgos muestran la elevada prevalencia de la violencia sexual entre mujeres indígenas durante la infancia y la adolescencia, así como que, a pesar de las dificultades para el reporte, las formas de violencia sexual más severas, como la violación y el intento de la violación, son preponderantes entre las mujeres indígenas. El capítulo concluye enfatizando la necesidad de desarrollar instrumentos y metodologías de aplicación de estos con perspectiva intercultural. Las dificultades para nombrar e identificar los fenómenos, cuestiones vinculadas a la deseabilidad social y preocupaciones vinculadas al uso de la información, confidencialidad y anonimato pueden influir en el bajo reporte de la violencia sexual y otras expresiones de violencia de género.

			El último capítulo, desarrollado por Alejandra Ríos, enfatiza que la incidencia y la mayor visibilización de la violencia de género en contra las mujeres han obligado al Estado mexicano a crear nuevos marcos normativos, además de complejos sistemas institucionales cuyos objetivos son prevenir, atender y sancionar la violencia de género contra las mujeres. Entre otras obligaciones, las organizaciones gubernamentales han incorporado el recabar, organizar y presentar información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres, así como datos e información sobre las acciones que estas organizaciones implementan en reacción a estas ocurrencias. El objetivo de organizar estos datos es el de informar la toma de decisiones, así como la creación y seguimiento de políticas públicas específicas. A partir de la realización de 385 solicitudes de información que fueron atendidas entre octubre de 2017 y abril del 2018, Ríos examina la disponibilidad de información sobre violencias de género en contra de mujeres y niñas indígenas. Concluye que existe una débil disponibilidad de información comparable y organizada sobre la incidencia de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas. 

			Este factor dificulta la posibilidad de realizar un diagnóstico nacional sobre la problemática a partir de datos administrativos. La autora argumenta que, además, en el país existe una amplia dificultad para generar estadísticas comparables, al menos, por tres razones. Primero, no hay una homogeneidad respecto a las instituciones que deberían participar en la recolección de información. Sin lugar a dudas, sería idóneo estandarizar y homologar esta responsabilidad a las instituciones que participan de manera directa en la atención de salud, seguridad pública, procuración e impartición de justicia. Segundo, no existe un criterio homogéneo para identificar a las personas indígenas. Dada la tendencia que han establecido los bancos de información, este criterio podría ser tan solo el dominio de una lengua indígena y buscaría ampliarse a la pertenencia a una comunidad indígena. Tercero, la captura de información sobre las características de la víctima no posibilita la creación de estadísticas de esta temática. Esto es, se registra información que resulta imposible de analizar desde una perspectiva multicultural.

			Los estudios que se presentan en este libro, aun cuando los autores/as no se hayan pronunciado al respecto, adoptan una perspectiva interseccional e intercategórica porque emplean categorías analíticas predefinidas, como sexo, etnia y edad. De esa manera visibilizan las desigualdades entre mujeres, niñas y adultas, indígenas y no indígenas acerca de a algunas violencias de género en diversos contextos de relación como el de la pareja, el familiar, el político, el institucional, a partir del abordaje de la violencia obstétrica. Además de ello, se examina el homicidio de mujeres y la disponibilidad de información generada por las distintas instancias gubernamentales con perspectiva pluriétnica. 

			Los distintos capítulos muestran las condiciones específicas en que se producen las violencias de género en la intersección del género y de la etnia. En este sentido, se confirma la necesidad de adoptar una perspectiva interseccional, no solo en el análisis de la problemática de las violencias de género en contra de las mujeres, sino también en la elaboración de instrumentos para recabar datos y en el diseño y la evaluación de políticas públicas. 
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					 1	Este índice mide las desventajas que experimentan las mujeres en tres dimensiones: 1) empoderamiento entendido como el grado en que las mujeres, en comparación con los hombres, cuentan con al menos escolaridad secundaria completa y con representación en las cámaras legislativas nacionales; 2) salud reproductiva operacionalizada a partir de las tasas de fecundidad adolescente y mortalidad materna, y 3) participación en el mercado laboral, de las mujeres comparada con la de los hombres. La escala internacional comparativa señala que los valores más cercanos a 1 denotan la mayor desigualdad de género, mientras los que se aproximan a 0, mayor igualdad. 

				

				
					 2	Los conflictos a los que se hace referencia son de carácter agrícola, biotecnológico, energético, forestal, hidráulico, minero, por residuos peligrosos y rellenos sanitarios, turístico y urbano (Toledo, Garrido y Barrera-Basols, 2013). 

				

			

		

		
		


		
			1 Prevalencia y factores asociados a las violencias de pareja contra las mujeres hablantes de lenguas indígenas en México

			Irene Casique

			Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias-unam

			Introducción

			En México la preocupación sobre la violencia contra las mujeres data ya de cerca de dos décadas de continua expansión en términos de investigación, sistematización de información y desarrollo de programas de prevención y atención a este importante problema social. Los avances logrados en términos de precisiones y comprensión sobre el tema han sido importantes. Sin embargo, es claro que nos faltan muchos aspectos todavía por abordar y que las cifras de violencias hacia las mujeres no reflejan todavía reducciones importantes en este flagelo social.

			Las primeras encuestas desarrolladas en México que dieron cuenta de la violencia hacia la mujer se centraron fundamentalmente en la violencia conyugal. No incluían, de manera intencional, muestras de poblaciones indígenas que permitieran, en particular, dar cuenta de las características y dimensiones de la violencia contra las mujeres indígenas. Este vacío de información sobre poblaciones indígenas ha sido un rasgo característico de las investigaciones sobre violencia contra las mujeres a nivel mundial (Naciones Unidas, 2013).

			Las demandas en torno a la necesidad de atender este vacío no se hicieron esperar. Desde hace aproximadamente quince años se incluyó en la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2006 una submuestra de mujeres indígenas. Poco después, en 2008, se levantó en México la primera encuesta especialmente formulada para explorar distintos aspectos de salud entre las mujeres indígenas, incluyendo por supuesto el tema de la violencia: la Encuesta de Salud y Derechos de las Mujeres Indígenas (Ensademi 2008). Esta fue aplicada a usuarias de la Secretaría de Salud y del programa imss-Oportunidades (Instituto Nacional de Salud Pública [insp], 2008). Los esfuerzos realizados hasta ahora para dar cuenta de la violencia hacia mujeres indígenas en la República Mexicana son importantes, pero continúan siendo insuficientes. La ausencia de información pertinente y actualizada sigue limitando de manera fundamental los avances en el conocimiento del problema y el desarrollo de programas adecuados para atenderlo. 

			Relevancia de la población indígena en los estudios de violencia de pareja

			Las investigaciones existentes sobre violencia en contra de mujeres indígenas son, a nivel mundial, muy escasas. La poca información que se ha generado ha sido eventual, y generalmente se trata de muestras que no son estadísticamente representativas de estas poblaciones. Ello ha representado un obstáculo importante para visibilizar la existencia y características de esta situación y para convocar esfuerzos en torno a su solución.

			La información disponible en países como Estados Unidos, Canadá, Australia y Nueva Zelanda demuestra que las mujeres indígenas se encuentran sobrerrepresentadas en las muestras de víctimas de violencia conyugal. Esto es, que las tasas de victimización para las mujeres indígenas están muy por encima de las correspondientes a la población no indígena (Brownridge, 2003; Brzozowski, 2006; Fanslow et al., 2010; Field y Caetano, 2004; Rennison, 2001; Wahab y Olson, 2004).

			En el caso de Canadá, Brzozowski (2006) reporta prevalencias de violencias de pareja en mujeres indígenas tres veces mayores que las correspondientes a población no indígena. Por su parte, Brownridge (2003) encuentra que la prevalencia de violencia hacia estas mujeres indígenas es cinco veces la del último año reportada por mujeres no indígenas (citados por Brownridge, 2008). Asimismo, para los Estados Unidos, Rennison (2001, citado por Brownridge, 2008) señala que las mujeres indígenas presentan tasas de victimización por parte de la pareja en los últimos doce meses, equivalentes al doble de las registradas por mujeres afroamericanas, y el triple de la tasa correspondiente a mujeres anglosajonas. Aún más extremas son las diferencias en el riesgo de violencia familiar para mujeres indígenas en áreas rurales de Australia: 45 veces mayor que las de mujeres no indígenas (Naciones Unidas, 2013).

			En México los escasos datos disponibles sobre violencia de pareja hacia mujeres indígenas han señalado que las tasas de prevalencia de todos los tipos de violencia de pareja (emocional, física, económica y sexual) son más elevadas que en mujeres no indígenas. De acuerdo con datos de la Ensademi 2008, levantada en ocho regiones indígenas de México, las mujeres de los Altos de Chiapas son las que presentan las mayores prevalencias de violencia conyugal (y de cada una de las expresiones de esta: 41 % violencia psicológica; 33 % violencia física; 22 % violencia económica y 10 % violencia sexual); por si fuera poco, la severidad de la violencia que reciben es la más elevada. En contraste, la violencia conyugal que padecen las mujeres indígenas de la zona del Istmo es la menos frecuente y severa (Valdez Santiago et al., 2008). En otra investigación con datos sobre México basados en la Endireh 2006, Aparicio (2013) también encuentra que la violencia física conyugal hacia mujeres indígenas es mayor que la registrada para mujeres no indígenas.

			Un análisis posterior desarrollado por el Instituto Nacional de las Mujeres con datos de la Endireh 2011 no constata, de manera unívoca, mayores prevalencias de violencia de pareja en mujeres en parejas hablantes de lengua indígena (mphli, en las que alguno o ambos integrantes hablan alguna lengua indígena) respecto a mujeres con parejas no hablantes de lengua indígena (mpnhli), sino que ello se observa solo para algunas expresiones de violencia y en alguna de las tres regiones de México estudiadas (Centro-Oriente, Sureste y Península de Yucatán). En general, la violencia psicológica y la violencia económica son algo mayores en las mpnhli en las tres regiones, mientras que el reporte de violencia física y la violencia sexual son mayores entre las mphli que para las mpnhli. Específicamente la violencia física es mayor en las mphli que en las mpnhli de la región Centro-Oriente; la violencia sexual, no obstante, es mayor en las mphli que en las mpnhli en las regiones Centro-Oriente y en la Península (Instituto Nacional de las Mujeres, 2013).

			Las mujeres hablantes de una lengua indígena no solo enfrentarían en mayor medida que las mujeres que no las hablan el problema de violencia de pareja, sino que sus consecuencias emocionales y físicas parecen ser particularmente severas, tanto para ellas como para sus familias (Bachman et al., 2008). Innumerables consecuencias de la violencia de pareja hacia mujeres indígenas han sido documentadas, como problemas de salud mental (depresión y pensamientos suicidas, entre otros), dificultades en relacionarse con otras personas, disminución de la capacidad de tomar decisiones, además de cuantiosos problemas físicos y consecuencias indirectas para sus hijos/as que atestiguan la violencia como problemas de conducta, problemas cognitivos y adopción de patrones violentos en sus propias relaciones (Burnette y Cannon, 2014).

			Diversas explicaciones han sido planteadas al respecto de la relativamente mayor vulnerabilidad de las mujeres indígenas frente a la violencia de pareja. En primer lugar, los estrechos lazos entre los integrantes de las familias y en las comunidades exponen a prácticamente todas las mujeres indígenas, o bien a la experiencia personal de violencia de pareja o a la de algún familiar o persona cercana que la padece. Ello implica una potenciación y ramificación de las consecuencias de la violencia de pareja en poblaciones indígenas, la cual alcanza no solo a las mujeres, sino también a sus parejas, a sus hijos/as y familiares (Burnette, 2014; Burnette y Cannon, 2014). 

			Al mismo tiempo, la identidad étnica y cultural han sido planteadas por Walters y Simoni (2002) como factores protectores para enfrentar las consecuencias negativas de la violencia conyugal, tanto sociales como en la salud de las mujeres, en la medida en que las mujeres que mantienen una identidad cultural tradicional, y que además participan de prácticas tradicionales, como prácticas de curación alternativas y métodos espirituales de afrontamiento de las dificultades, estarían mejor equipadas para manejar eventos traumáticos.

			Se ha argumentado que la dominación patriarcal de las poblaciones europeas occidentales impuesta a los hombres indígenas se ha revertido en la dominación de estos sobre sus mujeres (McEachern et al., 1998). El argumento parece frágil debido a que no logra explicar por qué los hombres colonizadores también ejercen violencia hacia sus mujeres. Pero, en cualquier caso, numerosos autores que señalan el papel de la colonización de los pueblos indígenas como un factor que, o bien propició, o bien acentuó la violencia de pareja hacia las mujeres, al remover los roles tradicionales de los hombres indígenas y los fundamentos de su estatus y honor, alterando en consecuencia las relaciones entre hombres y mujeres indígenas (Durán et al., 1998; Hamby, 2000, citado por Oetzel y Duran, 2004).

			Algunas características individuales de las mujeres indígenas que las diferencian de las mujeres no indígenas como su menor edad (por ejemplo, al momento de la unión), su menor acceso a la educación formal, mayores tasas de cohabitación (en lugar de matrimonios legales), entre otras, han sido examinadas como posibles factores asociados a su mayor riesgo de violencia de pareja (Burnette y Cannon, 2014). De la misma manera, diversos factores situacionales como residencia en zonas rurales, desempleo, consumo de alcohol por parte de la pareja y el número de hijos/as también se han asociado como factores de riesgo de la violencia de pareja hacia mujeres indígenas (Brownridge, 2008).

			Un aspecto relevante, el cual ha sido indagado por Valdez Santiago et al. (2008), corresponde a las diferencias presentadas en la frecuencia y en la severidad de la violencia conyugal en función de la condición de hablante exclusiva de lengua indígena o no, es decir, si las mujeres solamente hablaban lengua indígena o si también hablaban español. Las autoras y autores encontraron que, para aquellas mujeres que solo hablaban lengua indígena, tanto la frecuencia como la severidad de las diversas expresiones de violencia conyugal eran más elevadas (Valdez Santiago et al., 2008). Una posible explicación que ha sido planteada para estas diferencias radicaría en atribuir a las culturas indígenas rasgos más tradicionales y patriarcales que las culturas occidentales. Es decir, favorecerían y perpetuarían más claramente la autoridad masculina y el ejercicio de la violencia conyugal. Se podría asumir que las mujeres indígenas que exclusivamente hablan alguna lengua indígena se adscribirían con mayor claridad a estos patrones.

			Sin embargo, en un trabajo previo, Casique y Castro (2012) encuentran, con base en datos de la Endireh 2011, que la violencia de pareja experimentada por las mujeres indígenas es mayor para aquellas mujeres que no son hablantes de una lengua indígena, mientras sus parejas sí lo son, que para las mujeres hablantes de lengua indígena, cuyas parejas comparten su lengua. Este hallazgo parecería alejar la explicación de la vulnerabilidad por violencia de pareja de las mujeres indígenas de los valores intrínsecos a las culturas indígenas, y apuntar más bien a la heterogeneidad étnica y cultural en la composición de las parejas. Pero en realidad, se requeriría de mayor investigación al respecto para poder sostener de manera fundamentada cualquier conclusión sobre este aspecto.

			Otro factor explorado a nivel relacional que incide en el riesgo de padecer violencia de pareja por parte de las mujeres (en general, no solo en las indígenas) son los roles de género y el lugar que ocupan las mujeres en el contexto social en relación con sus parejas. Estudios previos sugieren que aquellas mujeres más adheridas a los roles de género tradicionales, y más subordinadas respecto a sus parejas, presentan mayores riesgos de violencia de pareja (Casique y Castro, 2014; Hamby, 2000). A nivel institucional se ha señalado que la carencia de instituciones o centros de salud, así como la falta de instancias de atención a las víctimas de violencia en las comunidades indígenas constituyen elementos que acentúan la prevalencia y consecuencias de la violencia de pareja para las mujeres indígenas (Bonfil Sánchez et al., 2017; Naciones Unidas, 2013; Oetzel y Duran, 2004).

			Finalmente, la violencia hacia las mujeres indígenas debe ser analizada como parte inseparable de la histórica opresión y discriminación que han padecido los pueblos indígenas (Unicef, 2013). De ahí que las interrelaciones establecidas entre los distintos factores que inciden en la violencia hacia las mujeres indígenas hayan sido señaladas como de particular relevancia en el análisis de su vulnerabilidad a la violencia de pareja, en tanto que en ellas confluyen elementos de dominación colonial, discriminación racial y pobreza, los cuales acentúan las asociaciones de cada característica con el riesgo de violencia, así como las consecuencias de la misma (Bonfil Sánchez, 2012; Bonfil Sánchez et al., 2017). 

			La identificación de las mujeres indígenas como población en mayor riesgo de padecer determinadas expresiones de violencia, incluyendo la violencia de pareja, así como la identificación de las características y condiciones asociadas a su mayor vulnerabilidad ante la violencia conyugal y en el noviazgo, representan aportes valiosos desde la perspectiva de políticas públicas y de salud pública. Su corroboración mediante evidencia empírica indicaría la necesidad de impulsar esfuerzos particulares abocados a la prevención, atención y erradicación del problema en este grupo poblacional. En el mismo sentido se podría orientar el diseño de estrategias y herramientas necesarias para ello, lo que justifica plenamente la necesidad de análisis como el que aquí se desarrolla.

			El objetivo general de este trabajo es aportar estimaciones actualizadas, a partir de los datos más recientes de la Endireh 2016, de las prevalencias de violencias de pareja contra las mujeres que hablan una lengua indígena en México (hli), 1 así como los principales factores asociados a su ocurrencia. Por otra parte, se plantea analizar el empoderamiento de las mujeres hli en México y del papel que este proceso guarda con el riesgo de violencia de pareja, aspecto prácticamente inexplorado en las investigaciones previas sobre mujeres hli mexicanas. Para ello, en este capítulo se plantean los siguientes objetivos específicos:




			a) Estimar la prevalencia de violencia emocional, violencia física, violencia económica y violencia sexual padecida en el último año por mujeres hli por parte de su pareja íntima.

			b) Contrastar los niveles de violencia de pareja que experimentan las mujeres hli con los niveles de violencia que experimentan las mujeres no hablantes de lengua indígena (nhli).

			c) Analizar los factores individuales, de la pareja y sociales que propician o previenen la ocurrencia de violencia de pareja hacia las mujeres hli.

			d) Estudiar el nivel de empoderamiento de las mujeres hli y contrastarlo con el empoderamiento de las mujeres nhli, como un factor asociado al riesgo de padecer violencia de pareja.




			La hipótesis general que orienta este estudio es que las mujeres hli en México experimentan mayores niveles de algunas expresiones de violencia de pareja que las mujeres nhli mexicanas, debido a un relativamente mayor arraigo de ciertas normas y valores patriarcales que contribuyen a la subordinación de las mujeres y a la naturalización de la violencia. Ello, sumado a las condiciones de vida más precarias que caracterizan a las poblaciones indígenas, así como un menor acceso a la educación, que constituyen elementos que, en conjunto, definen un acceso más limitado a los recursos que entraman el camino a una mayor vulnerabilidad de las mujeres hli frente a las desigualdades y la violencia (Bonfil Sánchez et al., 2017).

			Sin embargo, es fundamental reconocer también la diversidad al interior de las culturas indígenas y las diferencias entre los distintos grupos étnicos. Las normas y costumbres pueden variar de manera importante entre ellas, otorgando roles y atributos sociales diversos a sus mujeres. Ello daría lugar a un escenario particular de riesgos y de ocurrencia de violencia de pareja entre unos y otros. Estas diferencias ya se han visto reflejadas en los datos provenientes de la Ensademi 2008. Es importante señalar la necesidad de avanzar tanto en la investigación cuantitativa como en la más antropológica y de corte cualitativo en esa dirección.

			Un elemento central que se incorpora para el análisis de los riesgos de violencia de pareja que experimentan las mujeres hli, es su empoderamiento, el cual asumimos como un proceso clave en el desarrollo de una vida plena para todas las mujeres, pero que además puede ser una herramienta potencial para la erradicación de la violencia de pareja que padecen, tal y como han mostrado estudios previos en México que señalan que una mayor autonomía de las mujeres reduce el riego de que reciban violencia emocional, violencia física y violencia sexual por parte de su pareja y, por otro lado, la mayor disponibilidad de recursos económicos de las mujeres  incrementa las probabilidades de que las mujeres casadas o unidas soliciten apoyo formal frente a situaciones de violencia (Casique y Castro, 2019). 

			Metodología

			Datos

			El análisis desarrollado en este trabajo se basa en los datos de la Endireh 2016, la cual constituye la encuesta de referencia fundamental sobre la violencia contra las mujeres en México. Dada su cobertura a nivel nacional y el hecho de que se trata de una encuesta de hogares, es representativa de todas las mujeres del país. A esto, se suma también el que la Endireh tiene ya una periodicidad establecida (cada cinco años desde 2006) que potencia las posibilidades de hacer seguimiento de los distintos aspectos e indicadores de violencia contra las mujeres en el país incluidos en la misma.

			La Endireh 2016 fue levantada entre 111 256 mujeres, de las cuales una submuestra de 8150 mujeres son indígenas que habitan en 31 entidades federativas, aunque las mayores proporciones corresponden a Oaxaca, Chiapas y Yucatán, (17.8 %, 13.5 % y 9.8 %, respectivamente, de acuerdo con datos ponderados), lo cual corresponde con la mayor proporción de población hablante de una lengua indígena en estas entidades del país.

			El análisis que se desarrolla aquí incluye a mujeres hli y nhli que mantuvieron una relación de pareja en el año previo al  levantamiento de la encuesta. Se centra en las mujeres unidas o casadas para el análisis de la violencia conyugal, y en las mujeres solteras para el análisis de la violencia en el noviazgo. De esta manera tenemos una muestra de 72 855 mujeres unidas (de las cuales 5 850 son mujeres hli) y 13 378 mujeres solteras que tienen o han tenido novio (solo 473 de ellas son hli). Si bien el foco de análisis es la violencia de pareja perpetrada hacia las mujeres hli, se incluyen también a las mujeres nhli como estrategia para identificar diferencias entre ambos grupos de mujeres y, en la medida de lo posible, algunas particularidades de la violencia de pareja experimentada por las hli de esta muestra.

			Estrategia analítica

			Para abordar los primeros dos objetivos planteados, se realizan análisis descriptivos mediante cuadros de doble entrada, pruebas de chi 2 y pruebas t para la diferencia de medias en el análisis de las prevalencias de los distintos tipos de violencia de pareja, y para dar cuenta de las diferencias que se observan entre las experiencias de mujeres hli y nhli.

			Con respecto a la estimación de los indicadores de empoderamiento de las mujeres, se emplea el análisis factorial exploratorio para examinar la consistencia de los índices y de las subdimensiones que subyacen en cada uno de ellos. Una vez validada la pertenencia de cada uno de los ítems empleados para medir cada dimensión de empoderamiento y el peso relativo que tienen en el constructo a estimar, se determinaron los diversos índices de empoderamiento mediante la agregación ponderada de los ítems correspondientes previamente validados. Para dar cuenta de las diferencias en las distintas dimensiones de empoderamiento entre hli y nhli se usan nuevamente pruebas t. 

			Finalmente, para la identificación de factores asociados a los riesgos de las distintas violencias de pareja, que constituye el tercer objetivo, se desarrollan modelos de regresión logit, separados para hli y nhli, los cuales distinguen entre violencia conyugal y violencia de pareja en el noviazgo y, además, diferencian entre los cuatro tipos de violencia de pareja que examina la Endireh: violencia emocional, física, económica y sexual.

			Indicadores de violencia de pareja

			La Endireh recoge información sobre distintos tipos de conductas y acciones violentas cometidos por la pareja hacia la mujer, empleando una versión modificada de la Escala Táctica de Conflictos desarrollada originalmente por Straus (1979), la cual nos permite identificar violencia emocional, física, sexual y económica. Esta escala está conformada por 36 preguntas en los cuestionarios de mujeres casadas o unidas 2 y 32 preguntas en el cuestionario de mujeres solteras. Se estiman por separado los indicadores de violencia conyugal (para mujeres unidas o alguna vez unidas) y de violencia en el noviazgo (para mujeres solteras).

			Cada pregunta incluida en esta escala admite cuatro posibles respuestas: muchas veces, pocas veces, una vez y no ocurrió. A partir de ellas se generan indicadores dicotómicos (sí o no) para cada tipo de violencia. Los indicadores dicotómicos de violencia física, violencia sexual y violencia económica adoptan el valor de 1 (sí ocurre violencia) si la respuesta es cualquiera de las tres primeras para alguno de los ítems correspondientes a cada tipo de violencia. Como excepción, en el caso de violencia emocional se establece como requisito para que el indicador adopte el valor de 1 la condición de que hayan ocurrido al menos dos de estas acciones o, si es solo una acción de violencia emocional identificada, que esta haya ocurrido más de una vez, esto es, de acuerdo a las categorías de respuesta planteadas, pocas veces o muchas veces.

			Indicadores de empoderamiento de las mujeres

			El empoderamiento de las mujeres supone la adquisición de un mayor control sobre sus vidas y las de sus dependientes. Va ligado a la participación de las mujeres en espacios y actividades a los cuales tradicionalmente no tenían acceso. Esta redefinición y redistribución de capacidades, opciones y acceso a recursos plantea, inevitablemente, una ruptura con las normas y roles tradicionales que subordinan a las mujeres respecto a los hombres y en la sociedad en general.

			El proceso de empoderamiento plantea entonces progresos en múltiples aspectos o dimensiones de la vida de las mujeres: autoestima, control sobre ingresos, acceso y control sobre recursos familiares, libertad de movimientos, participación en las decisiones domésticas, capacidad de tomar decisiones sobre la crianza de los hijos/as, control sobre las relaciones sexuales, ausencia de violencia doméstica, conocimiento de derechos legales y conocimiento del sistema político, entre otros (Malhotra, Schuler y Boender, 2002). En tanto que el empoderamiento de las mujeres constituye un proceso dinámico y cambiante, su medición constituye, en realidad, todo un reto. Solo podemos aproximarnos a valoraciones “momentáneas” que debemos asumir como acercamientos relativos o parciales, nunca definitivos. 

			Se estimaron cuatro indicadores de empoderamiento de las mujeres: poder de decisión, autonomía, actitudes hacia los roles de género e índice de recursos. El indicador de autonomía no se puede estimar para las mujeres solteras, ya que en el cuestionario correspondiente no se incluyeron las preguntas para poderlo estimar.

			Desde hace ya casi dos décadas la autora ha abordado en nuestra investigación el tema del empoderamiento de las mujeres mexicanas y desarrollados indicadores al respecto (Casique, 2001, 2004). No obstante, hasta ahora no se han empleado estas herramientas para medir el empoderamiento de las mujeres hli. Lo anterior plantea cierta incertidumbre respecto a si los indicadores resultarán igualmente apropiados o tendrán menor poder explicativo cuando en el caso de las mujeres hli, en comparación con las nhli. 

			Índice de poder de decisión de las mujeres

			La Endireh 2011 plantea un conjunto de quince preguntas (en el cuestionario para mujeres casadas o unidas) sobre la toma de decisiones respecto a la vida de la mujer, que permiten identificar quién es la persona en el hogar o en la pareja que decide la mayor parte de las veces: 1) Si la mujer puede trabajar o estudiar; 2) si la mujer puede salir de su casa; 3) qué hacer con el dinero que ella gana o del que dispone; 4) si puede comprar cosas para ella; 5) si puede participar en la vida social o política de su comunidad; 6) cómo se gasta o economiza el dinero; 7) qué hacer con el dinero que él gana; 8) sobre el tipo de ropa y arreglo personal de la mujer; 9) sobre los permisos a las hijas e hijos/as; 10) cambiarse o mudarse de casa o ciudad; 11) cuándo tener relaciones sexuales; 12) si se usan anticonceptivos; 13) quién debe usar los métodos anticonceptivos; 14) tener o no hijos/as, y 15) cuándo y cuántos hijos/as tener. En el cuestionario de solteras se plantean trece preguntas, parcialmente iguales a las planteadas para las mujeres unidas o alguna vez unidas. Empleando la información obtenida para estas preguntas se calcula el índice de poder de decisión de las mujeres, que da cuenta de la capacidad/posibilidad de las mujeres de participar en los procesos de toma de decisiones familiares y de pareja (en el caso de las casadas o unidas) y de incidir en ellos, haciendo valer en alguna medida su opinión y deseos.

			Aun cuando se trata fundamentalmente de preguntas referidas casi todas a aspectos muy personales de la vida de las mujeres, estos designan decisiones que por mucho tiempo han estado supeditadas a la consideración final del esposo o compañero, en el caso de las mujeres casadas o unidas, o de los padres o novios en el caso de las mujeres solteras, limitando las posibilidades de que las mujeres tengan el control sobre sus propias vidas. Dado que las preguntas relevantes no son exactamente las mismas para mujeres casadas o unidas que para mujeres solteras, primero se estima un índice de empoderamiento por separado para cada uno de estos dos grupos y, eventualmente, después de estandarizarlos, se integran en una misma variable. El indicador final estimado es un índice estandarizado con valores entre cero y uno. Los valores más cercanos a 1, denotan mayor poder de decisión de la mujer. La consistencia interna de este índice de empoderamiento es bastante elevada, con un Alpha de Cronbach de 0.88 para el conjunto total de mujeres. De manera interesante se evidencia una relativa mayor consistencia de este índice para las mujeres hli que para las nhli (Alpha de Cronbach = 0.90 vs. 0.87). Lo que sugiere que el indicador de poder de decisión es una medida tan válida cuando se aplica a mujeres hli como para nhli.

			Índice de autonomía de las mujeres

			La Endireh 2016 incluye siete preguntas referidas a la libertad que tienen o no las mujeres unidas o alguna vez unidas para realizar determinadas actividades y, si el hacerlas requiere el permiso o notificación previa a la pareja o expareja: 1) trabajar por un pago o remuneración; 2) ir de compras; 3) visitar parientes o amistades; 4) comprar algo para ella o cambiar su arreglo personal; 5) participar en alguna actividad vecinal o política; 6) hacer amistad con una persona, y 7) votar por algún partido o candidato. Como alternativas de respuesta a estas preguntas se planteó: a) le debe pedir permiso; b) le avisa o pide su opinión; c) no tiene que hacer nada; d) no va sola, va con él; e) no lo hace, y f) otro.

			Como primer paso se recodificaron estas respuestas de manera que las mismas indiquen un orden ascendente de autonomía de las mujeres. Esto otorga mayor peso a la respuesta de “no tiene que hacer nada” y el menor peso cuando tiene que “pedir permiso” a la pareja. Se calcula el índice de autonomía de las mujeres agregando de manera ponderada las distintas variables. El indicador final está estandarizado entre cero y uno, y mientras más cercanos son sus valores a 1 indica mayor autonomía de las mujeres. Este índice de autonomía de las mujeres arroja una muy buena consistencia, con un valor de Alpha de Cronbach de 0.84. Nuevamente se constata que la consistencia de este indicador es ligeramente más alta para mujeres hli (Alpha de Cronbach = 0.85) que para las mujeres nhli (Alpha de Cronbach = 0.83).

			Índice de actitudes igualitarias frente a los roles de género

			Un aspecto importante del empoderamiento de las mujeres es su capacidad de rechazar y redefinir los roles que tradicionalmente les han sido asignados en nuestras sociedades, que las subordinan respecto a los hombres, y que limitan las opciones de vida y las capacidades que las mujeres pueden desarrollar. De ahí que se consideró pertinente emplear la información recogida por la Endireh 2016 en la sección xi para estimar un índice de roles de género que permita identificar la postura de la mujer en cuanto a los roles subordinados tradicionalmente asignados a las mujeres (su aceptación o rechazo de los mismos) y, por ende, de su concepción sobre las mujeres como individuos con iguales derechos a los hombres, o como agentes subordinados a ellos.

			La Endireh 2016 incluye nueve preguntas (las mismas en todos los cuestionarios) que indagan precisamente sobre las ideas y actitudes de las entrevistadas frente a los roles y los derechos de las mujeres: usted cree… 1) ¿que las mujeres deben ser las responsables del cuidado de los hijos/as, de las personas enfermas y ancianas?; 2) ¿que los hombres deben ganar más salario que las mujeres?; 3) ¿que las mujeres deben ser igual de responsables que los hombres de traer dinero para la casa?; 4) ¿que los hombres deben encargarse, al igual que las mujeres, de las tareas de la casa, de cuidar a los niños/as y a las personas enfermas y ancianas?; 5) ¿que las mujeres deben tener derecho a salir solas en la noche a divertirse?; 6) ¿que los hombres deben ocupar mejores puestos que las mujeres en los trabajos?; 7) ¿que las mujeres que trabajan descuidan a sus hijos/as?; 8) ¿que las mujeres deben vestirse sin escotes para que no las molesten los hombres?, y 9) ¿que las mujeres casadas deben tener relaciones sexuales con su esposo cuando él quiera? Las respuestas posibles eran sí o no.

			Con la agregación de todas estas preguntas se obtuvo un índice de actitudes frente a los roles de género, el cual se encuentra estandarizado y arrojó una consistencia apenas aceptable con Alpha de Cronbach igual a 0.68. Este es ligeramente menos consistente en el caso de las mujeres hli (Alpha de Cronbach = 0.66) que para las mujeres nhli (Alpha de Cronbach = 0.67).

			Índice de recursos económicos

			La propiedad de bienes económicos ha sido relacionada con la posibilidad y la habilidad de las mujeres de actuar autónomamente. También lo ha sido con el poder expresar sus propios intereses en las negociaciones que afectan sus propias vidas o las de sus hijos/as (Deere y León, 2002). La propiedad de la tierra, y en general de bienes económicos, por parte de la mujer no solo mejora su capacidad de negociación en el hogar, sino también, potencialmente, fuera de este, en la comunidad y en la sociedad (Agarwal, 1994; Deere y León, 2002). Por otra parte, y como ya ha sido planteado en investigaciones anteriores, la posibilidad de contar con un ingreso propio a partir de su trabajo es fundamental para la consolidación de la independencia de las mujeres. Ello aplica de manera particular a aquellas que son víctimas de violencia por parte de su pareja, para quienes este elemento puede ser crucial en la construcción de una ruta de escape de la situación de violencia (Casique, 2010).

			La Endireh 2016 incluye preguntas sobre la propiedad de algún miembro de la familia de alguno de los siguientes bienes: terreno/s o tierras de cultivo; 2) automóvil/es o camioneta/s; 3) ahorros; 4) la vivienda que habitan; 5) locales, bodegas u oficinas; 6) puestos fijos, y 7) otra casa o departamento. Adicionalmente, la pregunta 4.11 indaga si la mujer cuenta con dinero que pueda usar como quiera.

			Con base en las respuestas a todas estas preguntas se construyó un índice de recursos, ponderado y estandarizado. Es importante sin embargo señalar que en este caso el indicador arroja una baja consistencia interna (Alpha de Cronbach = 0.33), por lo que es necesario interpretar los resultados asociados a este indicador con la debida cautela. Además se evidencia que la consistencia de este indicador es más baja cuando se estima para las mujeres hli (Alpha de Cronbach = 0.24) que para las mujeres nhli (Alpha de Cronbach = 0.34).

			Resultados y análisis

			En esta sección se presentan los principales hallazgos derivados del análisis realizado. Se revisan primero los valores obtenidos en los diversos indicadores de empoderamiento para mujeres hli y nhli. En segundo lugar, se valoran las prevalencias de violencias para unas y otras, además de sus diferentes modalidades de acuerdo con algunas variables sociodemográficas de las mujeres. Por último, se identifican los factores asociados al riesgo de los distintos tipos de violencia conyugal y de violencia en el noviazgo para las mujeres hli.

			Diferencias en los valores medios de índices de empoderamiento de mujeres hli y nhli

			Los cuatro índices de empoderamiento estimados tienen valores estandarizados entre 0 y 1, lo que facilita las comparaciones no solo entre mujeres que hablan una lengua indígena y las que no, sino también entre las cuatro dimensiones de empoderamiento incluidas. La tabla 1.1 presenta los valores promedios en cada uno de los índices para el conjunto total de mujeres (sin distinguir por situación conyugal), pero separa a las mujeres que hablan una lengua indígena de las que no.

			Se observa que las mujeres hli presentan niveles de empoderamiento más bajos que las nhli en cada una de las cuatro dimensiones analizadas. Estas diferencias son estadísticamente significativas en todos los casos. Las más notables entre mujeres hli y nhli se observan respecto a sus actitudes frente a los roles de género y en términos de su poder de decisión, mostrándose las mujeres hli con menor poder de decisión y con actitudes más tradicionales frente a los roles de género que las de las mujeres nhli. En términos de autonomía se observan también diferencias importantes entre ambos grupos de mujeres, mostrándose las mujeres hli significativamente menos autónomas que las mujeres nhli.

			En términos de recursos económicos las diferencias entre indígenas y no indígenas, si bien son estadísticamente significativas, no reflejan discrepancias importantes. En cualquier caso, el valor medio de este índice de recursos económicos pone en evidencia que esta dimensión de empoderamiento es la más rezagada tanto para mujeres hli como nhli. 




			Tabla 1.1
Diferencias en valores medios de índices de empoderamiento 
entre mujeres hablantes de una lengua indígena y las que no
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			Fuente: Endireh 2016. Cálculos propios.

			Prevalencia de violencia de pareja hacia las mujeres

			Los datos de prevalencia de violencia de pareja hacia las mujeres refieren al porcentaje de las que han experimentado esta situación. En la tabla 1.2 se presentan los valores correspondientes para el total de las mujeres encuestadas en la Endireh 2016, tanto a lo largo de sus vidas como en el último año. La prueba de chi 2 nos permite constatar que existen diferencias estadísticamente significativas en la magnitud que alcanza la violencia de pareja entre mujeres hli y nhli. De manera consistente, la experiencia de violencia emocional (alguna vez en la vida y en el último año) es mayor para las mujeres no indígenas, mientras que la violencia física es mayor para las mujeres hli. Asimismo, la experiencia de violencia sexual alguna vez en la vida es mayor para las mujeres hli, aunque no hay diferencias significativas entre ambos grupos de mujeres cuando se refiere a violencia sexual en el último año. Respecto a la violencia económica no hay diferencias significativas en las prevalencias correspondientes a mujeres hli y nhli. Estos resultados coinciden con hallazgos previos, con base en la Endireh 2011, que apuntaban ya mayor violencia conyugal física y sexual hacia las mujeres hli que hacia las mujeres nhli (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [Inegi], 2013).

			Para visualizar más fácilmente las diferencias de prevalencias de las violencias que padecieron en el último año las mujeres hli y nhli, se incluye también la gráfica 1.1. Aunque las mujeres hli experimentan niveles algo más elevados de violencia física y violencia sexual, en conjunto, y dado que la violencia emocional es bastante más frecuente entre las mujeres no indígenas, la prevalencia de cualquier tipo de violencia en el último año resulta significativamente mayor para las mujeres no indígenas.




						Tabla 1.2
Prevalencia de violencia de pareja según condición 
de hablante de lengua indígena de la mujer
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						Fuente: Endireh 2016 (datos ponderados). Cálculos propios.

			Los datos de una mayor violencia emocional hacia mujeres no indígenas y de mayor violencia física y sexual hacia las indígenas pueden parecer menores, pero plantean interrogantes importantes como ¿qué características de las mujeres hli, de sus condiciones y de sus contextos, las hacen relativamente menos vulnerables a la violencia emocional, pero con mayores riesgos de violencia física y de violencia sexual? A continuación, se presentan las prevalencias de cada tipo de violencia de pareja según diversas características sociodemográficas de las mujeres. Esto funge como una primera aproximación a las posibles fuentes de discrepancias en las experiencias de violencias de las mujeres hli y nhli.

			En la tabla 1.3 se puede observar que, en general, las características sociodemográficas de las mujeres asociadas a mayores niveles de prevalencia de violencias de parejas tienden a ser las mismas para mujeres hli y nhli. Para ambos grupos de mujeres se observan mayores prevalencias de cada tipo de violencia en las mujeres que tienen entre 20 y 49 años, con escolaridad entre primaria y secundaria completas, casadas o unidas, con un número de hijos/as entre 1 y 4 y que además trabajan. Se advierten algunas pocas excepciones a este patrón general. Por ejemplo, para las mujeres no indígenas con escolaridad de preparatoria completa, las prevalencias de violencia emocional, física y económica también son elevadas y marcadamente mayores que las correspondientes a mujeres hli. Por otra parte, atendiendo a la situación conyugal de las mujeres destaca que, entre las mujeres hli, las mujeres separadas y divorciadas (y no las unidas, como ocurre para las mujeres no indígenas) presentan la mayor prevalencia de violencia sexual.

					Gráfica 1.1
Prevalencia de violecias de pareja en el último año

		
				
					[image: ]
				



					Fuente: cdi, pnud (2006). 

			A continuación, se exploran las variaciones en las prevalencias de violencias de pareja hacia las mujeres hli según entidad federativa de residencia. Este análisis se centra solo en aquellas entidades con una muestra relativamente grande de mujeres hli: aquellas entidades en las cuales la proporción de mujeres hli es al menos el 10 % de la muestra estatal.

			Tabla 1.3
Prevalencias de violencias de pareja en el último año en mujeres 
según distintas características sociodemográficas (todas las mujeres)


		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Violencia 
emocional

						
							
							Violencia 
física

						
							
							Violencia sexual

						
							
							Violencia 
económica

						
							
							Cualquier violencia

						
					

					
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
					

					
							
							Edad de la mujer 

						
					

					
							
							15-19

						
							
							19.71

						
							
							11.45

						
							
							4.65

						
							
							5.14

						
							
							1.51

						
							
							1.09

						
							
							4.31

						
							
							4.91

						
							
							20.97

						
							
							15.05

						
					

					
							
							20-29

						
							
							25.58

						
							
							21.14

						
							
							7.64

						
							
							8.69

						
							
							2.28

						
							
							2.56

						
							
							10.60

						
							
							10.48

						
							
							28.23

						
							
							25.06

						
					

					
							
							30-39

						
							
							25.48

						
							
							21.70

						
							
							8.04

						
							
							8.79

						
							
							2.59

						
							
							3.44

						
							
							11.89

						
							
							11.60

						
							
							28.26

						
							
							24.97

						
					

					
							
							40-49

						
							
							21.62

						
							
							20.33

						
							
							6.88

						
							
							7.33

						
							
							2.46

						
							
							2.32

						
							
							10.74

						
							
							11.08

						
							
							24.34

						
							
							23.91

						
					

					
							
							50-59

						
							
							18.31

						
							
							17.04

						
							
							5.84

						
							
							5.35

						
							
							1.99

						
							
							1.80

						
							
							9.51

						
							
							7.90

						
							
							21.07

						
							
							19.36

						
					

					
							
							60-69

						
							
							13.65

						
							
							13.64

						
							
							5.40

						
							
							6.57

						
							
							0.86

						
							
							1.59

						
							
							6.65

						
							
							8.99

						
							
							16.00

						
							
							17.69

						
					

					
							
							70-79

						
							
							8.52

						
							
							9.39

						
							
							2.96

						
							
							3.50

						
							
							0.39

						
							
							0.81

						
							
							3.82

						
							
							4.21

						
							
							9.90

						
							
							12.34

						
					

					
							
							80 y más

						
							
							7.26

						
							
							5.11

						
							
							3.39

						
							
							1.94

						
							
							0.78

						
							
							0.14

						
							
							3.53

						
							
							1.44

						
							
							8.40

						
							
							5.51

						
					

					
							
							Escolaridad de la mujer

						
					

					
							
							Sin escolaridad y preescolar

						
							
							14.26

						
							
							12.77

						
							
							6.23

						
							
							5.62

						
							
							1.77

						
							
							1.40

						
							
							7.23

						
							
							5.60

						
							
							16.58

						
							
							15.27

						
					

					
							
							Primaria incompleta

						
							
							17.82

						
							
							18.09

						
							
							7.35

						
							
							7.85

						
							
							2.07

						
							
							2.37

						
							
							9.26

						
							
							11.06

						
							
							20.38

						
							
							22.63

						
					

					
							
							Primaria completa

						
							
							20.22

						
							
							19.47

						
							
							7.49

						
							
							8.59

						
							
							2.09

						
							
							2.06

						
							
							9.52

						
							
							10.32

						
							
							22.93

						
							
							24.03

						
					

					
							
							Secundaria incompleta

						
							
							23.80

						
							
							27.02

						
							
							8.82

						
							
							7.64

						
							
							3.23

						
							
							2.38

						
							
							11.43

						
							
							16.34

						
							
							26.15

						
							
							31.37

						
					

					
							
							Secundaria completa

						
							
							23.95

						
							
							22.87

						
							
							7.83

						
							
							7.43

						
							
							2.29

						
							
							3.45

						
							
							10.83

						
							
							10.91

						
							
							26.49

						
							
							25.02

						
					

					
							
							Preparatoria incompleta

						
							
							20.77

						
							
							12.41

						
							
							5.26

						
							
							4.32

						
							
							1.91

						
							
							4.86

						
							
							8.38

						
							
							6.77

						
							
							22.66

						
							
							14.51

						
					

					
							
							Preparatoria completa

						
							
							22.96

						
							
							15.09

						
							
							6.35

						
							
							5.65

						
							
							1.93

						
							
							0.88

						
							
							9.97

						
							
							7.70

						
							
							25.67

						
							
							17.93

						
					

					
							
							Licenciatura o más

						
							
							19.14

						
							
							15.89

						
							
							3.86

						
							
							3.49

						
							
							1.56

						
							
							1.09

						
							
							7.44

						
							
							8.63

						
							
							21.35

						
							
							18.54

						
					

					
							
							Situación conyugal

						
					

					
							
							Casadas y unidas

						
							
							25.73

						
							
							21.77

						
							
							8.32

						
							
							8.68

						
							
							2.31

						
							
							2.23

						
							
							12.65

						
							
							11.88

						
							
							28.77

						
							
							25.91

						
					

					
							
							Separadas, divorciadas

						
							
							9.36

						
							
							7.09

						
							
							4.18

						
							
							3.47

						
							
							1.89

						
							
							2.58

						
							
							6.18

						
							
							3.59

						
							
							11.76

						
							
							8.76

						
					

					
							
							Solteras

						
							
							14.81

						
							
							8.09

						
							
							2.24

						
							
							0.80

						
							
							1.09

						
							
							1.49

						
							
							0.22

						
							
							0.31

						
							
							15.21

						
							
							8.29

						
					

				
			

		




			Tabla 1.3 (continuación)
Prevalencias de violencias de pareja en el último año en mujeres 
según distintas características sociodemográficas (todas las mujeres)


		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Violencia 
emocional

						
							
							Violencia 
física

						
							
							Violencia sexual

						
							
							Violencia 
económica

						
							
							Cualquier violencia

						
					

					
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
					

					
							
							Número de hijos/as

						
					

					
							
							Sin hijos/as

						
							
							20.31

						
							
							17.63

						
							
							3.72

						
							
							5.13

						
							
							1.59

						
							
							1.21

						
							
							3.39

						
							
							4.35

						
							
							21.37

						
							
							19.50

						
					

					
							
							1 a 2

						
							
							22.97

						
							
							20.17

						
							
							7.03

						
							
							8.18

						
							
							2.01

						
							
							2.60

						
							
							11.41

						
							
							11.21

						
							
							26.07

						
							
							24.15

						
					

					
							
							3 a 4

						
							
							23.16

						
							
							22.00

						
							
							7.77

						
							
							8.32

						
							
							2.44

						
							
							2.75

						
							
							11.06

						
							
							11.97

						
							
							25.80

						
							
							25.85

						
					

					
							
							5 o más

						
							
							18.31

						
							
							15.19

						
							
							7.97

						
							
							6.43

						
							
							2.34

						
							
							2.03

						
							
							9.94

						
							
							8.03

						
							
							21.07

						
							
							18.39

						
					

					
							
							Estrato socioeconómico

						
					

					
							
							Muy bajo

						
							
							20.49

						
							
							15.14

						
							
							8.05

						
							
							6.46

						
							
							2.34

						
							
							1.69

						
							
							9.88

						
							
							7.57

						
							
							23.05

						
							
							18.91

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							23.99

						
							
							23.33

						
							
							7.98

						
							
							8.58

						
							
							2.49

						
							
							3.13

						
							
							11.15

						
							
							12.19

						
							
							26.80

						
							
							25.90

						
					

					
							
							Medio

						
							
							19.63

						
							
							15.33

						
							
							5.46

						
							
							5.94

						
							
							1.74

						
							
							2.01

						
							
							8.39

						
							
							10.72

						
							
							21.75

						
							
							19.67

						
					

					
							
							Alto

						
							
							17.42

						
							
							16.46

						
							
							4.06

						
							
							3.75

						
							
							1.28

						
							
							2.35

						
							
							6.87

						
							
							5.99

						
							
							19.60

						
							
							17.60

						
					

					
							
							Condición de actividad laboral

						
					

					
							
							No trabaja

						
							
							18.79

						
							
							15.89

						
							
							5.93

						
							
							6.33

						
							
							1.64

						
							
							1.57

						
							
							8.04

						
							
							8.04

						
							
							21.00

						
							
							19.41

						
					

					
							
							Sí trabaja

						
							
							23.77

						
							
							23.42

						
							
							7.34

						
							
							8.82

						
							
							2.53

						
							
							4.01

						
							
							11.07

						
							
							12.73

						
							
							26.59

						
							
							26.16

						
					

				
			

		

			Fuente: Endireh 2016. Cálculos propios.

			La tabla 1.4 presenta las prevalencias de los cuatro tipos de violencia de parejas exclusivamente para mujeres hli. Destaca en primer lugar las importantes variaciones que se observan de violencia de pareja hacia las mujeres hli en las diversas entidades seleccionadas. Ello hace evidente que la violencia hacia las mujeres hli es heterogénea. Probablemente, en ello, las diferencias culturales y contextuales entre las distintas poblaciones indígenas juegan un papel importante.

			Por otra parte, en el conjunto de entidades analizadas destaca Puebla como la entidad en la cual todos los tipos de violencia de pareja a lo largo de la vida presentan los valores de prevalencia más elevados. Y en cuanto a la violencia hacia las mujeres hli ejercida en el último año por sus parejas, nuevamente sobresale Puebla con las prevalencias de violencia emocional y de violencia económica más elevadas. En el marco del último año, la mayor prevalencia de violencia física hacia mujeres hli corresponde al estado de Hidalgo, mientras que la mayor prevalencia de violencia sexual se ubica en Veracruz. 

			Tabla 1.4
Prevalencia de violencias de pareja para mujeres hli en entidades 
con mayor proporción de mujeres hli en la muestra

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Violencia 
emocional

						
							
							Violencia 
física 

						
							
							Violencia
 sexual 

						
							
							Violencia 
económica 

						
							
							Cualquier 
violencia

						
					

					
							
							Violencias de pareja alguna vez en la vida

						
					

					
							
							Nacional

						
							
							33.77

						
							
							21.73

						
							
							7.90

						
							
							19.44

						
							
							39.53

						
					

					
							
							Entidad

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							28.48

						
							
							19.17

						
							
							6.25

						
							
							13.04

						
							
							33.22

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							28.08

						
							
							19.36

						
							
							5.74

						
							
							10.16

						
							
							34.64

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							22.15

						
							
							15.90

						
							
							3.82

						
							
							12.30

						
							
							27.51

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							34.05

						
							
							25.03

						
							
							8.50

						
							
							20.93

						
							
							39.77

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							34.75

						
							
							20.49

						
							
							5.86

						
							
							18.36

						
							
							42.50

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							41.20

						
							
							26.65

						
							
							13.41

						
							
							27.83

						
							
							47.38

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							30.59

						
							
							17.76

						
							
							5.61

						
							
							16.98

						
							
							35.31

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							21.45

						
							
							18.75

						
							
							6.46

						
							
							13.88

						
							
							28.89

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							29.14

						
							
							21.72

						
							
							8.42

						
							
							18.09

						
							
							34.81

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							34.64

						
							
							20.69

						
							
							6.55

						
							
							20.07

						
							
							39.97

						
					

					
							
							Violencias de pareja en el último año

						
					

					
							
							Nacional

						
							
							17.87

						
							
							6.98

						
							
							2.21

						
							
							9.27

						
							
							21.19

						
					

					
							
							Entidad 

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							18.77

						
							
							7.43

						
							
							2.32

						
							
							7.96

						
							
							20.71

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							13.95

						
							
							5.40

						
							
							1.46

						
							
							4.73

						
							
							16.97

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							9.89

						
							
							4.94

						
							
							1.85

						
							
							6.33

						
							
							14.03

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							18.68

						
							
							10.33

						
							
							1.87

						
							
							10.70

						
							
							22.92

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							16.19

						
							
							6.59

						
							
							1.58

						
							
							8.14

						
							
							19.84

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							22.39

						
							
							6.48

						
							
							2.69

						
							
							11.05

						
							
							25.99

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							14.93

						
							
							5.90

						
							
							1.80

						
							
							9.02

						
							
							18.65

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							11.24

						
							
							4.98

						
							
							1.09

						
							
							7.45

						
							
							15.43

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							15.71

						
							
							7.21

						
							
							2.85

						
							
							8.87

						
							
							18.40

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							19.33

						
							
							6.15

						
							
							0.95

						
							
							9.48

						
							
							22.02

						
					

				
			

		

			Fuente: Endireh 2016 (datos ponderados). Cálculos propios

			Por otra parte, Yucatán e Hidalgo presentan, después de Puebla, las mayores prevalencias de cualquier tipo de violencia conyugal ejercida hacia las mujeres hli tanto a lo largo de sus vidas como en el último año. Esto las señala también como entidades que precisan, junto a Puebla y Veracruz, de particular atención y desarrollo de acciones urgentes para prevenir, atender y erradicar esta violencia de pareja hacia las mujeres hli.

			Para concluir este apartado se presentan, por separado, las prevalencias de violencia de pareja (hacia mujeres actualmente en unión conyugal y hacia mujeres separadas o divorciadas) y las prevalencias de violencias en el noviazgo (hacia mujeres solteras) en el último año, comparando entre mujeres hli y mujeres no indígenas en todos los casos (tablas 1.5 y 1.6).

			Se constata en la tabla 1.5 que, a excepción de la violencia emocional, las mujeres hli actualmente casadas o unidas presentan prevalencias mayores que las mujeres no indígenas de violencia física, violencia sexual y violencia económica a lo largo de la vida, además se observan mayores prevalencias de violencia física y violencia económica en el último año. Las diferencias de prevalencias de violencia sexual en el último año hacia mujeres hli y nhli no son significativas.

			Por otra parte, más allá de las comparaciones entre mujeres hli y nhli, al confrontar las prevalencias de violencias alguna vez en la vida entre mujeres actualmente casadas o unidas con las de las mujeres separadas o divorciadas, se hace evidente que las prevalencias de todas y cada una de los tipos de violencias son sustancialmente más elevadas para las mujeres separadas o divorciadas. Se trata de un resultado que es consistente con investigaciones previas que destacan a este grupo de mujeres separadas y divorciadas como las que presentan de manera reiterada los mayores riesgos de violencia de pareja. Para las violencias recibidas en el último año no se constata esta misma situación, porque al estar ya separadas o divorciadas teóricamente la exposición al riesgo ha disminuido. 

			En el caso de las mujeres separadas o divorciadas se observa que, a lo largo de sus vidas, las mujeres hli presentan prevalencias de todos los tipos de violencia conyugal más elevadas que las mujeres no indígenas, aunque las diferencias en los casos de violencia emocional y violencia económica o resultan estadísticamente significativas. En el marco de la violencia recibida en el último año solo se constata una diferencia significativa entre mujeres hli y nhli: las hli presentan mayor prevalencia de violencia sexual que las nhli.

		
			Tabla 1.5
Prevalencia de violencia conyugal según condición hli de la mujer

		

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Mujeres casadas o unidas

						
							
							Mujeres separadas o divorciadas

						
					

					
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Sig. chi 2

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Sig. chi 2

						
					

					
							
							Alguna vez en la vida

						
					

					
							
							Violencia emocional

						
							
							35.57

						
							
							32.42

						
							
							0.000

						
							
							62.26

						
							
							67.81

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia física 

						
							
							17.01

						
							
							20.41

						
							
							0.000

						
							
							37.46

						
							
							46.77

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Violencia sexual 

						
							
							4.71

						
							
							5.86

						
							
							0.000

						
							
							18.09

						
							
							27.56

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Violencia económica 

						
							
							17.50

						
							
							17.82

						
							
							n. s.

						
							
							46.62

						
							
							53.50

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Cualquier violencia

						
							
							39.78

						
							
							38.63

						
							
							0.033

						
							
							68.22

						
							
							74.09

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							En el último año

						
					

					
							
							Violencia emocional

						
							
							25.73

						
							
							21.77

						
							
							0.000

						
							
							14.59

						
							
							13.72

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia física 

						
							
							8.32

						
							
							8.68

						
							
							0.006

						
							
							6.48

						
							
							6.37

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia sexual 

						
							
							2.31

						
							
							2.23

						
							
							n. s.

						
							
							2.89

						
							
							5.57

						
							
							0.030

						
					

					
							
							Violencia económica 

						
							
							12.65

						
							
							11.88

						
							
							0.010

						
							
							9.65

						
							
							7.29

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Cualquier violencia

						
							
							28.77

						
							
							25.91

						
							
							0.000

						
							
							17.93

						
							
							16.25

						
							
							n. s.

						
					

				
			

		

		
			Fuente: Endireh 2016 (datos ponderados). Cálculos propios.

		

			En la tabla 1.6 se presentan las prevalencias de violencia en el noviazgo para las mujeres solteras. En este caso resulta difícil establecer si existen diferencias estadísticamente significativas entre mujeres hli y nhli, dado el reducido tamaño de la muestra de mujeres hli solteras que experimentan estas violencias. La excepción se observa para el caso de violencia emocional que, al ser más frecuente que las otras violencias, se presenta en números más elevados de mujeres hli. A este respecto se comprueba que las mujeres hli solteras reciben significativamente menos violencia emocional en el noviazgo, a lo largo de la vida y en el último año, que las mujeres nhli.

			En conclusión, las prevalencias de violencias conyugales y de violencias en el noviazgo mantienen el mismo patrón general observado con los datos de violencias de pareja para todas las mujeres: las mujeres hli reportan menos violencia emocional que las mujeres nhli, a excepción de las mujeres separadas y divorciadas, pero mayores prevalencias de las violencias física y sexual. Las prevalencias obtenidas para violencias en el noviazgo confirman también menor violencia emocional hacia mujeres hli, pero los datos sobre violencia física, sexual y económica presentan limitaciones y no permiten establecer diferencias estadísticamente significativas respecto a estas expresiones de la violencia en el noviazgo entre mujeres hli y nhli.

		
			Tabla 1.6
Prevalencia de violencias en el noviazgo 
según condición de hli de la mujer

		

		
			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Sig. chi 2

						
					

					
							
							Alguna vez en la vida

						
					

					
							
							Violencia emocional

						
							
							23.43

						
							
							12.59

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Violencia física 

						
							
							3.71

						
							
							1.91*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia sexual 

						
							
							1.99

						
							
							2.38*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia económica 

						
							
							0.55

						
							
							0.48*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Cualquier violencia

						
							
							23.96

						
							
							13.02

						
							
							0.000

						
					

					
							
							En el último año

						
					

					
							
							Violencia emocional

						
							
							14.81

						
							
							8.09

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Violencia física 

						
							
							2.24

						
							
							0.80*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia sexual 

						
							
							1.09

						
							
							1.49*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Violencia económica 

						
							
							0.22

						
							
							0.31*

						
							
							n. s.

						
					

					
							
							Cualquier violencia

						
							
							15.21

						
							
							8.29

						
							
							0.000

						
					

				
			

		

		
			* n < 30.

			Fuente: Endireh 2016 (datos ponderados). Cálculos propios.

		

			Factores asociados al riesgo de violencia emocional y violencia física conyugal

			Para poder evaluar la influencia de los distintos factores contextuales y sociodemográficos en el riesgo de experimentar los distintos tipos de violencia de pareja de manera conjunta, se desarrollaron diversos modelos de regresión logit. Las variables dependientes en los modelos son las experiencias, en el último año, de violencia emocional, física, sexual y económica.

			Las variables que se incluyen como variables independientes o explicativas en los distintos modelos de regresión que, empleados, son indicadores de diversas características del contexto, de experiencias de violencia en la infancia de las mujeres y de sus parejas, así como de las características actuales de las mujeres, de sus parejas y de sus relaciones que la literatura internacional y nacional sobre el tema ha apuntado como elementos protectores o potenciadores frente al riesgo de experimentar diversas expresiones de la violencia conyugal o en el noviazgo.  Un aporte distintivo del análisis es la inclusión de diversos indicadores del empoderamiento de las mujeres, con el propósito de entender las complejas asociaciones entre el empoderamiento de las mujeres y la victimización de las mujeres por sus parejas.

			En total se presentan los resultados de ocho modelos de regresión de violencia conyugal para mujeres casadas o unidas (de violencia emocional, violencia física, violencia sexual y violencia económica, para mujeres hli y nhli) y seis modelos de regresión sobre violencia en el noviazgo para mujeres solteras (de violencia emocional, violencia física y violencia sexual, para mujeres indígenas y no indígenas).

			En la tabla 1.7 se muestran los factores asociados al riesgo de violencia emocional y de violencia física conyugal para mujeres hli y nhli. Destacando en negritas se presentan aquellos factores que resultan significativamente asociados a uno de estos dos tipos de violencia. Aunque se enfatizan los resultados de los modelos correspondientes a mujeres indígenas, se incluyen también los modelos correspondientes a nhli para poder identificar potenciales diferencias entre unas y otras.

			Para las mujeres hli se evidencia una asociación significativa entre la pertenencia a un estrato socioeconómico bajo y los riesgos tanto de violencia emocional como de violencia física, que resultan 58 % y 42 % más elevados que los de las mujeres hli en un estrato socioeconómico muy bajo. Por otra parte, la residencia en zonas rurales no muestra ninguna asociación significativa con los riesgos de violencia emocional y física para las mujeres indígenas, aunque para las nhli esta condición reduce los riesgos de padecer ambos tipos de violencia. Las posibles diferencias en cuanto al habla de lengua indígena entre la mujer y su pareja tampoco arrojan asociaciones significativas con los riesgos de violencia emocional o física de las mujeres indígenas. 3 

			A diferencia de lo que ocurre con las mujeres indígenas, para quienes la residencia en zonas rurales se asocia a un menor riesgo de violencia emocional y física, para las mujeres hli no se observan diferencias significativas en los riesgos de estos dos tipos de violencia asociadas a la residencia rural. Asimismo, la edad de las mujeres hli no está significativamente asociada con los riesgos de violencia emocional o violencia física, en contraste con las mujeres nhli cuyos aumentos en la edad sí están asociados con una reducción en el riesgo de padecer violencia emocional. De manera similar, tampoco la edad del esposo tiene un papel significativo respecto a los riesgos de estos dos tipos de violencia para las mujeres indígenas.

			Si bien los años de escolaridad de las mujeres hli no evidencian una asociación con los riesgos de violencia emocional o física, sí se observa que cuando la pareja tiene 5 años o más de escolaridad que ellas, el riesgo de haber padecido violencia emocional en el último año disminuye en un 29 %. Respecto a la condición laboral de las mujeres indígenas se observa que, de manera similar a lo que ocurre para mujeres no indígenas, aquellas que trabajan tienen un riesgo 30 % mayor de haber sufrido violencia emocional y 51 % mayor de violencia física que las mujeres hli que no realizan trabajo extradoméstico.

			La edad de las mujeres hli cuando empezaron a vivir con sus esposos o parejas revela una asociación significativa y negativa con el riesgo de padecer violencia emocional y el de violencia física, similar a los que ocurre para mujeres no indígenas. Entre las mujeres indígenas puede notarse que, a mayor edad, menor riesgo de estas violencias. Por cada año adicional en la edad de la mujer indígena al momento de la unión, disminuye en un 2 % el riesgo de padecer violencia emocional (asociación marginalmente significativa) y un 4 % en el riesgo de violencia física.

			Tabla 1.7
Factores asociados a la violencia emocional y física de pareja en el último año para mujeres hli casadas o unidas. Modelos de regresión logit


		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Violencia emocional

						
							
							Violencia física

						
					

					
							
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
					

					
							
							 

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
					

					
							
							Estrato socioeconómico (muy bajo)

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							1.5777

						
							
							0.000

						
							
							1.1320

						
							
							0.006

						
							
							1.4186

						
							
							0.048

						
							
							1.0785

						
							
							0.323

						
					

					
							
							Medio

						
							
							1.0205

						
							
							0.921

						
							
							1.1489

						
							
							0.015

						
							
							1.4312

						
							
							0.250

						
							
							1.0607

						
							
							0.575

						
					

					
							
							Alto

						
							
							0.7913

						
							
							0.446

						
							
							1.1184

						
							
							0.116

						
							
							0.6827

						
							
							0.396

						
							
							0.9789

						
							
							0.880

						
					

					
							
							Contexto rural (urbano)

						
							
							0.8389

						
							
							0.144

						
							
							0.7049

						
							
							0.000

						
							
							0.8433

						
							
							0.277

						
							
							0.8078

						
							
							0.001

						
					

					
							
							Condición de HLI (ninguno)

						
					

					
							
							Solo ella

						
							
							1.0744

						
							
							0.594

						
							
							omitida

						
							
							
							1.0286

						
							
							0.891

						
							
							omitida

						
							
					

					
							
							Solo él

						
							
							omitida

						
							
							
							0.8986

						
							
							0.253

						
							
							omitida

						
							
							
							0.9193

						
							
							0.581

						
					

					
							
							Ambos

						
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
					

					
							
							Edad de la mujer

						
							
							0.9954

						
							
							0.556

						
							
							0.9928

						
							
							0.025

						
							
							0.9921

						
							
							0.496

						
							
							0.9990

						
							
							0.849

						
					

					
							
							Edad del esposo

						
							
							1.0007

						
							
							0.925

						
							
							0.9877

						
							
							0.000

						
							
							0.9911

						
							
							0.365

						
							
							0.9833

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Años de escolaridad de la mujer

						
							
							0.9813

						
							
							0.305

						
							
							1.0036

						
							
							0.538

						
							
							0.9569

						
							
							0.119

						
							
							0.9813

						
							
							0.221

						
					

					
							
							Diferencia de escolaridad con pareja (igual escolaridad)

						
					

					
							
							Hombre 5 o más años que ella

						
							
							0.7107

						
							
							0.048

						
							
							1.0176

						
							
							0.761

						
							
							0.7686

						
							
							0.278

						
							
							1.0820

						
							
							0.442

						
					

					
							
							Hombre 2 a 4 años más que ella 

						
							
							0.8073

						
							
							0.113

						
							
							1.0418

						
							
							0.339

						
							
							0.9232

						
							
							0.661

						
							
							1.0356

						
							
							0.624

						
					

					
							
							Mujer 2 a 4 años más que él

						
							
							1.2131

						
							
							0.217

						
							
							1.1164

						
							
							0.007

						
							
							1.2843

						
							
							0.273

						
							
							1.2069

						
							
							0.005

						
					

					
							
							Mujer 5 o más años que él

						
							
							0.8619

						
							
							0.503

						
							
							1.0056

						
							
							0.921

						
							
							1.4350

						
							
							0.160

						
							
							1.4378

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Condición de actividad (no trabaja)

						
					

					
							
							Trabaja

						
							
							1.3006

						
							
							0.052 †

						
							
							1.3514

						
							
							0.000

						
							
							1.5075

						
							
							0.022

						
							
							1.4597

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad de la mujer 
al inicio de la unión

						
							
							0.9806

						
							
							0.090 †

						
							
							0.9880

						
							
							0.000

						
							
							0.9598

						
							
							0.021

						
							
							0.9665

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tipo de unión (casada)

						
					

					
							
							Unida

						
							
							1.2241

						
							
							0.060 †

						
							
							1.1672

						
							
							0.000

						
							
							1.2408

						
							
							0.149

						
							
							1.2680

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Mujer con más de una unión

						
							
							0.7570

						
							
							0.199

						
							
							1.0821

						
							
							0.170

						
							
							1.9088

						
							
							0.014

						
							
							1.2521

						
							
							0.013

						
					

					
							
							Número de hijos/as nacidos vivos (no tiene)

						
					

					
							
							1 a 2 

						
							
							1.3364

						
							
							0.501

						
							
							1.0579

						
							
							0.697

						
							
							1.6288

						
							
							0.506

						
							
							1.2465

						
							
							0.264

						
					

					
							
							3 a 4

						
							
							1.3108

						
							
							0.554

						
							
							1.0947

						
							
							0.548

						
							
							1.5309

						
							
							0.579

						
							
							1.1535

						
							
							0.492

						
					

					
							
							5 y más

						
							
							0.9845

						
							
							0.974

						
							
							1.1888

						
							
							0.276

						
							
							1.3178

						
							
							0.726

						
							
							1.2908

						
							
							0.250

						
					

					
							
							Entre personas con quien vivía, había golpes (nunca)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.4069

						
							
							0.006

						
							
							1.3888

						
							
							0.000

						
							
							1.5436

						
							
							0.017

						
							
							1.5405

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							1.6292

						
							
							0.002

						
							
							1.5192

						
							
							0.000

						
							
							2.1770

						
							
							0.001

						
							
							1.7936

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Personas con quien vivía de niña la insultaban u ofendían (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							1.6400

						
							
							0.000

						
							
							1.5266

						
							
							0.000

						
							
							1.5031

						
							
							0.071†

						
							
							1.7237

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Personas con quien vivía de niña le pegaban (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							1.1568

						
							
							0.259

						
							
							1.2896

						
							
							0.000

						
							
							1.3313

						
							
							0.161

						
							
							1.2175

						
							
							0.002

						
					

					
							
							Cuando pareja era niño, le pegaban o insultaban (nunca)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.8411

						
							
							0.000

						
							
							1.5768

						
							
							0.000

						
							
							1.9332

						
							
							0.001

						
							
							1.4808

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							2.4627

						
							
							0.000

						
							
							2.3144

						
							
							0.000

						
							
							2.6678

						
							
							0.001

						
							
							2.4780

						
							
							0.000

						
					

					
							
							No sabe

						
							
							1.2487

						
							
							0.068 †

						
							
							1.1657

						
							
							0.000

						
							
							1.8086

						
							
							0.001

						
							
							1.2886

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Mujer les pega a los hijos/as (no les pega)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							0.9462

						
							
							0.885

						
							
							1.5346

						
							
							0.001

						
							
							0.8048

						
							
							0.738

						
							
							0.9445

						
							
							0.764

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							0.4944

						
							
							0.247

						
							
							1.8204

						
							
							0.002

						
							
							0.1727

						
							
							0.071†

						
							
							1.2378

						
							
							0.388

						
					

					
							
							No tiene hijos

						
							
							0.7812

						
							
							0.502

						
							
							1.0588

						
							
							0.664

						
							
							0.6450

						
							
							0.493

						
							
							0.8827

						
							
							0.502

						
					

					
							
							Pareja les pega a los hijos/as (no les pega)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.8326

						
							
							0.000

						
							
							1.8227

						
							
							0.000

						
							
							2.5442

						
							
							0.000

						
							
							2.6409

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							4.1895

						
							
							0.000

						
							
							5.2183

						
							
							0.000

						
							
							9.2491

						
							
							0.000

						
							
							6.1341

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Poder de decisión de la mujer, índice

						
							
							1.5737

						
							
							0.246

						
							
							0.3301

						
							
							0.000

						
							
							0.6931

						
							
							0.477

						
							
							0.1199

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Autonomía de la mujer, índice

						
							
							0.8211

						
							
							0.548

						
							
							0.9348

						
							
							0.539

						
							
							0.4251

						
							
							0.053 †

						
							
							0.6310

						
							
							0.013

						
					

					
							
							Actitudes hacia roles de género, índice

						
							
							0.8571

						
							
							0.533

						
							
							1.0063

						
							
							0.937

						
							
							1.1667

						
							
							0.639

						
							
							1.0479

						
							
							0.732

						
					

					
							
							Recursos económicos de la mujer, índice

						
							
							0.9129

						
							
							0.885

						
							
							0.5276

						
							
							0.000

						
							
							0.6180

						
							
							0.551

						
							
							0.4759

						
							
							0.014

						
					

					
							
							N =

						
							
							5152

						
							
							59901

						
							
							5152

						
							
							59901

						
					

					
							
							Log-likelihood =

						
							
							-2073.04

						
							
							-28841

						
							
							-1090

						
							
							-13771

						
					

					
							
							Pseudo R 2=

						
							
							0.1139

						
							
							0.1124

						
							
							0.1601

						
							
							0.1539

						
					

				
			

		

			Nota: Las categorías de referencia están en paréntesis.  † Marginalmente significativo (p < 0.10).
Fuente: Endireh 2016. Cálculos propios.

			De manera similar a lo que ocurre para las mujeres nhli, el riesgo de violencia emocional de las mujeres hli en unión libre es mayor (22 %) que el de las casadas. Sin embargo, no se observan diferencias significativas en el riesgo de violencia física entre mujeres casadas y unidas en el caso de las mujeres indígenas, aunque sí las hay para las mujeres no indígenas. Se distingue, por otra parte, que para aquellas mujeres hli que han tenido más de una unión conyugal, el riesgo de violencia física aumenta en un 91 % respecto a las que han tenido una sola unión.

			El número de hijos/as no aparece como un factor significativamente asociado al riesgo de alguna de estas dos violencias en el caso de las mujeres, tanto indígenas como no indígenas, ni tampoco el hecho de que la mujer tenga algún hijo/a de una pareja previa. No obstante, cuando es el esposo o pareja quien tiene hijos/as con otras mujeres sí hay un mayor riesgo de violencia, tanto emocional como física para ambos grupos de mujeres: 72 % y 55 % respectivamente, en el caso de las hli.

			Las variables referidas a experiencias de violencia en la infancia arrojan asociaciones significativas similares entre mujeres hli y nhli. La ocurrencia de golpes entre las personas con las que vivían durante la infancia incrementa los riesgos de violencia emocional y de violencia física para unas y otras, tanto cuando ocurrían de vez en cuando como seguido, aunque con incrementos en los riesgos mayores cuando esta era frecuente. Los insultos hacia la mujer en la infancia evidencian una asociación positiva y significativa con el riesgo de violencia emocional en las mujeres hli y marginalmente significativa con el riesgo de violencia física. No obstante, los golpes recibidos cuando eran niñas no se asocian ni con el riesgo de violencia emocional ni con el riesgo de violencia física de las mujeres indígenas. Una situación que es contraria a lo observado para mujeres no indígenas. 

			La violencia física o emocional contra el esposo durante la infancia muestra, de manera consistente, asociaciones significativas con el riesgo de violencia emocional y violencia física. Este incrementa de manera importante la razón de probabilidad de que estas violencias de pareja ocurran cuando su frecuencia era seguida: 2.46 veces mayor la violencia emocional y 2.67 veces mayor la violencia física conyugal que reciben las mujeres hli en comparación con las de las mujeres hli, cuyos esposos no recibieron violencia emocional o física en la infancia.

			Llama la atención que cuando las mujeres hli golpean de manera seguida a sus hijos/as, ello se encuentra marginalmente asociado a una reducción en el riesgo de violencia física hacia ellas. En tanto que, cuando el esposo los golpea, se incrementan de manera significativa los riesgos de padecer violencia emocional y de violencia física tanto para mujeres no indígenas como indígenas. Para estas últimas, cuando el esposo golpea a los hijos/as de manera seguida, el riesgo de violencia emocional es 4 veces mayor que el de las mujeres cuyos esposos no golpean a los hijos, mientras que el riesgo de violencia física es 9 veces mayor.

			Finalmente, de los indicadores de empoderamiento de las mujeres incluidos en este análisis, solo la autonomía de las mujeres hli evidencia una asociación significativa con el riesgo de violencia física. Lo cual reduce el riesgo de que esta ocurra en un 58 % por cada incremento unitario en el valor del índice de autonomía de las mujeres indígenas, mientras que para las mujeres no indígenas el poder de decisión y los recursos económicos disminuyen significativamente el riesgo de violencia emocional, además de que la autonomía reduce el riesgo de violencia física. Se observa entonces, que los indicadores de empoderamiento arrojan más asociaciones significativas con los riesgos de violencia emocional y de violencia física para las mujeres no indígenas que para las mujeres indígenas.

			Factores asociados al riesgo de violencia sexual y violencia económica conyugal

			En la tabla 1.8 se presentan los resultados de los modelos de regresión logit para la violencia sexual y la violencia económica conyugal. No se evidencian asociaciones significativas entre el estrato socioeconómico de las mujeres hli y el riesgo de violencia sexual, pero sí frente al riesgo de violencia económica, el cual es 56 % mayor para las mujeres hli de estrado socioeconómico bajo, comparadas con las del estrato muy bajo. 

			La residencia en zonas rurales está significativamente asociada con el riesgo de estos dos tipos de violencia en las hli. En cambio, para las nhli se constata menor riesgo de padecer violencia económica para las que viven en zonas rurales. De manera similar, no se observan asociaciones significativas entre la edad de las mujeres hli (ni de la edad del esposo, los años de escolaridad de la mujer o la diferencia de escolaridad con la pareja) con los riesgos de violencia sexual o económica para las mujeres indígenas. Ello aun cuando estas variables sí arrojan asociaciones significativas con los riesgos de violencia económica o sexual para las mujeres nhli.

			Tabla 1.8
Factores asociados a la violencia sexual y económica de pareja en el último año para mujeres hli casadas o unidas. Modelos de regresión logit

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

							 

						
							
							Violencia sexual

						
							
							Violencia económica

						
					

					
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
					

					
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
					

					
							
							Estrato socioeconómico (muy bajo)

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							1.2780

						
							
							0.450

						
							
							1.1840

						
							
							0.197

						
							
							1.5597

						
							
							0.010

						
							
							1.1754

						
							
							0.007

						
					

					
							
							Medio

						
							
							0.7246

						
							
							0.531

						
							
							1.0894

						
							
							0.593

						
							
							1.4489

						
							
							0.265

						
							
							1.1483

						
							
							0.069 †

						
					

					
							
							Alto

						
							
							1.2123

						
							
							0.764

						
							
							0.8337

						
							
							0.383

						
							
							0.9818

						
							
							0.958

						
							
							1.1225

						
							
							0.222

						
					

					
							
							Contexto rural (urbano)

						
							
							1.0746

						
							
							0.807

						
							
							0.8898

						
							
							0.323

						
							
							0.9042

						
							
							0.534

						
							
							0.7969

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Condición de hablante de lengua indígena (ninguno)

						
					

					
							
							Solo ella

						
							
							1.0705

						
							
							0.871

						
							
							omitida

						
							
							
							0.8672

						
							
							0.422

						
							
							omitida

						
							
					

					
							
							Solo él

						
							
							omitida

						
							
							
							0.8208

						
							
							0.432

						
							
							omitida

						
							
							0.778

						
							
							0.046

						
							
					

					
							
							Ambos

						
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
							
							omitida

						
							
					

					
							
							Edad mujer

						
							
							0.9820

						
							
							0.378

						
							
							0.9816

						
							
							0.041

						
							
							1.0067

						
							
							0.498

						
							
							0.9947

						
							
							0.189

						
					

					
							
							Edad esposo

						
							
							1.0136

						
							
							0.400

						
							
							0.9936

						
							
							0.445

						
							
							0.9931

						
							
							0.409

						
							
							0.9884

						
							
							0.001

						
					

					
							
							Años de escolaridad de la mujer

						
							
							1.0215

						
							
							0.657

						
							
							1.0104

						
							
							0.431

						
							
							0.9911

						
							
							0.693

						
							
							0.9960

						
							
							0.570

						
					

					
							
							Diferencia de escolaridad con la pareja (igual escolaridad)

						
					

					
							
							Hombre 5 o más años que ella

						
							
							0.9720

						
							
							0.942

						
							
							1.3793

						
							
							0.053 †

						
							
							0.7070

						
							
							0.130

						
							
							1.0310

						
							
							0.688

						
					

					
							
							Hombre 2 a 4 años más que ella 

						
							
							1.1079

						
							
							0.742

						
							
							1.0190

						
							
							0.881

						
							
							1.1287

						
							
							0.484

						
							
							1.0504

						
							
							0.381

						
					

					
							
							Mujer 2 a 4 años más que él

						
							
							1.8602

						
							
							0.167

						
							
							1.3242

						
							
							0.015

						
							
							1.2118

						
							
							0.370

						
							
							1.1756

						
							
							0.002

						
					

					
							
							Mujer 5 o más años que él

						
							
							0.9934

						
							
							0.989

						
							
							1.3566

						
							
							0.027

						
							
							0.8255

						
							
							0.429

						
							
							1.1349

						
							
							0.095 †

						
					

					
							
							Condición de actividad (no trabaja)

						
					

					
							
							Trabaja

						
							
							2.2887

						
							
							0.019

						
							
							1.6729

						
							
							0.000

						
							
							1.6154

						
							
							0.006

						
							
							1.5429

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad de la mujer al inicio de la unión

						
							
							0.9056

						
							
							0.051 †

						
							
							0.9920

						
							
							0.397

						
							
							0.9792

						
							
							0.164

						
							
							0.9925

						
							
							0.074 †

						
					

					
							
							Tipo de unión (casada)

						
					

					
							
							Unida

						
							
							2.0756

						
							
							0.007

						
							
							1.0459

						
							
							0.674

						
							
							1.1272

						
							
							0.413

						
							
							1.1225

						
							
							0.020

						
					

					
							
							Mujer con más de una unión

						
							
							1.3689

						
							
							0.644

						
							
							1.1129

						
							
							0.470

						
							
							1.7550

						
							
							0.063 †

						
							
							1.1442

						
							
							0.071 †

						
					

					
							
							Número de hijos/as nacidos vivos (no tiene)

						
					

					
							
							1 a 2

						
							
							0.3213

						
							
							0.031

						
							
							0.9403

						
							
							0.926

						
							
							1.1182

						
							
							0.835

						
							
							1.2936

						
							
							0.169

						
					

					
							
							3 a 4

						
							
							0.4628

						
							
							0.191

						
							
							1.0357

						
							
							0.958

						
							
							1.1569

						
							
							0.799

						
							
							1.1398

						
							
							0.505

						
					

					
							
							5 y más

						
							
							0.3807

						
							
							0.180

						
							
							1.2351

						
							
							0.759

						
							
							0.9800

						
							
							0.972

						
							
							1.4650

						
							
							0.066 †

						
					

					
							
							Mujer tiene hijos/as con otras parejas (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							1.3511

						
							
							0.508

						
							
							0.9607

						
							
							0.794

						
							
							0.9905

						
							
							0.967

						
							
							1.1582

						
							
							0.022

						
					

					
							
							Esposo tiene hijos con otras parejas (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							1.9957

						
							
							0.048

						
							
							1.1779

						
							
							0.147

						
							
							1.4504

						
							
							0.044

						
							
							1.4472

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Entre personas con quien vivía había golpes (nunca)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							0.9751

						
							
							0.948

						
							
							1.5015

						
							
							0.000

						
							
							1.2278

						
							
							0.191

						
							
							1.4759

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							1.7855

						
							
							0.213

						
							
							1.9462

						
							
							0.000

						
							
							1.4244

						
							
							0.054 †

						
							
							1.5189

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Las personas con las que vivía de niña la insultaban u ofendían (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							2.2299

						
							
							0.168

						
							
							1.7831

						
							
							0.000

						
							
							1.4666

						
							
							0.041

						
							
							1.5271

						
							
							0.000

						
					

				
			

		

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Las personas con quien vivía de niña le pegaban (no)

						
					

					
							
							Sí

						
							
							0.8335

						
							
							0.686

						
							
							1.2828

						
							
							0.027

						
							
							0.8710

						
							
							0.430

						
							
							1.2120

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Cuando pareja era niño, le pegaban o insultaban (nunca)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.7686

						
							
							0.100

						
							
							1.5965

						
							
							0.000

						
							
							1.9624

						
							
							0.001

						
							
							1.5920

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							3.1167

						
							
							0.015

						
							
							2.4665

						
							
							0.000

						
							
							2.5357

						
							
							0.000

						
							
							2.2349

						
							
							0.000

						
					

					
							
							No sabe

						
							
							1.2169

						
							
							0.523

						
							
							1.3712

						
							
							0.008

						
							
							1.2838

						
							
							0.136

						
							
							1.1576

						
							
							0.007

						
					

					
							
							Mujer le pega a los hijos/as (no les pega)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.8132

						
							
							0.143

						
							
							1.6356

						
							
							0.407

						
							
							1.2983

						
							
							0.601

						
							
							1.3306

						
							
							0.094 †

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							1.0157

						
							
							0.989

						
							
							2.7182

						
							
							0.131

						
							
							0.2252

						
							
							0.119

						
							
							1.8442

						
							
							0.009

						
					

					
							
							No tiene hijos

						
							
							1.3743

						
							
							0.421

						
							
							1.6572

						
							
							0.395

						
							
							1.0780

						
							
							0.877

						
							
							0.9790

						
							
							0.900

						
					

					
							
							Pareja le pega a los hijos/as (no les pega)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.7234

						
							
							0.074 †

						
							
							2.5821

						
							
							0.000

						
							
							1.9622

						
							
							0.000

						
							
							1.7620

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							7.2169

						
							
							0.002

						
							
							3.4042

						
							
							0.000

						
							
							7.8554

						
							
							0.000

						
							
							3.7333

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Poder de decisión de la mujer, índice

						
							
							0.6285

						
							
							0.646

						
							
							0.0392

						
							
							0.000

						
							
							2.4347

						
							
							0.079 †

						
							
							0.2397

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Autonomía de la mujer, índice

						
							
							0.4840

						
							
							0.404

						
							
							0.3343

						
							
							0.001

						
							
							0.8187

						
							
							0.656

						
							
							1.4972

						
							
							0.006

						
					

					
							
							Actitudes hacia roles de género, índice

						
							
							1.6605

						
							
							0.380

						
							
							1.7238

						
							
							0.027

						
							
							0.8388

						
							
							0.572

						
							
							1.1560

						
							
							0.181

						
					

					
							
							Recursos económicos de la mujer, índice

						
							
							0.0956

						
							
							0.135

						
							
							0.6697

						
							
							0.396

						
							
							0.4610

						
							
							0.317

						
							
							0.3882

						
							
							0.000

						
					

					
							
							N=

						
							
							5152

						
							
							59901

						
							
							5152

						
							
							59901

						
					

					
							
							Log-likelihood=

						
							
							-406.72

						
							
							-5352.6

						
							
							-1459.2

						
							
							-19181

						
					

					
							
							Pseudo R 2=

						
							
							0.1853

						
							
							0.1547

						
							
							0.1012

						
							
							0.1069

						
					

				
			

		

		
			Nota: Las categorías de referencia están entre paréntesis.  † Marginalmente significativo (p < 0.10).

			Fuente: Endireh 2016. Cálculos propios.

		

			La condición laboral muestra una asociación significativa con la experiencia de violencia económica y sexual para ambos grupos de mujeres: en el caso de las mujeres hli que trabajan fuera del hogar los riesgos de violencia sexual y económica son 2.3 y 1.6 veces mayores, respectivamente, que para las mujeres hli que no empleadas fuera del hogar. De manera similar, la edad de la mujer indígena al momento de la unión con su pareja se asocia significativamente con el riesgo de violencia sexual pero no con el riesgo de violencia económica, lo cual disminuye el riesgo de la primera en un 10 % por cada año adicional de la mujer al momento de la unión. 

			No se encontraron diferencias significativas en los riesgos de padecer violencia sexual y de violencia económica entre mujeres hli casadas y mujeres hli en unión libre. Se observa, sin embargo, un riesgo significativamente mayor de violencia sexual (76 % mayor) para aquellas mujeres hli que han tenido más de una unión conyugal.

			Factores asociados a la violencia en el noviazgo

			La submuestra de mujeres hli solteras en la Endireh 2016 es bastante reducida. Por tanto, sus modelos no incluyen variables categóricas que comprometen la existencia de un número suficiente de casos en cada celda definida por las combinaciones de las distintas variables. Se emplean, cuando es factible, indicadores continuos y se mantienen en los modelos solo aquellas variables que resultan significativas, al menos para uno de los tipos de violencia examinados.

			La tabla 1.9 presenta los resultados para tres tipos de violencia en el noviazgo con base en la Endireh 2016: violencia emocional, violencia física y violencia sexual. Si bien la encuesta de 2016 mide también la violencia económica, no incluimos un modelo para esta ya que en las relaciones de noviazgo usualmente no se comparten bienes ni se desarrollan estrategias económicas comunes, lo que hace a este tipo de violencia algo menos relevante que las otras tres.

			La residencia en contextos rurales de las mujeres hli no muestra asociaciones significativas con el riesgo de ningún tipo de violencia en el noviazgo para ellas, a diferencia de lo que ocurre con las mujeres no indígenas, para quienes vivir en zonas rurales disminuye significativamente el riesgo de violencia emocional en el noviazgo, así como física y sexual. La condición de hablante de lengua indígena del novio tampoco se asocia de manera significativa con los riesgos de violencias en el noviazgo para las mujeres indígenas.

			Por cada incremento unitario en la edad de las mujeres solteras indígenas se reduce en un 9 % el riesgo de violencia emocional, mientras que no hay evidencias de asociación de esta característica con los riesgos de violencia física ni sexual para las mujeres indígenas. Por su parte, los años de escolaridad de las mujeres (tanto indígenas como no indígenas) no muestran asociación significativamente con ningunos de estos tres tipos de violencia en el noviazgo.

			La actividad laboral de las mujeres hli se asocia significativamente con la violencia física pero, al contrario a lo que ocurre con las mujeres casadas o unidas, para las mujeres solteras esta asociación es negativa, reduciéndose en 79 % el riesgo de violencia física de las mujeres solteras que trabajan fuera del hogar respecto a las que no lo hacen. Que el novio esté empleado se asocia, en cambio, con un mayor riesgo de violencia física cuatro veces mayor en las mujeres hli, en tanto que para las nhli esta variable plantea incrementos significativos en los riesgos de los tres tipos de violencia.

			La edad de la mujer al inicio del noviazgo muestra una asociación marginalmente significativa y positiva con la violencia emocional, incrementándose la razón de probabilidad de sufrir esta violencia en un 7 % por cada año adicional en la edad al inicio de la relación para las mujeres indígenas. Por el contrario, la edad del novio o pareja al inicio de la relación se asocia también significativamente con la violencia emocional, pero reduciendo el riesgo de la misma en un 2 % por cada año adicional en la edad del novio al inicio de la relación.

			Cuando la mujer hli soltera ha tenido hijos/as, se incrementa de manera marginalmente significativa el riesgo de violencia sexual. Este aumenta 28 veces frente al riesgo de las mujeres que no han tenido, en tanto que para las mujeres solteras nhli la presencia de hijos/as aumenta el riesgo de padecer tanta violencia emocional como física. 

			Tabla 1.9
Factores asociados a las violencias de pareja en el noviazgo en el último año para mujeres hli solteras. Modelos de regresión logit


		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Violencia emocional

						
							
							Violencia física

						
							
							Violencia sexual

						
					

					
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							NHLI

						
					

					
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
							
							O. R.

						
							
							Sig.

						
					

					
							
							Contexto rural (urbano)

						
							
							0.6010

						
							
							0.150

						
							
							0.7362

						
							
							0.002

						
							
							0.9649

						
							
							0.965

						
							
							0.4848

						
							
							0.003

						
							
							0.3443

						
							
							0.155

						
							
							0.2819

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Novio habla lengua indígena (no habla)

						
							
							1.7615

						
							
							0.130

						
							
							0.9043

						
							
							0.704

						
							
							1.7691

						
							
							0.495

						
							
							0.8256

						
							
							0.682

						
							
							1.5470

						
							
							0.663

						
							
							0.2614

						
							
							0.070 †

						
					

					
							
							Edad de la mujer

						
							
							0.9120

						
							
							0.012

						
							
							0.9367

						
							
							0.000

						
							
							0.9757

						
							
							0.474

						
							
							0.9587

						
							
							0.001

						
							
							0.8777

						
							
							0.058 †

						
							
							0.9683

						
							
							0.065 †

						
					

					
							
							Años de escolaridad de la mujer

						
							
							0.9148

						
							
							0.106

						
							
							0.9922

						
							
							0.495

						
							
							1.0597

						
							
							0.419

						
							
							1.0274

						
							
							0.124

						
							
							0.8022

						
							
							0.289

						
							
							1.0244

						
							
							0.364

						
					

					
							
							Mujer trabaja (no trabaja)

						
							
							0.9920

						
							
							0.983

						
							
							1.0692

						
							
							0.423

						
							
							0.2158

						
							
							0.062 †

						
							
							1.2293

						
							
							0.259

						
							
							4.9024

						
							
							0.263

						
							
							1.0520

						
							
							0.870

						
					

					
							
							Novio trabaja (no trabaja)

						
							
							1.7345

						
							
							0.136

						
							
							1.6008

						
							
							0.000

						
							
							4.3912

						
							
							0.092 †

						
							
							2.0140

						
							
							0.000

						
							
							242.8110

						
							
							0.276

						
							
							1.6175

						
							
							0.057 †

						
					

					
							
							Edad de la mujer al inicio del noviazgo

						
							
							1.0707

						
							
							0.064 †

						
							
							1.0338

						
							
							0.002

						
							
							1.0034

						
							
							0.948

						
							
							0.9996

						
							
							0.979

						
							
							1.1386

						
							
							0.101

						
							
							0.9936

						
							
							0.806

						
					

					
							
							Edad de la pareja al inicio del noviazgo

						
							
							0.9813

						
							
							0.069 †

						
							
							0.9930

						
							
							0.022

						
							
							0.9871

						
							
							0.388

						
							
							1.0000

						
							
							0.996

						
							
							0.9571

						
							
							0.209

						
							
							1.0058

						
							
							0.297

						
					

					
							
							La mujer ha tenido hijos/as (no ha tenido)

						
							
							1.6077

						
							
							0.482

						
							
							1.3495

						
							
							0.003

						
							
							0.7148

						
							
							0.659

						
							
							3.0044

						
							
							0.000

						
							
							20.1806

						
							
							0.085 †

						
							
							1.4261

						
							
							0.306

						
					

					
							
							Novio tiene hijos/hijas con otras parejas (no ha tenido)

						
							
							1.9826

						
							
							0.216

						
							
							1.4941

						
							
							0.000

						
							
							2.3659

						
							
							0.336

						
							
							1.3678

						
							
							0.164

						
							
							0.5432

						
							
							0.643

						
							
							1.6616

						
							
							0.130

						
					

					
							
							Entre las personas con las que vivía, había golpes (nunca)

						
					

					
							
							De vez en cuando

						
							
							1.6421

						
							
							0.223

						
							
							1.4270

						
							
							0.001

						
							
							3.3367

						
							
							0.337

						
							
							1.8735

						
							
							0.002

						
							
							0.6424

						
							
							0.597

						
							
							1.2013

						
							
							0.555

						
					

					
							
							Seguido

						
							
							2.5569

						
							
							0.084 †

						
							
							1.4428

						
							
							0.007

						
							
							10.9492

						
							
							0.001

						
							
							2.2000

						
							
							0.002

						
							
							6.3016

						
							
							0.162

						
							
							2.7087

						
							
							0.005

						
					

					
							
							Las personas con las que vivía de niña la insultaban (no)

						
							
							1.6141

						
							
							0.329

						
							
							1.5058

						
							
							0.000

						
							
							1.0314

						
							
							0.972

						
							
							1.2350

						
							
							0.354

						
							
							8.9209

						
							
							0.009

						
							
							1.3090

						
							
							0.421

						
					

					
							
							Las personas con las que vivía de niña le pegaban (no)

						
							
							1.5149

						
							
							0.309

						
							
							1.3528

						
							
							0.001

						
							
							1.7757

						
							
							0.538

						
							
							1.3840

						
							
							0.111

						
							
							1.4041

						
							
							0.717

						
							
							1.4938

						
							
							0.234

						
					

					
							
							Pareja recibió violencia emocional o física de niño (no)

						
							
							0.9258

						
							
							0.887

						
							
							1.9610

						
							
							0.000

						
							
							0.9335

						
							
							0.964

						
							
							2.0629

						
							
							0.000

						
							
							35.3665

						
							
							0.097 †

						
							
							3.6313

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Poder de decisión de la mujer, índice

						
							
							0.4148

						
							
							0.338

						
							
							0.9463

						
							
							0.781

						
							
							107.6303

						
							
							0.011

						
							
							0.4257

						
							
							0.054 †

						
							
							0.8670

						
							
							0.949

						
							
							0.3938

						
							
							0.072 †

						
					

					
							
							Actitudes hacia roles de género, índice

						
							
							4.3534

						
							
							0.119

						
							
							0.7594

						
							
							0.201

						
							
							0.0136

						
							
							0.014

						
							
							0.3549

						
							
							0.019

						
							
							0.0116

						
							
							0.100

						
							
							0.3748

						
							
							0.130

						
					

					
							
							Recursos económicos de la mujer, índice

						
							
							104.0934

						
							
							0.031

						
							
							1.4700

						
							
							0.356

						
							
							0.1399

						
							
							0.480

						
							
							0.1296

						
							
							0.054 †

						
							
							86.9889

						
							
							0.213

						
							
							1.0573

						
							
							0.968

						
					

					
							
							N=

						
							
							435

						
							
							12650

						
							
							435

						
							
							12650

						
							
							435

						
							
							12650

						
					

					
							
							Log-likelihood=

						
							
							-139.33

						
							
							-5976.2

						
							
							-22.2332

						
							
							-1546.2

						
							
							-24.9

						
							
							-896.1

						
					

					
							
							Pseudo R 2=

						
							
							0.1562

						
							
							0.0762

						
							
							0.2856

						
							
							0.1018

						
							
							0.5107

						
							
							0.1

						
					

				
			

		

		Nota:  † Marginalmente significativo (p < 0.10).

			Fuente: Endireh 2016. Cálculos propios.

			Las distintas experiencias de violencia en la infancia muestran algunas asociaciones significativas con los riesgos de violencia emocional, física y sexual para las hli, pero se evidencian más asociaciones con los riesgos respectivos para las nhli. Los golpes seguidos entre las personas que la cuidaban cuando niña incrementan el riesgo de violencia emocional de las mujeres hli en un 47 %, en tanto que el riesgo de violencia física en el noviazgo de estas mujeres aumenta 11 veces. Las ofensas en la infancia hacia la mujer aumentan 9 veces la razón de probabilidad de experimentar violencia sexual. Y cuando el novio recibió violencia emocional o física de niño, el riesgo de que las mujeres hli padezcan violencia sexual se multiplica 35 veces.

			Los incrementos unitarios en el poder de decisión de las mujeres hli aumentan 108 veces el riesgo de padecer violencia física. Contrario a lo que ocurre para las nhli, para quienes los incrementos en el poder de decisión se asocian con una reducción marginalmente significativa del riesgo de violencia física. Sin embargo, el elevado valor de esta razón de probabilidad llama a interpretar este resultado con cautela. Por el contrario, las ganancias en actitudes igualitarias frente a los roles de género entre las mujeres hli disminuyen en un 99 % el riesgo de violencia física en el noviazgo. 

			Los recursos económicos de las mujeres hli se traducen, también, en un incremento del riesgo de violencia emocional, el cual aumenta 104 veces por cada incremento unitario en el índice de recursos económicos. Sin embargo, y dada la baja consistencia de este indicador, lo cual se señala previamente, el resultado obtenido debe verificarse en posteriores análisis y quizás estimando indicadores alternativos de recursos económicos de las mujeres. Todo ello para verificar la asociación entre dicha dimensión del empoderamiento y el riesgo de violencia emocional.

			En general podemos observar que los mayores niveles de empoderamiento de las mujeres hli solteras no suponen siempre una protección frente a la violencia en el noviazgo, sino que también pueden exponerlas, eventualmente, a mayor riesgo de violencia emocional y física.

			Conclusiones

			Frente al reconocimiento paulatino que ha ido ganando el problema de la violencia de género hacia las mujeres, y en este caso en concreto las violencias de pareja hacia las mismas, la atención al problema entre poblaciones indígenas ha quedado mucho más rezagada. Quizás debido a una lógica de asumir a las poblaciones indígenas como poblaciones minoritarias y priorizar, entonces, la atención a problemas de los grupos poblacionales más grandes. Esto puede ser parte, asimismo, del racismo institucionalizado. 

			Los datos presentados en este capítulo confirman lo que las escasas investigaciones previas en México ya apuntaban: la magnitud de la violencia de pareja física y sexual reportada hacia las mujeres hli a lo largo de la vida, en México, sobrepasa la magnitud de estas violencias entre las nhli. Sin embargo, la prevalencia de violencia emocional y económica es semejante. Ello reclama esfuerzos mucho más grandes y decididos para visibilizar y atender esta situación desde el sector académico y público. Si centramos la atención en los doce meses anteriores al levantamiento de la Endireh, los resultados nos muestran que solo el reporte de la violencia física entre las mujeres hli es significativamente mayor al de las nhli. Además, el reporte de cualquier forma de violencia en el último año es mayor entre las nhli. Aunque se puede tratar de la verdadera prevalencia del fenómeno, podría tratarse de una cuestión vinculada con la deseabilidad social, así como por los problemas de pertinencia cultural del instrumento empleado, tal y como se discute en el octavo capítulo de este mismo libro.

			Por otra parte, la diversidad de los datos de prevalencias de violencia de pareja hacia mujeres hli en distintas entidades del país pone de manifiesto las variaciones y el carácter heterogéneo de este problema. Por tanto, la necesidad de prestar una atención particularizada, desde el marco de las características y condiciones específicas de cada etnia indígena, al tema de las violencias contra las mujeres indígenas. En este sentido, es necesario que tanto la Endireh como las futuras encuestas incorporen información sobre la pertenencia étnica. Para que, de esa forma, sea posible incorporar esta dimensión (añadidas las diferencias y la variabilidad que de ella pueden desprenderse) en la comprensión del fenómeno de la violencia de pareja hacia las mujeres.

			Un aporte novedoso de este trabajo es la utilización de indicadores de empoderamiento para, en primer lugar, valorar estas características en las mujeres hli por primera vez en México, hasta donde sabemos, y revisar su validez en esta población. Otra contribución reside en examinar el rol que estos indicadores de empoderamiento juegan frente al riesgo de las distintas expresiones de violencia de pareja hacia las mujeres hli. Los resultados obtenidos señalan que los indicadores de empoderamiento aquí analizados resultan herramientas válidas también para el análisis de procesos y condiciones de las mujeres indígenas. Además, dan cuenta de importantes diferencias tanto entre ellas, como de ellas frente a otros grupos de mujeres. Al respecto, se evidencia, por ejemplo, que las mujeres hli solteras presentan mayores niveles de autonomía y de poder de decisión que las mujeres hli en unión marital. Al mismo tiempo, las mujeres hli presentan niveles de empoderamiento significativamente más bajos que las nhli. En particular, tienen actitudes más tradicionales frente a los roles de género y menor poder de decisión que las mujeres no indígenas.

			La consistencia comprobada de estos indicadores de empoderamiento medidos para mujeres hli no se traduce, sin embargo, en la constatación de un papel particularmente significativo de ellos respecto a los riesgos de violencias de pareja que enfrentan las mujeres indígenas. Es decir, en términos generales, se verifica un número limitado de asociaciones significativas entre la autonomía, el poder de decisión, las actitudes frente a los roles de género y los recursos económicos de las mujeres hli con el riesgo de que experimenten cada tipo de violencia de pareja. En concreto, para las mujeres unidas solo se confirma que los incrementos en la autonomía reducen el riesgo de violencia física conyugal; asimismo, que los incrementos en el poder de decisión van asociados a un mayor riesgo de violencia económica. Y entre las mujeres solteras se observa que incrementos en el índice de recursos económicos potencian el riesgo de violencia emocional en el noviazgo. De manera similar, los aumentos en el poder de decisión acrecientan también de manera importante el riesgo de violencia física. Todo ello, en tanto que la adopción de actitudes menos tradicionales frente a los roles de género disminuye el riesgo de la violencia física.

			¿Significan estos resultados que el proceso de empoderamiento juega un papel menos determinante frente al riesgo de padecer violencias de pareja para las mujeres hli? No necesariamente. Resultaría aventurado, con base en estos primeros datos, afirmarlo. Ciertamente los hallazgos, al ser comparados con los de las mujeres nhli, parecen conceder a este proceso de empoderamiento menor protagonismo que el que este parece jugar para las hli. No obstante, es preciso recordar que el empoderamiento de las mujeres y sus significados varían en función del contexto social y cultural en que este tiene lugar. Falta mucho que explorar, no solo desde las encuestas, sino también mediante otras aproximaciones metodológicas para entender cabalmente las asociaciones entre empoderamiento y violencias en contra de las mujeres indígenas. De manera semejante, los resultados de los modelos de regresión de violencias contra las mujeres hli arrojan menos asociaciones significativas de factores tradicionalmente identificados como relevantes en modelos desarrollados para las mujeres nhli. Los años de escolaridad, las diferencias de escolaridad con la pareja, la presencia de hijos/as con otras parejas de la mujer, entre otros, son variables que no evidencian asociaciones significativas con los riesgos de violencia de pareja para las mujeres hli a partir de estos datos. 

			De manera particularmente llamativa los análisis muestran que las experiencias de violencia física en la niñez de las mujeres hli no muestran asociaciones significativas con ninguna de las expresiones de violencia conyugal o de violencia en el noviazgo. Lo que sugiere posibles limitaciones derivadas del tamaño de la muestra de mujeres hli en esta encuesta que podrían estar detrás de la identificación de variables significativamente asociadas con el riesgo de violencia de pareja. Al menos nos advierten que no es posible descalificar el papel que pueden jugar distintas variables frente a la violencia en contra de las mujeres hli por la falta de evidencias encontradas aquí. Además de ello, denotan lo mucho que nos falta por entender.

			De los resultados obtenidos en este análisis se desprenden algunas evidencias que sugieren vías de intervención a partir de políticas públicas que ayuden a reducir y, eventualmente, eliminar las violencias de parejas hacia las mujeres indígenas. Así, sobresale la corroboración de que tanto una mayor autonomía de las mujeres hli unidas, como la adopción de actitudes menos tradicionales frente a los roles de género entre las mujeres solteras indígenas, disminuyen el riesgo de violencia física por parte de sus parejas. Esto confirma, una vez más, que los programas y acciones orientados al fortalecimiento de la autonomía de las mujeres, y en general al empoderamiento de las mismas, pueden dotar a las mujeres hli de importantes recursos para enfrentar y salir de situaciones de violencia de pareja. 

			Al mismo tiempo, el hecho de que algunos resultados muestran que un mayor poder de decisión eleva el riesgo de violencia física para las mujeres hli solteras, y el riesgo de violencia económica para las mujeres hli en unión conyugal, pone en evidencia que el empoderamiento de las mujeres hli no conlleva un único sentido en términos del riesgo de violencia para ellas. Los significados y consecuencias del empoderamiento de las mujeres están firmemente atados al contexto social y cultural en que este tiene lugar. Estudios previos en diversos países han señalado cómo en sociedades más patriarcales, el empoderamiento de las mujeres que representa, sin duda, un cuestionamiento al orden existente y a las desigualdades en la distribución del poder entre hombres y mujeres puede conllevar una escalada de conflictos en el hogar (y en la comunidad) para las mujeres, la cual, eventualmente, propiciaría situaciones de violencia hacia ellas (Ghuman, 2001; Schuler et al., 1998; Sen y Batliwala, 2000).

			Debido a ello, las políticas públicas que busquen aliviar y erradicar el problema de las violencias hacia las mujeres no pueden centrarse únicamente en la promoción del empoderamiento de las mismas. Se debe insertar esta meta en un marco más global de objetivos que incluya el desarrollo de modelos educativos orientados por los derechos humanos y la igualdad, los cuales no deben estar enfocados solamente en las mujeres, sino que precisan incluir también a los varones.

			Es importante mencionar algunas limitaciones de este trabajo. En primer lugar, es esencial señalar las que son inherentes a un abordaje de las mujeres hli como un grupo homogéneo, cuando en realidad existen sustanciales diferencias culturales entre las distintas poblaciones indígenas. Los datos de la Endireh 2016 no nos permiten identificar las etnias de estas mujeres. Ello constituye un elemento de suma importancia, el cual debe ser incorporado en futuras investigaciones. Asimismo, es necesario enfatizar que la violencia es un proceso complejo y con profundas raíces culturales y sociales. Por ende, su abordaje demanda la suma de distintas estrategias metodológicas, cuantitativas y cualitativas que puedan aportar diversas miradas y elementos que contribuyan a una comprensión global de este problema. Los datos disponibles en encuestas como la Endireh nos permiten dimensionar el problema e identificar asociaciones entre aquellos factores de las vidas de las mujeres sobre los que se ha levantado información. Pero es evidente que todavía hay muchos aspectos de los cuales no podemos dar cuenta desde las cifras. Incluso muchos de ellos no son fácilmente medibles o reportables. En este sentido, se requiere complementar el conocimiento desde estos datos con una aproximación e indagación del problema de las violencias de pareja a partir de técnicas cualitativas de relevación de información. 
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					 1	La Endireh permite diferenciar entre las personas que hablan una lengua indígena de las que no. En este capítulo, al referirse a mujeres indígenas, se trata de mujeres que hablan una lengua indígena exclusivamente o que además hablan español. 

				

				
					 2	En este capítulo nos referiremos también a las mujeres casadas o unidas como mujeres unidas y a las mujeres separadas o divorciadas como mujeres alguna vez unidas.

				

				
					 3	De hecho, al constituirse como el criterio de identificación de las mujeres indígenas en nuestro análisis la condición de hablante de lengua, y ser además parte de la definición de esta variable de diferencias con la pareja en tanto hablante de lengua indígena, se generan condiciones de colinealidad que resultan en que el programa estadístico (Stata) automáticamente excluya las categorías de “solo el esposo habla lengua” y “ambos hablan” del análisis. Lo anterior nos impide de manera cabal contrastar los riesgos de violencia para estas distintas categorías.
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			Introducción

			La violencia en contra de las mujeres se expresa de diversas formas en distintos contextos de relación. En el ámbito privado destaca la pareja y la familia. La violencia de género ejercida por la familia ha sido escasamente examinada, ya que la mayoría de los estudios tienden a centrarse en la pareja. Aunque hay evidencia de que la familia política de la mujer puede ser instrumental en proteger a la mujer de la violencia (López-Ramos, 2018), en otros casos contribuye a instigar la violencia y, de hecho, llegan a ejercerla contra la mujer (Frías y Agoff, 2015). El propósito de este capítulo es analizar el papel de la familia extensa, en particular, el rol de la suegra, y la convivencia en un mismo espacio habitacional en la aparición y reproducción de dinámicas de violencia de género en contra de mujeres indígenas. 

			La desigualdad de género y la dominación masculina tienen en la suegra un aliado importante. En los casos de cohabitación resulta el garante más leal y fiel del funcionamiento del patriarcado. Una de las mujeres que participó en este estudio afirmó que el poder que sus suegras ejercen es de tal magnitud que convierte a las familias en una especie de matriarcado. Existe amplia controversia sobre el término. Webster y Newton (1979, p. 85) argumentan que teniendo en cuenta que el patriarcado “es un sistema en el que los hombres, en cuanto a clase social o grupo, eran dominantes sobre la clase social o grupo de las mujeres”, el matriarcado debería implicar la dominancia femenina. Hablamos de micromatriarcado para referirnos a la dominancia y poder ejercido en el espacio doméstico de algunas mujeres (principalmente suegras y en menor medida cuñadas). Sin embargo, este poder, y la violencia como su instrumento, están al servicio del patriarcado, tal como apunta Kandiyoti (1988, p. 279), “en el patriarcado clásico, la subordinación al varón [de la mujer] se compensa por el control que las mujeres de mayor edad logran sobre las más jóvenes”.

			Un análisis que no ha recibido mayor atención en la inmensa mayoría de estudios sobre violencia de pareja realizados en México (Casique y Castro, 2018; Medrano et al., 2017; Sandoval-Jurado et al., 2017) es el nivel micro de interacción con la familia extendida (de origen y política). Puede haber varias razones: la mayoría de los análisis se enfocan en la violencia de pareja acontecida en modelos de familia nuclear, en donde la injerencia de los otros familiares no resulta tan directa o evidente. Esto es problemático teniendo en cuenta que los patrones tradicionales de residencia en México son patrivirilocales (Robicheaux, 1996), y que en un mismo espacio se conjuntan varios hogares. Lo anterior puede obedecer también a una cuestión de simplicidad analítica: hombre como victimario y mujer como víctima resultan la expresión más visible del conflicto.1 Sin embargo, y considerando que la violencia de pareja es una expresión, entre otras, de la desigualdad de género que se asienta en el conjunto de instituciones sociales, la cultura, los símbolos y las relaciones en general, no debemos descuidar las interconexiones ni los entramados o modelos de interdependencia (Elias y Scotson, 1994). En este caso, se debe analizar el más próximo: la familia con la que se convive. 

			Un número importante de mujeres jóvenes en México cohabita (al menos, en los primeros años) con la familia política, lo que resulta en un modelo de interdependencia muy evidente, conocido como residencia patrivirilocal (D’Aubeterre, 2002; Robicheaux, 1996). De hecho, los datos de la Encuesta Nacional sobre las Dinámicas de Relación en los Hogares (Endireh) 2016 muestran que alrededor de 42 % de las mujeres actualmente casadas o unidas, cuando lo hicieron se fueron a vivir con los padres de su pareja o con otros parientes de este (Frías, 2020). 

			Como veremos a lo largo de este capítulo, la violencia que las mujeres experimentan por parte de su familia extendida no es, en la mayoría de los casos, de naturaleza física. En este sentido, Walby (2013) indica que una de las cuestiones a la hora de definir la violencia es si se debe conceptualizar como algo físico, ya sea por acción o por sus consecuencias. Argumenta que en la sociología “se está produciendo una tendencia a interpretar la violencia a partir de los símbolos y la cultura, en lugar como algo físico” (Walby, 2013, p. 101). En efecto, la literatura proveniente de países con marcadas tradiciones de diferenciación de género, y con patrón de residencia virilocal, deja en evidencia lo que la teoría sobre violencia de género actualmente constituye como el núcleo central de su reflexión, esto es, que la violencia de género no es solo de naturaleza física y únicamente ejercida por hombres. Desde una perspectiva más general sobre el tema, Scheper-Hughes y Bourgois (2004, p. 1) afirman que 

			la violencia no puede nunca entenderse únicamente en términos de su sola fisicalidad: fuerza, asalto o inflexión de dolor. La violencia también incluye ataques contra a la humanidad, la dignidad y el sentido de valor y valoración de la víctima. Las dimensiones sociales y culturales son las que le confieren a la violencia su poder y su significado.

			En la primera parte de este capítulo se revisan estudios previos de origen nacional e internacional sobre la violencia de género ejercida en las familias extensas. Posteriormente, se presentan cuáles son los mecanismos empleados por las familias, concretamente por las suegras, para ejercer el control y la violencia en contextos indígenas. La agencia de las mujeres y su resistencia ante este tipo de situaciones se examina después. Finalmente, se presentan las conclusiones e implicaciones para futuras investigaciones. 

			La violencia en las familias extensas

			Investigaciones cualitativas tanto en México como en otros países han mostrado que las mujeres jóvenes en familias extensas son víctimas de violencia proveniente de la suegra principalmente, así como por parte de otras mujeres, como cuñadas y concuñas, por nombrar algunas (Chan et al., 2009; Chenaut, 2001; D’Aubeterre, 2002; González Montes, 2006; Huacuz Elías y Rosas Vargas, 2011). Por ejemplo, un estudio de mujeres del sur de Asia residentes en Estados Unidos mostró la asociación entre violencia de pareja y la violencia ejercida por los suegros/as. Estas formas de violencia se ejercen de forma física, emocional (aislamiento, control social y económico y servidumbre doméstica), con abuso verbal y comentarios degradantes, así como mediante el apoyo de la violencia ejercida por la pareja (Raj et al., 2006). En el caso de México, estudios previos han mostrado el control que ejercen las suegras en contextos migratorios donde mantienen a las mujeres aisladas socialmente. Ellas controlan la salud sexual y reproductiva de sus nueras, así como racionan o limitan los recursos que envían sus parejas (Hernández-Rosete et al., 2008). 

			Sin una perspectiva de género no es posible entender que estas formas de violencia no son sino mecanismos diversos de control y dominio patriarcal (esta es la naturaleza misma de estas dinámicas familiares). La violencia de pareja entendida como un conflicto diádico es solo la manifestación más evidente de un entramado más amplio de relaciones familiares que juegan un rol importante en la aparición y perpetuación de la violencia. Diversos estudios han mostrado que las redes familiares no constituyen, necesariamente, una fuente a apoyo, y que en muchos casos crean situaciones de vulnerabilidad para las mujeres al tolerar o promover la violencia (Agoff et al., 2007; Frías y Agoff, 2015). La familia mesoamericana tradicional tiene, entre otras particularidades, un patrón patrivirilocal de residencia, con características espaciales y normativas que determinan pautas de relación particulares. Este modelo es común a todas aquellas sociedades en donde predomina el patriarcado clásico, el cual ha sido caracterizado por Kandiyoti (1988, p. 287) mediante tres elementos: propiedad, residencia y descendencia patrilineal. 

			Investigaciones recientes confirman la universalidad de los mecanismos de sujeción y control de las suegras en modelos de residencia virilocales, en particular en Asia y países del Medio Oriente (Ali et al., 2018; Gangoli y Rew, 2011; Haj‐Yahia, 2000; Sattar et al., 2018; Yount, 2005). Consideramos que la tradición patrivirilocal, cuyos pilares son las bases materiales de la economía y distribución de los recursos, es un sistema o régimen de opresión patriarcal. La literatura que se ocupa de esta clase de regímenes de cohabitación en el mundo contemporáneo señala sorprendentemente las mismas experiencias y los mismos mecanismos de dominación en distintos países.

			Si bien en México han habido cambios considerables en el estatus de las mujeres, fundamentalmente en el acceso al mercado laboral, perviven aún formas tradicionales de conformación de las familias en zonas rurales y en comunidades indígenas, las cuales son caracterizadas por uniones tempranas en la residencia virilocal, donde las mujeres cumplen, sobre todo, tareas de reproducción (Amador, 2006; Echarri, 2009; Robicheaux, 2006). Las dificultades económicas actuales también contribuyen a perpetuar la cohabitación tradicional en otros sectores de la población.

			La cohabitación en el modelo de residencia patrivirilocal favorece que la suegra ejerza un poder desmesurado, amparada en la propiedad de su casa como en las diversas alianzas que ella entreteje. La suegra puede ejercer violencia física o verbal, como también instigar a la violencia a los demás miembros de la familia contra la mujer joven a través de diferentes mecanismos. En lo que sigue, queremos ilustrar estos mecanismos que hacen posible el ejercicio de poder de la suegra a través de aquello que se regula (reproducción, comportamientos en público, vestimenta), el cómo (alianzas y propagación de chismes y rumores) y la capacidad de las mujeres de resistirse a ello. El ejercicio de control y violencia de las suegras se hace posible por la ausencia de recursos de la mujer joven. Asimismo, se ve legitimado —social y familiarmente— por el supuesto de que contravenirla pone en riesgo el honor y la reputación de la familia. 

			Anotaciones metodológicas

			El análisis de las experiencias de violencia de género que padecen las mujeres indígenas en su familia, se efectúa a partir de la realización de seis grupos focales que se llevaron a cabo entre diciembre y marzo de 2018. Los dos primeros grupos tuvieron lugar en Cuernavaca, Morelos, donde acudieron 15 mujeres indígenas procedentes de distintos grupos étnicos de toda la República. Posteriormente, con base en un criterio oportunista de selección de la muestra (Patton, 2002), esto es, determinado por la accesibilidad a sus comunidades de algunas de las participantes del grupo de Cuernavaca, se realizaron cuatro grupos más (dos en Santa María Tlahuitoltepec, Oaxaca; otros dos en Peto, Yucatán) para profundizar en sus experiencias de violencia. 

			Los grupos de Cuernavaca son mujeres con una enorme consciencia de derechos y de la desigualdad de género y discriminación que padecen las mujeres y niñas indígenas, así como los Pueblos Indígenas. Estas mujeres contaban entre 25 y 48 años. Los grupos de Peto y Santa María Tlahuitoltepec son de mujeres en un rango de edad más variado y con baja o nula escolaridad. El objetivo central de los grupos tenía dos objetivos concretos: 1) examinar la pertinencia cultural de la Endireh 2016, y 2) documentar expresiones o contextos de relación en que se manifiesta la violencia de género en contra de las mujeres y niñas indígenas. Los grupos focales fueron dirigidos por las dos autoras. Se obtuvo el consentimiento informado de las participantes y se explicaron las garantías de anonimato y confidencialidad. Cada grupo focal duró aproximadamente dos horas; además, fueron videograbados. 

			Partimos de la concepción teórico-metodológica acerca de que en los diferentes milieus se expresan tanto las experiencias y los recursos para la acción como los modelos de interpretación o significación compartidos. La discusión grupal favorece, como pocos instrumentos, la expresión o activación de estas experiencias y conocimientos comunes. En los intercambios de los grupos se dejan ver tanto los aspectos reflexivos como los conocimientos que guían la acción. En suma, los grupos focales permiten “encontrar una manera de acceder al conocimiento implícito de los sujetos o grupo investigado, a fin de que pueda convertirlo en conocimiento explícito y teórico” (Agoff y Herrera, 2019, p. 325). 

			La teoría fundamentada nos orientó en la formación de categorías de análisis fundadas empíricamente y en la validación de los hallazgos por medio de la comparación constante. En este capítulo solo se abordan las experiencias de violencia familiar durante la edad adulta y, en particular, las formas de violencia perpetradas por suegras. 

			Los mecanismos empleados por las familias para ejercer el control y la violencia

			La propiedad de la suegra del espacio habitacional, el trabajo remunerado del marido (donde la división sexual del trabajo conmina a la joven a la casa como madre y dependiente económicamente) y el peligro de que ella mancille la reputación u honor de la familia son los tres pilares que justifican y legitiman el dominio y la violencia contra la mujer en el ámbito de la familia extendida. A continuación, se presentan los principales hallazgos vinculados a los mecanismos empleados por las suegras para asegurar la sumisión de la mujer al varón. Estos mecanismos son el control de la conducta pública para evitar el deshonor, lo que incluye control sobre su salud sexual y reproductiva, y el control sobre la conducta en el espacio doméstico a partir de tejer alianzas con otros integrantes de la familia. 

			El control sobre la conducta pública para evitar el deshonor

			En contextos indígenas se percibe a las mujeres jóvenes como objetos de deseo y sujetos de concupiscencia, que ponen siempre y potencialmente en riesgo el honor de sus familias (de origen y política, luego). Es la reputación sexual (Hirsch, 2003) de estas mujeres la que hay que vigilar para no avergonzar o deshonrar a las familias, pero esto exige control sobre su conducta pública. De los diferentes grupos de discusión hay un consenso acerca de aquello que se intenta controlar y la forma de hacerlo: el chismoseo acerca de sus modos de vestir, la asistencia al centro de salud, las pláticas con hombres por supuestas infidelidades. Algunas mujeres del grupo focal Tlahuitoltepec señalan:

			C: El chisme que corrió es que yo andaba con otro, que salía mucho, yo sentía que me miraban, que me criticaban… 

			A: La gente habla mucho, de chisme en chisme…

			D: Unos le ponen, otros le quitan. Las mujeres siempre tienen la culpa de todo… 

			En este sentido, no resulta gratuito el chismorreo y las miradas de control ya que las mujeres experimentan incomodidad y miedo. Derivado de ello, con frecuencia evitan acciones que las vuelvan vulnerables. Así, mujeres de dos grupos concuerdan en que:

			Da miedo salir a la calle caminando. Qué tal que te ven o te están echando la culpa por cosas que no has hecho. Hay gente que arma chisme, que tú andas de acá para allá, que ves a tal persona… Cualquier cosa inventan… Trato de no tener ese miedo y de salir como si nada… Pero sí [se] siente [una] incómoda, ¿qué tal que ya me vieron? (Grupo Tlahuitoltepec)

			No te pueden ver platicar con un hombre, si te pide la hora, ya hay mucha comidilla. Las que trabajamos, nos dicen ya te fuiste con alguien, ya tienes tu enamorado. Dicen cosas de nosotras… Alguien la vio con tal… (Grupo Peto)

			El ejercicio de control y disciplina sobre las mujeres se da desde la familia de origen (padre, madre, hermanos varones) y pasa al de la familia política en la residencia patrivirilocal en una breve secuencia en el tiempo. Al respecto, refiriéndose a Egipto, pero igualmente aplicable al contexto del objeto de estudio, Yount (2005, p. 582) argumenta que:

			la costumbre de la residencia patrilocal, en la que el hombre permanece en el hogar paterno y la hija se traslada tras contraer matrimonio puede reducir el poder de la mujer porque el marido corresidente y los suegros comparten la autoridad sobre las acciones de la mujer. 

			En los arreglos patrivirilocales son fundamentalmente las suegras, las cuñadas y concuñas, quienes resguardan el comportamiento esperado. Así, la suegra es quien se asegura el dominio y control de las conductas, no solo las que atañen a la esfera doméstica (o espacio íntimo), sino al renombre de la familia (espacio público).

			Madres y suegras son las encargadas de preservar el honor del grupo familiar, el cual se encuentra asociado a la reputación sexual de las mujeres de la familia, y es expresado a partir de términos como vergüenza o respeto. La mirada en el espacio público sobre las preferencias en los modos de vestir, asociados al recato, queda en evidencia en el siguiente testimonio: 

			Yo le digo a mi nieta: Prefiero verte con un pantalón, a mí me da vergüenza que andes así. ¿No te das cuenta que los hombres no quitan la vista de ti? Yo no le permito. Yo escucho a veces a los chavos que gritan. Yo con mi huipil y mira tú, como te vistes. (Grupo Peto) 

			En efecto, las mujeres participantes en los grupos reconocen que son las mismas mujeres las que cuidan la vestimenta y, además, las primeras en juzgar a las mujeres por ella porque la reputación y el honor (la vergüenza, como ellas mencionan) son de carácter familiar, pues afectan a todas las integrantes:

			Y las mismas mujeres generan esa violencia también en la calle, ven a una chica con minifalda: híjole ha de ser una cualquiera, ha de ser una puta, mírala y luego en la casa tu mamá te dice: “No vayas a perder mi vergüenza”, 2 todo eso porque así nos han educado. (Mujer otomí, grupo Cuernavaca)

			Otra mujer indígena reporta una situación semejante. Su mamá le quema la minifalda en el fogón. Una vez casada, el marido le dice que se la compre. De visita, la mamá le señala: “‘Respeta mi casa’, me dijo. Yo, por respeto, me la quité. ‘¡Pero mi marido me deja!’, le dije” (Mujer mixteca, grupo Cuernavaca). Acá se puede observar que la entrevistada intenta hacer ver la lógica de género a su madre: del control de la madre (y padre, eventualmente), se pasa al control del marido. No importa la regla en juego, sino quién tiene legitimidad para decidir y autorizar. No debería haber pugna en dos sistemas de control que se ejercen de modos consecutivos, y no de manera paralela. Sin embargo, este disciplinamiento se puede superponer, buscando los mismos objetivos: la sumisión de la mujer en pos de mantener la reputación propia y de la familia. Así, frecuentemente los dos sistemas familiares coexisten en el ejercicio de control: “Una vez puse una denuncia contra mi marido. Regresó mansito después que lo detuvieron. Ya nunca más me pegó. ‘Tu papá me dijo que te pegara’. Mi papá dijo que él no me ponía en su lugar” (Mujer rarámuri, grupo Cuernavaca).

			El control sobre la conducta pública se expresa también en otras formas de vigilancia. Las mujeres que habitan en estas comunidades temen asistir al centro de salud (al control del Papanicolaou, por ejemplo) por miedo a que las vean sus vecinos o porque los maridos no las dejan. El fundamento de esta condena a la asistencia al centro sanitario es la sospecha de que quieren planificar sus embarazos. Cuantos más hijos posea una mujer, menor es el riesgo de la pérdida de su reputación sexual. Planificar sus embarazos está, por tanto, mal visto y es condenable. De tal forma se puede observar en los siguientes testimonios:

			La suegra no quiere que planifique y su esposo tampoco. ¡Y no tienen que comer! 13 años tenía cuando se casó. Tenía anemia. La suegra dice que es una floja. Lo que pasa es que es una floja, dice la suegra, no quiere hacer su comida. (Mujer maya, grupo Cuernavaca) 

			El marido no quiere que uno planifique. Es por el machismo, cuantos más hijos, más hombre eres. Que si te ligan ya no eres mujer, dicen algunos. (Mujer maya, grupo Peto)

			Las mujeres no tienen que tener todos los hijos que el hombre manda. Mi papá estuvo enojado conmigo porque lleve a mi mamá a operar [esterilizar]. (Mujer rarámuri, grupo Cuernavaca)

			Lo que yo veo… Ellos quieren más hijos por celos. Porque uno ya no tiene hijos, así por dos o tres años y uno ya se arregla, ya no se ensucia. Porque con hijos chicos, cuando están gateando uno los abraza y se ensucia, no tiene tiempo para arreglarse… El hombre quiere que uno esté en la casa, sucia, cuidando sus hijos. (Mujer mixe, Tejas, Santa María Tlahuitoltepec)

			El control sobre la conducta en el espacio doméstico a través de alianzas 

			El mecanismo a través del cual las suegras ejercen control sobre sus nueras es la crítica, la propagación de chismes y rumores. Para ello, forman alianzas con otros integrantes de la familia que son fieles a ellas.3 Los chismes y rumores son comentados al varón, para que de esta forma él sea el encargado de doblegar la voluntad de la mujer para que ella actúe de acuerdo con las expectativas familiares. Este es el mecanismo básico que les permite ejercer una violencia inusitada: 

			Te está poniendo en mi contra, le dijo mi suegra. Ella quiere que ya no me quieras. No puedes tomar decisión como pareja. Una vigilancia tremenda. Y toman acciones muy feas contra uno: hacen cosas para para que los maridos te castiguen y crean los chismes. (Mujer maya, grupo Cuernavaca)

			Muhamad Haj-Yaria (2000) señala un fenómeno idéntico sobre mujeres que aseguraban ser violentadas, además de por sus maridos, por sus suegras y cuñadas. Las suegras distorsionan relatos y le van con el cuento al hijo cada día. La relación con el marido depende básicamente de aquello que la suegra le cuenta para enemistarlos. En efecto, el principal aliado para tener el control sobre la nuera debe ser su propio hijo. Se hace lo imposible por desavenirlos y, de algún modo, por alentarlos a ejercer violencia física. El esparcimiento del rumor, “dicen que mete hombres [a la casa]” (Mujer nahua, grupo Cuernavaca), en el hogar y entre personas conocidas reforzaría esta premisa. Otros relatos ilustran también esta situación:

			Antes sí me pasó con mi suegra, recién casados nos fuimos a vivir a casa de mi suegra, ahí todo es un matriarcado, y pasando una cosa así tan sencilla, que nos vamos a platicar con mi esposo a otro lado. Viene mi suegra y me dice: ¿qué está diciendo hijo? Si quiere decir algo, ¿por qué no lo dice en frente de mí? Te está poniendo en mi contra, y todavía dice mi esposo: No mamá, no estamos hablando de ti. Y aun así nosotros no le hicimos caso y nos fuimos a otro lado. Y aun así vino otra vez, no descansó hasta que ya nos regresamos adentro, no podemos platicar. Entonces no puedes tomar una decisión como pareja, no hay, no se puede […]. Toma acciones muy feas en contra, me llevaría el día contarles todo, no solamente se enojan, sino que hacen cosas para que la pareja diga: Ah, es cierto todo lo que dice mi mamá; chismes, rumores, y encima la misma familia se confabula. (Mujer maya, grupo Cuernavaca)

			[A:] Anda viendo por dónde vas, qué estás haciendo, si trabajas o no, si haces bien las cosas… 

			[B:] Si uno atiende bien a sus hijos. Las mujeres de antes, les llevaban la ropa a los maridos si se va a bañar, hay que atender al hombre, decían. ¿Por qué atiendes así a mi hijo, si mi hijo es bueno? Los hombres no deben servirse la comida, ni lavar la ropa, dicen ellas. (Grupo Maya, Peto)

			El objeto de la crítica hacia la mujer es por no atender al marido del modo en que las suegras lo hacían con los suyos. Una explicación que apunta a señalar las diferencias de las costumbres que imperaban antes y ahora. Otras mujeres agregan una explicación distinta: las suegras repiten lo que vivieron de jóvenes con sus propias suegras. Un testimonio da cuenta de ello: “Como mi suegra aguantó, cree que una tiene que aguantar” (Mujer mixe, grupo Santa María Tlahuitoltepec).

			Al respecto Sattar et al. (2018) argumentan que esta actitud parece ser parte de la liberación por haber dejado atrás sus propias experiencias. Las suegras, tras haber vivido en un entorno de normas rígidas de género desde muy jóvenes, asumen el papel de “guardianas de las normas”. El mecanismo del continuum de violencia, desde la suegra o cuñadas hasta el marido, funciona como se observa en el siguiente testimonio:

			Si no les caes bien a la suegra o la cuñada, te empiezan a criticar. “¿Ya viste con quien salió? ¿Ya viste con quien platicó?” Y los maridos le creen a su mamá y ya toman dos cervezas y te pegan. Hasta los cuñados… (Mujer mixe, grupo Santa María Tlahuitoltepec)

			Una mujer rarámuri relata una historia similar con la suegra y las concuñas: “Le metían ideas y él llegaba y me golpeaba”. Kandiyoti (1988, p. 279) analiza con acierto este fenómeno cuando afirma: 

			Como los hijos son el recurso más crítico [valioso] de las mujeres, asegurar su lealtad de por vida es una preocupación constante. Las mujeres mayores tienen un interés conferido en la supresión del amor romántico entre los jóvenes para mantener el vínculo conyugal en un segundo plano y mantener la lealtad primaria del hijo. Las mujeres jóvenes tienen un interés en sortear y evadir el control de la suegra. 

			La separación entre violencia física (ejercida por el marido) sobre los cuerpos de las mujeres y la violencia social (en este caso, de la institución social de la familia a través de sus diferentes integrantes) es la que no permite ver el continuum de este ejercicio de poder al servicio del patriarcado, en donde muchos integrantes participan con un mismo objetivo: controlar y someter a la mujer, haciendo uso de diferentes medios.4

			Las mujeres participantes en los grupos focales, luego de ser indagadas acerca del vínculo madre-hijo, señalaron que, cuando este es fuerte, la violencia que padecen las mujeres es mayor. Este hecho concuerda con la idea de la búsqueda de alianzas de la suegra con el hijo para ejercer violencia efectiva. De tal forma, estas alianzas tienen un papel importante en el ejercicio de poder de la suegra sobre la nuera: la suegra lo intenta con su hijo, o fuerza a sus otras nueras a excluir a la joven,5 como se puede apreciar en el siguiente testimonio: 

			Como mi suegro se hizo de su terrenito, él les dijo a sus hijos: “Todos van a vivir aquí, todos, a cada quien le voy a hacer un cuarto y acá van a vivir con sus familias”. Yo le dije a mi esposo: “Ni con mamá, ni con papá, solitos vamos a hacer la lucha para agarrar un terrenito”. Y así lo hicimos, de novios empezábamos a juntar el dinero, y se empiezan a casar mis cuñados y todos se quedaron ahí, así como había dicho mi suegro, pero tienen conflictos fuertes entre todos, que a quién quiere más la suegra, que si a este no le hicieron comida, que si a fulanito no le lavaron. Yo en una ocasión llegué ahí con la familia y no sé qué le dijeron a mi suegra, estaban todas haciendo tamales, yo llegué con los niños y dice mi suegra: ¡Pues ya ven, que nadie la invita, solita llega! (Antes yo era muy sentimental, de todo lloraba) y me empezó a latir el corazón recio y yo dije: “¿De quién están hablando?” Y todas soltaron la carcajada, entonces dice: “Ya ven, nadie la invitó y ahí solita llega y nadie le hace caso”, y yo estaba sentada con mis hijos esperando que alguien de ellas volteara y no… Bueno, yo creo que mis cuñadas viven lo mismo y aquí están, no pues… ¡qué aguante! Porque yo en ese ratito yo me sentí ofendida, me sentí humillada. (Mujer triqui, grupo Cuernavaca)

			En este contexto también, una mujer nahua del Estado de México, llora al contar el siguiente relato:

			Igual me tocó la misma situación de sus concuñas, igual así mi suegra me despreciaba porque tenía las otras. Era así como que yo: tú eres la mala, tú no estés aquí cerca. Igual mi suegra le dijo a mi marido: “Llega un hombre ahí”, y era cuando él se enojaba y me golpeaba bastante, le metían ideas. […] Igual también decían que no era hijo de mi marido, pasa todo eso y yo vivo con ese coraje de que ¿por qué me dijeron esto o por qué esto? Ah sí, ahora sí quieren mucho a mi hijo, ¿verdad? Pero yo no les digo nada. Igual con mi marido, porque en aquellos tiempos cuando todo creía de sus hermanas, de mi suegra. A mí todo eso me causa coraje. (Mujer nahua, grupo Cuernavaca)

			Ante estos testimonios, cabe preguntarse: ¿Cuál es la relación entre lo que sienten las mujeres por las suegras y por los maridos? La rabia que sienten contra sus suegras es enorme y parece opacar la violencia ejercida por los maridos. Probablemente porque esperan encontrar en otra mujer, la suegra, una aliada en contra de la violencia padecida. Tal como han descrito Sattar et al. (2018, p. 19), las suegras son vistas como reaccionarias, sin sentimientos, inhumanas. Además, como se ha mostrado en otros estudios, “las discusiones informales revelaron que los hombres eran unos tontos porque perpetúan la violencia contra sus mujeres y acaban siendo esclavos de otras mujeres, es decir, de sus madres”. 

			Las mujeres participantes en los grupos focales, al ser consultadas por las razones de este maltrato, alegan que sus suegras no sienten simpatía por ellas, sin alcanzar a ver que no se trata de algo personal, sino funcional en la relación de dominación al interior del sistema patrivirilocal. Las mujeres no logran preguntarse ¿cómo es posible que a casi ninguna suegra le guste su nuera? Emergían sonrisas y caras de sorpresa cuando preguntábamos: ¿y cuando ustedes sean suegras? Por supuesto que no nos resulta ajena una interpretación psicoanalítica que podría decir mucho acerca de esta pregunta. Pero en el plano del análisis, con una perspectiva de género, sobre una desigualdad de carácter estructural, histórica y social, el foco recae sobre el rol o función de la suegra dentro de la familia en la perpetuación de esta estructura de desigualdad. Gangoli y Rew (2011) argumentan que tradicionalmente los análisis feministas conceptualizan a las mujeres como víctimas y supervivientes, pero que difícilmente las ven como “agentes generadores de violencia”. Precisamente la crítica apunta a entender el problema desde una perspectiva de género, donde la violencia no está atada a agentes sexuados (hombres contra mujeres), sino a roles o funciones en las dinámicas de desigualdad.6 

			Las resistencias de las mujeres

			Kandyoti (1988) dejó en claro que las estrategias de resistencia de las mujeres (patriarcal bargains) nos daban una idea de la forma que adquiere el patriarcado según regiones y circunstancias históricas. También analizó el influjo que estas ejercen sobre la subjetividad de las mujeres. Al respecto, encontramos que las mujeres participantes en este estudio se definen a sí mismas como rebeldes, raras, cuando encuentran formas de eludir el poder y control de sus suegras, como lo ilustra el siguiente testimonio:

			Es que lo que pasa es que yo, como le digo que soy muy rebelde, yo sí quería vivir aparte, entonces para que yo no me vaya lejos, tenía una casita a lado de mi suegra, lo mandaron para que me asustara y ellos pudieran decir que alguien me venía a visitar, que yo tenía un amante… Y se fueron todos y comenzaron a confabular ¿qué es lo que van a decir ellos? Esperaron a mi esposo en un parque cerca de llegar a la casa y le dijeron todo. Pero yo le escribí una carta contándole todo lo que pasó: “Si tú emites un juicio, tú piensas que yo tuve la culpa de algo, mejor dime y yo me voy, pero yo no voy a aceptar algo que yo no hice”; y en lugar de eso, él vino, me trajo un regalo, mi vestido y nos fuimos, salimos. Y eso fue el acabose para mi suegra, porque no puede ser posible que no me sacaran, me humillaran, porque soy una persona que quiere salirse… Yo quería vivir aparte, al lado de la casa. Mi suegra no logró que mi marido me maltratara. (Mujer maya, grupo Cuernavaca)

			Las estrategias que las mujeres emplean para liberarse del control de las suegras y gozar de mayor autonomía en sus decisiones son probablemente fruto de los cambios en las normas sociales tendientes a la equidad de género, junto con los cambios legislativos que penalizan la violencia de género.7 En efecto, el lenguaje de derechos ha permeado mucho en la comprensión de las injusticias. Ejemplo de ello son los dos siguientes testimonios, donde “demandar al otro” o “tener los mismos derechos” se vuelven indicativos de los cambios en las normas sociales: 

			A mí sí me faltan el respeto, yo los demando. (Mujer maya, grupo Peto)

			Yo le dije a mi esposo: o me compras un terreno o yo me voy. Somos una pareja, no con tu mamá, ni con tu abuelita. Si yo trabajo, yo también tengo derecho. La familia decía que yo quería sacarlo de la casa. Si tú quieres creerles a tus papás, a mí no me importa. Mi esposo cambió mucho desde que nos cambiamos de ahí hace tres años. Somos iguales, yo trabajo, yo aporto, tú también tienes que lavar trastes. Los dos aportamos, somos iguales. (Mujer maya, grupo Peto)

			Las mujeres participantes en los grupos no ven como una prerrogativa de las suegras que ejerzan control sobre ellas, reniegan más bien de ese control. Una mujer del grupo de Tlahuitoltepec nos dice: “Las suegras a cada rato se andan metiendo donde no les llaman”. Esto da cuenta de que las normas varían con los nuevos tiempos y, por tanto, como afirma Nussbaum (2003), genera otra clase de emociones y rechazo. La internalización de nuevas normas favorece la condena de las viejas como resulta observable en estos testimonios.8 Por ejemplo, una mujer otomí afirma con mucha precisión: “Una puede no sentirse ofendida, aunque la hayan humillado [objetivamente, agregaríamos nosotras]”. Pero ¿cuántas mujeres se encuentran en esta posición?

			Quienes logran poner límites al control y abuso entienden estos actos como formas de defensa. La ratio última es la defensa de la dignidad, valor humano asociado a las luchas feministas:

			Si te ven despierta, que te sabes defender, entonces te hacen caso… Si uno le pone un límite, ellos ya entienden. (Mujer mixe, grupo Santa María Tlahuitoltepec)

			Ella es más joven... [En] la vida de antes nos dejábamos pisotear, en la dignidad de mujer; pero la actual, no. (Mujer maya, grupo Peto)

			Sin embargo, no todos los esfuerzos de resistencia de las mujeres son exitosos. Las suegras juegan un papel instrumental en el boicot de estas acciones, tal y como se desprende del testimonio de una mujer joven de Santa María Tlahuitoltepec:

			Mi prima vivía en Guadalupe con un muchacho mujeriego y ella vivía violencia. Ella se volvió a casa de sus papás en Piedra Redonda. El hombre fue a denunciar la Sindicatura, y le dieron la razón. La llevaron a la cárcel y le quitaron al niño, de un año. Dijo que era abandono del hogar y la culparon a mi prima, ya dos veces estuvo en la cárcel. Su suegra apoyaba al hijo. Mi prima no se quería ir con él y a la fuerza la tienen ahorita ahí y el síndico dice que por ley, mi prima lo tiene que aguantar.

			Conclusiones

			En este capítulo hemos examinado la violencia de género que ejerce la familia del varón, concretamente las suegras, para asegurarse de que las nueras cumplan con determinados mandatos de género y se mantengan debidamente sujetas al varón. Las suegras ejercen un control coercitivo. Adquieren, además, un papel importante al fomentar la violencia de pareja, ya que acaban empleando distintas estrategias para generar tensiones entre la mujer y su pareja. Esto derivado del patrón de residencia patrivirilocal característico de México. 

			Si en el plano de la violencia de pareja tomamos, por simplicidad analítica, como objeto de estudio la díada hombre-mujer, también solemos considerar a la familia como una unidad indisoluble, con lo cual se pierde de vista el problema de la individualidad y autonomía ideal de cada uno de sus integrantes. En la familia patrivirilocal, las bases materiales que garantizan la desigualdad de poder son básicamente dos: la propiedad de la suegra y el trabajo remunerado del marido. La ausencia de estos dos recursos pone a la mujer en una situación de dependencia económica que se convierte en subordinación al poder. No solo no posee recursos económicos y patrimoniales, sino que su trabajo de crianza se encuentra socialmente devaluado. 

			Estas condiciones que le restan autonomía ponen a las mujeres jóvenes a merced de las reglas y dependencia de otros. Aun cuando no sean autosuficientes en términos materiales, las mujeres podrían gozar de otra forma de independencia.9 La cohabitación en casa de la familia política refuerza la subordinación de las mujeres jóvenes e incrementa su vulnerabilidad frente a la violencia de sus suegras, añadida a la que ellas promueven en sus hijos y otros aliados familiares, como pueden ser las cuñadas. La idea detrás del control es que la mujer necesita de la tutela y pone siempre en riesgo la reputación y respetabilidad de la familia; es decir, constituye un peligro. 

			La mujer transita de una posición de bajo estatus a un reconocimiento de este cuando se convierte en suegra. Estas dos posiciones reflejan la cuestión de la identidad según los principios de la jerarquía genérica y generacional que se impone a través del ejercicio de la violencia (Freyermuth Enciso, 2004). Fernandez (1997) emplea el término “identidades en conflicto” para explicar el cambio del estatus de la suegra cuando era una víctima (de su propia suegra) a ser alguien que ejerce agresión cuando cambia su estatus. La suegra adquiere poder cuando sus hijos se casan, pero continúa teniendo un papel subordinado al del marido o al del hijo. De este modo, y aun cuando las mujeres tienen en la desigualdad de género siempre un papel subordinado, la intersección de la costumbre patrivirilocal frecuente en las comunidades indígenas junto con el rol de las mujeres en la estructura familiar, convierte a muchas suegras en agentes perpetradoras de violencia.

			El control coercitivo de las suegras en la forma de vigilancia, disciplinamiento e instigación a la violencia física de sus hijos es ante todo un problema de género y está al servicio del orden patriarcal, arraigado profundamente en las comunidades indígenas.
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					1	De manera coincidente, Mirza (2017) argumenta que el rol de la suegra no es tomado en cuenta en la mayoría de los estudios sobre violencia contra las mujeres, cuyo objeto de análisis consiste en una mujer abusada y un hombre perpetrador. El autor sugiere que las políticas públicas deberían ser sensibles frente a las experiencias múltiples de violencia de las mujeres en las familias por parte de diferentes personas perpetradoras. Agrega también que se conoce poco sobre la naturaleza de la relación suegra-nuera, y cuándo y cómo se torna abusiva o violenta.

				

				
					2	Se refiere a que no le vaya a hacer pasar vergüenza.

				

				
					3	Según Ali et al. (2018), las mujeres que participaron de su estudio reconocían que tanto los integrantes de sus propias familias como las de sus maridos interferían al instigar problemas, contribuyendo al conflicto de la pareja.

				

				
					4	Un estudio realizado en Pakistán subraya que las suegras interfieren en decisiones acerca del uso de anticonceptivos, el tamaño de la familia y las visitas médicas de sus nueras. La presión constante de las suegras provoca el uso de la fuerza física de su hijo contra la nuera. Concluyen que las suegras no poseen ninguna actitud de cooperación o apoyo hacia sus nueras (Sattar et al., 2018, p. 17).

				

				
					5	Ali et al. (2018, p. 15) identifican que las suegras y cuñadas son las personas que, con mayor frecuencia, instigan problemas entre los miembros de la pareja.

				

				
					6	Existe también una perspectiva que no ahonda en las causas últimas de los conflictos y, además, confunde el ámbito de legitimación de la violencia con el propio funcionamiento del sistema patriarcal que apunta a conservar y perpetuar la dominación, como cuando se afirma que la violencia obedece a que las mujeres no cumplen con las expectativas esperadas (Ali et al., 2018). Los mismos autores señalan que la percepción del cumplimiento de esas expectativas minimiza el desarrollo del conflicto. Este argumento es parcialmente cierto, ya que la sumisión y subordinación a los mandatos no necesariamente libera a las mujeres de la violencia. El control y la violencia física son formas también de mantener aceitado el sistema de dominación y no solo respuestas frente a conductas actuales de las mujeres, contrarias a las expectativas.

				

				
					7	Es necesario distinguir entre la procuración de justicia en comunidades indígenas (Bonfil Sánchez et al., 2017; Terven Salinas, 2014; Valdez, 2004), por un lado, y la apropiación de discursos sobre equidad de género y condena de la violencia que facilitan la agencia de las mujeres en este tipo de comunidades (Chenaut, 2007; González Montes, 2009), por otro.

				

				
					8	Nussbaum (2001, p. 163) analiza la relación entre emociones y normas sociales; observa que un cambio de las normas conduce a variaciones en las emociones. Ilustra esta relación cuando señala que, si el enojo de una mujer golpeada es aceptado socialmente, estamos frente a un nuevo objeto de enojo apropiado, que indica un cierto desarrollo moral y emocional en la sociedad. 

				

				
					9	Iris Young (1995) distingue dos sentidos de independencia: 1) la autosuficiencia, caracterizada por poder acceder a los recursos y no necesitar de ayuda o apoyo, y 2) la autonomía, caracterizada por la habilidad de tomar decisiones sobre la propia vida y actuar sin tener que obedecer a otros o temer sus castigos. 
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			Introducción

			El fenómeno de la violencia en México ha experimentado en años recientes un crecimiento sin precedentes. Esto ha sido evidenciado por el aumento en la incidencia delictiva, la cual posiciona a los homicidios como el delito con mayor incremento. De acuerdo con las estadísticas de mortalidad publicadas por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), entre 2001 y 2016 ocurrieron en México más de 260 000 homicidios, la mayoría de ellos, después de 2007. 

			Esta escalada de violencia ha permeado a diferentes grupos sociales. En este estudio se indaga sobre lo que ocurre entre la población indígena, en particular con las mujeres. Uno de los objetivos es evaluar si hay o no discrepancias en el comportamiento de los homicidios de mujeres en las regiones indígenas y las no indígenas,1 así como identificar algunas variables de tipo económico y sociodemográfico que contribuyan a explicar este fenómeno entre la población indígena. Como hipótesis principal se sostiene que el componente indígena profundiza la desigualdad en el comportamiento de los homicidios cuando se analiza la tasa de homicidios por sexo.2 También se postula que el componente indígena contribuye en procesos de difusión/contagio de la violencia contra las mujeres.3 A través del análisis de datos y uso de técnicas de análisis espacial encontramos que en las regiones indígenas también hubo un incremento en la tasa de homicidios, especialmente desde el periodo 2006-2007. 

			En el caso de las mujeres, el crecimiento fue mayor en contraste con el incremento de la tasa de homicidios de los hombres. De igual manera se ha detectado un proceso de convergencia en la tasa de homicidios en general, es decir, una homogenización en las altas tasas, y se verificó que existe un proceso similar en el caso de las regiones indígenas. No obstante, en algunos periodos el comportamiento en las regiones indígenas describió una trayectoria contracíclica a la fase más violenta por la que atravesó el país. Asimismo, identificamos que en algunas regiones indígenas el crecimiento en la tasa de homicidios ha suscitado un fenómeno de difusión o contagio, de acuerdo con los indicadores de análisis espacial obtenidos, convirtiéndolas en focos rojos. Tal es el caso de la Montaña de Guerrero, la región Tarahumara y Mixteca. Otras regiones que no presentan este caso de dependencia espacial, pero registran un fuerte crecimiento en los homicidios son las regiones de Huicot, Mixteca, Cuicatlán, Costa y Sierra Sur de Oaxaca. 

			El trabajo consta de cinco partes. En la primera se hace una descripción grosso modo de la población y las regiones indígenas. En la segunda parte se aborda el tema de los homicidios y la tasa de homicidios de mujeres en las regiones indígenas. En la tercera se realiza un análisis de los homicidios por región indígena. Mientras que la cuarta parte muestra los resultados de la aplicación de técnicas de análisis espacial a la información de los homicidios de mujeres a nivel municipal. Finalmente, en la quinta se estima una correlación entre la tasa de homicidios y algunas variables sociodemográficas y económicas que contribuyen a explicar la ocurrencia de homicidios de mujeres en las regiones indígenas. Después se da paso a la sección de conclusiones. 

			Población indígena en México

			Metodología 

			La identificación y contabilización de la población indígena está sujeta a diversos criterios, por ejemplo, en las estadísticas sobre población (censos, conteos o encuestas) se ha incluido la pregunta de si el individuo se considera indígena y si habla alguna lengua indígena, esto como forma de identificar a este grupo poblacional para efectos de su cuantificación. Otro método es propuesto por la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (cdi) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud 2006), que en principio va más allá del criterio lingüístico, pues también considera elementos históricos, formas de organización social, económicos y de contigüidad física para delimitar a las regiones indígenas. La cdi realiza dos clasificaciones. Una de acuerdo con la presencia de población indígena, en donde identifica cuatro categorías: municipios con población indígena dispersa, municipios con presencia indígena, municipios indígenas y municipios sin población indígena. La otra consiste en la identificación de 25 regiones indígenas, las cuales se integran por 914 municipios (figura 3.1).

			Respecto a las estadísticas de mortalidad en México, estas no suelen hacer distinción entre población indígena y no indígena. Lo más próximo a una clasificación de este tipo corresponde a una variable que empezó a contabilizarse en las estadísticas de mortalidad del Inegi a partir de 2012, la cual proporciona información respecto a la condición de habla indígena. Esto dificulta la disponibilidad y acceso a la información sobre los homicidios de la población indígena pues se tendría una serie temporal corta y no del todo precisa. 

			Por lo anterior, el análisis de los homicidios en la población indígena se realiza a través de las regiones indígenas definidas por la cdi. Ello, por un lado, nos permite resolver algunas de las limitantes sobre la información estadística; por otro, facilita la realización de un análisis espacial de los homicidios en las regiones indígenas al tener como unidad de análisis a los municipios. 

			Para el análisis espacial utilizamos técnicas de estadística espacial (Haining, 2003; Messner y Anselin, 2004) con el propósito de identificar patrones espaciales que puedan mostrar el papel de los factores locales-regionales en el condicionamiento de la tasa de homicidios de mujeres en las regiones indígenas. Siguiendo la línea establecida por otros estudios que versan sobre la dinámica de la tasa de homicidios (Flores y Rodríguez-Oreggio, 2014; Gasca y Flores, 2017; Valdivia López y Castro, 2013), se tiene como propósito evaluar si los patrones espaciales en los homicidios de mujeres prevalecen aun si son condicionados por regiones indígenas. 

					Figura 3.1
Regiones indígenas de México
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					Fuente: cdi, pnud (2006). 

			La información sobre homicidios se obtuvo de las estadísticas de mortalidad que publica el Inegi, las cuales se obtienen de los certificados de defunción de la Secretaría de Salud (ssa). Para el cálculo de la tasa de homicidios a nivel municipal se utilizan las proyecciones de población del Consejo Nacional de Población (Conapo). Se complementa la información con datos de los Censos Económicos de 2014, el índice de marginación del Conapo y las estimaciones de pobreza que realiza Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). 

			Estructura económica y sociodemográfica de las regiones indígenas en México

			De acuerdo con la Encuesta Intercensal de 2015, la población indígena en el país era de 12 250 947 personas, lo que representa aproximadamente el 10 % de la población total en 2015. De esta población, el 70 % era mayor de 3 años y hablaba alguna lengua indígena. El crecimiento de la población indígena de 2005 a 2015, en promedio, fue de 2 %, porcentaje superior al de la población total, 1.4 %; de estos 12 millones, el 76 % vive en algunas de las 25 regiones indígenas. Cabe mencionar que dicho porcentaje se ha reducido, pues en 2005 el 79 % de la población indígena vivía en esas regiones.

			Respecto a las regiones indígenas, aquellas que concentran el 60 % de la población indígena en 2015 fueron la región Maya, Huasteca, Selva Lacandona, Cuicatlán-Mazateca Tehuacán y Zongolica, la Sierra Norte de Puebla, Totonacapan y la Montaña de Guerrero. Estas no coinciden completamente con las regiones indígenas con mayor población, sin hacer distinción entre personas indígenas y no indígenas, a excepción de la región Maya y la Sierra Norte de Puebla. Con un porcentaje importante, destacan las regiones Mazahua-Otomí, Chontal de Tabasco, Mayo-Yaqui y Huasteca, las cuales concentran el 56 % del total de población que vive en regiones indígenas. 

			Generalmente la población indígena suele padecer mayores condiciones de vulnerabilidad económica y social. Esto es expresado mediante un elevado grado de marginación, mayores niveles de pobreza y una menor posibilidad de desarrollo social. De acuerdo con la estimación de pobreza del Coneval, para los años 2010 y 2015 (figura 3.2), los municipios que integran las 25 regiones indígenas registran los porcentajes más altos en rubros como población en situación de pobreza, pobreza moderada y pobreza extrema. La mayor diferencia entre regiones indígenas (ri) y regiones no indígenas (rni) radica en la población en pobreza extrema. Si bien la pobreza se ha reducido de 2010 a 2015, la brecha que separa las ri de las rni es considerable.

		
			Figura 3.2
Porcentaje de población en situación de pobreza, rni y ri 2010 y 2015
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			Fuente: Elaboración propia con base en Medición de la pobreza en los municipios de México 2010, 2015, Coneval.

			La mayor incidencia de las ri en pobreza también se refleja en un mayor grado de marginación. En la tabla 3.1 se muestra que en la ri hay una fuerte concentración en el grado de marginación “muy alto” (27 % en 2015), en contraste con un porcentaje pequeño en las categorías de “bajo” y “muy bajo”. Es decir, la ri tiene un nivel de marginación muy elevado en comparación con la rni. 

			Tabla 3.1
Grado de marginación de regiones indígenas y no indígenas 2005-2015:4

			porcentaje de municipios por grado de marginación

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grado de marginación

						
							
							Grado de marginación 
en regiones no indígenas

						
							
							Grado de marginación 
en regiones indígenas

						
					

					
							
							2005

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2005

						
							
							2010

						
							
							2015

						
					

					
							
							Muy alto

						
							
							4

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							34

						
							
							39

						
							
							27

						
					

					
							
							Alto

						
							
							29

						
							
							12

						
							
							24

						
							
							48

						
							
							25

						
							
							48

						
					

					
							
							Medio

						
							
							25

						
							
							44

						
							
							25

						
							
							12

						
							
							29

						
							
							15

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							25

						
							
							24

						
							
							28

						
							
							4

						
							
							4

						
							
							7

						
					

					
							
							Muy bajo

						
							
							17

						
							
							16

						
							
							21

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							3

						
					

					
							
							Total

						
							
							100

						
							
							100

						
							
							100

						
							
							100

						
							
							100

						
							
							100

						
					

				
			



			Fuente: Estimaciones de Conapo.

			En términos económicos, en las regiones indígenas se concentra el 12 % de la población ocupada, según información de los Censos Económicos de 2013, y 7.8 % del valor agregado. El empleo de la población que habita en el interior de los municipios que integran las ri se concentra principalmente en actividades del sector terciario, 75 % aproximadamente; respecto al valor agregado, alrededor del 55 % corresponde a actividades terciarias y 43 % al secundario. En ambas variables el crecimiento de las ri fue superior a las rni. Sin embargo, cuando comparamos con otras variables como la productividad, en las ri esta es considerablemente menor en contraste con las rni.

			Análisis nacional de homicidios y tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas y regiones no indígenas

			Homicidios y tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas y no indígenas

			En el periodo 2001-2016 ocurrieron 267 910 homicidios en México.5 89 % corresponde a homicidios de hombres, mientras que 11 %, de mujeres. De este total, el 14 % de homicidios de hombres ocurrieron en regiones indígenas y 16 % en el caso de las mujeres.6 En la tabla 3.2 se muestra la información agregada por ri y rni de 2001 a 2016. La estructura de homicidios por sexo es muy similar en ambas regiones. Es decir, el 88 % de los casos corresponden a homicidios de hombres y 12 %, de mujeres. Asimismo, la tasa de homicidios de hombres es superior a la de mujeres en ambas regiones; mientras que la tasa de homicidios de mujeres es ligeramente menor en la ri (1.46 %) que en comparación con la rni (1.74 %). 

					Tabla 3.2
Homicidios por regiones indígenas y no indígenas 2001-2016

					
						
							
							
							
							
						
						
							
									
									Variable

								
									
									Regiones 
no indígenas

								
									
									Regiones 
indígenas

								
									
									Total

								
							

							
									
									Homicidios

								
							

							
									
									Hombres

								
									
									202 597

								
									
									35 282

								
									
									237 879

								
							

							
									
									Mujeres

								
									
									25 168

								
									
									4863

								
									
									30 031

								
							

							
									
									Población total*

								
									
									1 444 899 501

								
									
									333 008 091

								
									
									1 777 907 592

								
							

							
									
									Tasa de homicidios (100 000 hab.)

								
							

							
									
									Hombres

								
									
									14.02

								
									
									10.59

								
									
									13.38

								
							

							
									
									Mujeres

								
									
									1.74

								
									
									1.46

								
									
									1.69

								
							

							
									
									Crecimiento** de homicidios

								
							

							
									
									Hombres

								
									
									6.52

								
									
									4.41

								
									
									6.16

								
							

							
									
									Mujeres

								
									
									5.76

								
									
									5.14

								
									
									5.66

								
							

						
					

					* Sumatoria de la población del periodo 2001-2016.

					** Crecimiento promedio anual.

					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi y proyecciones de población de Conapo.

			Figura 3.3
Homicidios de mujeres en regiones indígenas y no indígenas 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia.

			Sin embargo, la razón de las tasa de hombres/mujeres es menor en la ri (7.3 %) que en la rni (8 %), lo que sugiere que la disparidad de homicidios por sexo es menor en la ri.7 Respecto al crecimiento promedio anual de la tasa de homicidios, esta es mayor en hombres que en mujeres en la rni; no así en las ri, donde se registró el mayor incremento en la tasa de homicidios de mujeres (5.14 %).

			Como se observa en la figura 3.3, los homicidios de mujeres en ri muestran menos variaciones en comparación no los homicidios en rni, en donde solamente mostraron ligeros incrementos entre 2013 y 2015. 

			Cuando se analiza la relación entre homicidios de hombre/mujer por rni y ri (figura 3.4), observamos que esta razón es mayor en las rni, particularmente durante el periodo de mayor violencia, 2007-2012, donde por cada homicidio de mujeres se cometían 9 homicidios de hombres. En las ri esta proporción ha fluctuado entre 5 y 7, siendo la más alta en 2005: por cada homicidio de una mujer se cometían 8.5 homicidios de hombres.

			Figura 3.4
Relación homicidios hombre/mujer 
por región no indígena e indígena 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi. Serie suavizada.

			En general, los homicidios en el país y en las rni tienen un comportamiento similar (figura 3.5), y esto se debe al peso que tienen las rni en la población total. En contraste, el comportamiento de los homicidios de mujeres en las ri no parece vincularse con el resto de las series, pues el mayor crecimiento ocurre en años previos al incremento de la violencia. Sin embargo, en 2009 este coincide con el comportamiento de los homicidios totales. En 2013 vuelve a tener un incremento en tanto que los homicidios totales y no indígenas tienen una reducción. Lo anterior parece indicar que los homicidios de mujeres en comunidades indígenas deben explicarse a la luz de otros contextos aparte del recrudecimiento de la violencia en el país. Los cambios en la propia estructura social o cultural de las regiones indígenas pueden estar jugando un papel importante. 

			Figura 3.5
Tasa de crecimiento anual de homicidios de mujeres 
en regiones indígenas y no indígenas 2001-2016 (promedio móvil)8
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi. Serie suavizada.

			En la figura 3.6 se encuentra la serie de las tasas de homicidios de mujeres en ri y rni para el periodo 2001-2016. Notamos que ambas tasas de homicidios, junto con el total, tienen un comportamiento ascendente que se acentúa desde 2007. Las tasas de homicidios en la rni y el nacional tienen comportamientos muy similares, en tanto la tasa de homicidios en ri es sensiblemente menor durante el periodo de mayor violencia. Contrasta el hecho de que, a pesar del crecimiento observado antes de 2008 en el número de homicidios, estos no se traducían en una mayor tasa de homicidios. Es a partir de 2009 que a la par del incremento del número de homicidios se aumenta la tasa. 


			Respecto a los homicidios por condición de hablante de lengua indígena, la información tiene el inconveniente de registrar un porcentaje importante de casos sin especificar. Este porcentaje es ligeramente mayor en el caso de homicidios de hombres (tabla 3.3).

			De los 3 651 homicidios de personas que hablaban alguna lengua indígena, 86 % eran hombres y 14 %, mujeres. En la figura 3.7 se muestra la evolución de  los homicidios de hombres y mujeres por condición de habla de lengua indígena.

					Tabla 3.3
Condición de habla de lengua indígena del fallecido o fallecida 2012-2016

		
					
						
							
							
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									Condición de hablante
de lengua indígena

								
									
									Hombre

								
									
									Mujer

								
									
									Total

								
									
									Hombre

								
									
									Mujer

								
									
									Total

								
							

							
									
									Valores absolutos

								
									
									Porcentaje

								
							

							
									
									Sí habla una lengua indígena

								
									
									3 149

								
									
									502

								
									
									3 651

								
									
									3.13

								
									
									3.86

								
									
									3.22

								
							

							
									
									No habla una lengua indígena

								
									
									52 145

								
									
									6 971

								
									
									59 116

								
									
									51.88

								
									
									53.64

								
									
									52.08

								
							

							
									
									Se ignora

								
									
									45 226

								
									
									5 523

								
									
									50 749

								
									
									44.99

								
									
									42.50

								
									
									44.71

								
							

							
									
									Total

								
									
									100 520

								
									
									12 996

								
									
									113 516

								
									
									100.00

								
									
									100.00

								
									
									100.00

								
							

						
					

					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

					Figura 3.7
Número de homicidios de personas que hablaban una lengua indígena
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					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			En el caso de los hombres, 70.4 % de los homicidios ocurrieron en ri; en el caso de las mujeres, fue un 78 %. De lo anterior se deduce que la condición de hablante de lengua indígena en algunas ri incrementa la ocurrencia de muertes en el caso de mujeres en comparación con los hombres. 

			Homicidios de mujeres y grado de marginación

			Como se mencionó previamente, se han involucrado en el análisis algunas variables de tipo económico y de desarrollo social y bienestar. En este caso tomamos como variable de control el grado de marginación, el más reciente, que corresponde al 2015, para ver si existen diferencias relevantes en el número de homicidios de mujeres al interior de las regiones indígenas. En la tabla 3.4 se encuentra la información agregada de periodo 2001-2016 y como variable de control se considera el grado de marginación de 2015. En las rni el mayor porcentaje de homicidios se localizó en municipios con un grado de marginación “muy bajo”. En contraste, en las ri la mayor incidencia de homicidios ocurre en municipios con grado de marginación “muy alto” y “alto”. 

			Tabla 3.4
Homicidios de regiones indígenas y no indígenas 
y grado de marginación 2015

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

							 

						
							
							Hombres

						
							
							Mujeres

						
							
							Hombres

						
							
							Mujeres

						
					

					
							
							Valores absolutos

						
							
							Porcentaje

						
					

					
							
							Regiones no indígenas

						
					

					
							
							Muy alto

						
							
							2 073

						
							
							146

						
							
							1.02

						
							
							0.58

						
					

					
							
							Alto

						
							
							13 583

						
							
							1371

						
							
							6.70

						
							
							5.45

						
					

					
							
							Medio

						
							
							17 264

						
							
							2007

						
							
							8.52

						
							
							7.97

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							37 099

						
							
							4296

						
							
							18.31

						
							
							17.07

						
					

					
							
							Muy bajo

						
							
							132 578

						
							
							17 348

						
							
							65.44

						
							
							68.93

						
					

					
							
							Total

						
							
							202 597

						
							
							25 168

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Regiones indígenas

						
					

					
							
							Muy alto

						
							
							9 915

						
							
							1 152

						
							
							28.10

						
							
							23.69

						
					

					
							
							Alto

						
							
							9 849

						
							
							1 338

						
							
							27.92

						
							
							27.51

						
					

					
							
							Medio

						
							
							3 864

						
							
							629

						
							
							10.95

						
							
							12.93

						
					

					
							
							Bajo

						
							
							4 773

						
							
							781

						
							
							13.53

						
							
							16.06

						
					

					
							
							Muy bajo

						
							
							6 881

						
							
							963

						
							
							19.50

						
							
							19.80

						
					

					
							
							Total

						
							
							35 282

						
							
							4 863

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales, Inegi, e índice de marginación de Conapo.


			En la figura 3.8 se muestra la evolución de la tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas de acuerdo con el grado de marginación de 2015. Como se señaló en la tabla 3.4, el mayor número de porcentaje de homicidios se concentra en municipios con un alto grado de marginación, lo cual se corrobora a con la tasa de homicidios más elevada durante el periodo de análisis.

			Condiciones de ocurrencia de homicidios de mujeres en regiones indígenas

			Examinar con mayor detenimiento las condiciones en las que ocurrieron los homicidios permite, en algunos casos, identificar y estudiar fenómenos como el feminicidio (Torreblanca, 2018). En este caso, la descripción de algunas de las condiciones en las que ocurrieron los homicidios en las ri o rni contribuye a una mejor comprensión del fenómeno. Se examinan algunas variables disponibles en la información publicada por el Inegi como el lugar de ocurrencia, la causa de muerte, grupo de edad, escolaridad, violencia familiar y parentesco con la persona agresora.

			Figura 3.8
Tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas 
por grado de marginación 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales del Inegi, Proyecciones de población y grado de marginación de Conapo. Serie suavizada.

			En la tabla 3.5 se muestra el lugar de ocurrencia del homicidio que reportan las estadísticas de mortalidad y que se agrupan en hogares, lugar de trabajo o estudio, espacio público, granja, otro y se ignora. La mayor parte de los homicidios de mujeres ocurren en los espacios públicos en las rni (40 %), mientras que en las ri ocurre en los hogares (37 %). En ambos casos, hogares y espacio público, concentran más del 60 % de los homicidios. 

			La figura 3.9 muestra las series de ocurrencia en espacio público y hogares controlando por ri y rni. El porcentaje de ocurrencia de homicidios de mujeres en hogares era muy similar entre 2003 y 2009 en ambas regiones, pero a partir de 2010 hay un descenso del porcentaje en las rni. Simultáneamente se observa que en el periodo de mayor violencia es más significativo en las rni. En el caso de los homicidios de los hombres, ya sea en ri o rni, el mayor porcentaje corresponde al espacio público como lugar de ocurrencia.

			Tabla 3.5
Homicidios de mujeres por lugar de ocurrencia 2001-2016

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Lugar de ocurrencia

						
							
							No 
indígena

						
							
							Indígena

						
							
							Total

						
							
							No 
indígena

						
							
							Indígena

						
							
							Total

						
					

					
							
							Valores absolutos

						
							
							Porcentaje

						
					

					
							
							Hogares

						
							
							8 387

						
							
							1 834

						
							
							10 221

						
							
							33.32

						
							
							37.71

						
							
							34.03

						
					

					
							
							Lugar de trabajo o estudio

						
							
							144

						
							
							27

						
							
							171

						
							
							0.57

						
							
							0.56

						
							
							0.57

						
					

					
							
							Espacio público

						
							
							10 246

						
							
							1 541

						
							
							11 787

						
							
							40.71

						
							
							31.69

						
							
							39.25

						
					

					
							
							Granja

						
							
							543

						
							
							241

						
							
							784

						
							
							2.16

						
							
							4.96

						
							
							2.61

						
					

					
							
							Otro

						
							
							2 558

						
							
							510

						
							
							3 068

						
							
							10.16

						
							
							10.49

						
							
							10.22

						
					

					
							
							Se ignora

						
							
							3 290

						
							
							710

						
							
							4 000

						
							
							13.07

						
							
							14.60

						
							
							13.32

						
					

					
							
							Total

						
							
							25 168

						
							
							4 863

						
							
							30 031

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
					

				
			

		

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Figura 3.9
Homicidios de mujeres en hogares y espacio público, 
según ocurrencia en región indígena y no indígena (porcentaje)
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi. Serie suavizada.

			La identificación de las causas de muerte que utiliza el Inegi proviene de la Clasificación Internacional de Enfermedades (cie). De esta, el grupo vinculado a los homicidios son las agresiones, las cuales considera 216 causas de muerte. Realizamos una agrupación en nueve grupos: a) drogas, medicamentos, productos químicos y sustancias nocivas; b) ahorcamiento, sumersión, ahogo o estrangulamiento; c) arma de fuego o material explosivo; d) quemaduras, objetos calientes, humo; e) arma punzocortante; f) golpes, empujones, atropello; g) agresión sexual; h) maltrato, negligencia y abandono, e i) otros.

			Durante el periodo 2001-2016 (figura 3.10), la causa de muerte con mayor porcentaje entre las mujeres fue arma de fuego (41 %), seguido de ahorcamiento y sumersión (17.5 %). Sin embargo, cuando se analiza la información entre las rni y ri encontramos algunas diferencias. La principal causa de muerte después de arma de fuego y material explosivo en las ri es arma punzocortante. En contraste, en las rni, además de arma de fuego, como segunda causa de muerte más importante se encuentra ahorcamiento.

			Figura 3.10
Causa de muerte de mujeres 
por región indígena y no indígena 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Figura 3.11
Tasa de homicidios de mujeres por principal causa de muerte 
en regiones indígenas y no indígenas 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo. Serie suavizada.

			Figura 3.12
Pirámide de edad de homicidios en regiones indígenas 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Al calcular la tasa9 para las principales causas de muerte de las mujeres (figura 3.11) encontramos mayor incidencia en el uso de arma de fuego en las rni y ri. Sin embargo, el comportamiento que describen es diferente. Mientras en las rni el uso de arma de fuego tiene un crecimiento explosivo a partir de 2007, este se detiene en 2014 y solo recientemente vuele a incrementarse. En regiones indígenas el uso de estas ha crecido de manera gradual y consistente; desde 2011 también destaca como causa de muerte el uso de arma punzocortante.

					Tabla 3.6
Presencia de violencia familiar en los homicidios 
según región indígena, 2001-2016 (en porcentajes)

					
						
							
							
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									 

									 

								
									
									Regiones no indígenas

								
									
									Regiones indígenas

								
							

							
									
									Hombre

								
									
									Mujer

								
									
									Total

								
									
									Hombre

								
									
									Mujer

								
									
									Total

								
							

							
									
									Hubo violencia familiar

								
									
									0.73

								
									
									5.24

								
									
									1.23

								
									
									1.69

								
									
									7.62

								
									
									2.41

								
							

							
									
									Hubo violencia no familiar

								
									
									4.14

								
									
									3.67

								
									
									4.09

								
									
									5.44

								
									
									5.24

								
									
									5.41

								
							

							
									
									No especificado

								
									
									95.13

								
									
									91.08

								
									
									94.68

								
									
									92.88

								
									
									87.14

								
									
									92.18

								
							

						
					

					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			El grupo de edad con mayor ocurrencia de homicidios (figura 3.12) corresponde al segmento de mujeres entre 20 y 24 años, quienes tienen los porcentajes más elevados: 13.8 % en rni y 14.3 % en ri. En el caso de los hombres es el grupo entre los 25 y 29 años de edad el que sobresale: 15.8 % en rni y 13.6 % en ri. 

			La información para detectar la presencia de violencia familiar en los homicidios, a pesar de su importancia para caracterizar el fenómeno, se enfrenta con la dificultad de tener un gran porcentaje en la categoría de “no especificado”, el cual es cercano al 90 %, aunque varía de acuerdo con el sexo y el tipo de región. En la tabla 3.6 se observa que, en los homicidios de mujeres, es mayor el porcentaje en los que se identificó violencia familiar, el cual es casi seis veces superior en las ri. En los homicidios de hombres, el tipo de violencia con mayor porcentaje es la no familiar. Otro hecho a resaltar es que, en el caso de hombres en las rni el porcentaje de “no especificado” es mayor. 

			Como se vio anteriormente, de los 4 863 homicidios de mujeres en las ri durante todo el periodo de análisis, solo en el 7 % se registró la presencia de violencia familiar; en tanto que en las rni fue del 5 %. En la figura 3.13 se muestra la evolución del porcentaje en ambas regiones; se observa, además, que es mayor el porcentaje de homicidios con violencia familiar en las ri en los periodos de menor violencia. Para el año de resurgimiento de la violencia (2016), el porcentaje de homicidios con este tipo de violencia se reduce a 3.4 % en las ri, porcentaje muy cercano al de las rni, 2.9 por ciento.

					Figura 3.13
Homicidios de mujeres con reporte de violencia familiar 
por tipo de región 2001-2016 (en porcentajes)
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					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi. Serie suavizada.

			Desde el año 2012 es posible determinar la relación de parentesco con la persona agresora. Sin embargo, al igual que en el caso anterior de violencia familiar, el porcentaje de información “no especificada” dificulta realizar un análisis más preciso al respecto. En la tabla 3.7 se puede visualizar la información por sexo y tipo de región. 

			Si se omite la información no especificada, las ri concentran como principal agresor la pareja en un 37 %, y sin parentesco, en un 32 %. En contraste, en las rni el porcentaje de pareja es mayor en un punto porcentual en tanto que “sin parentesco” tiene un porcentaje similar (figura 3.14).

			En la figura 3.15 se analiza la información del periodo 2012-2016. Ambas categorías registran variaciones en este periodo: el porcentaje de la pareja como agresor oscila entre 26 % y 54 % en 2015; la relación sin parentesco se incrementó de un 14.8 % en 2012 a un 55.6 % en 2016. 

			Tabla 3.7
Relación de parentesco de la persona agresora,10 
en regiones indígenas y no indígenas 2012-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Parentesco

						
							
							Regiones no indígenas

						
							
							Regiones indígenas

						
					

					
							
							Hombre

						
							
							Mujer

						
							
							Total

						
							
							Hombre

						
							
							Mujer

						
							
							Total

						
					

					
							
							Pareja

						
							
							0.04

						
							
							1.88

						
							
							0.25

						
							
							0.09

						
							
							3.38

						
							
							0.50

						
					

					
							
							Hijos

						
							
							0.04

						
							
							0.30

						
							
							0.07

						
							
							0.07

						
							
							0.24

						
							
							0.10

						
					

					
							
							Padres

						
							
							0.20

						
							
							0.55

						
							
							0.24

						
							
							0.38

						
							
							1.06

						
							
							0.47

						
					

					
							
							Otro parentesco

						
							
							0.26

						
							
							0.59

						
							
							0.30

						
							
							0.77

						
							
							1.50

						
							
							0.86

						
					

					
							
							Sin parentesco

						
							
							1.59

						
							
							1.57

						
							
							1.58

						
							
							2.78

						
							
							2.94

						
							
							2.80

						
					

					
							
							Huésped

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.05

						
							
							0.01

						
					

					
							
							No especificado

						
							
							97.87

						
							
							95.12

						
							
							97.56

						
							
							95.90

						
							
							90.83

						
							
							95.28

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Análisis de homicidios y tasa de homicidios de mujeres por regiones indígenas

			Como se mencionó en la metodología, para delimitar las regiones indígenas utilizamos la clasificación de la cdi. De acuerdo con esta, en México existen 25 regiones indígenas distribuidas en 914 municipios, las cuales han sido presentadas en la figura 3.1 y enlistadas en la tabla 3.8; además se ha mostrado el número de municipios que las conforman y los estados donde se localizan. En las siguientes dos secciones se analiza la información de los homicidios a partir de esta regionalización.

			Comportamiento de homicidios y tasa de homicidios por regiones indígenas 2001-2016

			En la tabla 3.9 se presenta la información de las ri con las grandes regiones de México.11 Encontramos que los principales municipios que registran homicidios de mujeres se concentran en la región Sur del país. En las rni, la mayor incidencia ocurrió en la región Centro del país, 34 %, seguida de la región Noreste, 23 %. Respecto a las rni el mayor número de casos se registró en la región Sureste, 62 %, seguido de la región Centro, 16 %. Cuando analizamos la tasa de homicidios por regiones, estas son mayores en la región Noreste, especialmente en las ri, seguida de la región Centro Occidente (también en el caso de ri) y región Noroeste en el caso de rni. 

			Figura 3.14
Parentesco con la persona agresora en homicidios de mujeres, 
en regiones indígenas y no indígenas 2012-2016

		
			
				[image: ]
			

		

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Figura 3.15
Parentesco con la persona agresora 
en homicidios de mujeres de regiones indígenas 2012-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			Tabla 3.8
Regiones indígenas de México

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Región

						
							
							Municipios

						
							
							Estados

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							2

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							21

						
							
							Oaxaca, Veracruz

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							5

						
							
							Tabasco

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							69

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

						
							
							77

						
							
							Oaxaca, Puebla, Veracruz

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							8

						
							
							Chiapas

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							55

						
							
							Hidalgo, San Luis Potosí, Veracruz

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							9

						
							
							Durango, Jalisco, Nayarit

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							38

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							18

						
							
							Chiapas

						
					

					
							
							Maya

						
							
							117

						
							
							Campeche, Quintana Roo, Yucatán

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							8

						
							
							Sinaloa, Sonora

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							22

						
							
							Estado de México, Michoacán, Querétaro

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							20

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							118

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							31

						
							
							Guerrero

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							21

						
							
							Chiapas

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							14

						
							
							Hidalgo, Querétaro

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							14

						
							
							Michoacán

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							16

						
							
							Chiapas, Tabasco

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							54

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

						
							
							72

						
							
							Hidalgo, Puebla y Veracruz

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							12

						
							
							Chihuahua

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							14

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							79

						
							
							Oaxaca

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en la cdi.

			Tabla 3.9
Homicidios y tasa de homicidios de mujeres por regiones 2001-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Regiones

						
							
							(Valores absolutos)

						
							
							Porcentaje

						
							
							Tasa de homicidios

						
					

					
							
							No 
indígenas

						
							
							Indígenas

						
							
							No 
indígenas

						
							
							Indígenas

						
							
							No 
indígenas

						
							
							Indígenas

						
					

					
							
							RCO

						
							
							4 745

						
							
							425

						
							
							18.85

						
							
							8.74

						
							
							1.25

						
							
							1.44

						
					

					
							
							RCP

						
							
							8 593

						
							
							801

						
							
							34.14

						
							
							16.47

						
							
							1.71

						
							
							1.31

						
					

					
							
							RNE

						
							
							5 798

						
							
							373

						
							
							23.04

						
							
							7.67

						
							
							2.38

						
							
							7.47

						
					

					
							
							RNO

						
							
							2 605

						
							
							214

						
							
							10.35

						
							
							4.40

						
							
							2.01

						
							
							1.34

						
					

					
							
							RSE

						
							
							3 427

						
							
							3 050

						
							
							13.62

						
							
							62.72

						
							
							1.82

						
							
							1.38

						
					

					
							
							Total

						
							
							25 168

						
							
							4 863

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
							
							1.74

						
							
							1.46

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			La información correspondiente a cada una de las 25 regiones indígenas se encuentra en la tabla 3.10. Las regiones están ordenadas de manera descendente según la tasa de homicidios de las mujeres. De acuerdo con la información del cuadro, las regiones que concentran un porcentaje considerable de homicidios de mujeres no necesariamente tienen las tasas de homicidios más elevadas, ya sea en el caso de homicidios de hombres y mujeres. La región Tarahumara (Chihuahua) registra las tasas más elevadas para mujeres y hombres. Además, en el caso de los homicidios de hombres, concentra el 11 % del total y tiene la tasa de homicidios más elevada (110 por cada cien mil habitantes). La región Huicot o Gran Nayar (Durango, Jalisco y Nayarit) y Montaña de Guerrero le siguen en cuanto a las tasas más altas. En la primera ocurrieron 2 % del total de los homicidios de mujeres, mientras que en la región de la Montaña de Guerrero se concentró el 8 % de estos.

			Tabla 3.10
Homicidios y tasa de homicidios por región indígena 2001-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Regiones indígenas

						
							
							Mujeres

						
							
							Hombres

						
					

					
							
							Homicidios

							 N

						
							
							Homicidios

							%

						
							
							Tasa 
de homicidio

							c/ 100 000 hab.

						
							
							Homicidios

							N

						
							
							Homicidios

							%

						
							
							Tasa 
de homicidio

							c/ 100 000 hab.

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							329

						
							
							6.8

						
							
							8.9

						
							
							4 053

						
							
							11.5

						
							
							110.1

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							104

						
							
							2.1

						
							
							3.2

						
							
							1 291

						
							
							3.7

						
							
							39.3

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							406

						
							
							8.3

						
							
							3.1

						
							
							3 269

						
							
							9.3

						
							
							25.2

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							296

						
							
							6.1

						
							
							2.8

						
							
							1 997

						
							
							5.7

						
							
							19.0

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							233

						
							
							4.8

						
							
							2.8

						
							
							2 072

						
							
							5.9

						
							
							24.7

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							259

						
							
							5.3

						
							
							1.9

						
							
							1 494

						
							
							4.2

						
							
							11.2

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							119

						
							
							2.4

						
							
							1.9

						
							
							885

						
							
							2.5

						
							
							14.0

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							24

						
							
							0.5

						
							
							1.7

						
							
							92

						
							
							0.3

						
							
							6.4

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							4

						
							
							0.1

						
							
							1.7

						
							
							38

						
							
							0.1

						
							
							15.7

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							387

						
							
							8.0

						
							
							1.5

						
							
							1 806

						
							
							5.1

						
							
							7.2

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							43

						
							
							0.9

						
							
							1.5

						
							
							391

						
							
							1.1

						
							
							13.8

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán 
y Zongolica

						
							
							319

						
							
							6.6

						
							
							1.5

						
							
							1 590

						
							
							4.5

						
							
							7.3

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							142

						
							
							2.9

						
							
							1.5

						
							
							744

						
							
							2.1

						
							
							7.6

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							161

						
							
							3.3

						
							
							1.4

						
							
							1 591

						
							
							4.5

						
							
							14.3

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							214

						
							
							4.4

						
							
							1.3

						
							
							2 603

						
							
							7.4

						
							
							16.3

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							102

						
							
							2.1

						
							
							1.3

						
							
							923

						
							
							2.6

						
							
							12.1

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla 
y Totonacapan

						
							
							364

						
							
							7.5

						
							
							1.3

						
							
							2 045

						
							
							5.8

						
							
							7.3

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							51

						
							
							1.0

						
							
							1.0

						
							
							385

						
							
							1.1

						
							
							7.9

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							74

						
							
							1.5

						
							
							1.0

						
							
							247

						
							
							0.7

						
							
							3.5

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							164

						
							
							3.4

						
							
							1.0

						
							
							1 182

						
							
							3.4

						
							
							7.2

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							100

						
							
							2.1

						
							
							1.0

						
							
							473

						
							
							1.3

						
							
							4.6

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							99

						
							
							2.0

						
							
							0.9

						
							
							853

						
							
							2.4

						
							
							8.0

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							242

						
							
							5.0

						
							
							0.9

						
							
							1 548

						
							
							4.4

						
							
							5.7

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							127

						
							
							2.6

						
							
							0.9

						
							
							975

						
							
							2.8

						
							
							6.8

						
					

					
							
							Maya

						
							
							500

						
							
							10.3

						
							
							0.8

						
							
							2 735

						
							
							7.8

						
							
							4.6

						
					

					
							
							Total de regiones indígenas

						
							
							4 863

						
							
							100.0

						
							
							1.5

						
							
							35 282

						
							
							100.0

						
							
							10.6

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.

			En las tasas de homicidios de hombres, además de destacar los números de la región Tarahumara, otras once regiones tienen una tasa superior a la nacional, de las cuales tres tienen una tasa mayor a los 20 homicidios por cada cien mil habitantes: Huicot o Gran Nayar, Montaña de Guerrero y Costa y Sierra Sur de Oaxaca.

			Por otro lado, sobresale el caso de la región Maya, a pesar de concentrar un porcentaje importante de homicidios tanto de mujeres como de mujeres (10 % y 7 % respectivamente). Las tasas de homicidios están por debajo del dato nacional, además de ser de las más bajas. 

			Figura 3.16
Tasa de homicidios de mujeres en las regiones 
con mayor tasa de homicidios 2001-2016 (promedio móvil)12

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi,  Proyecciones de población de Conapo. Serie suavizada.


			En la figura 3.16 se presenta la mayor tasa de homicidios de las cinco ri. Se observa que la región Tarahumara, a partir del año 2008, comenzó un periodo de rápido crecimiento respecto a la tasa de homicidios de mujeres. Solo a partir del 2013 empieza a descender, aunque permanece como la región con la tasa más elevada. Las regiones de Huicot, Mixteca y Montaña de Guerrero registran un comportamiento ascendente, en especial la región de la Montaña de Guerrero.

			En lo que, respecto a los homicidios de hombres, en la figura 3.17, al igual que en el caso anterior, se consignan las regiones con mayor tasa de homicidios de hombres. Se trata de las mismas regiones a excepción de Costa y Sierra Sur de Oaxaca. La región Tarahumara, como sucediera en el caso de los homicidios de mujeres, sufre un drástico incremento en la tasa de homicidios de hombres a partir de 2008. En este caso la reducción es menos evidente en comparación con la tasa de homicidios de mujeres. La región Huicot tuvo un periodo donde la tasa de homicidios también se incrementó considerablemente, entre 2008 y 2011. Finalmente, las otras regiones también muestran un crecimiento gradual, como en el caso de Guerrero.

			Figura 3.17
Tasa de homicidios de hombres de principales 
regiones 2001-2016 (promedio móvil)
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi,  Proyecciones de población de Conapo. Serie suavizada.

			Tabla 3.11
Homicidio y tasa de homicidios de personas con lengua indígena 
por región indígena 2012-2016

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Regiones indígenas

						
							
							Hombres

						
							
							Mujeres

						
					

					
							
							Homicidios 

						
							
							Homicidios 

						
							
							Tasa 
de 
homicidioa

						
							
							Homicidios 

						
							
							Homicidios 

						
							
							Tasa de homicidioa

						
					

					
							
							N

						
							
							Porcentaje

						
							
							N

						
							
							Porcentaje

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							15

						
							
							0.7

						
							
							6.2

						
							
							3

						
							
							0.8

						
							
							1.2

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							140

						
							
							6.3

						
							
							3.8

						
							
							20

						
							
							5.1

						
							
							0.5

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							238

						
							
							10.7

						
							
							2.3

						
							
							48

						
							
							12.2

						
							
							0.5

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							12

						
							
							0.5

						
							
							0.8

						
							
							6

						
							
							1.5

						
							
							0.4

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							37

						
							
							1.7

						
							
							1.3

						
							
							10

						
							
							2.5

						
							
							0.4

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							93

						
							
							4.2

						
							
							2.8

						
							
							11

						
							
							2.8

						
							
							0.3

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							235

						
							
							10.6

						
							
							1.8

						
							
							42

						
							
							10.7

						
							
							0.3

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							237

						
							
							10.7

						
							
							2.8

						
							
							22

						
							
							5.6

						
							
							0.3

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

						
							
							161

						
							
							7.3

						
							
							0.7

						
							
							43

						
							
							10.9

						
							
							0.2

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							162

						
							
							7.3

						
							
							2.1

						
							
							11

						
							
							2.8

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							48

						
							
							2.2

						
							
							0.8

						
							
							8

						
							
							2.0

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							99

						
							
							4.5

						
							
							0.7

						
							
							17

						
							
							4.3

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							122

						
							
							5.5

						
							
							0.5

						
							
							32

						
							
							8.1

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							81

						
							
							3.7

						
							
							0.6

						
							
							15

						
							
							3.8

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

						
							
							136

						
							
							6.1

						
							
							0.5

						
							
							28

						
							
							7.1

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							50

						
							
							2.3

						
							
							0.2

						
							
							21

						
							
							5.3

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							35

						
							
							1.6

						
							
							0.3

						
							
							8

						
							
							2.0

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							5

						
							
							0.2

						
							
							0.1

						
							
							5

						
							
							1.3

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							39

						
							
							1.8

						
							
							0.8

						
							
							3

						
							
							0.8

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Maya

						
							
							141

						
							
							6.4

						
							
							0.2

						
							
							31

						
							
							7.9

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							48

						
							
							2.2

						
							
							0.3

						
							
							4

						
							
							1.0

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							27

						
							
							1.2

						
							
							0.2

						
							
							4

						
							
							1.0

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							17

						
							
							0.8

						
							
							0.2

						
							
							1

						
							
							0.3

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							35

						
							
							1.6

						
							
							0.3

						
							
							1

						
							
							0.3

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							4

						
							
							0.2

						
							
							0.0

						
							
							0

						
							
							0.0

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Total de regiones indígenas

						
							
							2217

						
							
							100.0

						
							
							0.7

						
							
							394

						
							
							100.0

						
							
							0.1

						
					

				
			

		

			Notas: a Tasa de homicidios por cada 100 000 habitantes.

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi.
Proyecciones de población de Conapo.

			En lo que respecta a los homicidios de personas con lengua indígena (tabla 3.11), encontramos que la mayor tasa de homicidios de mujeres que hablaban alguna lengua indígena ocurrió en la región de Chimalapas (Oaxaca), y le siguen la región Tarahumara y Mixteca. En el caso de homicidios de hombres con lengua indígena sobresalen por su tasa elevada las regiones Mixteca, Costa y Sierra Sur de Oaxaca y la Montaña de Guerrero.


			Crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres por regiones indígenas

			En la tabla 3.12 se encuentran algunos estadísticos del crecimiento promedio anual13 de la tasa de homicidios de mujeres en ri, rni y el dato nacional. Asimismo, en la parte inferior de la tabla se presenta la información que excluye los casos donde no ocurrieron homicidios durante el periodo anterior (es decir en t-1). Cuando se considera el total de los casos, el mayor crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres se registra en las rni. Sin embargo, cuando se excluyen los casos sin incidencia, el crecimiento promedio se incrementa considerablemente en todas las regiones, pero sobre todo en la ri al pasar de 1.1 % a 4.17 % en promedio. Esto significa que, al considerar a los municipios realmente activos, el crecimiento de la tasa de homicidios ha sido mayor en los municipios catalogados como indígenas por la cdi.

			La homogenización de la tasa de homicidios o el proceso de convergencia implicaría que la violencia expresada en homicidios se ha incrementado. En este caso, la convergencia se presenta cuando los municipios con menores tasas de homicidios en el primer año de análisis tienen un crecimiento superior a los municipios con tasas de homicidios elevadas, es decir, tienden a una homogenización en la tasa de homicidios. Esto se puede observar a partir de la convergencia sigma, que considera el logaritmo, de la tasa de homicidios de hombres y mujeres. Con ello se verifica si los municipios de las ri en términos de tasa de homicidios tienden a aproximarse en el tiempo.

			Tabla 3.12
Crecimiento promedio de la tasa de homicidios de mujeres 2001-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Variable

						
							
							Casos

						
							
							Media (%)

						
							
							Desv. est.

						
							
							Mín.

						
							
							Máx.

						
					

					
							
							Total municipios

						
					

					
							
							Total

						
							
							36 840

						
							
							1.26

						
							
							0.99

						
							
							-5.91

						
							
							5.91

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							23 130

						
							
							1.35

						
							
							0.99

						
							
							-5.65

						
							
							5.65

						
					

					
							
							Indígena

						
							
							13 710

						
							
							1.11

						
							
							1.00

						
							
							-5.91

						
							
							5.91

						
					

					
							
							Excluye municipios sin ocurrencia

						
					

					
							
							Total

						
							
							12 548

						
							
							3.71

						
							
							1.70

						
							
							-5.91

						
							
							5.91

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							8890

						
							
							3.52

						
							
							1.60

						
							
							-5.65

						
							
							5.65

						
					

					
							
							Indígena

						
							
							3658

						
							
							4.17

						
							
							1.93

						
							
							-5.91

						
							
							5.91

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo.

			En la figura 3.18 se muestra la convergencia sigma, que consiste en una gráfica de la desviación estándar del logaritmo de las tasas de homicidios de hombres y mujeres, debido a la forma que describe, es decir, una aproximación de una u. Con esto se puede decir que hubo un proceso de convergencia en ambos casos, pero en mayor medida en el de las mujeres.

			Entre las ri la tasa de homicidios de hombres y mujeres tuvo el mayor crecimiento de 2001 a 2016 en la región de Chimalapas, donde el crecimiento de la tasa de homicidios de hombres es mayor en comparación con la de mujeres. En la tabla 3.13, las regiones están ordenadas de acuerdo con el crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres de forma descendente. Se observa en esta tabla que la siguiente región con el mayor crecimiento en el caso de las mujeres fue el Istmo, Tarahumara, Gran Nayar y la Montaña de Guerrero. Estas regiones no corresponden completamente con el caso de los hombres, pues las cinco regiones con el mayor crecimiento son las de Chimalapas, Selva Lacandona, Tuxtlas, Chontal de Tabasco y Mayo-Yaqui.

			Figura 3.18
Convergencia sigma del logaritmo 
de la tasa de homicidios de las regiones indígenas
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, 
Proyecciones de población de Conapo. Serie suavizada.

			En la figura 3.19 se presentan mapas que muestran el crecimiento de la tasa de homicidios de hombres y mujeres por deciles para el periodo 2001-2016 en los municipios de las ri. En el caso de las mujeres, vemos que en cada ri hay presencia de municipios que registraron crecimiento importante en la tasa de homicidios. Se observan en mayor grado en la región Sur debido a la cantidad de municipios indígenas que hay en la región. Sin embargo, en el caso de los hombres, los municipios con crecimiento más alto se localizan principalmente en la región Sur. 

			Un hecho importante a resaltar en torno al crecimiento de la tasa de homicidios en las ri, es que el mayor se registra en municipios que presentan pocos casos de homicidios. Lo cual puede ser indicativo de la expansión del fenómeno a municipios donde estos no sucedían con regularidad y en municipios pequeños. El claro ejemplo es la región de Chimalapas, que solo cuenta con dos municipios y ha registrado el mayor crecimiento promedio de la tasa de homicidios, más del 30 %, a pesar de haber registrado solo 4 homicidios de mujeres durante el periodo de análisis.

			Tabla 3.13
Crecimiento promedio de la tasa de homicidios 
por regiones indígenas 2001-2016

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Región indígena

						
							
							Hombre

						
							
							Mujer

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							19.9

						
							
							11.4

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							0.4

						
							
							4.4

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							2.3

						
							
							3.8

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							-2.9

						
							
							3.8

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							2.7

						
							
							3.7

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							-5.8

						
							
							2.6

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							6.6

						
							
							2.4

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							4.6

						
							
							2.2

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							1.8

						
							
							2.1

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							-0.2

						
							
							2.1

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							0.7

						
							
							1.9

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							3.2

						
							
							1.4

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							8.0

						
							
							1.4

						
					

					
							
							Total regiones indígenas

						
							
							2.1

						
							
							1.3

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							0.1

						
							
							1.2

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

						
							
							-3.0

						
							
							0.9

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

						
							
							1.8

						
							
							0.6

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							-1.2

						
							
							0.6

						
					

					
							
							Maya

						
							
							-0.2

						
							
							0.4

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							0.1

						
							
							0.4

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							-0.7

						
							
							0.3

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							-0.4

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							-2.3

						
							
							-0.3

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							1.9

						
							
							-0.8

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							5.5

						
							
							-1.2

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							-2.0

						
							
							-1.7

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.

					Figura 3.19
Panel gráfico del crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres y hombres 
a nivel municipal de las regiones indígenas 2001-2016
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					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo.

					Figura 3.19 (continuación)
Panel gráfico del crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres y hombres 
a nivel municipal de las regiones indígenas 2001-2016
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					Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo.

			Análisis espacial de la tasa de homicidios de mujeres a nivel municipal en las regiones indígenas de México 

			Dependencia espacial y hotspots de la tasa de homicidios de mujeres en regiones indígenas 2001-2016

			En el estudio del fenómeno de los homicidios, concretamente los de mujeres en las ri, además de saber su dinámica a lo largo del tiempo, es importante estudiar e identificar los patrones de distribución del fenómeno en el territorio nacional. Es decir, conocer si describen algún patrón de concentración o dispersión espacial o, por el contrario, tienen un comportamiento aleatorio. A su vez, la existencia de una concentración indica que existe una relación del valor de la variable o indicador de la unidad espacial i (localidad, municipio o estado) con el valor del mismo indicador en alguna unidad espacial vecina, a esto nos referimos cuando hablamos de dependencia espacial. Por lo regular, en los análisis que involucran elementos espaciales se demuestra la existencia de dependencia espacial; de acuerdo con la ley de Tobler, o primera ley de la geografía, hay similitud para atributos más cercanos geográficamente. Esto será el objeto de análisis de este apartado, en adición con la forma como se manifiesta en las ri. 

			Al final de la sección anterior, a través de los mapas por deciles, logramos ver que existen algunos municipios donde el crecimiento de la tasa de homicidios de mujeres presenta una concentración. Si analizamos la información de la tasa de homicidios de hombres y mujeres también encontraremos lugares donde se concentran las tasas más altas o más bajas. Para tener una identificación más robusta de estas concentraciones a nivel municipal, recurrimos a herramientas estadísticas de la econometría espacial. 

			A través del índice de Moran e indicadores lisa (por sus siglas en inglés: indicadores locales de autocorrelación espacial) (Anselin, 1995) conoceremos el grado de dependencia espacial de la tasa de homicidios de hombres y mujeres en los municipios de México. Además de ello, identificaremos los clústeres o concentraciones donde la tasa de homicidios es elevada o baja, también llamados hotspots.14 

			El índice de Moran15 señala el grado de asociación del indicador: si esta es positiva o negativa, además de si es significativa16 (tasa de homicidios de hombres y mujeres) con unidades especiales cercanas (municipios). Con los indicadores lisa se clasificarán los hotspots en cuatro categorías: Alto-Alto indican que la tasa de homicidios (hombre y mujer) está por arriba del dato nacional, además está rodeado de municipios cuyas tasas de homicidios también están por arriba del nacional. La categoría Bajo-Bajo indica que la tasa de homicidio esta significativamente por debajo del promedio nacional y se encuentra rodeado por municipios con esta misma condición. Los hotspots Bajo-Alto indican que la tasa de homicidios del sexo correspondiente está significativamente por debajo del promedio nacional y, además, están rodeados de municipios cuya tasa de homicidios promedio está por arriba del dato promedio nacional. Finalmente, la clasificación Alto-Bajo indica que la tasa de homicidios del sexo correspondiente está significativamente por arriba del dato promedio nacional, además están rodeados por municipios con una tasa de homicidios promedio por debajo del dato promedio nacional.

			La estimación del índice de Moran para la tasa de homicidios de hombres y mujeres17 durante el periodo 2001-2016 se realizó a partir de cuatro especificaciones, dos de ellas univariantes, es decir, solo la tasa de homicidios de hombres o mujeres para el periodo 2001-2016 con la totalidad de municipios y considerando solamente los indígenas. También se considera la tasa de homicidios de hombres y mujeres por condición de lengua indígena18 de 2012 a 2016. La otra especificación vincula la tasa de homicidios de hombres o mujeres total con la tasa de homicidios de la población con lengua indígena de 2012 a 2016. Por otro lado, para la estimación del I de Moran se necesitó de un operador de retardo espacial. Empleamos una matriz de contigüidad tipo queen (reina)19 para ese efecto.

			En la figura 3.20 se encuentra el I de Moran para el total de los 2 456 municipios y para los 914 municipios de las ri. De acuerdo con los valores y el signo de estos, se constata la existencia de dependencia espacial, es decir, los homicidios de hombres y mujeres describen un patrón de concentración, el cual es mayor en el caso de los hombres. El incremento gradual que registra el indicador también señala el grado de asociación intensidad entre unidades espaciales vecinas a lo largo del tiempo. Vemos que le indicador tiene un incremento considerable a partir de 2007 y, en el caso de las mujeres, también muestra los valores más altos entre 2009 y 2011. Esto coincide con el periodo de mayor violencia. También vemos que en 2016 presenta un repunte con ambos métodos de estimación.

			En la figura 3.21 se encuentra el mismo indicador, pero ahora se encuentran involucrados los homicidios de hombres y mujeres que hablaban alguna lengua indígena; el periodo que se utiliza es 2012-2016. Se utilizaron dos especificaciones: una bivariada que relaciona la tasa de homicidios de hombres y mujeres con la tasa de homicidios de hombres y mujeres hablantes de alguna lengua indígena; mientras que la segunda especificación es univariada, es decir, solo la tasa de homicidios de personas que hablaban alguna lengua indígena.

			Figura 3.20
Índice de Moran de la tasa de homicidios total 
y regiones indígenas 2001-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, 
Proyecciones de población de Conapo. Serie suavizada.

			En el caso de los hombres, el indicador es positivo y estadísticamente significativo con ambas especificaciones, asimismo, se observa un incremento de 2012 a 2016. Sin embargo, en el caso de las mujeres, entre 2012 y 2014 este muestra signos negativos y no significativos. Pero en 2015 y 2016 la situación cambia: se incrementa el valor del índice, además de ser estadísticamente significativo. A pesar de los resultados que también pueden originarse debido a las limitantes propias de la información, destaca el hecho que el grado de asociación del fenómeno se incrementa a lo largo del tiempo, particularmente en el caso de las mujeres que también presentan un repunte entre 2015 y 2016.

			A partir de los lisa de los cuatro métodos de estimación, se obtuvieron los resultados de la tabla 3.14, donde observamos que, en general, los porcentajes de cada clasificación son relativamente similares, a excepción del tercer método, que involucra la tasa de homicidios de la población que hablaba una lengua indígena.

			De igual manera, hay coincidencias entre los métodos al identificar la región indígena con un mayor porcentaje de hotspots con la categoría de Alto-Alto. Recordemos que este grupo describe a los municipios donde la tasa de homicidios (hombre o mujer) es elevada y, además, sus vecinos presentan una tasa similar.

			Figura 3.21
 Índice de Moran de la tasa de homicidios hombre y mujer 
hablantes de lengua indígena 2012-2016
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo.

			Tabla 3.14
Hotspots regiones indígenas, porcentajes

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Hotspot

						
							
							Tasa de homicidios de mujeres

							2001-2016

						
							
							Tasa de homicidios de mujeres 
hablantes de lengua indígena 
2012-2016

						
					

					
							
							Total 
municipios

						
							
							Regiones 
indígenas

						
							
							Total 
municipios*

						
							
							Regiones 
indígenas

						
					

					
							
							Alto-Alto

						
							
							2.32

						
							
							2.30

						
							
							1.31

						
							
							0.72

						
					

					
							
							Bajo-Bajo

						
							
							5.16

						
							
							4.52

						
							
							6.54

						
							
							4.58

						
					

					
							
							Bajo-Alto

						
							
							4.74

						
							
							5.11

						
							
							4.60

						
							
							5.57

						
					

					
							
							Alto-Bajo

						
							
							2.39

						
							
							3.33

						
							
							20.58

						
							
							2.72

						
					

					
							
							No significativo

						
							
							85.39

						
							
							84.74

						
							
							66.97

						
							
							86.40

						
					

					
							
							Total

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
							
							100.00

						
					

				
			

			* Bivariado, tasa de homicidio total y tasa de homicidio de mujeres con lengua indígena.

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, Proyecciones de población de Conapo.

			De manera gráfica, la figura 3.22 contiene los mapas que presentan los hotspots municipales de las regiones indígenas para 2001 (año inicial de estudio), 2011 (año de mayor número de homicidios) y el año final, 2016. Podemos observar que conforme se avanza en el tiempo, empieza a incrementarse el número de hotspots clasificados como Alto-Alto primero en la región Tarahumara y posteriormente en el sureste del país, es decir, la difusión del fenómeno a través de las unidades espaciales (municipios). Este fenómeno se asocia con el término de contagio. Implica, en este sentido, que las tasas elevadas de un municipio se “desplazaran o contagiaran” hacia sus vecinos debido a su cercanía geográfica, apoyada quizá por la similitud de etnicidad, estructura social, económica, entre otras.

			En la figura 3.23 se visualizan los hotspots de la tasa de homicidio por condición de lengua indígena. Al igual que en el caso anterior, también ocurre un proceso de difusión entre los municipios. Destacan las zonas de la región Norte como Huicot y del sureste con Chimalapas donde hay presencia de hotspots, aunque predominan los hotspots Bajo-Bajo.

			Factores determinantes de la tasa de homicidios de hombres y mujeres en regiones indígenas y no indígenas

			A lo largo de este capítulo se ha señalado que los municipios indígenas no están exentos del incremento de la violencia que sufre el país, especialmente desde 2006-2007. Sin embargo, la tendencia que sigue la tasa de homicidios de hombres y mujeres en las ri no coincide con la tasa de homicidios general. Esto lleva al cuestionamiento de si el incremento en la violencia en las ri obedece a las mismas causas, o si existen elementos particulares en estas regiones que han permitido el incremento de los homicidios tanto de hombres como de mujeres.

			Con el fin de identificar algunos factores que contribuyan a explicar el comportamiento de la tasa de homicidios (hombres y mujeres) en las ri y rni, en este apartado se presentan los resultados obtenidos de la estimación de la correlación entre la tasa de homicidios de hombres y mujeres, además de algunas variables de tipo económico y sociodemográfico para ambas regiones. El periodo considerado para el análisis es 2001-2016.

			Tabla 3.15
Distribución del hotspot Alto-Alto en las regiones indígenas, porcentajes

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Región

						
							
							Tasa de homicidios 
de mujeres

							2001-2016

						
							
							Tasa de homicidios 
de mujeres hablantes 
de lengua indígena 
2012-2016

						
					

					
							
							Total 
municipios

						
							
							Regiones indígenas

						
							
							Total 
municipios*

						
							
							Regiones
 indígenas

						
					

					
							
							Total

						
							
							100.000

						
							
							100.000

						
							
							100.000

						
							
							100.000

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							21.471

						
							
							25.893

						
							
							14.286

						
							
							15.152

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							19.706

						
							
							23.512

						
							
							9.774

						
							
							15.152

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

						
							
							6.471

						
							
							6.548

						
							
							13.534

						
							
							18.182

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							6.765

						
							
							8.333

						
							
							17.293

						
							
							12.121

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							5.882

						
							
							6.548

						
							
							8.271

						
							
							9.091

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							16.176

						
							
							8.929

						
							
							4.511

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla

						
							
							3.529

						
							
							5.952

						
							
							6.015

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							1.765

						
							
							2.083

						
							
							5.263

						
							
							6.061

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							2.647

						
							
							2.679

						
							
							2.256

						
							
							6.061

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							0.588

						
							
							1.190

						
							
							4.511

						
							
							6.061

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							3.008

						
							
							9.091

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							2.059

						
							
							1.190

						
							
							3.008

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							2.353

						
							
							1.488

						
							
							1.504

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							2.059

						
							
							1.488

						
							
							1.504

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							2.353

						
							
							2.083

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Maya

						
							
							0.588

						
							
							0.000

						
							
							3.759

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							0.000

						
							
							0.298

						
							
							0.752

						
							
							3.030

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							1.765

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							0.588

						
							
							0.893

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							1.176

						
							
							0.298

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							0.294

						
							
							0.298

						
							
							0.752

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl Veracruz

						
							
							0.882

						
							
							0.298

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							0.882

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
							
							0.000

						
					

				
			

			* Bivariado, tasa de homicidio total y tasa de homicidio de mujeres con lengua indígena.

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de estadísticas vitales, mortalidad, Inegi, 
Proyecciones de población de Conapo.

					Figura 3.22
Panel gráfico de hotspots de la tasa de homicidios 
de mujeres en regiones indígenas 2001, 2011 y 2016
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					Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales del Inegi y Proyecciones de población de Conapo. Los hotspots corresponden al segundo método de estimación.

					Figura 3.22 (continuación)
Panel gráfico de hotspots de la tasa de homicidios 
de mujeres en regiones indígenas 2001, 2011 y 2016
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					Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales del Inegi y Proyecciones de población de Conapo. Los hotspots corresponden al segundo método de estimación.

					Figura 3.22 (continuación)
Panel gráfico de hotspots de la tasa de homicidios 
de mujeres en regiones indígenas 2001, 2011 y 2016
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					Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales del Inegi y Proyecciones de población de Conapo. 
Los hotspots corresponden al segundo método de estimación.


			Figura 3.23
Hotspot de la tasa de homicidios de mujeres hablantes 
de lengua indígena 2012 y 2016 por regiones indígenas
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			Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales del Inegi y Proyecciones de población de Conapo. Los hotspots corresponden al cuarto método de estimación.


					Figura 3.23 (continuación)
Hotspot de la tasa de homicidios de mujeres hablantes 
de lengua indígena 2012 y 2016 por regiones indígenas
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					Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas vitales del Inegi y Proyecciones de población de Conapo. Los hotspots corresponden al cuarto método de estimación.

			Las variables de tipo económico incluidas son el valor agregado censal bruto, el cual corresponde a la aproximación más cercana al producto interno bruto (pib) municipal.20 También se considera la población desocupada,21 información que se obtuvo de los Censos Económicos de 2009 y 2014, además del Censo de Población de 2010 y la Encuesta Intercensal de 2015. Las variables vinculadas a las estimaciones de pobreza son el índice de marginación que estima Conapo a nivel municipal para los años 2010 y 2015. También se incorporan variables cuyas estimaciones fueron realizadas por Coneval a nivel municipal en torno a la medición de la pobreza. Tal es el caso del coeficiente de Gini, el porcentaje de población en pobreza, pobreza moderada y pobreza extrema para 2010 y 2015. Respecto a las variables sociodemográficas, la información que se consideró fue la población alfabetizada y la población indígena. Finalmente, también se incorporó información relacionada a la igualdad estructural de género, para lo cual se retomó la estimación del índice de igualdad de género en los estados de México (geims, por sus siglas en inglés) cuya metodología se encuentra en el trabajo de Frías (2008). Se replicaron algunos indicadores de igualdad económica e igualdad educativa a nivel municipal con información del Censo de Población de 2010 y la Encuesta Intercensal de 2015.

			Respecto a las variables asociadas con la igualdad de género estructural, estas miden la proporción que ocupan las mujeres respecto a los hombres en diferentes ámbitos. Aquí solo se utilizan aquellas relacionadas con la igualdad económica y educativa. Estos indicadores se miden con porcentajes: valores cercanos a 100 % indican una mayor igualdad de condiciones entre hombres y mujeres. Dentro de los indicadores de igualdad económica, se construyeron tres variables: de fuerza laboral, que mide la participación de las mujeres respecto de los hombres en la fuerza de trabajo;22 la variable de empleo,23 que mide la participación de las mujeres respecto de los hombres en la población ocupada; y la variable de salario, la cual constituye la relación entre el promedio mensual de las mujeres respecto al salario promedio mensual de los hombres. Entre los indicadores que se estimaron para la igualdad educativa se encuentran los siguientes: escolaridad,24 que es la relación del promedio de escolaridad de las mujeres respecto a los hombres; alfabetización, que mide la proporción de las mujeres mayores de 15 años alfabetizadas25 respecto a los hombres; licenciatura, equivalente a la proporción de mujeres con nivel licenciatura o normal de licenciatura respecto a los hombres; y, finalmente, en posgrado está la proporción de mujeres con estudios de posgrado respecto de los hombres. 

			En primer lugar, se presenta el coeficiente de correlación de Spearman de la tasa de homicidios de hombres y mujeres en regiones indígenas.26 Este coeficiente no paramétrico examina la fuerza y dirección de asociación entre dos variables, continuas u ordinales, el cual varía entre -1 y 1. Mientras mayor sea el valor del coeficiente, indicará un grado superior de correlación entre ambas variables en tanto que el signo señala la dirección de la relación.

			De acuerdo con la información de la tabla 3.16, la tasa de homicidios de mujeres en las ri tiene una asociación estadísticamente significativa con casi todas las variables, a excepción del salario promedio. Sin embargo, la relación más estrecha, en términos del coeficiente, está dada por variables como el valor agregado, el índice de Gini, el porcentaje de población en pobreza, la escolaridad, la población alfabeta y la población desocupada, es decir, en la tasa de homicidios se explica por elementos económicos y sociales. 

			Las variables que afectan positivamente a la tasa de homicidios son el valor agregado, el coeficiente de Gini, la escolaridad, la población alfabeta y la población desocupada. Lo anterior indica que tanto un elevado nivel de producción (un mejor desenvolvimiento económico) como el nivel de desocupación (desempleo) general del municipio están asociados con una mayor tasa de homicidios de mujeres. La condición de desigualdad o pobreza también juega un papel importante, en este caso, la pobreza medida a través del índice de Gini. Finalmente, las variables sociodemográficas más relevantes, de escolaridad27 y población alfabeta, indican que en las ri un mejoramiento del nivel educativo, particularmente de las mujeres, está asociado a una mayor tasa de homicidios.

			En contraste, las variables que tienen una correlación negativa, el porcentaje de población en pobreza y el porcentaje de población indígena, con un coeficiente relativamente alto, evidencian una mayor vinculación pero con signo negativo. En el caso de la tasa de homicidios de los hombres, las variables con una relación más fuerte son la población alfabeta, la población desocupada, el valor agregado, el índice de Gini y el porcentaje de población indígena. Ello difiere de lo que sucede con la tasa de homicidios de mujeres. En el caso de los hombres destacan principalmente las variables de tipo económico y de desigualdad, a excepción del porcentaje de población indígena. A pesar de ser, en su mayoría, variables estadísticamente significativas, algunas ostentan un coeficiente muy reducido, como ocurre con el de la igualdad económica. 

			En las regiones no indígenas, la tasa de homicidios de mujeres (tabla 3.17) tiene una relación estadísticamente significativa con la mayoría de las variables consideradas, a excepción del índice de Gini y el de igualdad educativa. A diferencia de lo que sucede en las ri, en las rni la tasa de homicidios tiene una relación más estrecha (en términos del valor del coeficiente estadístico) con un mayor número de variables, además del valor agregado económico, se añaden la población alfabeta, la población desocupada, la fuerza de trabajo, el empleo y el índice de igualdad económica, con las que por cierto tiene una relación positiva. Sobresale el hecho de que en las ri las variables de igualdad económica, así como sus componentes que también han sido considerados en este ejercicio de manera conjunta, sean estadísticamente significativas y tengan un coeficiente relativamente elevado, caso contrario a lo ocurrido en las ri.


			Tabla 3.16
Coeficiente de correlación Spearman, tasa de homicidios 
en regiones indígenas 2007-2016

		
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Variable

						
							
							Tasa de homicidios 
de hombres

						
							
							Tasa de homicidios 
de mujeres

						
					

					
							
							Valor agregado

						
							
							0.3098*

						
							
							0.3478*

						
					

					
							
							Índice de marginación

						
							
							0.0540*

						
							
							-0.0861*

						
					

					
							
							Índice de Gini

						
							
							0.2404*

						
							
							0.2176*

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza

						
							
							-0.1007*

						
							
							-0.1913*

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza moderada

						
							
							-0.1145*

						
							
							-0.0552*

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza extrema

						
							
							-0.0275*

						
							
							-0.1425*

						
					

					
							
							Fuerza de trabajo(1)

						
							
							-0.0180

						
							
							0.0890*

						
					

					
							
							Empleo(1)

						
							
							-0.0146

						
							
							0.0917*

						
					

					
							
							Salario promedio(1)

						
							
							0.0247*

						
							
							-0.0071

						
					

					
							
							Escolaridad(1)

						
							
							0.0933*

						
							
							0.1228*

						
					

					
							
							Alfabetización(1)

						
							
							0.0511*

						
							
							0.0814*

						
					

					
							
							Índice de igualdad económica(1)

						
							
							0.0025

						
							
							0.0277*

						
					

					
							
							Índice de igualdad educativa(1)

						
							
							0.0793*

						
							
							0.1132*

						
					

					
							
							Población alfabeta

						
							
							0.4028*

						
							
							0.4041*

						
					

					
							
							Población desocupada

						
							
							0.3890*

						
							
							0.4010*

						
					

					
							
							Porcentaje de población indígena

						
							
							-0.2191*

						
							
							-0.1965*

						
					

				
			

		

			* Estadísticamente significativo al 5 por ciento.

			(1) Réplica de los indicadores “Measuring gender inequality in Mexico” (Frías, 2008) a nivel municipal.	

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de Censos Económicos 2009 y 2014, Conapo, Coneval y cdi. 

			En contraste, las variables con una correlación negativa son el índice de marginación y el porcentaje de población indígena. En oposición a lo que sucede en las ri, en las rni el indicador con mayor asociación es el índice de marginación y no el índice de Gini, además del porcentaje de población indígena. 

			La tasa de homicidios de hombres, de acuerdo con los resultados obtenidos, tiene una relación estadísticamente significativa y positiva con variables como el valor agregado, la población alfabeta, la población desocupada y la escolaridad. Un mejor desempeño económico está asociado a una tasa de homicidios de hombres más elevada. Simultáneamente, un mayor nivel de desempleo guarda una relación positiva con la tasa de homicidios de hombres. Este no es el caso de las variables como el índice de marginación y los porcentajes de personas en pobreza.

			Tabla 3.17
Coeficiente de correlación Spearman, tasa de homicidios 
en regiones no indígenas 2007-2016

		
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Variable

						
							
							Tasa de homicidios 
de hombres

						
							
							Tasa de homicidios
 de mujeres

						
					

					
							
							Valor agregado

						
							
							0.2811*

						
							
							0.4226*

						
					

					
							
							Índice de marginación

						
							
							-0.1229*

						
							
							-0.2535*

						
					

					
							
							Índice de Gini

						
							
							0.0416*

						
							
							0.0016

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza

						
							
							-0.1944*

						
							
							-0.2413*

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza moderada

						
							
							-0.1634*

						
							
							-0.1988*

						
					

					
							
							Porcentaje de población en pobreza extrema

						
							
							-0.1461*

						
							
							-0.2030*

						
					

					
							
							Fuerza de trabajo(1)

						
							
							0.0388*

						
							
							0.2481*

						
					

					
							
							Empleo(1)

						
							
							0.0385*

						
							
							0.2452*

						
					

					
							
							Salario promedio(1)

						
							
							0.0208*

						
							
							0.0410*

						
					

					
							
							Escolaridad(1)

						
							
							0.1480*

						
							
							-0.0514*

						
					

					
							
							Alfabetización(1)

						
							
							-0.0586*

						
							
							0.0551*

						
					

					
							
							Índice de igualdad económica(1)

						
							
							0.0338*

						
							
							0.1827*

						
					

					
							
							Índice de igualdad educativa(1)

						
							
							0.0406*

						
							
							0.0143

						
					

					
							
							Población alfabeta

						
							
							0.2909*

						
							
							0.4755*

						
					

					
							
							Población desocupada

						
							
							0.2746*

						
							
							0.4540*

						
					

					
							
							Porcentaje de población indígena

						
							
							-0.0322*

						
							
							0.0809*

						
					

				
			

		

			* Estadísticamente significativo al 95 por ciento.

			(1) Réplica de los indicadores de Frías (2008) a nivel municipal.

			Fuente: Elaboración propia con base en datos de Censos Económicos 2009 y 2014, Conapo, Coneval y CDI.

			Conclusiones 

			El incremento de la violencia en el país durante los últimos años ha permeado la totalidad de su extensión. No solo ha afectado a diversos grupos sociales, sino también se ha expandido a lo largo del territorio nacional con el crecimiento inusitado del número de homicidios. Por ello mismo, a lo largo de este capítulo se ha tratado de evidenciar que la población y las regiones indígenas no están exentas de sufrir este tipo de delitos. 

			Durante el periodo de estudio 2001-2016 los homicidios crecieron 4.4 %, en el caso de los hombres, y 5.14 %, en el de las mujeres en las ri. Aun cuando dichos porcentajes están por debajo de los que presentan las rni (6.5 % y 5.7 % respectivamente), estos son valores muy cercanos. Asimismo, se constató que existe un proceso de convergencia u homogenización de la tasa de homicidios en las ri, tal como sucede con los homicidios en general. A través de indicadores de dependencia espacial, se corroboró que en las ri opera un proceso de difusión espacial, especialmente en regiones como la Montaña de Guerrero, la región Tarahumara y Mixteca.

			Si bien los homicidios de mujeres en ambas regiones siguen la misma tendencia, la trayectoria que describen difiere entre ambas. En algunos periodos la tasa de homicidios de mujeres en las ri sigue un comportamiento contrario a la tasa de homicidios de mujeres en las rni. De ahí el interés por analizar algunas características en torno a los homicidios que suceden en una y otra región. Ello implica que los homicidios de mujeres en comunidades indígenas deben explicarse a la luz de otros contextos adicionales, como el recrudecimiento de la violencia en el país.

			Se identificaron algunos rasgos que implican mayor vulnerabilidad para el caso de las mujeres, especialmente en comunidades indígenas. La mayor ocurrencia de homicidios se registró en mujeres con bajos niveles de escolaridad, jóvenes entre los 20 y 24 años, que en su mayoría se trataba de mujeres que no estaban integradas al mercado laboral, cuyo porcentaje es superior en las ri. Esta misma condición explica el mayor número de homicidios fuera el hogar. De ahí que los factores asociados, además de los de índole económico, los indicadores de igualdad educativa principalmente y, en menor medida, de igualdad económica, tengan una asociación positiva con la tasa de homicidios de las mujeres en las regiones indígenas. 
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					1	La delimitación de la población indígena o regiones indígenas se basa en las definiciones de las fuentes estadísticas utilizadas, es decir, las regiones indígenas correspondientes a la clasificación de la Comisión Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas (cdi) que identifica 25 regiones indígenas en el país, además de la utilizada por el Inegi.

				

				
					2	Esta desigualdad en el fenómeno de los homicidios por sexo tiene una expresión tanto en la dinámica de la tasa de homicidios como en su despliegue territorial y espacial (Valdivia López y Castro, 2013).

				

				
					3	Aquellos municipios donde hay una tasa elevada de homicidio pueden influir en la tasa de homicidios de los municipios vecinos, es decir, hay presumiblemente un proceso de difusión territorial de la dinámica de violencia.

				

				
					4	Hay diferencias en la metodología de estimación del grado de marginación; en 2005 se empleó la información del ii Conteo de Población y Vivienda 2005 y la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (enoe) del 2005, pues la primera no incluía características económicas de las personas. 

				

				
					5	Se contabilizan solo los casos donde se específica el lugar de ocurrencia del homicidio.

				

				
					6	Los porcentajes se calculan respecto a su grupo correspondiente: hombre, mujer.

				

				
					7	Las tasas se calculan con la población total de la región respectiva sin distinción de sexo. 

				

				
					8	El promedio móvil de la tasa de crecimiento se calculó a partir de las observaciones de t-1, t, y t+1. 

				

				
					9	Se calculó la tasa con el número de casos de cada tipo de muerte entre el total de la población por cada 100 000 habitantes.

				

				
					10	Para la agregación de las categorías de parentesco se tomó como base el catálogo de Clasificación de parentesco 2012 del Inegi.

				

				
					11	Las regiones del país que se consideran en este análisis son de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol, ahora Secretaría de Bienestar) y son las siguientes: región Centro Occidente (rco): Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas; región Centro del país (rcp): Ciudad de México, Hidalgo, Estado de México, Morelos, Puebla y Tlaxcala; región Noreste (rne): Chihuahua, Coahuila, Durango, Nuevo León, Tamaulipas; región Noroeste (rno): Baja California, Baja California Sur, Sinaloa, Sonora; región Sureste (rse): Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y Yucatán.

				

				
					12	El promedio móvil de la tasa de crecimiento se calculó a partir de las observaciones de t-1, t, y t+1. 

				

				
					13	El crecimiento de la tasa de homicidios de hombres y mujeres se obtuvo a través de un logaritmo con la siguiente formula: ln(xt + 1) -ln(xt-1 + 1).

				

				
					14	Un hotspot, por su nombre en inglés, puede entenderse como una forma de aglomeración en una distribución espacial de unidades territoriales o de personas. En particular, el uso de la noción de hotspot se ha convertido en un referente en el lenguaje técnico de estudios empíricos sobre criminalidad a nivel micro, y cuya finalidad es localizar patrones de violencia nivel local —calles, manzanas o ciudades (Haining, 2003, p. 28)—. En esta investigación se retoma su uso para localizar patrones territoriales de los homicidios a nivel municipal, los cuales son aproximados a través de indicadores lisa. Estos indicadores nos permiten mapear la incidencia de homicidios bajo la “certeza estadística” de que los hotspots detectados tienen un comportamiento de aglomeración que dista de ser aleatorio. En particular, en este estudio se utiliza una versión local del índice de Morán (Anselin, 1995) para detectar los hotspots de homicidios en los 2456 municipios del país.

				

				
					15	El índice de Moran es similar a un coeficiente de correlación de Pearson que integra una matriz de pesos espaciales (operador de rezago espacial).

				

				
					16	Se tiene como hipótesis nula la no autocorrelación espacial, y como hipótesis alternativa la existencia de dependencia espacial. Si el nivel de significancia es mayor que el p-valor se rechaza la hipótesis nula y se acepta que existe dependencia espacial. 

				

				
					17	Se utilizó el logaritmo de tasa de homicidios +1 para evitar datos perdidos en el cálculo de los indicadores locales de asociación espacial, de tal forma que los municipios donde no ocurrió ningún homicidio quedaran como cero y no en espacio en blanco o indeterminado.

				

				
					18	Debido a que no se cuenta con proyecciones de población indígena o hablante de lengua indígena, la tasa se calculó respecto a la población total, esto para tener una aproximación.

				

				
					19	El operador de retardo espacial o matriz de pesos espaciales, relaciona una variable en un punto del espacio con las observaciones en otras unidades espaciales. Tipo reina hace alusión a los movimientos de esta pieza del ajedrez, de esta manera se señala que la dependencia es multidireccional.

				

				
					20	No hay alguna estimación oficial del pib municipal, la variable más cercana con la que se cuenta es el valor agregado censal bruto de los censos económicos. 

				

				
					21	Población mayor de 12 años desocupada. 

				

				
					22	Porcentaje de mujeres mayores de 12 años respecto al porcentaje de hombres mayores de 12 años en la fuerza laboral total.

				

				
					23	Porcentaje de mujeres ocupadas mayores de 12 años respecto al porcentaje de hombres mayores a 12 años en la población ocupada.

				

				
					24	Escolaridad promedio de mujeres mayores de 15 años respecto a la escolaridad promedio de hombres mayores de 15 años.

				

				
					25	Que saben leer y escribir.

				

				
					26	La estimación se realiza a partir de la información a nivel municipal (2 456 municipios) para el periodo 2007-2016, es decir, tipo panel. 

				

				
					27	Se han incluido las variables de índice de igualdad económica e índice de igualdad educativa, así como sus componentes, aunque son redundantes. Estas pueden tener un efector heterogéneo.
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			Introducción

			Esta investigación surge de la revisión cualitativa y cuantitativa de los documentos generados a partir del ingreso de solicitudes para la declaratoria de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres (avg). El objetivo es evaluar la visibilización de la violencia contra mujeres y niñas indígenas en las distintas fases de las avg. Los documentos revisados corresponden a 28 estados donde se han presentado solicitudes, con un total de 43 solicitudes para la declaratoria de Alerta de Violencia de Género. El periodo objeto de estudio oscila entre 2015 —cuando las primeras solicitudes de avg se presentaron en el Estado de México y en Morelos— y diciembre de 2017. La hipótesis que guía esta investigación se centra en el esencialismo de la categoría mujeres, que invisibiliza cómo el género interactúa con otras categorías de estratificación social como la raza/etnia, grupo etario, etc. En otras palabras, cuando se hace referencia a las mujeres y niñas indígenas en el proceso de las avg, las organizaciones solicitantes, los grupos de expertos (Grupo Interinstitucional Multidisciplinario) y las instituciones gubernamentales esencializan la categoría mujeres.  

			El proceso de una solicitud de avg, desde su inicio hasta su declaratoria, es largo. En la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (lgamvlv) se contempla que: 1) debe ser ingresada una solicitud de avg a la institución correspondiente; 2) de ser aceptada, se integra un Grupo Interinstitucional Multidisciplinario (gim) de trabajo que realizará un informe para cotejar el sustento de la solicitud; además, el informe realizado por parte del grupo de trabajo es presentado ante el ejecutivo estatal a través de las instituciones correspondientes; 3) las entidades deberán realizar las acciones que el grupo de trabajo recomiende. Si las acatan, les corresponde realizar un informe posterior acerca de las acciones implementadas. De no aceptarlas, la federación declara la avg en lo inmediato; 4) una vez que el grupo de trabajo revise el informe del ejecutivo estatal, este elaborará un dictamen, y 5) será la Secretaría de Gobernación, con base en el dictamen presentado por gim, quien declarará procedente o improcedente las solicitudes ingresadas. 

			En todo este procedimiento se generan distintos documentos que en este trabajo van a ser examinados desde una perspectiva interseccional (Crenshaw, 1991; McCall, 2008): 1) solicitudes de la declaratoria de la avg ingresadas por diferentes organizaciones; 2) el informe del grupo de trabajo (gim); 3) el informe del ejecutivo sobre las acciones implementadas para atender las observaciones del informe del grupo de trabajo; 4) el dictamen de los grupos de trabajo, y 5) la declaratoria de la procedencia o improcedencia de las solicitudes de las alertas de género contra las mujeres. 

			El objetivo de la revisión de estos documentos es visibilizar las situaciones, contextos y condiciones en las que son nombradas y visibilizadas las mujeres, niñas y adolescentes indígenas, ya sea en condiciones de migración o como residentes en sus comunidades de origen. Concretamente se busca examinar: ¿cuándo y en qué contextos se hace mención y referencia a las mujeres indígenas (niñas, adolescentes y adultas mayores)? ¿Qué grado de visibilización tiene la población indígena en los diagnósticos y en las propuestas para el desarrollo de políticas públicas para la atención y erradicación de la violencia de género? ¿Se hace referencia a los mecanismos de atención a la violencia que las mujeres y sus comunidades poseen y que eventualmente pueden servir para la atención de la violencia de género? ¿Se contempla la participación de las mujeres indígenas en la elaboración de políticas interculturales para la atención a la violencia de género en contextos indígenas y para víctimas indígenas? 

			Las alertas de violencia de género

			La declaratoria de avg es un instrumento contemplado en la lgamvlv. La avg se “encuentra estipulada en el Título II de la lgamvlv, particularmente en el capítulo quinto, La violencia feminicida y de la alerta de violencia de género contra las mujeres”. El art. 21 de la ley indica que la violencia feminicida “es la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres”. 

			Por su parte, el art. 22 de la lgamvlv indica que la Alerta de Violencia de Género “es el conjunto de acciones gubernamentales de emergencia para enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un territorio determinado, ya sea ejercida por individuos o por la propia comunidad”. El art. 23 establece el objetivo de la avg. Con respecto a la finalidad indica que consiste en “garantizar la seguridad de estas, el cese de la violencia en su contra y eliminar las desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos”. Se establecen (art. 24) tres circunstancias no excluyentes para que la avg sea declarada: a) cuando los delitos del orden común contra la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de las mujeres perturben la paz social en un territorio determinado y la sociedad así lo reclame; b) cuando exista un agravio comparado que impida el ejercicio pleno de los derechos humanos de las mujeres, y c) cuando los organismos de derechos humanos a nivel nacional o de las entidades federativas, los organismos de la sociedad civil o los organismos internacionales así lo soliciten. 

			El procedimiento para determinar el origen de la avg consiste en recibir la solicitud, tras lo cual los siguientes lineamientos son acotados en el art. 23: a) establecer un grupo interinstitucional y multidisciplinario con perspectiva de género que dé el seguimiento respectivo; b) implementar las acciones preventivas, de seguridad y justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminicida; c) elaborar reportes especiales sobre la zona y el comportamiento de los indicadores de la violencia contra las mujeres; d) asignar los recursos presupuestales necesarios para hacer frente a la contingencia de alerta de violencia de género contra las mujeres, y e) hacer del conocimiento público el motivo de la alerta de violencia de género contra las mujeres, y la zona territorial que abarcan las medidas a implementar.

			La Secretaría de Gobernación declarará la Alerta de Violencia de Género y notificará la declaratoria al Poder Ejecutivo de la entidad federativa (art. 25) correspondiente. Se establece que, ante la violencia feminicida, el Estado mexicano deberá resarcir el daño conforme a los parámetros que el derecho internacional de los derechos humanos decreta. Se considerará como reparación: a) el derecho a la justicia pronta, expedita e imparcial, es decir, se deben investigar las violaciones a los derechos de las mujeres y sancionar a los responsables; b) la rehabilitación: se debe garantizar la prestación de servicios jurídicos, médicos y psicológicos especializados y gratuitos para la recuperación de las víctimas directas o indirectas, y c) la satisfacción consistente en las medidas que buscan una reparación orientada a la prevención de violaciones. Entre las medidas a adoptar se encuentran: la aceptación por parte del Estado de su responsabilidad ante el daño causado y su compromiso de repararlo; la investigación y sanción de los actos de autoridades omisas o negligentes que llevaron la violación de los derechos humanos de las víctimas y a la impunidad; el diseño e instrumentación de políticas públicas que eviten la comisión de delitos contra las mujeres, la verificación de los hechos y la publicidad de la verdad.

			Con base en la lgamvlv, la avg puede ser entendida como un mecanismo y, a su vez, como un lineamiento de actuación para todas aquellas autoridades de los diferentes niveles de gobierno que busquen cumplir con las obligaciones del Estado. En especial con respecto a la salvaguarda, vigilancia y respeto de los derechos de las mujeres a una vida libre de violencia, poniendo atención particular a la violencia más extrema: la violencia feminicida. 

			El título tercero del capítulo uno del reglamento de la lgamvlv hace énfasis en “la alerta de violencia de género y violencia feminicida”. Se indica que la “declaratoria de avg tendrá como finalidad detenerla y erradicarla, a través de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por la Secretaría de Gobernación en el ámbito federal y en coordinación con las entidades federativas y los municipios” (art. 30). Con respecto a la declaratoria de alerta de violencia de género por agravio comparado se especifica que “tendrá como finalidad eliminar las desigualdades producidas por un ordenamiento jurídico o políticas públicas que impidan el reconocimiento o el ejercicio pleno de los derechos humanos de las mujeres protegidos en todos aquellos instrumentos internacionales reconocidos y ratificados por el Estado mexicano, a través de acciones gubernamentales previstas en el artículo 23 de la Ley” (art. 31). 

			Retomando las discusiones en la materia, y con base en la revisión y el cuerpo jurídico de las normatividades, también podemos concluir que la avg es, “en principio, una intervención estatal acotada, focalizada, temporal y coordinada para resolver un problema urgente de violencia feminicida o de un agravio comparado. El argumento central para insistir en considerar estas características es que fortalecen la posibilidad de seguimiento, control y evaluación de las avg” (Pérez Correa, Ríos, Vela Barba y Cejudo, 2016, p. 5).

			Metodología

			En el momento de la realización del estudio, no todos los documentos revisados eran, ni son, de acceso público. Para la revisión de los documentos de las solicitudes de las declaratorias de avg, los informes de los gim y de los ejecutivos estatales fue necesario ingresar una solicitud a través de la Plataforma del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en noviembre del 2017, dirigida tanto al Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) como la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Conavim). Los documentos aquí analizados fueron facilitados por el Inmujeres a la primera autora puesto que, a diferencia de Conavim, la institución puso a disposición la información en versión digital en discos compactos, lo que facilitó el trabajo y disminuyó el costo de acceso. 1 

			En algunos casos, las organizaciones solicitantes compartieron sus documentos, que nos sirvieron de referencia. Pero los datos cualitativos y cuantitativos aquí sistematizados corresponden a los archivos oficiales obtenidos, unos de la página web de Inmujeres; otros, mediante solicitudes de información pública. Dada la temporalidad de la investigación que sirve como insumo a este capítulo, el periodo analizado es 2015-2017. 

			Con base en la revisión de todos los archivos y documentos, la tabla 4.1 presenta los documentos disponibles para el análisis. Al decir disponibles nos referimos a que tuvimos acceso a ellos, y no que sean públicos. En resumen, contamos con 43 solicitudes de 28 entidades (hay entidades con más de tres solicitudes, como es el caso de Puebla), 23 informes de gim, 16 informes de ejecutivos estatales (aunque no todos en respuesta al gim, como el caso de Chiapas), 18 dictámenes, 12 declaratorias procedentes (13 en total, si contamos las dos declaratorias de Veracruz) y 7 declaratorias no procedentes; en adición a 7 solicitudes que se encuentran en procedimiento y una más, en el caso de Hidalgo, cuyo estatus en ese momento, no quedaba claro. 2 

			En la tabla 4.1 se señalan en la última columna las entidades federativas en las que se han declarado avg. Lo anterior no quiere decir que todas las solicitudes ingresadas por las organizaciones ya hayan terminado en declaratoria. Es posible que otras solicitudes de declaratorias de la misma entidad estén en procedimiento, o que se haya declarado una nueva alerta, como en el caso de Veracruz, por agravio comparado. Asimismo, en esa misma columna están las entidades donde las solicitudes avg fueron declaradas no procedentes. Sin embargo, debido a las nuevas solicitudes, como en el caso de Puebla, en noviembre de 2017, es posible que también algunas se encuentren en proceso. Las fechas de ingreso de las solicitudes y las organizaciones que las promovieron se encuentran en el anexo 4.1. 

			El Estado de México fue la primera entidad en que se ingresó una solicitud, en diciembre de 2010, mientras que la última solicitud ingresada, en noviembre de 2017 corresponde a Puebla, la cual estaba en proceso al momento de realizar esta investigación. Cada documento referenciado en la tabla 4.1 fue leído por las autoras y una asistente de investigación. Se realizó un análisis de contenido temático de cada documento (Braun y Clarke, 2006). De la lectura minuciosa de los documentos se identificaron diversas categorías y contextos en que se menciona a la población indígena en general, y a las mujeres indígenas en particular. Los resultados se presentarán en función de los documentos en los cuales se agrupan las distintas entidades federativas de acuerdo con la visibilidad otorgada a la población indígena.

			Tabla 4.1
Documentos disponibles de las entidades solicitantes 
de la declaratoria de avg (2015-2017)

		
			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad 
federativa

						
							
							Solicitud

						
							
							Informe gim

						
							
							Informe/s Ejecutivo Estatal

						
							
							Dictamen

						
							
							Procedencia declaratoria avg

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No 1

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí 2

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Colima

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Durango

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							Sí

						
							
							
							
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí  3

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No 3

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Puebla 4

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No procedente

						
					

					
							
							Veracruz 5

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							Sí

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							En proceso

						
							
							En proceso

						
					

				
			

		

		
			 1	El 11 de diciembre de 2015, mediante el oficio djna/119/2015, el Gobierno del Estado de Baja California remitió a la Conavim la información que, en su opinión, sustentaba la implementación de las conclusiones y propuestas del informe. No contamos con dicho informe.

			 2	No es el informe reportado de las acciones implementadas con base a las recomendaciones del gim, es un reporte que hace la entidad al gim.

			 3	No hay datos disponibles.

			 4	Una de sus solicitudes se encuentra en procedimiento.

			 5	Varias solicitudes y tiene dos declaratorias.

			Fuente: Elaboración propia.

		

			Las solicitudes de declaratoria de Alerta de Violencia de Género

			Las nueve categorías o contextos en los que se menciona a la población y mujeres indígenas en las solicitudes de declaratoria de avg son: 1) problemática y descripción de los casos de feminicidios y otras formas de violencia que experimentan las mujeres indígenas; 2) magnitud de la problemática; 3) interseccionalidad y vulnerabilidad de las mujeres indígenas; 3) antecedentes; 4) descripción de la composición étnica del estado; 5) personas agresoras pertenecientes a una etnia indígena; 6) referencias a investigaciones realizadas por organizaciones de la sociedad civil (osc); 7) acciones u omisiones realizadas por el estado vinculadas a grupos indígenas; 8) formas concretas de violencia experimentada por mujeres y niñas indígenas, y 9) banco estatal de datos sobre violencia contra mujeres y omisiones respecto la población indígena. El contexto de estas menciones en las solicitudes de avg se examina en la tabla 4.2. 

			En ninguna de las 22 entidades de las 28 que tienen registradas solicitudes de avg, las osc no hacen ninguna mención sobre mujeres indígenas. Esto indica que no se visibilizan las situaciones particulares que pudieran estar viviendo las mujeres indígenas y, en este sentido, se tiende a generalizar la situación de las mujeres sin tener en cuenta la pluralidad étnica del país. Muy pocas osc en su solicitud hacen referencia a adolescentes, adultas mayores y mujeres indígenas con discapacidad. Podemos plantearnos tres hipótesis para esta ausencia de las mujeres y niñas indígenas en las solicitudes: a) que las organizaciones civiles no tienen acceso a esos datos procedentes de registros administrativos porque no existen o no están disponibles —como se puede constatar en el capítulo noveno de este mismo libro, que aborda la disponibilidad de registros administrativos—; b) que se esencializa la categoría mujer, o c) que no existen ejercicios de registros autónomos por parte de las propias organizaciones solicitantes que busquen sistematizar la situación de violencia extrema que viven las mujeres indígenas. 

			Pudimos identificar tres grupos de solicitudes o entidades federativas: de atracción de migración interna de población indígena, entidades con asentamientos de Pueblos Indígenas y entidades federativas con población indígena dispersa en las que se invisibiliza a las mujeres indígenas. 

			El primer grupo corresponde a las solicitudes de entidades catalogadas como zonas de atracción para la migración interna, como Nuevo León, Baja California, Ciudad de México y Puebla. En estos estados se sabe poco o nada sobre las violencias en contra de las mujeres indígenas y cómo afrontan su situación. Si bien los datos reportados sobre violencia feminicida ofrecen un panorama general sobre la edad de las víctimas, el lugar de hallazgo de los cuerpos y la relación con el victimario, indican poco o nada sobre si la víctima pertenece a algún pueblo indígena, si hablaba una lengua indígena, su actividad económica, si había denunciado alguna agresión previamente, o si era una persona desplazada por conflictos políticos-territoriales o por despojo de sus recursos en su lugar de origen. 

			El segundo grupo de entidades está conformado por aquellas con asentamientos de Pueblos Indígenas en mayor proporción como: Oaxaca, Guerrero, Veracruz, Yucatán, Chiapas, Tabasco, Campeche, Morelos, Michoacán, Hidalgo, San Luis Potosí, Nayarit, Jalisco, Sonora, Sinaloa, Puebla, Quintana Roo y Chihuahua. Al igual que sucede en el primer grupo, las organizaciones solicitantes tampoco visibilizan cómo las mujeres indígenas (niñas, adolescentes, adultas y con discapacidad) están afrontando la violencia feminicida. Muy pocas solicitudes integraron y problematizaron la situación de las mujeres indígenas. Las excepciones las constituyen los estados de Campeche y Chiapas. 

			Campeche constituye una excepción porque se solicitó exprofeso una solicitud de avg contra las mujeres indígenas por violencia física en municipios con población indígena. Como se aprecia en el siguiente fragmento de la solicitud, el objetivo de la avg es detener la violencia física contra mujeres indígenas mayas o rurales y que se eliminen las conductas de represión, exclusión, discriminación y burla de las que son objeto. Se menciona específicamente la violencia estructural al interior de las comunidades indígenas, la violencia familiar, de pareja e institucional (esterilizaciones masivas, abusos y maltratos), así como las omisiones de las que son objeto. 

			Solicitar se emita la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género en el Estado de Campeche por violencia física, cometida en contra de las mujeres y en especial de las indígenas y/o mujeres rurales; dicha alerta se solicita en específico en los municipios donde más se concentra la población de mujeres indígenas, que son: Calkiní, Hopelchén y Campeche, pues en ellos reside más de la mitad de mujeres indígenas del Estado de Campeche (59.9 %), así como en los municipios donde las mujeres residen en localidades rurales, que son Candelaria y Calakmul, cuyo porcentaje de población que reside en localidades rurales supera el 93 %; en Escárcega y Hapelchén dos terceras partes viven en localidades de este tipo, mientras que en Champotón y Hecelchakán prácticamente la mitad de esta población reside en localidades rurales. (Solicitud avg Campeche)

			En el estado de Chiapas, por su parte, aunque no se hace referencia específica a mujeres indígenas, se indica que la solicitud de avg radica en la violencia sistemática en contra de las mujeres, mencionando específicamente regiones con alta concentración de población indígena: Altos-Tsotsil-Tseltal, Soconusco; Selva Lacandona, Meseta Comiteca-Tojolabal, Sierra-Mariscal, Istmo-Costa; Tulija-Tseltal-Chol, Norte, Maya de Chiapas y metropolitana. 

			En el caso concreto del estado de Nayarit destaca que, en la solicitud de avg, se considera que el incesto y la violencia familiar son constitutivas de “los usos y costumbres”, es decir, de las normas internas que rigen la comunidad (figura 4.1). Esta apreciación no es correcta, ya que no debe confundirse la prevalencia o extensión de un determinado fenómeno, con que sean prácticas constitutivas de la forma en que se rige una determinada comunidad. 

			Figura 4.1
Extracto de la solicitud de avg de Nayarit
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			Como se aprecia en la tabla 4.2, dentro de la reducida consideración de la problemática de las violencias en contra de las mujeres indígenas, cuando estas se visibilizan es para describir la problemática concreta que las afecta (ver primera columna). Destaca que hasta 2017, no obstante, las solicitudes de avg en estados con alta concentración de población indígena como Guerrero, Puebla y Yucatán 3 no visibilizaban a las mujeres indígenas. En solo cuatro entidades federativas las solicitudes de avg referencian la especial vulnerabilidad de las mujeres indígenas al interactuar (como postula la perspectiva interseccional) el género con la etnia: Campeche, Chiapas, Estado de México y Quintana Roo. 

			Ser mujer, ser pobre, ser indígena, son condiciones que dificultan el acceso a la justicia y que contribuyen a la enorme desigualdad social que ha naturalizado prácticas discriminatorias contra las niñas, prácticas que se naturalizan y que influyen en la vida de las mujeres para mirarse a sí mismas como el exterior les dice, para influir en la percepción de sí mismas. (Solicitud avg Campeche)

			Como se muestra en la tabla 4.3, encontramos 180 menciones a la población indígena en las 43 solicitudes de las 28 entidades solicitantes. De esas menciones, 140 se encuentran en la solicitud de Campeche —está centrada en la violencia física que padecen mujeres indígenas o rurales—, seguida de Chiapas y Oaxaca, con 16 y 9 menciones respectivamente. Solo las osc de Campeche y Chiapas expusieron en sus solicitudes la situación particular que viven las mujeres indígenas. 

			En el rubro “otras menciones”, se agruparon las siguientes categorías: pueblo indígena, comunidad indígena, indígena, autoridades indígenas y otros. La mayoría de “otras menciones” están relacionadas con la identificación de situaciones que viven las mujeres durante el acceso a la justicia con las autoridades indígenas, así como las condiciones de vida de las mujeres en sus comunidades. En algunos casos se identificaron la ausencia o presencia de intérpretes traductores de lenguas indígenas y su vinculación con la falta de acceso a la justicia. Asimismo, también se hace mención sobre los conflictos sociales que afectan directamente a las mujeres como pueden ser los derivados del despojo de tierras, actuación de paramilitares, narcotráfico o conflictos entre comunidades. Esta contextualización solo se encuentra de manera explícita en la solicitud de Chiapas. Lo anterior sugiere que otras solicitudes no vinculan los feminicidios con los conflictos sociales, políticos, territoriales y megaproyectos. La solicitud de avg de Chiapas sirve para ejemplificar este caso: 

			Tabla 4.2
Menciones a población indígena en la solicitud 
de Alerta de Violencia de Género (2015-2017)

		
			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Problemática 
y casos de 
mujeres 
indígenas

						
							
							Magnitud 
de la
 problemática

						
							
							Interseccionalidad y
 vulnerabilidad 
mujeres indígenas

						
							
							Antecedentes

						
							
							Información 
étnica 
del estado

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							X

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							X

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Estado de México

						
							
							
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Nuevo León 

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							X

						
							
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sonora

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Veracruz

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
							
							
					

				
			

		

			Tabla 4.2 (continuación)
Menciones a población indígena en la solicitud 
de Alerta de Violencia de Género (2015-2017)

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Personas 
agresoras
 indígenas

						
							
							Investigación 
realizada 
por OSC

						
							
							Acciones u 
omisiones 
por el Estado

						
							
							Solicitud 
centrada mujeres 
indígenas o 
rurales

						
							
							Formas 
concretas 
violencia

						
							
							Inexistencia 
banco 
de datos

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							X

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Estado de México

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Nuevo León 

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							
							
							X

						
							
							
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sonora

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Veracruz

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
							
							
							
					

				
			

		

			Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión de los documentos de avg. 

			En ese contexto de guerra contrainsurgente los paramilitares, específicamente por las acciones del grupo Paz y Justicia con el apoyo y complicidad del gobierno priista, generaron en los municipios de Tila, Tumbalá, Sabanilla, Yajalón, y Salto del Agua, compuestos mayoritariamente por indígenas Chol, 85 ejecuciones extrajudiciales, 37 desapariciones forzadas, desplazamiento de más de 10 000 personas entre 1995 y 2000. […] En la región de Los Altos, el ejemplo más trascendental de violencia feminicida e impunidad son los hechos de la Masacre de Acteal (Chenalhó, Chiapas), que en 1997 fue perpetrada por un grupo de paramilitares con la aquiescencia del Estado. De las 45 víctimas, 33 eran mujeres, cuatro de ellas estaban embarazadas, quienes fueron víctimas de agresiones y mutilaciones crueles. (Solicitud avg Chiapas)

			Finalmente, en el tercer grupo de entidades se encuentran aquellas con población indígena nativa en menor proporción y migrantes indígenas de otras entidades. En las solicitudes de avg no se refleja la situación étnica de las víctimas. Eso significa que no podemos tener claridad sobre si las víctimas de los feminicidios, eventualmente, pudieran pertenecer a uno de los Pueblos Indígenas de la entidad o, en su caso, pudieran ser migrantes. Esta ausencia de información puede estar vinculada con la falta de datos que invisibilizan la condición étnica, etaria y de discapacidad de las víctimas, así como de las posibles condiciones de migración, sobre todo si se considera que son entidades con población indígena dispersa, pero que al mismo tiempo son lugares de atracción laboral de las personas procedentes de entidades del sur del país. 

			Análisis de los informes de los grupos de trabajo interinstitucional multidisciplinarios 

			En los informes de los gim es posible examinar la forma en que se (in)visibiliza y problematiza la violencia de género perpetrada contra las mujeres indígenas en distintos grupos etarios y situaciones de discapacidad. Asimismo, se puede observar, en caso de presentarse, el tipo de recomendaciones de atención pertinentes que deberían de asumir y desarrollar los ejecutivos estatales. Hasta diciembre de 2017, solo 23 de las 28 entidades en que se había solicitado una avg contaban con el informe final del gim. Con excepción de Guanajuato, en todos estos informes se menciona alguna vez a la población, los Pueblos o las mujeres indígenas. Como se aprecia en la figura 4.2, en total se realizaron 315 menciones, en los que sobresalen cinco entidades federativas: Baja California, Campeche, Chiapas, Oaxaca y Veracruz. En comparación con las solicitudes de avg, donde la tendencia generalizada es hacia la invisibilización, en el 95 % de los informes revisados del gim se presenta al menos una mención a las mujeres o la población indígena. Mientras que en las solicitudes existe un evidente vacío, en los informes la tendencia cambia al realizarse mayores referencias sobre las categorías examinadas. 

			Se identificaron nueve contextos en los que en los informes del gim se hace referencia a la problemática de las mujeres y niñas indígenas: 1) cuando se hace alusión de la solicitud de avg; 2) cuando se recurre a información presentada por el ejecutivo local sobre la solicitud de avg; 3) información que visibiliza la pluralidad étnica del estado; 4) formas en que la violencia de género afecta a las mujeres indígenas; 5) investigaciones realizadas por el gim; 6) reconocimiento de la vulnerabilidad de las mujeres indígenas desde una perspectiva interseccional; 7) magnitud del problema con respecto a mujeres indígenas; 8) recomendaciones del gim sobre acciones a emprender, y 9) referencias a la legislación vinculadas con reconocimiento de derechos para población indígena. Como se aprecia en la tabla 4.4, estas categorías aparecen de forma heterogénea en las distintas entidades federativas. 

			Los contextos en que aparecen nombradas las mujeres indígenas, Pueblos y población indígena, se centran en mayor medida en proporcionar información que busca visibilizar la pluralidad étnica del estado. Esta categoría se encuentra dentro de la retórica de la caracterización sociodemográfica del estado, tal y como se muestra en el siguiente fragmento del informe del gim de Tabasco, pero no tiene mayor relevancia debido a que, en muchas ocasiones, no se hace referencia específica a la problemática de violencia de género que viven las mujeres indígenas: 

			Tabla 4.3
Menciones por categorías y por entidades en el cuerpo 
de las solicitudes para la declaratoria de avg

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Mujeres

						
							
							Niñas

						
							
							Jóvenes

						
							
							Adultas mayores

						
							
							Mujeres con 
discapacidad

						
							
							Otras menciones indígenas

						
							
							Total

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							
							
							
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							120

						
							
							
							
							
							
							20

						
							
							140

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							6

						
							
							1

						
							
							
							
							
							9

						
							
							16

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
							
							
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							
							
							
							
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							
							
							
							
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							
							
							
							
							
							2

						
							
							2

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							3

						
							
							
							
							
							
							6

						
							
							9

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							
							
							
							
							 

						
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							2

						
							
							
							
							
							
							1

						
							
							3

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Sonora

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							
							
							
							
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							
							
							
							
							
							3

						
							
							3

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							
							
							
							
							2

						
							
							2

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Total

						
							
							131

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							42

						
							
							180

						
					

				
			

		

			Fuente: Elaboración propia a partir de los documentos de las avg.

			Es un estado predominantemente católico, en el 2010, el 65 % de la población profesaba la religión católica. En lo que respecta a su composición indígena, un total de 60 526 personas mayores de cinco años hablan alguna lengua indígena, las más representativas son el chontal (37 072), chol (13 840), tzail (2 849) y tzozil (1 379); lo que significa que el 3 % de la población total del estado.

			En segunda instancia destacan las menciones referidas a la información presentada por el ejecutivo estatal sobre la solicitud de avg, además de la propia investigación realizada por el gim para evaluar la procedencia o no de la avg. Solo en 9 de los 24 estados se presenta información específica sobre las formas de violencia de género que aquejan a las mujeres indígenas. Únicamente en Michoacán, Oaxaca y Sonora se incluye información específica sobre casos de violencia de género que afectan a mujeres indígenas. Adicionalmente, en otros tres estados (Baja California, Nayarit y Nuevo León) se presentan datos específicos sobre la magnitud del problema en estas poblaciones. Lo anterior se ejemplifica con el informe del gim de Nayarit:

			En Nayarit los índices de violencia de género más altos se dan precisamente en las zonas indígenas (región serrana). Según datos de un diagnóstico realizado en Nayarit entre mujeres de 15 a 65 años, el 58 % de las encuestadas acepta haber sido víctima de violencia alguna vez en su vida. Si se ven los entornos violentos según la región, se aprecia que las mujeres que viven en la Sierra son las más violentadas con el 65 %. Por otra parte, el 60 % de las mujeres en general manifestó que sufrió algún tipo de violencia en su infancia. En la región serrana correspondió al 65 por ciento.

			Como se aprecia en la tabla 4.4, son pocos los informes del gim que contemplan la mayor vulnerabilidad de las mujeres indígenas en comparación con las no indígenas. En la mayoría de entidades donde se reconoce la vulnerabilidad desde la interseccionalidad cuentan con población indígena nativa. Además, también existen casos como el de Baja California, caracterizada por contar con población indígena migrante.

			Figura 4.2
Total de menciones a población, Pueblos o mujeres indígenas 
por entidad en los informes disponibles del gim (n= 315)

			
				
					[image: ]
				

			

					Fuente: Elaboración propia a partir de las solicitudes de información. 

			Una de las constantes en todos los informes de los gim es la ausencia de datos con respecto a personas de la tercera edad, niñas, mujeres con discapacidad y jóvenes de origen indígena. Este vacío evidencia la tendencia a la invisibilización de estos grupos etarios, pues al no contar con dicha información, estaríamos inclinados a pensar que no padecen violencia de género. Como se aprecia en la tabla 4.5, en los informes prevalece un mayor número de menciones sobre mujeres indígenas, además de otras. Esporádicamente son mencionadas las adolescentes y niñas indígenas. 

			El vacío en la columna de niñas, adultas mayores y mujeres con discapacidad puede obedecer a varios aspectos; entre ellos que, metodológicamente, se hace un abordaje estandarizado para la realización de los diagnósticos en las entidades solicitantes. Por otro lado, las conceptualizaciones de los integrantes del grupo de trabajo pueden determinar en gran medida el perfil de los diagnósticos. El otro aspecto es que, efectivamente no existan casos de violencia. Sin embargo, la ausencia de datos no implica que el fenómeno no se produzca. 

			En general, existen tres grandes grupos de informes: a) Informes de entidades que cuenta con población nativa y migrante y del que sí se hace mención, particularmente sobre la situación contextual de las comunidades indígenas y de las mujeres indígenas, además de que se emiten recomendaciones precisas para su atención; b) informes de entidades que cuentan con Pueblos Indígenas, así como de personas indígenas en situación de migración, de los que sí hacen mención, particularmente sobre algunos datos estadísticos de las comunidades y personas indígenas, pero no se problematiza la situación que viven las mujeres indígenas particularmente, ni tampoco existen recomendaciones (Puebla, Tlaxcala y Nuevo León) y entidades con población indígena migrante o nativa de la que no se hace ni una referencia (Guanajuato). Finalmente, c) Los informes de las entidades del sur del país que enfatizan la situación de racismo, discriminación y marginación en la que viven las mujeres indígenas y sus comunidades, así como su cruce con los conflictos sociales, territoriales, y por el alto grado de violencia causado por las actividades delictivas y de actividades extractivas en los territorios indígenas. Las entidades con población migrante denuncian casos de violencia y discriminación por la ausencia de política de atención culturalmente adecuada.

			Como sucedió en la solicitud de avg de Nayarit, en la cual la institución solicitante sostenía que el abuso sexual era parte de los usos y costumbres, en el caso concreto del estado de Veracruz, el informe del gim reproduce estereotipos y creencias no fundamentadas sobre la situación que viven las mujeres y niñas indígenas, al indicar que en la cultura totonaca existe “permisividad” hacia el incesto: 

			Tabla 4.4
Referencias a mujeres y niñas indígenas, Pueblos Indígenas e indígenas 
por entidad federativa en los informes del grupo gim (2015-2017)

		
			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Ecos 
de la 
solicitud 
de avg

						
							
							Información
 presentada 
por el gobierno 
sobre solicitud 
de avg

						
							
							Información 
que visibiliza la
 pluralidad étnica 
del estado 

						
							
							Formas de 
violencia de 
género contra 
las mujeres

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
							
					

					
							
							Estado de México

						
							
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							
							
							X

						
							
					

					
							
							Nuevo León 

						
							
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							
							
							X

						
							
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							
							X

						
							
							
							X

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
							
					

				
			

		

			Tabla 4.4 (continuación)
Referencias a mujeres y niñas indígenas, Pueblos Indígenas e indígenas 
por entidad federativa en los informes del grupo gim (2015-2017)


		
			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Investigación
 Realizada por 
el gim

						
							
							Reconocimiento 
a la 
Interseccionalidad y 
la vulnerabilidad 
de mujer indígena

						
							
							Visibilización 
del problema y
 casos de mujeres 
indígenas

						
							
							Magnitud 

							del problema

						
							
							Referencias 
legislación 

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Estado de México

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
							X

						
							
					

					
							
							Nuevo León 

						
							
							
							
							
							X

						
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							
							X

						
							
							
							
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Sonora

						
							
							X

						
							
							
							X

						
							
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Veracruz

						
							
							X

						
							
							
							
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
							
							
					

				
			

		

		
			Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de los informes de los gim.

		


		
			Tabla 4.5
Menciones de niñas indígenas, adolescentes y mujeres 
con discapacidad indígenas en los informes del gim (2015-2017)

		

		
			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Adolescentes

						
							
							Niña/s

						
							
							Mujeres
con discapacidad

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Durango

						
							
							
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Nuevo León 

						
							
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							
							X

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							X

						
							
							X

						
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							
							X

						
							
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							
							
					

				
			

		

		
			Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de los informes de los gim.

		

			Son 47 los municipios de la entidad considerados como indígenas por la citada Comisión (cdi). Estos municipios son indicados como de alta y muy alta marginación, lo cual redunda en las posibilidades de desarrollo de las mujeres indígenas, aún más si se considera que 65.6% de la población no hablante de español en el estado son mujeres. Esto limita seriamente sus posibilidades de movilidad, escolaridad y acceso al empleo y a la justicia. Igualmente, es preciso tener en cuenta ciertos rasgos de los grupos étnicos, sobre todo en el norte, donde se asienta la cultura totonaca, la cual se ha caracterizado por una permisividad hacia el incesto principalmente en la zona de la costa, lo que coloca a las niñas y adolescentes en riesgo de sufrir abusos de índole sexual. 4

			No todas las menciones, tanto de los informes como en las solicitudes, desembocan en al menos en una recomendación o propuesta de acciones dirigidas para la atención a la población de mujeres indígenas de las diversas entidades. Las recomendaciones frecuentes para la atención a la población de las mujeres indígenas giran en torno a que las víctimas deben de contar con traductores/as certificados. Los informes del gim no dedican capítulos específicos sobre la situación de las mujeres indígenas. Esto constituye un vacío que hace que las propuestas o las recomendaciones con respecto a la atención de las mujeres indígenas sean débiles, a excepción de aquellas que cuentan con capítulos específicos sobre mujeres indígenas, como los informes del gim de Guerrero y Campeche. En casi todos los informes se observan recomendaciones generales sobre “realizar las acciones con perspectiva intercultural”, mas no existe un programa especial que impulse la perspectiva intercultural de manera transversal a todas las instituciones.

			

			Las recomendaciones del gim, las acciones del ejecutivo estatal y los dictámenes de cumplimiento

			En los informes de los ejecutivos, aunque se contempla en mayor medida a las mujeres indígenas, existe una invisibilización generalizada de las jóvenes, niñas, adultas mayores y mujeres con discapacidad (indígenas). Cuando se menciona a las jóvenes indígenas, solo es para hacer referencia al embarazo adolescente. Esto deriva en que no se cuente con datos suficientes que puedan facilitar el desarrollo de políticas públicas dirigidas, diferenciadas y con pertinencia cultural. Asimismo, esta ausencia de datos, que no habrían sido proporcionados por los gobiernos, está probablemente asociada a las escasas menciones indígenas en las solicitudes de las declaratorias. 

			En los informes de los gim no necesariamente se hicieron recomendaciones para diseños de programas integrales para la atención y prevención de la violencia en contra de las mujeres y niñas indígenas en diferentes contextos de violencia. Algunos informes, como el del Estado de México, tienen recomendaciones muy generales, pero visibilizándolas, para la atención a las mujeres indígenas:

			Aunado a los casos de violencia cometidos en ámbitos de convivencia entre la víctima y la persona agresora, existe un alto porcentaje de mujeres que han sufrido violencia en el ámbito comunitario, lo que podría ser un indicativo de la permisividad social de la violencia contra las mujeres que existe en la entidad y de una cultura arraigada que tolera las agresiones en espacios públicos (ix conclusión). Por ello se recomienda basar programas en respeto e igualdad de género, pasando por el origen étnico, derechos humanos y grupos indígenas, haciendo énfasis en mujeres y niñas indígenas. (gim Estado de México)

			En las conclusiones y recomendaciones de los gim, que se refieren específicamente a mujeres indígenas, se recomienda el diseño e implementación de políticas públicas de prevención (centradas en campañas) y de atención (en instancias de procuración de justicia y salud) con perspectiva intercultural. Este es el caso de Guerrero:

			Se conmina al gobierno de la entidad a que se desarrolle una política de estado integral y de largo plazo en materia de comunicación social con perspectiva de género, enfoque de derechos humanos, intercultural y diferencial. (vii conclusión, gim Guerrero)

			Diseñar mecanismos de articulación entre distintas agencias ministeriales que atiendan a mujeres víctimas de violencia, prevengan e investiguen los casos con un enfoque de derechos humanos, género y multicultural. (v conclusión, gim Guerrero)

			Entre los resolutivos que especifican la atención a la violencia contra las mujeres, se emiten más recomendaciones que parten de la generalidad, como el de “atender con medidas específicas la violencia en contra de las mujeres indígenas” para cambios socioculturales. De igual manera, destacan los problemas de accesibilidad a los servicios de atención, ya que cuando lo logran, acceden a servicios no especializados y sin intérpretes. Esto se puede apreciar en los siguientes fragmentos de los informes gim de cuatro entidades federativas:

			El grupo de trabajo observó la inexistencia de especialización en las instancias de procuración de justicia, lo que repercute en la atención de casos de feminicidios y desapariciones de mujeres, entre otros delitos, en la prevención e investigación de la violencia de género, así como la sanción de sus responsables (v conclusión). Se recomienda, “crear en el estado de Sonora y en particular en Cajeme (municipio con población indígena), agencias especializadas en los delitos de feminicidio y desaparición de mujeres, así como tener Agencias especializadas separadas que investiguen los delitos contra la libertad y seguridad sexual de las personas, y la violencia familiar”. (gim Sonora)

			A las mujeres víctimas de violencia no se les está brindando de manera consistente la atención y acompañamiento psicológico para superar los efectos en la salud mental provocados por la violencia; sobre todo, en zonas rurales y comunidades indígenas (x conclusión). Para ello, se recomienda que “el estado deberá generar los mecanismos necesarios y suficientes para que este programa asegure el servicio de atención psicológica a víctimas y reeducación de agresores, el cual se acerque a las comunidades más alejadas geográficamente, a través de la modalidad itinerante y periódica, de tal modo que sea accesible a la población de las comunidades más distantes”. (gim Campeche)

			Las instancias gubernamentales no cuentan con la estructura ni el personal adecuado para atender las necesidades específicas de las niñas y mujeres indígenas. Específicamente, llama la atención de la falta de intérpretes en lenguas indígenas. (i conclusión, gim Chiapas)

			Las instancias gubernamentales no cuentan con la estructura ni el personal adecuado para atender las necesidades específicas de las niñas y mujeres indígenas. Específicamente, llama la atención la falta de intérpretes en lenguas indígenas. (viii conclusión, gim Guerrero)

			Otras recomendaciones giran en torno a “las campañas de alerta de género y violencia de género con información accesible e intercultural”. Todas las propuestas, ya sean para medidas de prevención, acceso a la justicia y otros, van en el mismo sentido de la atención con perspectiva intercultural. 

			El gobierno del estado de Guerrero deberá diseñar un programa de trabajo multiculturalidad e interculturalidad para la aplicación de las medidas de prevención y las medidas de justicia y reparo. (gim Guerrero)

			[Se recomiendan] Campañas de prevención de violencia contra la mujer enfocadas en grupos vulnerables [pertenecientes a la comunidad lgttbi, indígenas, migrantes, jornaleras, obreras de la maquila, trabajadoras sexuales], haciendo valer sus derechos humanos e interculturalidad. (xiii conclusión, gim Baja California)

			“Existe la necesidad de estructurar los esfuerzos por promocionar los derechos de las mujeres en todas las instituciones encargadas de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, con perspectiva de género, empleando lenguaje incluyente y traduciéndolo a las lenguas indígenas que sean más comunes en la entidad y sus municipios” (vi conclusión). Para ello se recomienda “llevar a cabo campañas de prevención de la violencia contra las mujeres, focalizadas a los grupos en situación de vulnerabilidad ya mencionados, con un enfoque de derechos humanos e interculturalidad”. (gim Campeche) 

			Figura 4.3
Ilustración del informe gim 2015 de Colima
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					Fuente: Informe del estado de Colima para atender propuestas emitidas por el grupo de trabajo relativas a la solicitud de Alerta de Violencia de Género (2015).

			Las conclusiones y recomendaciones de los gim también contemplan la violencia institucional ejercida por el Estado, sobre todo por parte del personal de salud. Por este motivo, en muchas entidades se contempla su capacitación desde una perspectiva intercultural para prevenir la violencia obstétrica y la discriminación de la que son objeto las mujeres indígenas. A la par, el personal de salud es considerado como clave para la prevención de la violencia en contra de las mujeres indígenas, por lo que se recomienda incidir más en su capacitación. Esto se puede apreciar en los siguientes informes de Sonora y Campeche: 

			Por ello, los servicios de salud son idóneos para la detección y tratamiento oportuno de la violencia. México cuenta para ello con la nom-046 de observancia obligatoria. Durante las visitas in situ se documentó que el personal no se encuentra adecuadamente capacitado para el cumplimiento de la nom referida, ya que no realiza detecciones ni referencias oportunas a los servicios especializados para este fin (vii conclusión). Para ello se recomienda “realizar programas de capacitación en la aplicación de la nom-046, en materia de derechos humanos y no discriminación, con un enfoque de género e interculturalidad”. (gim Sonora)

			El grupo de trabajo considera que se debe garantizar que las niñas y mujeres indígenas y sus familias, así como aquellas niñas, adolescentes y mujeres en condiciones de analfabetismo, pobreza o marginación social, puedan efectivamente gozar del respeto de sus derechos al momento de acudir a las instancias de salud locales, especialmente, en caso de emergencia obstétrica. (gim Campeche)

			En las declaratorias, al igual que en los informes del gim, se enfatiza mucho la perspectiva intercultural o multicultural, pero nunca se hace referencia a la necesidad de desarrollar lineamientos o protocolos para la implementación de políticas o acciones con perspectiva intercultural o multicultural. El análisis detallado sugiere que esta se reduce, por un lado, en la capacitación de intérpretes traductores. En sí mismo esto no significa una garantía de que las mujeres víctimas contarán con el apoyo de un traductor, traductora o intérprete. Por otro lado, la perspectiva interseccional en la prevención pareciera limitarse a campañas traducidas en distintas lenguas indígenas, o en poner imágenes alusivas a los pueblos y comunidades indígenas. Este es el caso de Colima, cuyo ejecutivo reportó la siguiente imagen:

			En algunos estados como Colima, Nuevo León, Sinaloa, y San Luis Potosí no se hace ninguna recomendación específica para la atención a la población indígena. Sin embargo, en este último estado los dos últimos municipios en que se solicita, y se declara, la avg cuentan con una importante población indígena. 5 

			Las recomendaciones de acciones para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres deben, según el gim, implementarse desde el gobierno estatal. En general, no se otorga ningún tipo de responsabilidad ni protagonismo a las comunidades indígenas. La excepción la constituyen los estados de Chiapas y de Oaxaca. En Chiapas se especifica que es necesario implementar medidas y diseñar estrategias al interior de las comunidades para atender la violencia contra las mujeres indígenas, luego de establecer un diálogo con las autoridades tradicionales. En Oaxaca, por su parte, se recomienda la participación de las mujeres indígenas para diseñar estrategias de prevención desde sus cosmovisiones:

			Se observó que la violencia contra las mujeres que se presenta al interior de las comunidades indígenas es naturalizada so pretexto del respeto de sus usos y costumbres (i conclusión). Para ello se recomienda, diseñar una estrategia transversal de prevención de la violencia contra las mujeres y niñas al interior de las comunidades indígenas que tenga como objetivo transformar los patrones culturales que producen y reproducen la violencia. Que quede a cargo del gobierno del estado, esto debe realizarse desde la cosmovisión indígena y partir de un diálogo con las autoridades tradicionales de los pueblos. (gim Chiapas)

			Existe un contexto de invisibilización y falta de atención específica del fenómeno de violencia que sufren las mujeres y niñas indígenas en Oaxaca. A partir de la investigación realizada por el grupo de trabajo, se identificó que el machismo y el sistema patriarcal colocan a las mujeres en una situación de desventaja social y cultural que provoca extrema discriminación, marginación y violencia en su contra (v conclusión). Por ello se recomienda el diseño de estrategias de prevención —elaboradas con la participación de mujeres indígenas y desde sus cosmovisiones— para transformar patrones socioculturales asociados a la violencia. (gim Oaxaca)

			En otros informes de los gim, como en el caso de Guerrero, se contempla el diseño de estrategias de prevención, en las que se debe tener en cuenta la cosmovisión de los Pueblos Indígenas, no obstante, estos no son involucrados directamente en el diseño. 

			A partir de la investigación realizada por el grupo de trabajo, se identificó que el sistema patriarcal que prevalece en la región de La Montaña y el municipio de Ayutla de los Libres coloca a las mujeres en una situación de desventaja social y cultural que provoca extrema discriminación, marginación y violencia en su contra (viii conclusión). Por eso se recomienda “diseñar una estrategia transversal de prevención de violencia contra mujeres indígenas y afromexicanas. Esta se debe realizar teniendo en cuenta la cosmovisión de los Pueblos Indígenas”. (gim Guerrero)

			Las medidas dirigidas a mujeres y Pueblos Indígenas en las alertas de violencia de género procedentes

			En esta sección se examinan las avg de los doce estados en que se declararon para identificar los lineamientos específicos que se establecen para los ejecutivos estatales en materia de prevención, atención, sanción y últimamente prevención de las violencias de género en contra de las mujeres, incluyendo el feminicidio. Una de las primeras valoraciones que emergen del análisis de las avg es la gran similitud entre ellas, en cuanto a las medidas de seguridad, prevención, justicia, reparación y visibilización. A pesar de la heterogeneidad de los estados, pareciera que las necesidades son muy homogéneas en las distintas entidades federativas. En la tabla 4.6 se examinan las medidas específicas para prevenir, atender y sancionar la violencia de género hacia mujeres indígenas.

			En seis entidades federativas (Estado de México, Michoacán, Morelos, Nuevo León y Sinaloa) no existen recomendaciones en la declaratoria de avg para desarrollo de políticas interculturales, o cuando menos propuestas de acciones para la atención a la población de mujeres indígenas. Si bien en los estados de Morelos y de Nuevo León el gim no hizo énfasis en la necesidad de realizar acciones específicas para la población indígena, no fue así en los otros estados. Por ejemplo, en San Luis Potosí, el gim específicamente indicó la necesidad de crear fiscalías especializadas en zonas indígenas, la realización de campañas de comunicación teniendo en cuenta la diversidad lingüística y la capacitación del personal de salud en la nom-046 desde una perspectiva intercultural. En Sinaloa, por su parte, el gim indicó la necesidad de desarrollar programas de prevención y atención que tengan en cuenta la situación especial vulnerabilidad que tienen algunas mujeres (indígenas, migrantes, en pobreza extrema, etc.). 

		
			Tabla 4.6
Medidas de seguridad, prevención, justicia y reparación y visibilización 
de la violencia de género en contra de las mujeres indígenas 
en estados donde se declaró la avg (2015-2017)

		

		
			
				
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Medidas

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Se requieren acciones específicas en los municipios de la región de Los Altos de Chiapas.

						
					

					
							
							Seguridad

						
							
							Publicar y divulgar los alcances de la avg con información accesible e intercultural para la población.

						
					

					
							
							Prevención 

						
							
							Diseñar estrategia educativa intercultural en derechos humanos y perspectiva de género para la transformación de patrones culturales y la prevención de la violencia mediante la identificación, abstención y denuncia.

							Programas capacitación en la nom-046 en materia de derechos humanos, derechos de las usuarias, con enfoque de género, multiculturalidad e interculturalidad dirigidos a prestadores/as de servicios de salud.

							Generar campañas interculturales, permanentes encaminadas a la prevención de la violencia de género a nivel municipal.

							Diseñar estrategia transversal de prevención de la violencia contra las mujeres indígenas al interior de sus comunidades, que tenga como objetivo transformar los patrones socioculturales que producen y reproducen la violencia. Para la construcción de dicha estrategia se debe contar con la participación activa de las mujeres a quienes se dirigirá (en Los Altos de Chiapas).

							Replicar los modelos de redes comunitarias para la prevención y atención de la violencia de género con apoyo de las osc (en Los Altos de Chiapas).

						
					

					
							
							Colima

						
							
					

					
							
							Prevención

						
							
							Programas capacitación en la nom-046 en materia de derechos humanos, derechos de las usuarias, con enfoque de género, multiculturalidad e interculturalidad dirigidos a prestadores/as de servicios de salud.

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
					

					
							
							Visibilización 

						
							
							El gobierno del estado deberá diseñar un programa de trabajo multi e intercultural para dar cumplimiento a lo establecido en esta convocatoria.

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							Establecer acciones específicas para los municipios con predominante población indígena: Del Nayar, Huajicori y La Yesca.

						
					

					
							
							Seguridad

						
							
							Publicar y divulgar en medios de comunicación y lugares estratégicos la naturaleza y los alcances de la avg, mediante esquemas de comunicación accesibles, diseñados con perspectiva de género e interculturalidad.

						
					

					
							
							Prevención

						
							
							En los municipios Del Nayar, Huajicori y La Yesca, se deben llevar a cabo las siguientes acciones específicas: Diseñar una estrategia transversal de prevención de la violencia contra las mujeres indígenas al interior de sus comunidades, que tenga como objetivo transformar los patrones socioculturales que producen y reproducen la violencia. Para la construcción de dicha estrategia se debe contar con la participación activa de las mujeres a quienes se dirigirá.

							En los municipios Del Nayar, Huajicori y La Yesca: Establecer un programa único de sensibilización, formación y profesionalización en materia de derechos humanos de las mujeres, incluyendo a las mujeres indígenas, tomando en consideración las diferencias culturales; dirigido a los/as servidores públicos del gobierno de Nayarit que prevea un adecuado mecanismo de evaluación de resultados. […] Esta medida contempla el fortalecimiento de las herramientas teórico-prácticas de jueces y juezas en materia de perspectiva de género, derechos humanos e interculturalidad.

							Establecer e impulsar una cultura de no violencia contra las mujeres en el sector educativo público y privado. Se deberá diseñar una estrategia de educación en derechos humanos de las mujeres y perspectiva de género e intercultural, que busque la transformación de patrones culturales y la prevención de violencia mediante la identificación y denuncia.

							Crear un programa de atención y reeducación a hombres generadores de violencia con perspectiva de género y un enfoque pluricultural, tomando como base el modelo de la Conavim.

							Diseñar e impulsar redes entre las mujeres trabajadoras del sector privado y público, generando esquemas de incentivos fiscales para asegurar la participación de las mujeres, incluyendo a las mujeres indígenas, en el mercado laboral, así como en los ámbitos económico y social de la entidad federativa.

						
					

					
							
							Justicia 
y reparación

						
							
							Con base en lo establecido por la lgamvlv, se deberán establecer mecanismos de supervisión y sanción a servidores/as públicos que contravengan las reglas y principios que buscan proteger y asegurar los derechos humanos de las mujeres y niñas, incluyendo a las mujeres y niñas indígenas.

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Se requieren acciones específicas para Lázaro Cárdenas.

						
					

					
							
							Seguridad

						
							
							Publicar y divulgar los alcances de la avg con información accesible e intercultural para la población.

						
					

					
							
							Prevención

						
							
							En Lázaro Cárdenas, diseñar una estrategia transversal de prevención de la violencia contra las mujeres indígenas al interior de las comunidades, que tenga por objeto transformar los patrones socioculturales que producen y reproducen la violencia. Para la construcción de dicha estrategia se debe contar con la participación activa de las mujeres a quienes se dirigirá.

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Sin medidas.

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Se requieren acciones específicas para los municipios con población predominantemente indígena para que se atienda la violencia contra las mujeres indígenas en la entidad.

						
					

					
							
							Prevención

						
							
							Diseñar estrategia educativa intercultural en derechos humanos y perspectiva de género para la transformación de patrones culturales y la prevención de la violencia mediante la identificación, abstención y denuncia.

							Programas de capacitación en la nom-046 en materia de derechos humanos, derechos de las usuarias, con enfoque de género, multiculturalidad e interculturalidad dirigido a prestadores/as de servicios de salud.

							Generar campañas interculturales, permanentes encaminadas a la prevención de la violencia de género a nivel municipal.

							Diseñar estrategia transversal de prevención de la violencia contra las mujeres indígenas al interior de sus comunidades, que tenga como objetivo transformar los patrones socioculturales que producen y reproducen la violencia. Para la construcción de dicha estrategia se debe contar con la participación activa de las mujeres a quienes se dirigirá (en municipios indígenas).

							Replicar los modelos de redes comunitarias para la prevención y atención de la violencia de género con apoyo de las osc (en municipios indígenas).

						
					

				
			

		

			Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de las declaratorias de avg.


			Destacan Chiapas, Veracruz y Nayarit como los estados que contemplan una mayor cantidad de medidas específicas. Los tres estados son muy heterogéneos en términos de la presencia de personas que hablan una lengua indígena. De acuerdo con la Encuesta Intercensal de 2015, 28 % de la población de Chiapas, 9.2 % de la población de Veracruz y 5.4 % de la población de Nayarit hablan una lengua indígena. Como se puede apreciar en la tabla 4.6, las medidas de prevención contempladas en las declaratorias de avg en Veracruz y Chiapas son idénticas. La avg más comprehensiva en términos de acciones específicas para población indígena es la de Nayarit, específicamente porque contempla medidas de seguridad, prevención, así como de justicia y reparación. Nayarit es el único estado en que este último rubro está presente para la población indígena. 

			Otras entidades federativas proponen medidas como: en Colima, los programas de capacitación en la nom-046 con enfoque multi e intercultural para prestadores de servicios de salud; en Guerrero, la necesidad de que el gobierno del estado diseñe un programa multi e intercultural para atender la avg; mientras que en Quintana Roo se sugiere publicar el alcance de la avg con información accesible e intercultural, además de diseñar una estrategia de prevención de la violencia en contra de las mujeres indígenas. 

			En las avg destaca el hecho de que solo en cuatro entidades federativas se contemple la participación activa de las mujeres indígenas para el diseño de estrategias transversales de prevención de la violencia al interior de sus comunidades (Chiapas, Nayarit, Quintana Roo y Veracruz). Únicamente el gim de Chiapas había señalado esto como recomendación específica. Este elemento es de relevancia, dado que, de esta forma, la prevención puede estar más acotada a las necesidades de las distintas comunidades y contar con mayor pertinencia cultural. 

			Continuando con la esencialización de la categoría mujer, ninguna declaratoria de avg menciona la atención a las violencias de género específicas que pudieran estar viviendo las jóvenes indígenas, niñas indígenas, adultas y mujeres indígenas con discapacidad. 

			Conclusiones

			Las avg son un mecanismo transitorio para garantizar la seguridad de las mujeres. Sin embargo, como se ha mostrado a lo largo de este capítulo, la categoría mujeres tiende a invisibilizar la diversidad étnica y etaria de las mismas. A partir de la revisión de los distintos documentos generados por el mecanismo de avg, emerge un grupo de estados que manifiesta una alta visibilidad de la problemática de la violencia de género que padecen las mujeres indígenas. Este grupo está conformado por Chiapas, Guerrero, Nayarit, Veracruz, Baja California, Campeche y Oaxaca. Las solicitudes avg de estos estados por lo menos mencionan a las mujeres indígenas, y generalmente tienen denuncias que giran en torno a la discriminación y el racismo. Asimismo, en algunas de ellas se destaca la ausencia de datos de registro de manera desagregada para el monitoreo de atención a la población de las mujeres y niñas indígenas. 

			Dos de las solicitudes versan específicamente sobre la situación de las mujeres indígenas (Campeche y Chiapas). Aun con la mayor visibilización de la problemática de las mujeres indígenas, ninguna prestó especial atención a las violencias de género que viven las niñas indígenas, mujeres adultas indígenas y mujeres indígenas con discapacidad. Asimismo, los datos de feminicidio no se reportan de manera precisa, lo que hace suponer que las condiciones y situaciones particulares que pudieran haber configurado y facilitado el crimen no son consideradas. 

			El número de enunciaciones o referencias de las categorías aquí analizadas aumenta en los informes del gim, lo que por lo general redunda en un mayor compromiso de los ejecutivos estatales para adoptar ciertas acciones para la atención a la población de mujeres y niñas indígenas. Sin embargo, de los informes de los ejecutivos estatales se desprende que no todas las acciones implementadas para la atención a la población de las mujeres y niñas indígenas parten de programas integrales. Más bien, se perciben acciones desarticuladas y sin la participación de instancias rectoras de las políticas públicas interculturales en México.

			Del análisis de las avg, se desprende que existe un vacío en el conocimiento sobre cuál es la dinámica feminicida y de muertes violentas contra las mujeres indígenas. Se sabe que, como otras mujeres, padecen distintas formas de violencia de género. Sin embargo, no conocemos cómo confrontan la violencia feminicida ni cómo se les está atendiendo en las diferentes instituciones gubernamentales, ni desde las autoridades comunitarias de los municipios indígenas o municipios con población indígena significativa. Luego de la detallada revisión de las solicitudes, los reportes de los gim y de las acciones llevadas a cabo por los ejecutivos estatales se concluye que no se dispone de información sobre la pertenencia étnica de las víctimas. Por lo que tampoco existe claridad sobre qué implicaciones tienen estas ausencias para con las víctimas indígenas y sus familiares tanto en el ámbito de los derechos individuales como en los colectivos.

			En el proceso de recabar datos para esta investigación, nos percatamos de que existían 43 solicitudes de avg registradas ante Inmujeres y 40 en el Conavim. Hay un desfase de registros en ambas instituciones, lo cual indica que no se cuenta con un mecanismo de registro confiable o uno de seguimiento actualizado. Por ejemplo, se tiene una entidad que se desconoce el “destino” y situación actual de la misma; este corresponde al caso específico de Hidalgo. Lo anterior también muestra una falta de coordinación interinstitucional en cuando al seguimiento de casos. 

			Tanto en las solicitudes, como en los informes del gim y de los ejecutivos estatales se constata una total invisibilización de las situaciones particulares que viven las niñas, adolescentes, mujeres mayores y mujeres indígenas con discapacidad. Se sospecha que ello es reflejo de la ausencia de datos desagregados por etnia y de condiciones que pudieran incrementar su vulnerabilidad, al tiempo que en la mayoría de las organizaciones no advierten ni denuncian estas ausencias de datos. Esta invisibilización puede estar asociada a la falta de datos generados desde las instituciones pertinentes del Estado, hallazgo que va en consonancia con los resultados que se presentan en otro capítulo de este libro. Además, también sugiere una ausencia de políticas de prevención y atención a la violencia de género con pertinencia cultural en las principales instituciones encargadas de proporcionarla, como el sector salud y procuración de justicia. 

			Por este motivo, en las solicitudes e informes gim y de los ejecutivos estatales se mencionan algunas violencias y contextos en que se producen sin proporcionar datos concretos. Se hace referencia, sin proporcionar cifras, a la violencia contra mujeres en política, relacionada con violencia física en contra de las mujeres que quieren ejercer sus derechos a la participación política en sus comunidades; casos de trata, explotación y venta de niñas indígenas como en Quintana Roo; abortos clandestinos que afectan a adolescentes indígenas en Veracruz; aumento de violencia intrafamiliar por el nuevo sistema penal acusatorio donde la víctima se le obliga a confrontar a su victimario; aumento de violencia física contra las mujeres; racismo y discriminación hacia las mujeres indígenas y violencia de género, particularmente en los medios de comunicación; existencia de violencia institucional contra las mujeres indígenas al negarles atención en los servicios de salud, y violencia de las autoridades comunitarias hacia las mujeres indígenas, entre otros.

			Además de la invisibilización de las mujeres indígenas, el diseño de las políticas públicas que no toma en cuenta la pertinencia cultural ni que garantiza la participación de las propias mujeres indígenas en el mismo, eventualmente, puede conducir esencialismos en tanto que no existen diálogos de saberes entre mujeres indígenas y no indígenas para la generación de propuestas de políticas públicas diferenciadas, las cuales estén enfocadas en la atención de las violencias de género en una sociedad pluricultural. La idea aún vigente de que los Pueblos Indígenas no tienen la capacidad de desarrollar políticas comunitarias de atención a las violencias de género al interior de sus propias comunidades es perceptible a lo largo de todos los documentos examinados. Ello es debido a que en ningún momento se apela ni se reconoce la capacidad de autogobierno y de autogestión de estrategias para el combate y erradicación de la violencia de género.

			Del análisis cuidadoso de los documentos se desprende que, en general, existen pocas acciones emprendidas por los ejecutivos estatales para la atención y erradicación de la violencia contra las mujeres indígenas. La capacitación de las autoridades indígenas no ha sido suficiente para atender a la violencia de género contra las mujeres indígenas. Prevalece una ausencia generalizada de campañas sobre medidas de seguridad para las mujeres y niñas indígenas. El Estado no cuenta con un registro desagregado por etnia, como el caso de mujeres indígenas y mujeres afrodescendientes. Además, hay poca difusión de los derechos humanos de las mujeres, niñas, adolescentes, mujeres adultas mayores y con discapacidad. 

			Las solicitudes, informes y declaratorias tienden a esencializar la violencia feminicida en la medida que los grupos de trabajo no parten de la premisa y marco constitucional de que México es un país pluricultural. Los expertos del gim, probablemente por la falta de datos o sesgos, ofrecen información muy reducida o nula sobre cómo afrontan la violencia feminicida las mujeres indígenas dentro y fuera de sus comunidades, cómo los 68 Pueblos Indígenas de México están abordando la problemática, y cómo impacta al interior de sus comunidades la violencia de género y feminicida y su vínculo con el (no) ejercicio de sus derechos individuales y colectivos. 

			El esencialismo también se manifiesta al no considerar todos los contextos en que las mujeres son asesinadas, pues generalizan que estos tienden a ocurrir solamente en situaciones de violencia de pareja o dada la creciente inseguridad que padece México. Sin embargo, aunado a esto las mujeres indígenas son asesinadas en contextos de conflictos por el territorio, socioambientales, militares, etc. Estos contextos deben comprenderse para poder prevenir y atender de forma adecuada. 

			Del análisis presentado en este capítulo se desprenden necesidades o áreas de oportunidad para abordar de forma más comprehensiva la problemática de la violencia en contra de las mujeres indígenas. Algunas de estas se exponen a continuación:

			
					Identificar buenas prácticas en el país para la atención de la población de mujeres indígenas en el marco de las solicitudes de avg.

					Elaborar un sistema interinstitucional que permita la coordinación con diferentes niveles de gobierno para la canalización de los intérpretes traductores/as.

					Institucionalización de la figura del intérprete traductor/a en los espacios de procuración de justicia e instituciones que brindan atención a la violencia de género y servicios de salud en general.

					Diseño de programas y acciones para prevenir y atender la violencia contra las mujeres indígenas en municipios indígenas con participación de autoridades locales y de las mujeres de las comunidades.

					Elaboración de un manual o protocolo sobre políticas o acciones públicas con perspectiva intercultural o pertinencia cultural para que sirva de referencia base en las distintas entidades federativas.

					Realización de un programa nacional de atención a las violencias contra las mujeres y niñas indígenas que contenga mecanismos de monitoreo, identificación de las regiones con mayor grado de incidencia, prácticas exitosas en comunidades indígenas, capacitación permanente a autoridades o consejos de ancianos/as para la atención de la violencia contra las mujeres, además del fortalecimiento de prácticas culturales que ayuden a gestionar la paz comunitaria. 

			

			Las alertas de violencia de género deben enmarcarse siempre en un país multicultural y plurilingüe. El Instituto Nacional de Pueblos Indígenas (antes la Comisión Nacional de Desarrollo de Pueblos Indígenas) deberá ser partícipe de los mecanismos de declaratoria de las avg para la vigilancia de la aplicación de las políticas públicas en materia de atención a la población indígena y afromexicana. 

			Existe un área de oportunidad para el desarrollo de un observatorio nacional sobre la violencia contra las mujeres y niñas indígenas, que las contemple desde una perspectiva interseccional, en sus más amplios registros desagregados para dar cumplimiento a los estándares nacionales e internacionales.

			Queda pendiente continuar visibilizando la situación particular de las mujeres y niñas indígenas. Asimismo, se debe insistir en la pertinencia cultural de las políticas públicas, y evaluar los resultados de las incipientes acciones para prevenir, atender y sancionar y erradicar la violencia de género hacia mujeres y niñas indígenas. 
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					 1	Conavim solo puso a disposición un documento impreso con los datos de las solicitudes de declaratoria. Esto significó un mayor periodo y costo para que pudiéramos acceder a la información. Al no contar con otra opción, se pagó para obtener el archivo de más de 1000 páginas correspondientes a las solicitudes ingresadas por las diferentes organizaciones de los 28 estados. 

				

				
					 2	El estado de la solicitud de Hidalgo no queda claro, puesto que ni en la página web de Inmujeres ni de Conavim existe una carpeta con información actualizada de la solicitud. Tampoco se entregaron documentos sobre la entidad a partir de las solicitudes de información. Sin embargo, existe una solicitud de avg fechada y sellada el día 5 de febrero del 2013 ante el Inmujeres. 

				

				
					 3	De acuerdo con la Encuesta Intercensal 2015, en Guerrero 15.3 % de la población hablaba una lengua indígena, 11.3 % en Puebla y en Yucatán 29 por ciento.

				

				
					 4	En el mismo informe, se hace referencia a Alba González: “Hay golpes en la vida tan fuertes… Golpes como del odio de Dios: la violencia sexual en niñas del Norte del Estado de Veracruz”. En v Coloquio Internacional del Día de Muertos: La muerte impune, perspectivas y desafíos, Instituto de Investigaciones Históricas de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, Morelia, octubre de 2015.

				

				
					 5	En Sinaloa: Ahome, Culiacán, Guasave, Mazatlán y Navolato. En San Luis Potosí: Ciudad Valles, Matehuala, San Luis Potosí, Soledad de Graciano Sánchez, Tamazunchale y Tamuín. 

				

			

		


			Anexo 4.1
Fechas de ingreso de solicitudes de avg y organizaciones solicitantes, 
según entidad federativa 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Fecha y año de ingreso 
de solicitud

						
							
							Entidad 

						
							
							Organizaciones solicitantes

						
					

					
							
							1

						
							
							8 de diciembre de 2010

						
							
							Estado de México

						
							
							Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, A. C.

						
					

					
							
							2

						
							
							6 de enero de 2012

						
							
							Nuevo León

						
							
							Arthemisas por la Equidad, A. C.

						
					

					
							
							3

						
							
							26 de septiembre de 2012

						
							
							Michoacán 6

						
							
							Comisión Estatal de los Derechos Humanos, sede Lázaro Cárdenas Michoacán

						
					

					
							
							
							Fecha y año de ingreso 
de solicitud

						
							
							Entidad 

						
							
							Organizaciones solicitantes

						
					

					
							
							4

						
							
							5 de febrero de 2013

						
							
							Hidalgo

						
							
							Academia Hidalguense de Educación y Derechos Humanos, A. C.; Coordinadora de la Constituyente Feminista de Hidalgo

						
					

					
							
							5

						
							
							4 de noviembre de 2013

						
							
							Guanajuato

						
							
							Centro las Libres de Información en Salud Sexual Región Centro, A. C.; Centro para los Adolescentes de San Miguel de Allende A. C.

						
					

					
							
							6

						
							
							25 de noviembre de 2013

						
							
							Chiapas

						
							
							Centro de Derechos de la Mujer, A. C.

						
					

					
							
							7

						
							
							27 de mayo de 2014

						
							
							Morelos

						
							
							Comisión Independiente de Derechos Humanos de Morelos, A. C.

						
					

					
							
							8

						
							
							20 de marzo de 2014

						
							
							Guanajuato 
(segunda 
solicitud)

						
							
							Centro las Libres de Información en Salud Sexual Región Centro, A. C.; Centro para los Adolescentes de San Miguel de Allende, A. C.

						
					

					
							
							9

						
							
							17 de diciembre de 2014

						
							
							Michoacán

						
							
							Hermanas sin Violencia, A. C.

						
					

					
							
							10

						
							
							22 de diciembre de 2014

						
							
							Colima

						
							
							Centro de Apoyo a la Mujer Griselda Álvarez, A. C.; Fundación IUS Género, A. C.

						
					

					
							
							11

						
							
							27 de enero de 2015

						
							
							Tijuana, Baja California

						
							
							Red Iberoamericana Pro-derechos Humanos, A. C.

						
					

					
							
							12

						
							
							29 de octubre de 2015

						
							
							Querétaro

						
							
							Salud y Género Querétaro, A. C.; Desarrollo Comunitario para la Transformación Social, A. C.; Crecer para un Desarrollo Integral, A. C.; Coincidir Mujeres, A. C.

						
					

					
							
							13

						
							
							4 de diciembre de 2015

						
							
							Quintana Roo

						
							
							Consejo Estatal de las Mujeres de Quintana Roo, A. C.; la organización Justicia, Derechos Humanos y Género, A. C.

						
					

					
							
							14

						
							
							23 de noviembre de 2016

						
							
							San Luis Potosí

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí (cedhslp)

						
					

					
							
							15

						
							
							25 de mayo de 2015

						
							
							Sonora

						
							
							Manitas por la Equidad y No Violencia, A. C.; Alternativa Cultural por la Equidad de Género, A. C.

						
					

					
							
							
							Fecha y año de ingreso 
de solicitud

						
							
							Entidad 

						
							
							Organizaciones solicitantes

						
					

					
							
							16

						
							
							9 de septiembre de 2015

						
							
							Veracruz

						
							
							Equifonía Colectivos por la Ciudadanía, Autonomía y Libertad de las Mujeres A. C.; Colectivo Feminista de Xalapa, A. C.; Salud y Género, A. C.; Agrupación de Derechos Humanos Xochitépetl, A. C.; Buscamos a Nuestras Hijas, A. C.; Colectivo Akelarre 
A. C.; Kalli Luz Marina, A. C.

						
					

					
							
							17

						
							
							30 de noviembre de 2016

						
							
							Campeche

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							18

						
							
							23 de julio de 2016

						
							
							Guerrero

						
							
							Asociación Guerrerense contra la Violencia hacia las Mujeres, A. C.

						
					

					
							
							19

						
							
							23 de noviembre de 2016

						
							
							Jalisco

						
							
							Católicas por el Derecho a decidir A. C.; Justicia, Derechos Humanos y Género, A. C.; Agenda Feminista de la Defensa de los Derechos de las Mujeres Leticia Garlarza Campos (cefem), A. C.; Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (cladem-México); Circulo de Estudios Feminista “La Irreverentes”; La Red por los Derechos Sexuales y Reproductivos de Jalisco (ddser); Colectivo ¡Queremos Seguir Vivas!, Yocoyani, A. C.; Colectivo Calles sin Acoso

						
					

					
							
							20

						
							
							30 de marzo de 2016

						
							
							Puebla

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							21

						
							
							9 de marzo de 2016

						
							
							Puebla

						
							
							Instituto Mexicano de Psicología Jurídica, A. C.

						
					

					
							
							22

						
							
							11 de febrero de 2016

						
							
							Nayarit

						
							
							Uka Nuiwame, A. C.

						
					

					
							
							23

						
							
							30 de noviembre de 2016

						
							
							Puebla

						
							
							Todos para Todos, A. C

						
					

					
							
							24

						
							
							7 de marzo de 2016

						
							
							Sinaloa

						
							
							Colectivo de Mujeres Activas Sinaloenses, A. C.

						
					

					
							
							25

						
							
							14 de marzo de 2016

						
							
							Tabasco

						
							
							Comité de Derechos Humanos de Tabasco, A. C.

						
					

					
							
							26

						
							
							8 de agosto de 2016

						
							
							Tlaxcala

						
							
							Todos para Todas, A. C.

						
					

					
							
							
							Fecha y año de ingreso 
de solicitud

						
							
							Entidad 

						
							
							Organizaciones solicitantes

						
					

					
							
							27

						
							
							5 de abril de 2016

						
							
							Veracruz

						
							
							Equifonía, Colectivos por la Ciudadanía, Autonomía y Libertad de las Mujeres, A. C.; Xochiquetzal Centro de Estudios Sociales, A. C.; Haceres, A. C.; Caminos del Buen Vivir, A. C.; Colectivo Akelarre, A. C.; Centro Las Libres de Información en Salud Sexual Región Centro, A. C.

						
					

					
							
							28

						
							
							30 de enero de 2017

						
							
							Zacatecas

						
							
							Coordinación Feminista Olimpia de Gougue, A. C.; Centro las Libres de Información en Salud Sexual Región Centro, A. C. 

						
					

					
							
							29

						
							
							7 de febrero de 2017

						
							
							Puebla

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							30

						
							
							7 de febrero de 2017

						
							
							Oaxaca

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							31

						
							
							7 de febrero de 2017 

						
							
							Campeche

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							32

						
							
							23 de junio de 2017

						
							
							Mérida, Yucatán

						
							
							Ni Una Más, A. C.; Ciencia Social alternativa, A. C.; Centro de Apoyo Solidario, Documentación y Estudios, A. C.; Yucatán Feminista

						
					

					
							
							33

						
							
							4 de julio de 2017

						
							
							Durango

						
							
							Fundación por la Promoción, El Desarrollo y El Empoderamiento de las Mujeres, A. C.

						
					

					
							
							34

						
							
							31 de julio de 2017

						
							
							Coahuila

						
							
							Mujeres Generando Cambios, A. C.; Centro las Libres de Información en Salud Sexual Región Centro, A. C.

						
					

					
							
							35

						
							
							14 de agosto de 2017

						
							
							Tlaxcala

						
							
							Colectivo Mujer y Utopía, A. C.; Justicia Pro Persona, A. C.

						
					

					
							
							36

						
							
							7 de septiembre de 2017

						
							
							Ciudad de México

						
							
							Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria, O. P., A.C; Justicia Pro Persona, A. C.; Observatorio Nacional del Feminicidio

						
					

					
							
							37

						
							
							13 de septiembre de 2017

						
							
							Durango

						
							
							Sí hay Mujeres en Durango, A. C.; Nosotras, Nosotros, Durango, A. C.

						
					

					
							
							38

						
							
							20 de octubre de 2017

						
							
							Xalapa, Veracruz

						
							
							Católicas por el Derechos a Decidir, A. C.; Justicia, Derechos Humanos y Género, A. C.; Litigio estratégico e Incidencia en Derechos Humanos, A. C.

						
					

					
							
							39

						
							
							20 de julio de 2017

						
							
							Quintana Roo

						
							
							Todos para Todos, A. C.

						
					

					
							
							
							Fecha y año de ingreso 
de solicitud

						
							
							Entidad 

						
							
							Organizaciones solicitantes

						
					

					
							
							40

						
							
							13 de junio de 2017

						
							
							Oaxaca

						
							
							Defensoría de los Derechos Humanos de Pueblos de Oaxaca.

						
					

					
							
							41

						
							
							20 de octubre de 2017

						
							
							Puebla

						
							
							Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

						
					

					
							
							42

						
							
							17 de noviembre de 2017

						
							
							Puebla

						
							
							Academia, Litigio Estratégico e Incidencia en Derechos Humanos, A. C.; Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio; Mujeres Trabajando por los Derechos Humanos; Centro de análisis de Formación e iniciativa Social, A. C.

						
					

					
							
							43

						
							
							23 de noviembre de 2017

						
							
							Puebla 7

						
							
							Protección Popular Nacional, A. C.; Sumando por Guerrero, A. C.

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en el análisis de las solicitudes de avg.

			

			
				
					 6	En Michoacán existen dos solicitudes. Estas fueron recuperadas a partir de los archivos entregados por el Inmujeres. Por otro lado, Conavim solo tiene registrada una solicitud entre toda la documentación facilitada. Con el cruce de ambos archivos institucionales se logró contabilizar y revisar 43 solicitudes de declaratoria de avg en su carácter de admitidas, acumuladas y desechadas. 

				

				
					 7	Aunque en Puebla se declararon no procedentes las solicitudes anteriores, la nueva solicitud está en procedimiento.

				




		
			5 Violencia contra mujeres indígenas 
en el ámbito de su participación política: 
análisis de la coyuntura electoral de 2018*

			Daniela Cerva Cerna

			Universidad Autónoma del Estado de Morelos

		

		
			Introducción

			Este capítulo aborda los principales hallazgos obtenidos de la investigación “Violencia contra mujeres indígenas en el ámbito de su participación política”, realizada entre los meses de octubre de 2017 y marzo de 2018.1 El objetivo es conocer cuáles son las distintas barreras y expresiones de violencia hacia mujeres indígenas en el ámbito de la política, que limitan su participación a través de los partidos políticos con presencia y registro nacional, así como en los sistemas normativos internos.

			Mediante un abordaje cualitativo que trianguló información proveniente de entrevistas en profundidad, grupos focales y observación participante, se sistematizaron las principales experiencias sobre los obstáculos que enfrentan las mujeres indígenas en su incursión y participación en espacios de participación política electoral y comunitaria. Asimismo, se toman en cuenta otros ámbitos del ejercicio de los derechos ciudadanos en México, poniendo especial énfasis en las características específicas que encierran la violencia y acoso político. Las mujeres que participaron en este estudio son parte del amplio espectro que caracteriza la identidad étnica en nuestro país. De igual forma, activistas indígenas, integrantes de organizaciones no gubernamentales, académicas, especialistas en el tema y representantes institucionales formaron parte de esta investigación.

			La información y análisis presentados responden al contexto sociopolítico en el que se realizó este estudio, dado que corresponde al proceso electoral 2018 que incluyó importantes modificaciones normativas para favorecer la presencia de mujeres en los puestos de decisión, así como a la población indígena del país. La coyuntura fue propicia debido a que el tema constituyó parte de la agenda político-electoral, toda vez que el debate sobre violencia hacia mujeres que participan en política ha estado ligado a las acciones afirmativas en política, así como a las transformaciones en favor de la paridad implementadas desde 2015 en la legislación mexicana.

			Por ello, uno de los propósitos fundamentales del estudio fue conocer y analizar las condiciones específicas de las mujeres indígenas como grupo vulnerable que históricamente ha estado rezagado social, cultural, económica y políticamente de los principales espacios de ejercicio de participación y decisión política. 

			Para ello, fue preciso identificar, a partir de sus relatos, los factores que explican la exclusión y discriminación contra mujeres indígenas, tomando en cuenta la definición institucional de violencia política hacia las mujeres en relación con el enfoque analítico de la interseccionalidad (Crenshaw, 1989, 1995). Este acercamiento nos permitió reconocer que las características específicas que constituyen la violencia y acoso político hacia mujeres indígenas deben incluir marcos interpretativos sobre el fenómeno que se ajusten a los contextos particulares y a las múltiples opresiones que sufren por condicionantes de género, raza, edad, clase social, entre otros. 

			Principalmente los sistemas de estratificación étnicos, etarios y de género se intersectan, generando nuevas realidades de opresión que pueden privilegiar a algunas mujeres, mientras se excluye a otras. El racismo y el sexismo son dimensiones estructurales de nuestra sociedad y deben ser atendidas no en términos aritméticos, sino interconectados. Es por lo anterior que esta investigación pone especial énfasis en los cruces de diversas situaciones de desigualdad que son producto de las condiciones adscriptivas y que, en el caso de la esfera de la participación política, adquiere características particulares. Como señala Valladares (2008), la lucha contra la discriminación étnica debe incorporarse seriamente, ya que muchas mujeres indígenas mexicanas están experimentando, por ser mujeres y por ser indígenas, una discriminación interseccional o múltiple que genera dificultades específicas en el interior de su propia comunidad étnica y en relación con la sociedad mayoritaria.

			En la misma línea, la investigación desarrollada por la Secretaría de Gobernación y la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Segob-Conavim) (Bonfil et al., 2017) sobre violencias hacia mujeres indígenas sostiene que la interseccionalidad es una perspectiva que permite comprender que la violencia hacia mujeres indígenas, no se trata solo de una sumatoria de formas de opresión, porque las mismas están entretejidas en su experiencia de violencia (2017). En este contexto, y atendiendo a que en sistemas democráticos el ámbito de lo político está sujeto a la regulación estatal, la respuesta institucional frente a situaciones de violencia hacia mujeres indígenas, en el ámbito político, también fue objeto de escrutinio. Es decir, las representaciones en torno al comportamiento de los partidos políticos, los órganos electorales, la comunidad y las propias mujeres en el marco de las dinámicas de poder que supone la competencia política.

			El capítulo inicia con una breve descripción de las formas de participación política de las mujeres indígenas, para luego vincular este fenómeno con la definición de violencia de género hacia las mujeres en el ámbito de su participación política. Se sigue con el encuadre metodológico, como antesala de la presentación de los principales hallazgos de este trabajo, para concluir con una breve reflexión en torno a las líneas futuras de investigación y de política pública.

			Mujeres indígenas y violencia en el ámbito de su participación política: relevancia de la población indígena para el problema

			Los espacios de poder e incidencia que han ganado las mujeres indígenas en el ámbito público han sido muy significativos porque conllevan una carga simbólica que trastoca las inercias y el rechazo histórico a su inclusión política en algunas regiones indígenas. Han logrado consolidar redes, organizaciones y grupos de presión que, además de entrar en disputa con el poder del Estado, se confrontan con las grandes corporaciones en el marco de sus luchas por mantener el territorio y su diversidad.2 No obstante, en este trayecto no han sido escasas las manifestaciones de violencia que han debido experimentar, ya sea por parte de los integrantes de su comunidad, los partidos políticos, las instituciones, las autoridades electorales o los medios de comunicación, entre otros.

			Este estudio reveló que la participación política de mujeres indígenas no se reduce a la electoral o en cargos comunitarios como las asambleas comunales. Existen una serie de espacios donde la presencia de mujeres organizadas ha sido central, no solo para el bienestar de su comunidad y familia, sino también para lograr niveles de autonomía y empoderamiento personal y colectivo. Lo anterior enfatiza la necesidad de superar un enfoque victimizante de la condición social de las mujeres indígenas dentro y fuera de sus comunidades.

			Es importante destacar que la participación política de las mujeres indígenas depende de diferentes factores que pueden ser internos o externos a sus comunidades. Aunque existen diversas legislaciones a nivel local, nacional e internacional, pareciera que a la hora de aplicarlas en las diferentes realidades en las que las mujeres quieren participar, no son suficientes, pues en la participación política de las mujeres indígenas no solo se involucra la legalidad, sino también cuestiones políticas, económicas, sociales y culturales.

			De igual forma, como sostiene Aída Hernández (2003, 2008), las mujeres indígenas organizadas son las que se han dado a la tarea de conciliar reivindicaciones con respecto al reconocimiento de sus derechos individuales y colectivos, ya que, por un lado, plantean ante el Estado la necesidad de reconocer los derechos colectivos de los pueblos indígenas y, por el otro, la necesidad de cuestionar y luchar dentro de sus propias comunidades y organizaciones por replantear críticamente sus derechos individuales:

			Las propuestas y experiencias de las mujeres indígenas organizadas nos dan algunas pistas de cómo repensar las políticas del reconocimiento cultural desde una perspectiva de género, propuesta que va más allá de un universalismo liberal que en nombre de la igualdad niega el derecho a la equidad, y de un relativismo cultural que, en nombre del derecho a la diferencia, justifica la exclusión y marginación de las mujeres. (Hernández 2003, p. 13)

			El Censo Intercensal 2015 del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) reflejó que 25.7 millones de personas se autorreconocen como indígenas, lo cual representa el 21.5% de la población mexicana; de ellas, 13.2 millones son mujeres y 12.5 millones hombres. Los estados con mayor composición indígena son Oaxaca, Chiapas, Veracruz, Puebla, Yucatán, Guerrero, Estado de México, Hidalgo, San Luis Potosí y la Ciudad de México. En este sentido, la participación política de las mujeres indígenas toma relevancia, pues afecta a más de 13 millones de mexicanas.

			La participación política de las mujeres indígenas se encuentra en la encrucijada no solo de las desigualdades de género, sino que está comprobado que se encuentra intersectada con su condición étnica, etaria y de clase, lo que marca diferencias importantes en su desempeño de participación y cuando logran obtener un cargo (Cerva Cerna, 2019). No tomar en cuenta las múltiples discriminaciones que viven las mujeres indígenas esconde la manera particular en que se hallan subordinadas. Esto quiere decir que las mujeres pueden ser discriminadas de formas semejantes, pero también distintas de las experimentadas por las mujeres blancas y por los hombres negros o indígenas (Rey Martínez, 2014).

			En la misma línea argumental, Valladares (2004, 2008) sostiene que a la lucha contra la discriminación étnica debe incorporarse el componente de género. Las mujeres indígenas sufren una discriminación interseccional o múltiple que genera dificultades específicas en el interior de su propia comunidad y en relación con la sociedad mayoritaria. Hay mujeres indígenas que han podido confrontar las limitaciones que emanan de sus propias culturas indígenas. A ello se agrega su baja escolaridad, las condiciones de pobreza y una cultura machista que históricamente les ha negado el derecho a participar en la arena pública. Por otro lado, existe también un grupo de mujeres indígenas que forman parte de lo que podríamos denominar movimiento indígena,

			se trata de aquellas que han construido un poder desde fuera de las instituciones del Estado y que, retando al poder establecido, generan un poder en movimiento que se expresa en cada asamblea, marcha, plantón o cargo que ejercen en sus comunidades. (Valladares, 2004, p. 131) 

			Estas mujeres son quienes participan en organizaciones campesinas o indígenas, o en organizaciones propiamente de mujeres, desde donde desafían o cuestionan distintas esferas de la organización social. El movimiento indígena de mujeres ha logrado una importante presencia en México. Muchas de sus reivindicaciones son para que sus organizaciones incorporen cuestiones de género desde un ámbito colectivo, lo que genera tensiones, ya que las mujeres tienen que plantear sus derechos individuales dentro de los derechos colectivos de las comunidades.

			Existen diferentes estudios con respecto a la participación política de las mujeres indígenas y los obstáculos a los que se enfrentan. Barrera Bassols y Massolo (1998) han realizado estudios significativos con respecto a la participación política de las mujeres, orientándose en el ejercicio de la ciudadanía; sin embargo, solo se han enfocado en las mujeres que participan a través de partidos políticos. Las autoras analizan las experiencias de las mujeres que llegaron a ser presidentas municipales, centrándose en las trayectorias y perfiles que les ayudaron a llegar a desarrollar dichos puestos. Encuentran que las mujeres que fungieron como presidentas municipales tenían una trayectoria familiar en la política municipal y local, lo que les permitió acceder al cargo. Sin embargo, en los municipios regidos por “usos y costumbres” esta característica no es de relevancia, ya que, aunque las candidatas pertenecían a familias que contaban con antecedentes políticos, se prefirió siempre optar por los hombres (Barrera Bassols, 2006; Barrera Bassols y Massolo, 1998).

			Distintas investigaciones muestran que para poder participar políticamente en las comunidades se necesita cierto perfil o condición y posición de género en las comunidades; mientras que las mujeres que no cuentan con ciertas características encuentran obstáculos importantes con respecto a su participación. Dalton (2003), quien ha estudiado las presidentas municipales en el estado de Oaxaca, encuentra que las mujeres que logran llegar a dichos cargos son aquellas que viven en comunidades muy pequeñas, en donde son conocidas por ser esposas de migrantes. Este factor les ha hecho estar más en contacto con sus comunidades, ya que tienen que trabajar y relacionarse en el ámbito público. Por otro lado, Dalton también encuentra que la mayoría de las presidentas municipales proceden de familias que participaron en el ámbito político, lo que hace que estas trayectorias faciliten sus caminos al cargo. Otras mujeres fueron o son profesoras, lo cual les atribuye cierto grado de reconocimiento por parte de la comunidad. La autora menciona que la participación política municipal de las mujeres depende de tres elementos fundamentales: 1) la división sexual del trabajo; 2) la ideología de que las mujeres “deben de hacer labores propias de su sexo”, y 3) el contexto histórico desde donde se estimula el cambio en cuanto a la participación de las mujeres, por ejemplo, la educación formal.

			Simón (2015) analiza personalmente su participación política en su comunidad y encuentra que las mujeres que han podido participar activamente en el municipio de San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, son mujeres jóvenes, sin pareja, profesionistas y con capital social, pues tienen prestigio y rompen con los esquemas tradicionales,3 no están supeditadas a la autoridad de un varón y, por lo tanto, no tienen que pedir permiso para asistir a las asambleas comunitarias. No obstante, se enfrentan al mayor obstáculo que es la estructura de poder político patriarcal regido por un sistema de cargos neocolonial. La autora encuentra que, a pesar de ser evidente la existencia de esta estructura, la cual les impide participar abiertamente en la política de sus comunidades, las mujeres siguen pensando que el principal impedimento al que se enfrentan es la falta de educación, además de no contar con los recursos para ser electas. Lo anterior sugiere la necesidad de trabajar en la concientización, la cual permita visibilizar que, en realidad, las dificultades a las que enfrentan las mujeres indígenas están enraizadas en las estructuras masculinas y estas son las que impiden su acceso a la participación política.

			Por su parte, Bustillo Marín y García Sánchez (2014) encuentran que la participación política de las mujeres indígenas se encuentra en dos ámbitos, el interno y el externo: “en su ámbito interno son los que se ejercen en las comunidades para elegir su sistema de gobierno, a sus autoridades (constitucionales y tradicionales) y la forma como estas son electas” (p. 147). Sostienen que en los sistemas normativos internos la participación política de las mujeres es distinta a la del régimen de partidos, ya que en las comunidades indígenas el ejercicio de los derechos políticos está supeditado a un sistema cívico-religioso de cargos o de escalafón, el cual se construye desde una visión patriarcal. En este, las mujeres tienen escasas probabilidades de participar pues para acceder a un cargo se necesita que la asamblea comunitaria nombre a las autoridades municipales, tomando como base su participación y trayectoria en los distintos puestos que ha ocupado. 

			Simón (2015,  p. 77) llega a una conclusión similar al indicar que la estructura del sistema de usos y costumbres es patriarcal, sexista y falogocéntrica: 

			El poder político desde esta estructura hace a las mujeres estar a la defensiva ante los ataques y la violencia institucional, sexual y comunitaria a la que se enfrentan, además de que las obliga a guardar silencio sobre temas que piensan no deben ser expresados. Los mandatos de género las incitan a decir que deben de buscar la armonía, el servicio y la ayuda para solucionar los problemas de su comunidad-familia, pero sin fragmentar los usos y costumbres, situación por la cual en muchas ocasiones se abstienen de participar y se niegan a ocupar cargos. 

			En comunidades indígenas de los Altos de Chiapas, Saavedra (2018) encuentra que, en el acceso a los cargos, los hombres como titulares de la tierra son los que participan y toman las decisiones en las asambleas, así como quienes ocupan los cargos comunitarios. Las mujeres que son viudas o madres solteras pueden asistir a asambleas y, algunas veces, a asumir cargos. Sin embargo, aunque las mujeres indígenas tengan la posibilidad de asistir, pocas veces son tomadas en cuenta para votar y mucho menos para ocupar cargos. En este sentido, si las mujeres indígenas no pueden tener acceso a la propiedad de la tierra, entonces el ejercicio de su ciudadanía está incompleto. Cuando las mujeres se casan, su afiliación a la comunidad depende de los hombres; ellos serán quienes medien su vida de ahí en adelante, quedando excluidas de la participación, a menos que queden viudas o solteras por causa de la migración. No obstante, Bustillo Marín y García Sánchez (2014) advierten que la participación de las mujeres en espacios de autogobierno indígena varía dependiendo de las comunidades y de los grupos étnicos, pues las culturas y prácticas tradicionales son distintas y cambian de comunidad en comunidad. Si bien es posible encontrar similitudes que describen las prácticas, no se puede señalar que en dos poblaciones se ejerzan de la misma forma los derechos políticos de las mujeres.

			En el ámbito externo representado por el sistema de partidos, el ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres indígenas a ser elegidas para cargos federales, locales y municipales pasa por los partidos políticos, los cuales permiten que las minorías del país estén representadas (Bustillo Marín y García Sánchez, 2014). Sin embargo, cada partido tiene una cultura partidista y una subcultura de género que definen su forma de trabajar y tomar decisiones, es lo que Cerva Cerna (2014) denomina la estructura generizada de los partidos políticos. Cada uno de estos dicta, en sus reglamentaciones internas, la manera en la que se integrarán mujeres, indígenas o no, en sus puestos de elección. Aun cuando los partidos están obligados por la paridad de género a integrar a mujeres en sus candidaturas, así como en sus puestos internos, la consideración de mujeres indígenas sigue siendo limitada.

			En términos político-administrativos, de los 300 distritos electorales uninominales en México, 28 son denominados indígenas, distribuidos en 11 entidades federativas. Con la distritación federal indígena, en las últimas dos elecciones resultó un porcentaje mínimo de mujeres indígenas electas por mayoría relativa (tabla 5.1). 

			Tabla 5.1
Personas indígenas que han accedido a diputaciones federales 
en distritos con 40 % o más de población indígena
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							Distritos a los que 
acceden personas indígenas

						
							
							Mujeres indígenas 
que accedieron a las diputaciones 
en distritos indígenas

						
					

					
							
							2006

						
							
							28

						
							
							14 (50.0%)

						
							
							2 (14.3%)

						
					

					
							
							2009

						
							
							28

						
							
							10 (35.7%)

						
							
							3 (30.0%)

						
					

					
							
							2012

						
							
							28

						
							
							7 (25.0%)

						
							
							2 (28.6%)

						
					

					
							
							2015

						
							
							28

						
							
							6 (21.4%)

						
							
							0

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del Instituto Nacional Electoral (2017).

			En el periodo 2012-2015, de un total de los 500 curules solo 14 fueron ocupados por personas indígenas (2.8 %), de las cuales únicamente 4 fueron ocupadas por mujeres (0.8 %), lo cual indica una subrepresentación en la Cámara que sin duda tiene algunos impactos importantes en la toma de decisiones. En el contexto de las elecciones de 2018, en noviembre de 2017 el Instituto Nacional Electoral (ine), a través de la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, aprobó un acuerdo en el que se ordena postular por el principio de mayoría relativa candidatos/as que se autodenominen indígenas para su participación en la Cámara de Diputados. Para el caso de diputaciones por el principio de mayoría relativa, los partidos políticos nacionales o coalición tuvieron que postular, como acción afirmativa, fórmulas integradas por personas que se auto-adscriban como indígenas en al menos 13 de los 28 distritos electorales con población indígena, de los cuales 50 % corresponderán a mujeres y 50 % a hombres. Asimismo, la Comisión aprobó acciones afirmativas de equidad de género para que cada entidad federativa encabece sus listas plurinominales con mujeres.4

			Estas medidas legales resultan ser de gran importancia porque, en un sistema democrático, la participación política es un elemento esencial, ya que en el ejercicio de la ciudadanía intervienen no solo la elección de las y los gobernantes, sino también el rumbo de las decisiones de los sistemas políticos que regulan la vida de las personas. De ahí que resulte fundamental que las mujeres sean parte de la toma de decisiones en las problemáticas que marcan el rumbo de sus vidas. Los resultados de las últimas elecciones (figura 5.1) dan cuenta que de las candidaturas presentadas a los 13 distritos con 60 % o más población indígena, los resultados son que las mujeres obtendrán 3 curules (23.1 %), mientras los hombres 10 (76.9 %).

			El concepto de violencia política y su relación/diferenciación con otros tipos de violencias

			La violencia en contra de las mujeres en política es una problemática persistente. Hasta hace relativamente poco, no ha sido objeto de atención por parte de los poderes públicos y la academia (Cerva Cerna, 2014, 2017; Hevia, 2012; Krook y Restrepo, 2016; Organización de los Estados Americanos, 2015; Piscopo, 2016). Desde inicios de esta década, varias estudiosas del fenómeno de la participación política han analizado los efectos de las transformaciones normativas tendientes a incrementar la participación electoral de las mujeres; sus efectos en la composición de los órganos de representación; las reacciones que estas medidas han generado al interior de los partidos y en otros sectores sociales (medios de comunicación, autoridad electoral, ciudadanía, entre otros).

			Figura 5.1
Listado de diputadas y diputados, lxiv Legislatura
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							Núm. lista

						
							
							Partido o coalición

						
							
							Nombre
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							1

						
							
							Chiapas

						
							
							MR

						
							
							1 

							Palenque

						
							
							NA

						
							
							Morena

						
							
							Manuela del Carmen Obrador Narváez

						
							
							M

						
					

					
							
							2

						
							
							Chiapas

						
							
							MR

						
							
							2 

							Bochi

						
							
							NA

						
							
							PVEM

						
							
							Humberto Pedrero Moreno

						
							
							H

						
					

					
							
							3

						
							
							Chiapas

						
							
							MR

						
							
							3

							 Ocosingo

						
							
							NA

						
							
							Morena

						
							
							Alfredo Vázquez Vázquez

						
							
							H

						
					

					
							
							4

						
							
							Chiapas

						
							
							MR

						
							
							5

							San Cristóbal 
de las Casas

						
							
							NA

						
							
							ES

						
							
							Clementina Marta Dekker Gómez

						
							
							M

						
					

					
							
							5

						
							
							Chiapas

						
							
							MR

						
							
							11

							Las Margaritas

						
							
							NA

						
							
							PVEM

						
							
							Roberto Antonio Rubio Montejo

						
							
							H

						
					

					
							
							6

						
							
							Guerrero

						
							
							MR

						
							
							5

							Tlapa de 
Comonfort

						
							
							NA

						
							
							Morena

						
							
							Javier Manzano Salazar

						
							
							H

						
					

					
							
							7

						
							
							Hidalgo

						
							
							MR

						
							
							1

							Huejutla de Reyes

						
							
							NA

						
							
							Morena

						
							
							Fortunato Rivera Castillo

						
							
							H

						
					

					
							
							8

						
							
							Oaxaca

						
							
							MR

						
							
							2

							Teotitlán de Flores Magón

						
							
							NA

						
							
							Morena

						
							
							Irma Juan Carlos

						
							
							M

						
					

					
							
							9

						
							
							Oaxaca

						
							
							MR

						
							
							4

							Tlacolula de 
Matamoros

						
							
							NA

						
							
							PT

						
							
							Azael Santiago Chepi

						
							
							H

						
					

					
							
							10

						
							
							San Luis Potosí

						
							
							MR

						
							
							7

							Tamazunchale

						
							
							NA

						
							
							PAN

						
							
							Marcelino Rivera Hernández

						
							
							H

						
					

					
							
							11

						
							
							Veracruz

						
							
							MR

						
							
							2

							Tantoyuca

						
							
							NA

						
							
							PAN

						
							
							Jesús Guzmán Avilés

						
							
							H

						
					

					
							
							12

						
							
							Yucatán

						
							
							MR

						
							
							1

							Valladolid

						
							
							NA

						
							
							PVEM

						
							
							Jesús Carlos Vidal Peniche

						
							
							H

						
					

					
							
							13

						
							
							Yucatán

						
							
							MR

						
							
							5

							Ticul

						
							
							NA

						
							
							PRI

						
							
							Juan José Canul Pérez

						
							
							H

						
					

				
			

			Fuente: Integración de la lxiv Legislatura proceso electoral 2017-2018, ine, 13 de septiembre de 2018.

			La necesidad de avanzar en investigaciones que evalúen el impacto de las iniciativas institucionales de promoción de la participación política de las mujeres en México ha significado poner la mirada en las reacciones hacia estas medidas afirmativas que, en muchos casos, se traducen en rechazo, negación e incluso actos de violencia y acoso contra las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos y electorales. 

			A pesar de las iniciativas y estrategias globales (conferencias, plataformas y programas de acción) y de los cambios nacionales y locales, todavía hay resistencia contra la posibilidad de que más mujeres ocupen posiciones de poder y de toma de decisiones en un campo de poder tradicionalmente dominado por los hombres. No fue sino hasta marzo de 2016 cuando la Procuraduría General de la República, concretamente la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (fepade), elaboró un instrumento para atender la violencia política en contra de las mujeres, como respuesta institucional a las situaciones de desventaja, discriminación, acoso y violencia que atraviesan las mujeres en su incursión política: el Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres.5 

			La noción de violencia política en razón de género es ampliamente utilizada. Preferimos referirnos a este fenómeno como violencia contra las mujeres en el ámbito de su participación política, ya que, si bien presenta los tipos y modalidades propios de la caracterización de la violencia contra las mujeres, su especificidad está dada por el contexto de interacción, donde lo político se figura como escenario de lucha por el poder público que violenta a las mujeres por su condición de género.

			En el Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres se menciona que la violencia política se puede dar en cualquier ámbito, ya sea en el político, económico, social, cultural, civil, dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política. La violencia puede ser simbólica, verbal, patrimonial, económica, psicológica, física y sexual y puede efectuarse a través de cualquier medio de información (como periódicos, radio y televisión), de las tecnologías de la información o en el ciberespacio. Puede ser perpetrada por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, subordinados, colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de estos; por medios de comunicación y sus integrantes. Además, puede cometerla cualquier persona o grupo de personas.

			La violencia política se dirige a las mujeres que ponen en entredicho las normas y las prácticas sociales del orden de género establecido. Como fenómeno social, busca restringir la participación de las mujeres en la arena política. Especialmente para las mujeres indígenas representa la resistencia a un cambio que las posicionaba únicamente en el hogar, integrándose de manera activa en un espacio que por tradición ha sido masculino. La violencia política puede desembocar en otros tipos de violencias, ya que ninguna violencia se da por separado. El ejercicio de la violencia contra las mujeres está conectado, de ahí que sea importante diferenciar cada concepto para poder dar respuesta a las violencias que viven las mujeres. 

			Los diferentes tipos de violencias se encuentran definidos en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (lgamvlv, 2007), en su artículo 6: violencia psicológica, física, patrimonial, económica, sexual y feminicida. Estas violencias se pueden vivir en diferentes ámbitos de la sociedad: en la familia, en la comunidad, en las instituciones, en la escuela y a nivel laboral. En la lgamvlv no se conceptualiza la violencia política. Esta omisión no debe soslayarse, pues se ha visto que, en los últimos años, más mujeres viven violencias por querer participar políticamente en la sociedad. 

			Ahora bien, la violencia política depende del contexto político en el que se desarrolle. Esto quiere decir que no siempre se manifestará con agresiones físicas o casos paradigmáticos que lleguen a los medios de comunicación. El Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres (2016) menciona puntos importantes para poder identificar la violencia política en contra de las mujeres con base en el género: 




			1. 	El acto u omisión se dirige a una mujer por ser mujer, tiene un impacto diferenciado y/o afecta desproporcionadamente a las mujeres. 

			2. 	El acto u omisión tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres. 

			3. 	Se da en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público (sin importar el hecho de que se manifieste en el ámbito público o privado, en la esfera política, económica, social, cultural, civil, etcétera; tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política). 

			4. 	El acto u omisión es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico. 

			5. 	Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas. 

			Es importante destacar que la violencia contra las mujeres indígenas en el ámbito de su participación política se encuentra en la intersección con otros tipos de violencias: comunitaria, con el Estado, dentro de sus familias. Es decir, además de enfrentarse a las dinámicas sociales comunitarias y de los partidos, sufren de violencia por parte de sus parejas, de sus familias o de otros miembros de su comunidad. Por ello, es necesario no solo tener en cuenta la discriminación que las posiciona de manera desigual y en desventaja para acceder y ejercer sus derechos, sino también otras opresiones de las mujeres, como la condición étnica, la edad, la clase social, el estatus civil, educación, que de alguna manera también afectan el ejercicio de los derechos político-electorales. 

			Violencia política contra las mujeres indígenas en los diferentes espacios de participación política

			La participación de las mujeres indígenas no solo se da en los puestos de gobierno o ámbitos institucionales del Estado. Esta se produce generalmente en el ámbito de sus comunidades o pueblos, en donde la dinámica social es diferente a la que se puede dar en contextos urbanos. En este sentido, la violencia contra las mujeres indígenas en política también se manifiesta en registros simulados de candidatas que deben renunciar a sus cargos para cederlos a suplentes varones; cuando se registra a mujeres exclusivamente en distritos perdedores; amenazas a las mujeres que han sido electas; inequidad en la distribución de los tiempos de radio y televisión, ya que no dar a las mujeres los mismos espacios que a los hombres evita que participen en condiciones de igualdad en las campañas; inequidad en la distribución de los recursos para las campañas; uso inadecuado por parte de los partidos del presupuesto destinado a la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres; obstaculización de la participación de las mujeres en las elecciones regidas por sistemas normativos internos; ocultamiento de información; represalias por vincularse y defender temas de género y derechos humanos de las mujeres; desestimación y descalificación de las propuestas que presentan las mujeres; agresiones verbales basadas en estereotipos y visiones discriminatorias sobre las mujeres; acoso, ataques físicos, violencia sexual e, incluso, el asesinato. 

			Barrera Bassols y Cárdenas Acosta (2016) identifican distintas manifestaciones de violencias políticas en contra las mujeres que fungen como presidentas municipales. Presiones y conflictos ligados al acceso a las candidaturas por parte de compañeros de partidos, integrantes del cabildo, grupos de intereses, poderes fácticos, además de sectores diversos de la sociedad. Argumentan que las violencias se producen tanto en los sistemas normativos internos o llamados de “usos y costumbres”, así como en el de partidos políticos. Las situaciones se producen para obtener el cargo y en su ejercicio. Entre las situaciones detectadas para obtener el cargo recurrían a la exclusión y convencimiento para que no tomaran las candidaturas —les decían que no tenían capacidades para ejercer el cargo—, además que había problemas en las campañas para que no pudieran ganar y amenazas e intimidación para que renunciaran a las candidaturas. Mientras que en el ejercicio del cargo se presentaban dificultades con los gobernadores, fueran o no del mismo partido político; conflictos con integrantes del cabildo; problemas con grupos económicos, políticos y sociales; desencuentros con su propio partido u otros partidos políticos; problemas con los recursos económicos para llevar a cabo sus funciones; campañas de desprestigio, personal y político, con respecto al ejercicio de los recursos económicos, opinión pública y amenazas recibidas de diversos grupos sociales.

			En las comunidades tiene un valor muy importante la idea del mérito relacionada con la participación comunitaria, así como el prestigio y posicionamiento familiar, lo que en las estructuras del Estado pocas veces es valorado. De esta manera, la violencia política que viven las mujeres indígenas se encuentra intersectada con el racismo por su condición étnica o de clase y aspectos culturales, sobre todo el carecer de educación y recursos.

			A esta misma conclusión llega el estudio coordinado por Bonfil y colaboradores (2017), quienes sostienen que la violencia política contra mujeres indígenas se presenta dentro y fuera de las comunidades y está estrechamente asociada a los factores que detonan la violencia de género en su contra en otros ámbitos, y la persistencia de prejuicios, sesgos y valores asociados a los roles aceptados de género, a la discriminación racial y al sexismo.

			Se considera que la violencia política contra las mujeres indígenas en la actualidad, se ha exacerbado por el aumento de la violencia en el país, pues muchas de las comunidades se encuentran cooptadas por grupos del narcotráfico, situación que coloca a los grupos indígenas y, con ello, a las mujeres indígenas en una posición de mayor vulnerabilidad de sufrir otros tipos de violencias, si no atienden los intereses de estos grupos o si desafían las estructuras clientelares del crimen organizado. 

			El análisis de la violencia hacia las mujeres en política debe cruzar el tema espacial (los lugares reales o simbólicos donde se ejerce) y temporal (la trayectoria vital de una mujer en la vida política) (Cerva Cerna, 2014). El primer momento: lo constituye la definición de la candidatura, ya sea al interior de los partidos políticos o dentro del grupo comunitario de pertenencia. Algunas de las formas de discriminación y violencia se expresan al no reconocer sus trayectorias de liderazgos, sus aportes al partido o en relación con la comunidad. Otras veces opera una suerte de apropiación por parte de los varones de las candidaturas; es decir, emerge la práctica de seleccionar a quien no tenga experiencia y que, en caso de ser electa, lo haga de manera nominal, en tanto que las decisiones corresponderán a quien le “pertenece” dicho puesto, pero que, en virtud del cumplimiento de la cuota de género, tuvo que ceder su lugar a una mujer. Simbólicamente lo que expresa este fenómeno es que las mujeres son valoradas como gestoras, como los agentes que pueden movilizar las campañas, como operadoras políticas. No obstante, hay una negación a que participen en igualdad de condiciones, tomando decisiones sobre la forma en que se va a conformar la lista. 

			En este proceso no son ellas quienes deciden, sino la cúpula partidaria o los caciques comunitarios. Y es que este tipo de acuerdos políticos se tejen por parte de los líderes del partido o de las comunidades, en su mayoría varones. A nivel partidario o de participación externa, otra forma que agrede y minimiza el trabajo político de las mujeres es enviarlas a distritos perdidos. Es decir, donde el partido ha obtenido resultados negativos en más de una elección, se considera que presenta un electorado desfavorable a las opciones de triunfo de la candidata. A través de la figura femenina, se llena un espacio en las listas donde sabe que no existe posibilidad de triunfo. 

			El segundo momento es la campaña. Aquí el tema fundamental radica en el apoyo del partido o de integrantes de la comunidad, además de la posibilidad de contar con recursos como el financiamiento de la campaña y la protección de las mujeres en los lugares en donde hay problemas derivados del crimen organizado. Otra forma de discriminación y violencia reconocida es el abandono en el acompañamiento a la hora de contar los votos. Esta situación, que es fundamental en la definición de quien resulte electo, deja a muchas mujeres expuestas a situaciones desfavorables a su elección. Destaca, también, la relación de las mujeres con el ámbito de lo familiar, lo que las hace más vulnerables en su ejercicio político. Las mujeres son amenazadas, en su intento por acceder a una candidatura o en el proceso de campaña, de dañar a su familia e hijos.

			El tercer momento se relaciona con el ejercicio de sus funciones como presidentas municipales, regidoras o síndicas, una vez electas. Es frecuente que no se consideren sus propuestas, se les niegue la palabra en reuniones y el cuestionamiento a su físico o forma de vestir en las comunidades donde pervive un escrutinio de su comportamiento social en función de presupuestos morales fundados en estereotipos de género. También se les cuestiona sobre ser las únicas responsables del ámbito doméstico. Aquí es el sistema de organización familiar-social el que ejerce una discriminación estructural hacia las mujeres.

			En relación con la variable espacial, hay formas diferenciadas de violencia que, para el caso del ámbito local, se recrudecen por su proximidad a valores tradicionales y el fuerte arraigo de costumbres. La comunidad tiene mucho peso para hacer presente la división de espacios sociales como un referente simbólico que se impone a las representaciones sobre la pertinencia de que las mujeres participen en política. Los partidos en el ámbito local son más autoritarios, incluso la distribución de recursos es más ambigua (Cerva Cerna, 2014).

			Aproximación a los relatos de las mujeres indígenas: encuadre metodológico 

			El abordaje metodológico trianguló datos que provinieron de fuentes primarias y secundarias de información. Las fuentes primarias consistieron en la construcción y aplicación de tres estrategias de corte cualitativo: entrevistas, grupos focales y observación participante, y se abordó la relevancia que adquieren las representaciones sociales y discursos de las personas que fueron parte del estudio.

			Se aplicaron entrevistas6 a diferentes actores: mujeres indígenas que participan en política, ya sea que hayan ocupado un cargo, lo estén haciendo o tengan intenciones de postularse como candidatas; mujeres indígenas que sean integrantes de organizaciones, redes y grupos de defensa de derechos humanos de las comunidades indígenas, que fungen como expertas en el tema; expertas del ámbito académico y de organizaciones de la sociedad civil y autoridades electorales. En relación con las mujeres indígenas entrevistadas, los lugares de procedencia son Guerrero, Michoacán, Oaxaca, Chiapas y Morelos. Las entrevistas tuvieron por objeto indagar sobre sus experiencias de participación política, postulación y acceso a cargos de representación, y para ejercer su derecho a participar en las decisiones comunitarias, situaciones de violencia y discriminación. 

			Con respecto a los grupos focales, el objetivo fue identificar los factores que explican la exclusión, discriminación y acciones específicas contra mujeres indígenas. Asimismo, se buscó conocer las características específicas que encierra la violencia y acoso político encierran hacia mujeres indígenas, toda vez que los marcos interpretativos del fenómeno deben ajustarse a los contextos y a las múltiples opresiones que sufren las mujeres por condicionantes de género, raza, edad, clase social. Se realizaron 3 grupos focales: 17 de noviembre en Oaxaca, Oaxaca, 28 de noviembre en Cuernavaca, Morelos, y 12 de marzo en la en las instalaciones de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (cdi) en la Ciudad de México. En total participaron 34 mujeres.

			Finalmente, la observación participante, realizada por el equipo de investigación, incluyó la reunión con expertos/as o académicos/as de la sociedad civil, representantes políticos y la autoridad electoral a partir de la asistencia a seminarios especializados sobre participación política de mujeres indígenas en el marco de las elecciones 2018. Se reconstruyó la información a través de relatorías.

			Principales hallazgos sobre violencia hacia mujeres que participan en política en el contexto electoral 2018

			La presentación de los resultados obtenidos se ordena en los siguientes ejes: a) representaciones sobre la participación política de las mujeres indígenas en México; b) factores que favorecen su participación política; c) principales obstáculos a su participación política, y d) violencia de género hacia mujeres indígenas en el ámbito de la participación política.

			a) Representaciones sobre la participación política de las mujeres indígenas en México

			Las mujeres indígenas en México han demostrado superar muchas de las barreras impuestas tanto en sus propias comunidades como de las instituciones y de la sociedad en general. Participar en puestos de elección popular es importante para ellas. Sin embargo, también existen otros medios de participación dentro y fuera de sus comunidades que les permiten externar sus ideas, plantear sus opresiones y visibilizar sus demandas específicas. Ello les otorga un posicionamiento político en la sociedad, principalmente a través de colectivos y organizaciones de mujeres. La participación política de las mujeres indígenas se encuentra entre la tensión de la defensa de sus derechos colectivos como Pueblos Indígenas y dentro de esta lucha: la defensa por sus derechos individuales como mujeres que quieren vivir en igualdad, ser respetadas y valoradas dentro y fuera de sus comunidades.

			De sus relatos se desprende que “estar en la política” se asocia al bien común, al trabajo por los otros, por la defensa de sus tierras y costumbres. Este aspecto cobra una significación sumamente importante, ya que se constituye en la justificación para sortear todo tipo de discriminaciones y exclusiones en su lucha por ser integradas en igualdad de condiciones, además de mejorar la situación de sus familias y comunidades. Es decir, las mujeres indígenas luchan por sus derechos individuales dentro de sus comunidades, pero también se unen a las luchas globales que sus Pueblos están dando contra políticas del Estado, al que consideran cómplice y responsable de la marginación y pobreza que viven como Pueblos. De ahí que, para las mujeres indígenas que participaron en los grupos focales, sea importante ampliar el concepto de participación política, y con ello incluir las luchas colectivas de las mujeres. Es importante destacar la noción de “lucha” asociada a su experiencia de participación política. Son tantos los obstáculos que se les presentan (familiares, comunitarios, económicos, institucionales, partidos políticos, etc.) que la idea de esfuerzo, sacrificio, tenacidad es lo que identifica esta experiencia. A su vez, esta significación es lo que justifica que, en la mayoría de los casos, muchas mujeres desistan de participar. 

			Otro de los temas relacionados con sus vivencias colectivas alrededor de la participación política se refiere a la noción de “ganar espacios”, haciendo alusión de su aspecto real y simbólico. Es decir, luchar por ganar espacios no solo alude a su inclusión en las listas de las candidaturas, también da cuenta de ese espacio simbólico, del reconocimiento, aceptación e inclusión en igualdad de derechos. Por lo tanto, es importante ampliar el concepto de participación política, descentrándolo de aquellas actividades circunscritas a la participación que se da dentro de las estructuras políticas tradicionales del Estado, para incluir las luchas colectivas de las mujeres.

			Y es que su participación política no siempre remite a una aspiración a alcanzar los puestos de elección a nivel estatal. Incluso encontramos representaciones ambivalentes en torno al ideal de la participación política en el sistema de partidos tradicional. Es decir, muchas de ellas, principalmente las vinculadas con la cdi, están relacionadas a algún partido político. Sin embargo, son muy críticas de las posibilidades reales de ser incluidas. La idea de ser “objeto” de la política o, como ellas señalan, “sentirse usadas como una cuota”, es parte de una constatación real que se desprende de sus experiencias, así como la de otras mujeres de su entorno. Esto se constata en los siguientes fragmentos de las entrevistas:

			La participación electoral no es bien vista por las organizaciones indígenas y tampoco es bien vista por los Pueblos Indígenas, no es una vía. La historia en este país muestra que la vía electoral no es necesariamente la vía que va traer justicia y reconocimiento a sus aspiraciones de desarrollo social; a los candidatos indígenas los manipulan, los discriminan o en todo caso tienen que alinearse con las agendas políticas de los partidos a los cuales pertenecen. Dentro de los partidos políticos, los indígenas no pueden mover su propia agenda, están agarrados de las manos por la lógica de poder partidista, le deben pleitesía a la institución. (Entrevistada 10)

			Cuando decimos política tiene un sentido negativo para muchas compañeras, porque asociamos inmediatamente la palabra política con los partidos políticos y con formas de corrupción que ejercen el poder de una manera que no ha sido beneficiosa para nosotras, ni como mujeres, ni como pueblo. Hay compañeras que están participando muy activamente, cuando les dices que están haciendo política dicen: “¡No, no, yo no soy política!” Por esto mismo, tratamos de reflexionar sobre esto y decir: no, compañeras, la participación política no se cierra a los partidos políticos, estamos haciendo política desde la casa, donde estamos estableciendo las reglas de convivencia; estamos haciendo política y lo hacemos en la comunidad, lo hacemos en la asamblea, lo hacemos en los comités y lo hacemos desde nuestras organizaciones. (Entrevistada 5)

			Este discurso crítico también está presente en las organizaciones sociales de mujeres indígenas. Algunas de sus integrantes que participaron en este estudio refuerzan la importancia del trabajo organizativo que se viene gestando desde el levantamiento zapatista, fenómeno histórico que constituyó un parteaguas en la visibilización de las condiciones de vida y demandas de las mujeres indígenas en México. El trabajo organizativo que se ha dado principalmente al margen de las instituciones ha buscado cambiar las prácticas discriminatorias de género que las marginan y violentan al interior de sus pueblos y comunidades y con la sociedad en general. En términos de derechos humanos, han sido particularmente activas en insistir en la interdependencia de los derechos de los Pueblos Indígenas con los derechos de las mujeres, argumentando cómo la autonomía de sus territorios indígenas es indispensable para ejercer con plenitud sus derechos como mujeres, y cómo la garantía de los derechos de las mujeres es imprescindible para robustecer la vida y la defensa de los Pueblos Indígenas. Esta perspectiva ha aglutinado procesos organizativos de mujeres indígenas que, superando todas las barreras estructurales, se ven a sí mismas como actoras de cambio. 

			Históricamente los pueblos originarios se han regido por el sistema normativo interno y existe una relación ambivalente sobre la participación en partidos políticos porque se asocia con valores que van en contra del ideal comunitario. En ese sentido, las participantes del estudio coinciden en que la principal forma de participación política de las mujeres indígenas es en el ámbito comunitario, donde lo comunal opera bajo la lógica de aportar por el bien de todos. La idea de colectividad se construye por la contribución que hacen los integrantes por medio de trabajo y en el fomento del valor de la justicia. Sin embargo, algunas mujeres indígenas que han decidido participar en los partidos políticos señalan que es un derecho y un espacio de toma de decisiones, el cual permite transformar la realidad en su comunidad. Lo viven como una profesión que las acerca a las necesidades de la gente: 

			Me ha gustado participar, lo siento que es una profesión para mí, un trabajo, eso me gusta hacer y lo seguiré haciendo mientras Dios me preste vida. Me siento muy bien estando en la política porque me distrae, me desestresa y lo que yo quiero es llegar a ocupar un lugar como presidenta, como diputada… porque siento que tengo capacidad para hacer ese trabajo. (Entrevistada 7)

			Tienes la intención de participar, no solamente porque es un derecho representar a los tuyos, sino porque también como mujeres empiezas a darte cuenta de que es importante empezar a hablar, defender a tu colectivo del que eres parte; y si ese colectivo desaparece, desapareces tú, no como persona, sino como parte de ese colectivo. (Entrevistada 6)

			Como se ha reiterado anteriormente, los partidos políticos no son la primera opción de participación política de las mujeres. Son estos mismos los que las buscan para proponerles ser candidatas debido a su visibilidad pública o para cubrir cuotas de paridad, pero no porque estén realmente interesados en promover sus derechos. Sin embargo, cuando las mujeres son impuestas por un partido, como una decisión externa a la comunidad, esta no les otorga la legitimidad necesaria para fungir como autoridad. Este punto es central, porque puede constituirse en un factor que detone situaciones de discriminación y violencia contra las mujeres dentro de las comunidades. Así lo deja ver una de las mujeres entrevistadas:

			No es que las mujeres los busquen, son los partidos los que buscan a las mujeres. Creo que son dos cosas las que incluyen, una, que ya son partidos que están desgastados y que necesitan nuevos liderazgos, y la otra son estas reformas que se han hecho ante la ley de paridad que existe, que obliga a que las mujeres estén en igual número que los hombres participando. Esto ha hecho que los partidos se acerquen a las compañeras, entonces las compañeras dicen ¿le entro o no le entro?, porque lo ven como una oportunidad de estar en un espacio de decisión y de tener recursos, de tener medios para resolver. (Entrevistada 5)

			Los testimonios de estas mujeres apuntan a que la restricción a la participación política partidaria se deriva del no cumplimiento de ciertos requisitos que son centrales en la comunidad: hacer trabajo comunitario, participar en la organización de las fiestas tradicionales, etc. Desde una lógica de derecho occidental puede parecer como restricción, pero desde la lógica comunitaria habla de reconocer el compromiso con la comunidad. Hay que representar los intereses de esa comunidad, de lo contrario no se podrá participar de manera legítima. En general, se reconoce que los sistemas normativos y los sistemas de partidos discriminan a las mujeres. Al interior de ambos sistemas no las quieren y enfrentan restricciones para participar.

			Como señalamos, la participación de las mujeres en espacios políticos varía en los diferentes Pueblos Indígenas porque las prácticas culturales y las necesidades de organización son distintas en cada comunidad. Sin embargo, en este estudio se identificaron algunos espacios de participación en la mayoría de las comunidades: autoridades municipales, agrarias, educativas, parteras (como forma de participación social), representante de algún programa social, en organizaciones de mujeres y, en menor medida, en algún partido político.

			En su mayoría, la participación de las mujeres se ha acotado a labores con poco reconocimiento público. A pesar de que permanecen activas en la comunidad, su trabajo es invisibilizado en el momento en que la asamblea comunitaria decide a las autoridades municipales. Se considera que su participación no les da la suficiente experiencia para asumir un cargo que implique tomar decisiones trascendentes para la comunidad, como el uso de recursos o las gestiones con autoridades de otras comunidades. Sin negar su importancia, destacaron la división de espacios y la jerarquía que ello conlleva. Este aspecto es interesante porque la división de actividades al interior de la comunidad opera bajo lo lógica de “lo público y lo político” versus lo “privado doméstico”, sustrato del reconocimiento social que se hace del trabajo comunitario de las mujeres: 

			Digamos que en otras comunidades pareciera que no estamos en el mismo nivel, podríamos decir que es un nivel más bajo, unos niveles más bajos porque se restringe la participación de las mujeres indígenas a una participación doméstica. Es decir, participan en las fiestas, hacen las tortillas, acompañan al marido, toda esta parte, un poquito más de invisibilizar, como tal una mujer indígena no quiere decir que no participe, etc., o a fuerza tenga que ser una mujer la que esté al frente, sin embargo, esta forma de participación es un poco más invisible, pues. No todas las mujeres a final de cuentas son las que toman las decisiones, son los maridos, ellas son como las acompañantes. (Entrevistada 9)

			En relación con las organizaciones y asociaciones de mujeres indígenas, varias de las mujeres entrevistadas en los grupos focales pertenecen a alguna organización o asociación. Ello les ha permitido tener herramientas para encarar la arena política, comunal o estatal que estructuralmente está diseñada para impedir su participación. Compartir experiencias y sentirse en una red de apoyo posibilita que las mujeres vean en la participación política una forma para transformar sus realidades y un espacio para la lucha por sus derechos. El tema de la capacitación aparece como fundamental, al constituirse en un factor que potencia su posicionamiento (empoderarse) dentro y fuera de sus comunidades, además de desarrollar una agenda propia. Algunas mujeres entrevistadas destacan:

			Empezamos a trabajar con las autoridades comunitarias como parte de la red de derechos humanos y a ir a las comunidades a dar talleres sobre derechos humanos, porque nuestra intención era que en los sistemas propios se fueran integrando, y las mujeres comenzaron a acercarse y a decirnos que ellas estaban con mucha necesidad de acceder a la justicia, sobre todo por la situación de la violencia familiar […] aprendí que la participación política es un derecho clave porque nos ayuda a acceder a otros derechos y que por eso era importante que como mujeres estuviéramos participando, hablar por nosotras mismas y tener presencia en las asambleas, tener presencia en la toma de decisiones. Por eso me animé a entrar a la Coordinadora Nacional para Mujeres Indígenas, porque ahí hay mujeres muy poderosas en el sentido de que son mujeres con una historia de lucha que te inspiran y te animan. (Entrevistada 5)

			En la organización hay posicionamiento de apoyo sobre la participación política de las mujeres, tanto en ámbitos comunitarios, es decir, en las asambleas, así como la participación en partidos o por la vía independiente, o sea, como ha sido un eje de trabajo nuestro, como hemos posibilitado hemos facilitado, hemos capacitado algunas compañeras en el tema de participación política, también resulta para nosotros necesario tener el respaldo para que las mujeres que tengan ese deseo, esa posibilidad de postularse a nivel comunitario mediante una asamblea o mediante un partido, o mediante las candidaturas independientes, tengan nuestro respaldo, independientemente del partido […] también pensamos que el hecho de tener a una mujer capacitada, posicionada y con una agenda que defienda los derechos de las mujeres indígena. (Entrevistada 9)

			La mayoría de estas organizaciones o asociaciones de mujeres indígenas no cuentan con un registro formal y no tienen ingresos económicos del gobierno o de alguna otra institución o particular. Funcionan de manera autogestiva y autosuficientes, con herramientas de trabajo que ellas mismas diseñan (folletos, libros, agendas, flyers): 

			Hay distintas posturas políticas, una de las posturas es que vamos a ser autosuficientes y no vamos a depender del gobierno para trabajar, porque esto implica también de depender, coincidir con algunas cosas, con planteamientos, con agenda, entonces es una discusión pendiente que tenemos en la organización, de si nos vamos a constituir algún día o vamos a seguir haciendo trabajo de manera autogestora. Muchas de las cosas que hacemos es con nuestros propios recursos, muchas somos artesanas o comerciantes y vamos generando nuestros propios recursos, a veces hacemos alianzas con algunas organizaciones o instituciones académicas. (Entrevistada 5)

			b) Factores que favorecen la participación política

			Los hallazgos de este estudio muestran que las reformas en torno a las cuotas y la paridad modificaron sustancialmente las dinámicas comunitarias, pues han logrado la integración de mujeres en espacios de toma de decisiones. Sin embargo, siguen sin existir cambios en las estructuras que favorezcan que su participación y sus opiniones sean tomadas en cuenta. A pesar de que este factor favorece la participación de las mujeres, tiene efectos secundarios, como una imposición “desde arriba” que las mujeres deben participar:

			Como organizaciones feministas celebramos la aprobación de esta ley porque es una buena oportunidad que tenemos como mujeres indígenas a poder explorar este liderazgo de los espacios públicos. Sí está siendo muy complicado, muy problemático, ha habido compañeras que han tenido crisis, pero me parece que no hay condiciones. Lo que falta es generar condiciones, ver un poco el contexto en el que estamos. En las comunidades no hay nada de apoyo económico, tequio totalmente. Si yo hablo como comunera, pues yo diría que fue muy atropellada esta aprobación y si hablo desde ser feminista aplaudo y creo que es justo. Pero desde una comunidad, si me preguntan si quiero ser autoridad yo diría que no. (Entrevistada 14)

			Desde 2013 es cuestión de cubrir espacios públicos del estado hasta lo municipal, porque ya fue una exigencia que los partidos políticos tienen que integrar tantas mujeres y tantos hombres, por ejemplo: el presidente hombre, mujer síndica, primer regidor hombre y así van intercalados y por eso yo estoy ubicada en uno de los espacios. Hasta ahí estamos bien, pero ya dentro de la participación, dentro de las reuniones, no se toma en cuenta la participación de las mujeres o su punto de vista y yo por eso he dicho que se ha utilizado como un relleno esta participación de las mujeres. (Entrevistada 3)

			La propuesta gubernamental de incluir mujeres en los partidos políticos y en los sistemas normativos indígenas ha traído resultados contraproducentes en lo comunal. Se trata de una reforma que pretende ser aplicada a ambos sistemas sin considerar las características particulares de cada uno. Las mujeres indígenas no necesariamente quieren participar en el ámbito político, pues a diferencia de un cargo en un partido político, en lo comunal los cargos son honorarios. Ello implica que la carga económica y de trabajo será mayor para ellas. Al respecto, una mujer entrevistada menciona:

			Si los cargos se dan de manera honoraria, entonces de qué va a vivir la mujer que va al cargo; segunda, si de por sí [se] ha afectado por la propia dinámica del pueblo ¿Quién eres tú para ponerlas a la fuerza? No te importa cómo les vaya; las mujeres que han logrado llegar por este cambio han dicho, ¿y dónde están las que me van a ayudar si me están violentado, acosado, violando mis derechos? (Entrevistada 2)

			El acceso a la educación, el conocimiento de sus derechos y contar con redes y grupos de apoyo son los factores centrales que favorecen su ingreso a la esfera política. Es decir, contar con conocimientos de sus derechos ciudadanos las posiciona de manera diferente frente a los embates de las violencias (abusos de poder, corrupción, discriminación):

			Yo creo que habría que diferenciar que las mujeres indígenas en general son y viven violencia política como la vivimos todas, pero además ellas… lo viven, pero a lo mejor el impacto es distinto cuando tú eres una persona en una situación de vulnerabilidad y tienes una práctica de violencia sobre tu persona, pero tienes herramientas educativas, reconoces de leyes, tienes acceso a la salud, a la educación, tienes conocimiento de que el impacto de la violencia de cualquier tipo y es este caso el de la violencia política. No es el mismo impacto que tienen otras personas que no han tenido acceso a los derechos y yo creo que ahí está el meollo del asunto, en la diferencia. (Grupo focal 2)

			Como se mencionó más arriba, otro factor positivo que ha favorecido la participación política de las mujeres indígenas es el trabajo de concientización que han realizado las organizaciones, redes de mujeres o asociaciones de base. Su labor ha consistido en informar a las mujeres sobre sus derechos, darles herramientas para exigir y ocupar espacios de toma de decisión, acompañarlas en el ejercicio de sus funciones y compartiendo las experiencias de otras mujeres para sentirse respaldadas. Pertenecer a alguna organización o asociación o vincularse con alguna agencia del estado (cdi, ine) les ha permitido tener herramientas para enfrentar la arena política, comunal o estatal. Compartir experiencias y sentirse parte de una red de apoyo ha permitido, también, que las mujeres vean en la participación política una forma para transformar sus realidades y un espacio para la lucha por sus derechos: “solo porque me acompañaron lo pude hacer. Entonces pareciera ser que, si eres una mujer indígena, sin estas alianzas es muy difícil exigir esos derechos” (Grupo focal 3).

			El tema de la capacitación aparece como fundamental, al constituirse en un factor que les permite posicionarse (empoderarse) dentro y fuera de sus comunidades, además de desarrollar una agenda propia. Ligado a ello, demandan apoyo a la autoridad electoral, como lo enuncia una de las mujeres entrevistadas:

			Ahorita en Pueblo Nuevo hay muchas mujeres que participan en capacitaciones, dentro de mi grupo somos varias compañeras, eso me hace sentir bien. Por ejemplo, para el 2018 ya estamos preparadas para las compañeras, tú vas, tú vas. Las animamos, siempre he peleado los puestos políticos y eso me da alegría. (Entrevistada 7)

			Finalmente, la migración de varones ha sido un factor que ha posibilitado que más mujeres ingresen como autoridades comunitarias. La migración de sus parejas las obliga a asumir las responsabilidades colectivas de lo público, las cuales recaían exclusivamente en manos de los varones de la comunidad. Al estar ausentes, por necesidades económicas, dejan libre el camino para que ellas puedan participar en las decisiones colectivas de sus comunidades.

			c) Principales obstáculos de la partición política de las mujeres indígenas

			Desafío al orden tradicional en torno a la gestión de lo político en sus comunidades

			La participación política de las mujeres en general desafía el orden tradicional de género y de la forma en que se plantea tradicionalmente la gestión de lo político y público. Particularmente las mujeres indígenas reconocen que en sus comunidades los varones son percibidos como los más aptos para tomar las decisiones colectivas. Históricamente, en ellos ha recaído esta responsabilidad, por lo que deja a las mujeres fuera del sistema tradicional de representación interna. 

			Me decían: ¡Cómo va a ser ella a la que se le dé el bastón de mando, ella no puede tocar con sus manos el bastón de mando!, ¡dónde vamos a quedar los hombres si ella toma el bastón de mando! (Entrevistada 4)

			El sistema normativo interno genera obstáculos para las mujeres por ubicarlas en el ámbito de lo privado doméstico. Ser madres y tener la responsabilidad exclusiva de los hijos es el papel que tradicionalmente las mujeres deben cumplir. Sobre estas representaciones se erige una serie de mandatos que opera en el sentido de restringir su acceso al espacio público de decisión. Que una mujer indígena se constituya en fuente de autoridad es algo que, para sus pares varones, genera conflicto y resistencias. Incluso los símbolos asociados a la autoridad tienen una lógica masculina que en la cosmovisión de algunas comunidades está lejos del manejo femenino, el bastón de mando, por ejemplo.

			El estatus civil y la edad como factores condicionantes dentro de la comunidad

			El estatus civil y la edad son otros de los factores condicionantes que limitan la participación de las mujeres indígenas; ser joven y soltera levanta sospechas dentro de la comunidad. Es decir, no hay un varón de respaldo que sea la figura de aprobación para el ingreso de las mujeres en la vida pública. Las mujeres indígenas siguen sujetas a sus relaciones de pareja y es el esposo el que las representa en nombre de la comunidad. Existen lugares en Chiapas donde los cargos van en pareja. En caso de Guerrero, en algunas comunidades, los esposos no permiten que sus parejas participen debido a que consideran que el espacio público no les pertenece. En el caso de Oaxaca, existen dos posibilidades dependiendo de la comunidad. En algunas se prefiere que las mujeres que ocupen los cargos sean casadas, porque se considera socialmente que son más responsables y hay alguien que responde por ellas, en este caso la figura del varón como autoridad doméstica-familiar. En otros lugares son solo las mujeres solteras, viudas o separadas las que pueden asumir los cargos porque las casadas son representadas por los esposos.  

			No tengo el dato exacto de participación de las mujeres, empezó en la zona alta, estoy hablando de municipios como San Pedro y San Pablo Ayutla, Tlahuitoltepec, Zacatepec. Esas son las comunidades que las mujeres las consideraban hace mucho tiempo, ¿cuáles son las características? Son mujeres que son en su mayoría viudas, madres solteras o solteras, y el argumento es que ellas tienen un espacio en la comunidad, están ocupando el agua, tienen alguna casita o usan los servicios comunitarios. Entonces deben dar un servicio […] Con las casadas, sus esposos las representan. (Entrevistada 14)

			Entonces también fue un poquito complicado el tema de la juventud, el tema de que no soy una persona casada. Entonces, bueno ella es soltera, es joven, muy joven, es mujer y además es de una comunidad indígena. (Entrevistada 9)

			Sistemas de partidos y comunidad

			Las mujeres indígenas participan en varias actividades propias de su comunidad. Sin embargo, hay ciertos espacios donde ha sido muy difícil ingresar precisamente por la justificación cultural que las decisiones deben estar en manos de los varones. Cuando existe concesión a su participación, esta está condicionada a puestos secundarios o que son una extensión de sus roles tradicionales de cuidado. La tenencia de la tierra también puede ser un obstáculo, ya que existen cargos vinculados a la propiedad de la tierra, los terrenos y límites. Para acceder a los cargos, participar en las asambleas y tomar decisiones es necesario ser titular de la tierra. En relación con el sistema de partidos, señalan que en general existe un rechazo a incluirlas, incluso señalan sentirse utilizadas cuando es preciso cumplir una cuota de representación indígena. En otro sentido, algunas mujeres indígenas sostienen que vincularse a los partidos se considera una suerte de traición a las tradiciones comunitarias. Por tanto, un obstáculo a superar es esa disyuntiva y reconocer que participar en los partidos políticos puede segregarte de tu comunidad.

			La participación política en sistemas de partidos políticos es concebida como patriarcal y caciquil. Existe una lógica patriarcal interna en los partidos políticos, en donde cualquier integrante tiene que mantener una relación de sujeción frente a un líder. En el caso de las mujeres indígenas y no indígenas, ellas entran en las estructuras partidarias en una posición subalterna. Sin importar el partido, tienen que someterse a los altos mandos para poder obtener una candidatura. Aunando a lo anterior, los partidos políticos realizan negociaciones internas donde deciden quiénes serán los candidatos. Esto se define generalmente no por méritos políticos, sino por quienes son más cercanos a los intereses y exigencias del líder. Las cúpulas partidarias determinan quién será candidata —siempre son hombres los que están en las cúpulas—, a diferencia de las comunidades que sería más por reconocimiento comunitario, pero en donde también son excluidas las mujeres. 

			Aunque trabajes para ellos, el mismo partido decide. Entre ellos hacen una negociación, tú vas y ella no va, es un gran obstáculo porque ya te cierran el camino para que no te dejen pasar a ti. Con lo de la paridad, los candidatos usaron a sus mujeres. (Entrevistada 7)

			Las mujeres que participaron en el estudio argumentan que, si bien el Estado y las instituciones construyen leyes y políticas para la paridad, no existe un acompañamiento real por parte de las instituciones que vigile que esta medida se lleve a cabo, haciendo que las mujeres participen, pero dejándolas a la suerte en sus comunidades. Incluso muchas veces son utilizadas por sus esposos como figuras frente al ine, mientras que ellos son los que toman las decisiones políticas, lo cual ha generado también violencia.

			Una Síndica de Amatenango del Valle me habla y me dice: “es que ya perdí todo”. Ella regidora suplió a su marido por la cuestión de paridad de género y ya pasó. Entonces, ella queda, llega el marido y la golpea, todo mundo de acuerdo, o sea no tiene ningún respaldo de algún tipo y la saca hasta de su casa, o sea la saca de su casa y está rentando en otro lugar con sus hijos, o sea sin nada […] O sea, llega por una cuestión de ley, por una cuestión de cumplir con ese derecho y que ahora esté despojada de todo… (Grupo focal 2)

			Es real, el Instituto exigiendo que participe es ahí ahora la violencia política contra las mujeres, ahí ahora vamos a darles de lo que se pueda o de plano no les vamos a dar o mejor las castigamos, ¿no? O sea, sí existen ese tipo de tensiones que, yo creo que los pueblos mismos, y el error está en pensar que nosotros lo vamos a ir a resolver, ahí es donde está el error, yo creo que son las mujeres indígenas las que tienen la posibilidad real de transformar esa realidad, ni Rita, ni yo, ni un protocolo. (Grupo focal 2)

			La paridad hace que los partidos políticos ejerzan presión sobre las mujeres y las obligan a que participen solo para ocupar los lugares que se necesitan para la elección. Al quedar en las planillas, ellas se ven muchas veces obligadas a declinar, quedando expuestas a las violencias sin un respaldo del partido en el que militan.

			Yo entré como suplente de la persona que entró en segundo lugar en la planilla, que era síndica del partido del prd [Partido de la Revolución Democrática], pero no teníamos el apoyo del partido, porque los partidos están fraccionados. Y el prd, si no tienes ese poder de que alguien te apadrine en el partido pues prácticamente es como si no tuvieras representación, o sea es nada casi. (Grupo focal 1)

			La experiencia de las mujeres indígenas en participación política es principalmente en lo comunitario. Pocas veces van más allá de ese espacio, lo cual provoca un desconocimiento de las lógicas internas de los partidos políticos. El contexto cultural en el que crecieron no les permite saber sobre negociaciones, reglas electorales, recursos políticos necesarios para ganar las candidaturas, alianzas políticas, entre otras cosas.

			Cuando una mujer decide participar en la política, los miembros del cabildo, principalmente hombres —aunque también hay mujeres que lo hacen, pero en menor medida—, desprestigian u obstaculizan la participación política de las mujeres, ejerciendo todo tipo de violencias, generando desde chismes hasta peleas entre las personas que resulta en violencia física contra las mujeres indígenas.

			Bueno de acuerdo con mi experiencia, el presidente municipal, me negaron la participación, el presidente en turno, me dijeron no puedes participar. Entonces pedimos la intervención del Instituto. Como pudimos, pudimos ejercer nuestro derecho, lo logramos. Pero en la cabecera, el cabildo anduvo entre el pueblo, anduvo casa por casa, diciendo a la gente, vayan a votar, pero no voten por Jacinta, voten por Filiberto, se llamaba mi contrincante, voten por Filiberto. Al final del día sí, cinco votos salieron en la cabecera, cinco votos que el presidente se dedicó a investigar de quien eran. A esas mujeres, le llamaron a la presidencia les pidieron una multa de mil pesos y los encerraron por una noche. (Grupo focal 1)

			Este testimonio nos ilustra cómo la coacción del voto puede resultar un tipo de violencia contra las mujeres indígenas, pues se obliga a la comunidad a que no voten por ellas a través de la intimidación. Aunque no se están comprando los votos, se les está intimidando.

			Allá en el pueblo nada más existe un grupo de personas que el presidente maneja por medio de darles mochada, en la reunión te doy cien, doscientos pesos y escoge cuantas personas para que ladren en la reunión y digan en contra de Petrona y hay que sacarla porque ella es la mala, ella es la mala siempre. ¿Por qué? Porque Petrona nunca se ha quedado callada, yo no me he quedado callada, más como nosotras hablamos el zapoteco y él habla el zapoteco, pues ahí me divierto con él, ahí diciéndole y pues no, no me dejo, pues dicen todo sobre mí, porque Petrona es la que me dice lo del dinero, de cómo se está gastando y eso y pues ahora me trae un odio que quisiera agarrarme, soplar y destriparme en el aire, pero eso va a ser imposible… (Grupo focal 1)

			Tanto en los sistemas normativos internos como el sistema de partidos, las mujeres enfrentan restricciones para participar: se las discrimina, excluye y desvaloriza. Sin embargo, las dinámicas son distintas. En los sistemas normativos, en las asambleas las postulan y una vez que están en el cargo hacen difícil su gestión, mientras que en el sistema de partidos opera la simulación en la presentación de sus candidaturas.

			Las instituciones

			Otro obstáculo es el papel desempeñado por la autoridad electoral. Cuando las mujeres se acercan a las instituciones de justicia electoral, muchas veces sus casos no son resueltos. Existe un excesivo formalismo, tardan mucho en ser atendidas y el funcionariado trata de convencerlas para que no interpongan sus denuncias, manifestándoles que estas acciones llevan mucho tiempo y que tienen pocas posibilidades de ganar sus casos. Con respecto a la actuación del ine, las mujeres indígenas perciben que, cuando intentan denunciar la violación a sus derechos políticos, las instituciones las responsabilizan de la violencia que reciben. Por ejemplo, les preguntan si están seguras de participar, las tratan de convencer de no denunciar, les dicen que por querer participar las violentan. Estas acciones, aunque parecerían insignificantes, revictimizan a las mujeres, pues no son responsables de que no sean tomadas en cuenta en sus comunidades por el simple hecho de ser mujeres: “cargarle la responsabilidad a los pueblos indígenas y a las mujeres indígenas, que se hagan cargo de garantizarse su derecho a la participación, o sea me parece violento por parte del Estado…”. (Grupo focal 2).

			De la misma manera sucede con el Tribunal Electoral, pues en algunas ocasiones resuelve los casos de exclusión de las mujeres de los cargos políticos favorablemente y otras veces, pone trabas inexplicables para las mujeres, quienes pierden la intención de participar nuevamente bajo estas circunstancias.

			En un primer caso, en una mesa que participé, sentí el respaldo del tribunal, sentí el respaldo del ieepco [Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca]. Sí, lo sentí y dije sí funcionan las instituciones, y en 2016 dije tómala, me mandaron por un tubo [para participar en la terna para elegir a los funcionarios/as de su comunidad en el sistema normativo interno]. (Grupo focal 1)

			Yo sufrí y lo considero como violencia, a mí el ine me dio la constancia como regidora étnica en el 2015, entonces hubo personas del mismo grupo que se empezaron a meter. En Sonora hay gobernadores indígenas, entonces ahí las regidurías indígenas es el gobernador el que decide, pero hay varios gobernadores. A mí me firmo uno de ellos para participar como regidora étnica. Hay un señor que mandan de Guadalajara por el ine, no sé qué documento le hacen llegar a él, pero él decide quién va a ser el regidor étnico, se sabe que ahí hay dinero de por medio. Me quitaron a mí faltando media hora para tomar protesta. Hasta en el cubículo estaba mi nombre y media hora antes de tomar propuesta llego la resolución supuestamente de que ya no era yo. (Grupo focal 3)

			Con respecto al Protocolo de Atención a la Violencia política de género del ine, en el grupo focal 1 y grupo focal 3 fueron bastante críticas sobre sus efectos para la población indígena. Incluso cuestionaron su capacidad de incidencia en los procesos electorales próximos dada su complejidad, baja difusión y aceptación institucional ya que el Protocolo solo se ha difundido, por medio de la capacitación, a ciertas organizaciones y mujeres.

			Papel del chisme como dispositivo de género 

			El chisme se plantea como una condicionante de género que restringe la participación de las mujeres indígenas y que incluso puede llegar a ser una fuente de violencia contra ellas. Es decir, el chisme, en su componente de desprestigio, tiene como finalidad operar como un inhibidor de la participación política. Su función es transmitir el lugar tradicional de género que le toca cumplir a las mujeres y ataca a las que no viven de acuerdo con estos principios. Las mujeres que pretenden participar en la vida política y pública de su comunidad transgreden este orden de género y, por lo tanto, se vean expuestas a estos “chismes” para que, de alguna manera, este cambio no se produzca. Cambiar dicho orden se interpreta como “romper las tradiciones”. El chisme es un mecanismo que va en contra del empoderamiento; además, impone límites a las aspiraciones de las mujeres. Pareciera que el chisme es inofensivo, pero esta investigación muestra que tiene un papel importante y fundamental como generador de violencias contra las mujeres. El testimonio de las siguientes mujeres ilustra esta situación:

			También las mismas compañeras, también son aconsejadas por otros grupos y te atacan. Empiezan a hacer chismes… A mí me toco viajar sola a la Ciudad de México con 15 hombres. Entonces cuando yo empecé a viajar a México con estos grupos en diferentes reuniones. Cuando yo regresé de una reunión donde todas las compañeras me abrazaban. En otra reunión dije yo, porque las compañeras no se acercaron para saludarme y las compañeras muy serias de mala gana me saludaron, y saqué a una compañera con la que tenía muy buena amistad y le pregunté qué estaba pasando y me dice, “es que estamos muy enojadas porque tu viajaste con nuestros maridos y te acostaste con todos”, y yo le respondí “Sí, compañera, con todos y también con mi marido”. (Grupo focal 3)

			Se le hizo un chisme y ella tuvo que renunciar a una vida de familia al tener problemas de pareja con su esposo, con los hijos y situaciones que son muy complejas para la vida de las mujeres por el rol que nos ha tocado vivir o que nos han hecho vivir… eres cuestionada por si estás o no estás casada y que al final de cuentas, ni siquiera logró posicionarse en un espacio de participación política por el temor a muchas otras cosas. Sin embargo, eso no se toma como una violencia política, porque de cierta manera nunca accedió a una candidatura. (Entrevistada 9)

			Muchas veces las mujeres indígenas no quieren participar en sus comunidades o en el ámbito político porque los espacios son masculinos. Por ejemplo, en Oaxaca algunas mujeres indígenas asocian los cargos de autoridades municipales como espacios donde se convive solo con hombres que además beben alcohol. Eso provoca que no deseen integrarse a esos cargos.

			Cuando asignaron a la maestra como secretaria municipal, ella regresó a su casa llorando porque para ella era un castigo estar rodeada de puros hombres, los hombres toman y ella decía que cómo iba a estar en cabildo y estar con la gente que toma. (Entrevistada 2)

			Finalmente, la falta de preparación o confianza para manejar el espacio público, sentirse poco preparadas y con falta de habilidades sociales son obstáculos autopercibidos como limitantes a su ingreso en la arena política. Es decir, las mujeres indígenas siguen pensando que uno de los principales inconvenientes es la falta de educación; en otras palabras, es un asunto personal y no estructural. No siempre se vislumbra que toda la estructura política es patriarcal y eso es lo que impide el acceso a su participación. 

			d) Violencia hacia mujeres en el ámbito de participación política y los momentos en que se manifiesta

			Las violencias contra las mujeres, incluyendo en el ámbito de la política, tienen una raíz estructural. Cuando las mujeres indígenas hablan de violencia estructural, se están refiriendo a la violación de sus derechos colectivos y a las violencias que como pueblos indígenas han vivido. A lo largo de la historia han padecido discriminación y racismo por parte del Estado. Para hablar de la violencia en el ámbito de su participación política es preciso comprender que muchas de las violencias que se viven dentro de las comunidades indígenas, incluyendo la política, son la herencia de la colonización y de la historia que han vivido los pueblos indígenas de rezago frente al Estado y, en la actualidad, también de las empresas transnacionales que invaden sus territorios. Por ello, al hablar de las violencias que viven, mencionan que mientras sus pueblos no puedan tener paz, ellas no pueden vivir sin violencias, pues la violencia estructural va de la mano de la violencia política.

			Es problemático pensar que en las comunidades las mujeres viven más violencia (estigmatización de las comunidades, pensar que por “ser indígenas” son más violentos). La violencia que experimentan en el ámbito de su participación política no tiene que ver con que sean indígenas exclusivamente, sino que además son mujeres, de escasos recursos y con bajos niveles de escolaridad. De este modo, la violencia política no solo se da por su condición de étnica, sino de género, a la cual se le suma la pobreza.

			Las formas de violencia contra mujeres en política se dan en el sistema normativo interno y en el sistema de partidos políticos. Sin embargo, para analizarlas es necesario desvincularlas de los procesos electorales convencionales, pues a pesar de que algunas entrevistadas han participado por medio de los partidos políticos, para llegar a esos espacios de toma de decisiones institucionales tuvieron que pasar primero por una participación comunitaria. Las formas de violencia política específicas en los ámbitos locales están imbricadas con valores tradicionales y en roles de género manifestados de formas más convencionales que en espacios no indígenas. Sin embargo, en el sistema de partidos, la condición de género también es central y, aunque el argumento no está dirigido a que las mujeres deben estar dedicadas exclusivamente a labores domésticas, el espacio de la política se asume como masculino. Ellas son percibidas como intrusas, sin capacidad ni experiencia, menos racionales, etc. 

			Todas estas manifestaciones de violencias tienen que ver con el deber “ser mujer” y los estereotipos y roles que se han construido sobre ellas. Se espera que las mujeres sean sumisas, calladas, madres, esposas, buenas, solidarias, recatadas, decentes, etc. Cuando estos estereotipos se rompen o se ponen en cuestionamiento con las acciones de las mujeres, las respuestas se tornan violentas contra ellas y se les describe como “malas mujeres”. Cumplir con lo que “se espera de las mujeres” es para ellas muy importante, pues de ello depende su vida en las comunidades. Perder el prestigio puede llevarlas incluso a perder su familia, amigos y redes comunitarias, a ser expulsarlas de sus comunidades, prohibirles el ingreso.

			Las diferentes manifestaciones de la violencia política en contra de las mujeres indígenas se expresan en tres momentos: 1) El momento previo a una elección, sea esta por asamblea o partidaria. Aquí lo que se pone en juego son los méritos políticos que han realizado las personas que desean un cargo como autoridad. 2) Cuando son candidatas, momento en que adquiere relevancia el apoyo que reciben de los partidos, la familia o la comunidad. Y 3) cuando están en el ejercicio de sus funciones.

			Definición de candidatura

			La definición de candidaturas es el momento previo a una elección, sea esta por asamblea o por la vía partidaria. En caso de lo comunitario, está más relacionado con los méritos comunitarios que tienen que haber realizado las personas. Quienes llegar a ocupar un cargo como autoridad deben tener una visibilidad pública, es decir, tienen que contar el historial de haber dotado o realizado alguna actividad por el bien de la comunidad. Las mujeres, al no poseer recursos económicos propios, no cuentan con la trayectoria necesaria para ser consideradas. En el caso de los partidos políticos se produce en la definición de las listas al interior de los partidos políticos previo a la contienda electoral. En el discurso, lo que se pone en juego son los méritos políticos que han realizado las personas que desean un cargo como autoridad. En ambos casos, muchas veces las mujeres indígenas no cuentan con la trayectoria política, ni el apoyo de la familia o comunidad para ser consideradas en los espacios de toma de decisiones. Cuando logran obtener un cargo, se les asignan puestos que tienen que ver con los roles tradicionales de las mujeres.

			De sus relatos se desprenden varias formas de violencia como la invisibilización y exclusión por parte de la autoridad electoral, la cual no les proporciona apoyo en capacitación ni recursos. Por ello, no se sienten en igualdad de oportunidades con relación a lo proporcionado para los partidos políticos. El desprestigio y las sanciones sociales son las formas de violencia política más arraigadas en los espacios comunitarios. Como se mencionó anteriormente, el chisme es un mecanismo de control comunitario que lleva a que las mujeres no deseen participar en política, o que enfrenten dificultades durante el ejercicio de sus funciones.

			En cuestión de familia siempre está esto de que la mujer no debe exhibirse en un espacio público o no debe participar, porque la gente te va a señalar. En lo familiar eso fue lo que pasó: “No cubras el espacio, no vayas porque te va a señalar la gente, que tú te vas a gastar el dinero del municipio, que andas con todos los hombres”. Te van a señalar un montón y eso fue lo que se me desmoralizó, pero digo, yo no voy a eso como mujer, yo voy a lo que voy y tengo que terminar esto. (Entrevistada 3)

			Como candidatas

			Las mujeres que participaron en el estudio mencionaron que en este momento se realizan los registros simulados de candidatas que posteriormente renuncian a sus cargos para cederlos a suplentes varones. La paridad ha traído como consecuencia que se registren a las mujeres, pero en el momento de ejercer el cargo son los esposos o algún otro miembro de la comunidad los que asumen las funciones. Cuando están interesadas en participar como autoridades en la vía electoral, las mujeres se enfrentan a obstáculos propios de los partidos políticos. Sus candidaturas no son apoyadas y eso se deriva en no otorgar recursos económicos y seguridad para sus campañas. En el caso de las mujeres indígenas, los recursos económicos se vuelven un eje central en su participación comunal o partidaria. Cabe recordar que los cargos son honorarios y, en el caso de ser asignadas como autoridades, no tienen recursos para vivir mientras ejercen sus funciones. Asimismo, en el ámbito comunitario los cargos están supeditados a un sistema cívico-religioso en escalafón. Bajo esta lógica, las posibilidades de que una mujer participe son escasas, porque no cuentan con recursos suficientes.

			En el ejercicio del cargo

			Al momento de ser electas como candidatas, lo que adquiere relevancia es el apoyo que reciben de los partidos, la familia o la comunidad. Las mujeres participan en un espacio con lógicas masculinas que no dominan. No existe un apoyo institucional, ni de sus propios compañeros/as para ejercer los cargos. En el sistema normativo interno no hay un reglamento que determine cuántas mujeres deben ocupar los cargos de autoridades municipales, ya que se nombran únicamente a una o dos mujeres, dejando muy de lado el carácter de representatividad. 

			La violencia política incluye también el uso de la figura femenina que legitima los procesos de los partidos para cumplir con la paridad, aunque después los mismos impugnan a sus propias candidatas y les asignan otros cargos de bajo nivel donde sufren maltrato. Aunado a ello, se difunden colectivamente dudas sobre sus capacidades para ejercer el cargo, ya que son puestas bajo sospecha por considerar que sus únicas funciones son las de cuidado del orden doméstico.

			Otra forma de violencia es la económica. Cuando no les otorgan los recursos destinados el ejercicio de sus funciones, se genera un desgaste en las mujeres. Se trata de una forma de ejercer presión para que renuncien a los cargos o se resignen a que no podrán participar en la toma de decisiones. También hay evidencia de que se les asignan actividades que no corresponden con su cargo; sus propuestas no son incluidas; son ignoradas en las reuniones; hay discriminación física y cultural; hacen cuestionamientos sobre su comportamiento social (chismes); sufren agresiones verbales, físicas e incluso la muerte de algún integrante de su familia; tampoco se produce seguimiento institucional a sus propuestas.

			Nos ha tocado vivir esa parte, entonces, o sea, prácticamente te imposibilitan participar en las asambleas, ¡a mí me pasó, me cerraron el micrófono! Te imposibilitan estar en el espacio de toma decisiones y lo que te he comentado anteriormente. Los varones son los que están ocupando los espacios de concejales y las compañeras están apoyando como secretarias o como comisionadas de algo. (Entrevistada 9)

			La violencia política que viven las mujeres en el ejercicio de sus funciones es generada principalmente por sus propios compañeros de partido o del cabildo. Estos no les permiten desarrollarse en sus funciones, bloquean sus participaciones o, incluso, no les avisan de las reuniones para evitar su asistencia. 

			Dicen que estorbamos, no deberíamos estar aquí y la regidora dice que eso es lo que piensan, no es agradable estar ahí. Se escucha bonito “la regidora”, son sus propios compañeros quienes no les permiten, pero hay que reconocer que entre las compañeras nos estamos bloqueando porque también tiene que ver los colores, ya se ha politizado el cargo; hay personas que tienen intereses políticos. Yo te nombro, pero quiero que me apoyes aquí, yo te necesito adentro, entonces la otra también. (Entrevistada 15)

			Un día me citaron en el cabildo y ellos eran 12, yo estaba sola, no tengo equipo, soy la única mujer y solo me querían “echar montón”, traté de hablar con el presidente municipal para que me dejara trabajar en paz y no se pudo. (Entrevistada 8)

			Es preciso diferenciar entre la obstaculización y violencia vinculada a ser mujer, además de otra forma vinculada a su adscripción partidaria. Como señalaba otra entrevistada de Oaxaca, es una ilusión creer que en las comunidades indígenas están alejadas y son refractarias a la influencia partidaria:

			Los varones dicen que las mujeres no son inteligentes, que no pueden porque son mujeres, su idea es decir ¡No pueden porque son mujeres, solo los hombres pueden! Es una ideología, lo que ellos piensan, pero las mujeres sí podemos y la violencia es el celo, el celo que un hombre no permite que una mujer participe en la política, no quiere que salga a una reunión, los hombres siempre quieren estar en el poder. (Entrevistada 1)

			También existen represalias por vincularse y defender temas de género. Si bien, no todas las mujeres indígenas que participan en el ámbito político apoyan las reivindicaciones de género, las que lo hacen sufren agresiones y descalificaciones que versan en torno a su comportamiento personal. 

			La violencia contra las mujeres en el ámbito de la política en la actualidad se ejerce también en las redes sociales, siendo estas un instrumento que sirve para intimidarlas, amenazarlas y desprestigiarlas. Las violencias que viven las mujeres no solo se dan en una relación unilateral hombre-mujer en el ejercicio del poder, sino en diferentes relaciones y complicidades, que pueden ser ejercidas también por otras mujeres con el fin de violentar o desprestigiar su trabajo. Esto también demuestra que existe una estructura patriarcal que hace que las mujeres también violenten a otras mujeres.

			Otras manifestaciones de violencia surgidas de la observación participante

			En este rubro encontramos el machismo exacerbado que lleva al acoso telefónico, secuestro de las mujeres, de sus familiares, a la destrucción de sus viviendas y bienes personales y, finalmente, al asesinato de algún familiar o de ellas mismas. Todo ello lleva a las mujeres a vivir con miedo, a renunciar a sus cargos y verse obligadas a desplazarse de sus comunidades para salvaguardar su vida. Dentro de las manifestaciones de la violencia sobresale que: las expulsan de sus comunidades, las golpean y agreden físicamente en medio de la comunidad para que todo el pueblo observe, las cuestionan por abandonar a sus hijos.

			Hubo una candidata por el prd en el municipio de Huejotzingo, a la mujer la decapitaron y era precandidata, la secuestraron y le cortaron la cabeza. En Chiapas pasaron un montón, en un municipio entraron violaron a sus regidoras. A ella, un día viajando en carretera de su casa a San Cristóbal la bajaron, la catearon. Ese tipo de violencia física existe. Otro elemento que existe es el acoso telefónico, espían a sus hijos; y luego, el abuso sexual, la intimidación. (Entrevistada 10)

			Pregunta usted que cómo estoy ahorita, pues cuando había problema era guardar nuestra integridad física. Gracias a Dios que ahora estoy con mi familia, pero cuando empezó el problema sí da miedo, porque te conocen tu familia, te conocen tu esposo, tus hijos, siempre da miedo. Por eso como digo yo, no quiero participar, que sube la foto, que el face [Facebook], no sé qué tanto es eso, mira Sarita ya está con otro partido, vayan a quemar su casa, es donde nos da miedo. (Entrevistada 8)

			Tabla 5.3
Expresiones de violencia y actores involucrados 
en la violencia política contra mujeres indígenas
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			a Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

			Fuente: Elaboración propia con base en el análisis de la relatoría de los grupos focales y las entrevistas.

			Conclusiones, implicaciones y recomendaciones en términos de política pública

			Las mujeres indígenas están subrepresentadas en distintos ámbitos de toma de decisiones, y viven tipos particulares de violencia que siguen sin documentarse. Esta investigación es un esfuerzo por abonar a la comprensión del fenómeno y proponer algunas líneas de investigación y de políticas públicas en la materia. Todas estas manifestaciones de violencias tienen que ver con lo que se espera del “ser mujer” y los estereotipos y roles que se han construido sobre ellas. Cuando estos estereotipos se rompen o se ponen en cuestionamiento con las acciones de las mujeres, las respuestas se tornan violentas en su contra. Además, se les describe como “malas mujeres”, pues están haciendo todo lo contrario a lo que se espera de ellas.

			Con base en lo anterior, cumplir con lo que “se espera de las mujeres” es para ellas muy importante, ya que de ello depende su vida en las comunidades. Perder el prestigio puede llevar a que las mujeres pierdan a su familia, amigos y redes comunitarias, haciendo muchas veces que tengan que abandonar su comunidad. De ahí que sea muy importante desestereotipar las acciones de las mujeres en la política y dar cuenta de que ellas tienen el mismo derecho para participar. También es importante desestructurar y deconstruir los estereotipos de género que van en contra de que las mujeres participen en el ámbito público, por ejemplo, mediante intervenciones interculturales que ayuden a hablar sobre el tema sin violentar a las comunidades.

			A nivel institucional se señala que hay violencia política contra las mujeres indígenas en sus comunidades, por lo que la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas trabaja para lograr que puedan ejercer sus derechos, desde votar hasta ser votadas para un cargo de elección.7 

			De acuerdo con el trabajo de campo, la reforma de paridad modificó sustancialmente las dinámicas comunitarias. Esta ha logrado posicionar el debate sobre la integración de mujeres en espacios de toma de decisiones. Sin embargo, siguen sin existir cambios en las estructuras que favorezcan que su participación sea una realidad y que sus opiniones sean tomadas en cuenta. Así, pese a que este factor favorece la participación de las mujeres, tiene efectos secundarios como los de una imposición que dicta que las mujeres deben participar. 

			La propuesta gubernamental de incluir mujeres en los partidos políticos y en los sistemas normativos indígenas ha traído resultados contraproducentes en lo comunal. Es una reforma que pretende ser aplicada a ambos sistemas sin considerar las características particulares de cada uno. Las mujeres indígenas no necesariamente quieren participar en el ámbito político pues, a diferencia de un cargo en un partido político, en lo comunal los cargos son honorarios y eso implica que la carga de trabajo será mayor para ellas.

			Propuestas

			Es central que desde la institucionalidad se problematice la violencia que sufren las mujeres indígenas en el ámbito de su participación política en relación con la violencia estructural de sus comunidades. Desde ahí, es posible debatir la necesidad de cambiar las representaciones de quién y cómo ejerce la política, las costumbres y tradiciones de dichos espacios masculinos, para generar un acompañamiento que legitime la importancia de su inclusión en igualdad de condiciones.

			Este aspecto retoma las barreras que son parte del contexto histórico, político y económico que ha caracterizado a los procesos de colonización y despojo de las comunidades indígenas en México. Al incluir un análisis interseccional se da cuenta de la complejidad de los procesos formales e informales que generan las desigualdades sociales. En el caso de las mujeres indígenas, las desigualdades son producidas por las interacciones entre los sistemas de subordinación étnica, de género y de situación socioeconómica que se constituyen uno a otro dinámicamente en el tiempo y en el espacio.

			Asimismo, es fundamental conceptualizar la violencia hacia mujeres indígenas en el ámbito de su participación política de manera específica. Existe un reconocimiento al trabajo que han realizado las instituciones para visibilizar la violencia política. Pero el concepto que se ha difundido de manera institucional por medio del Protocolo para Atender la Violencia Política resulta insuficiente para reconocer todas las aristas que tiene la participación política comunitaria. Lo anterior se refleja en el hecho de que no existe un trabajo de concientización en las estructuras políticas, dominadas por varones, que abogue por la importancia que tiene la participación política de las mujeres. El machismo permea todos los espacios, y los hombres no desean compartir el poder. Las mujeres son vistas como un requisito y eso produce que sus opiniones o propuestas no sean tomadas en cuenta.

			Además de conocer sus derechos, las mujeres necesitan identificarse con otras mujeres, generar redes, para que juntas busquen el respaldo de las instituciones y la comunidad. Es decir, es preciso fortalecer los liderazgos de las mujeres indígenas con miras a potenciar su voz y sus acciones en la búsqueda del respeto pleno a sus derechos, especialmente para tener el derecho a la participación y representación desde su identidad étnica y de género. A las instituciones les corresponde generar leyes y condiciones para asegurar la participación política libre y segura de las mujeres indígenas. Sin embargo, no se debe perder de vista que las reformas deben ser creadas en un diálogo con los Pueblos Indígenas. Se precisa realizar estudios y análisis de especificidades de las comunidades. Se ha pretendido aplicar leyes a realidades diversas, lo que ha provocado que la violencia no solo continúe, sino que se exacerbe, como es el caso de la paridad. Para asegurar la participación política libre y segura de las mujeres indígenas, el seguimiento institucional es un aspecto fundamental. La ley existe, pero no se da un seguimiento al interior de las comunidades y de los procesos políticos: si las mujeres están siendo consideradas, si se están tomando en cuenta sus aportaciones, si se asignan los recursos, si son ellas las que ejercer en cargo. En este sentido, es necesario que el ine tenga un área específica no solo de género, como ya la tiene, sino de género con perspectiva intercultural. Y es que las autoridades legitiman indirectamente la violencia política porque no hay nada que las sancione. 

			Finalmente, los partidos políticos son muchas veces responsables de la violencia política. Ellos tendrían que reconocer y promover la participación política de las mujeres indígenas y brindar protección a sus candidatas, capacitarlas y crear cuadros políticos, no solo utilizarlas en los procesos electorales. Ellos son los que cuentan con la asignación de recursos para ese rubro, pero, al no existir un seguimiento institucional, omiten su ejercicio efectivo.
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			Introducción

			El porcentaje de mujeres que ocupan cargos públicos refleja otra dimensión del grado de avance hacia la igualdad de género (Frías, 2017). La participación de las mujeres como representantes en distintos niveles de gobierno y comunitario ha sido tradicionalmente mucho menor que la de los varones (Inter-Parliamentary Union, 2018; Vázquez García, 2010). Aunque se han producido incrementos a lo largo del tiempo, la brecha de género continúa siendo notoria. Continúan prevaleciendo resistencias a la participación de las mujeres en política, ya que este espacio ha sido tradicionalmente un masculino (Cerva Cerna, 2014; Freidenberg, 2015; Freidenberg y Osornio, 2017; Krook y Restrepo Sanín, 2016).

			La desigualdad de las mujeres en cargos de representación ha sido explicada a partir de distintas teorías. Unas, centradas en la oferta y demanda (Krook, 2010), argumentan que las mujeres tienden a estar menos interesadas en política que los hombres porque lo ven como un ámbito masculino (Barnes y Burchard, 2013; Trevor, 1999); que el ciclo vital de las mujeres como cuidadoras y reproductoras familiares influye en la posibilidad de ejercer un cargo público (Beer y Camp, 2016; Franceschet y Piscopo, 2014; Matthews y Lively, 2017; Rosenthal, 2001; Trevor, 1999).  La teoría de los recursos que postula que los distintos recursos ocupacionales, educativos y de experiencia hace que las mujeres estén subrepresentadas en política (Beer y Camp, 2016; Franceschet y Piscopo, 2014; Norris y Lovenduski, 1995). Otras teorías reconocen el rol de las normas y prácticas de género, la influencia de los partidos políticos y sistemas electorales, así como las creencias sobre el rol de las mujeres en política (Freidenberg, 2015; Krook, 2010). 

			En México, el incremento en el número de mujeres que ocupan cargos públicos ha estado asociado a la adopción de medidas de discriminación positiva (Freidenberg, 2015; Rodríguez, 2003). Por ejemplo, en 1986, 2.9 % de las presidencias municipales eran ocupadas por mujeres, veinte años después (2006) el porcentaje había subido a 3.8 %. En 2017, tras la reforma del artículo constitucional 411 que garantiza la paridad en las legislaturas federales y locales, pero que no menciona explícitamente las municipales (Castro Apreza, 2017), el porcentaje alcanzó 14.4 % (cálculos propios). Se reporta la cifra en pasado, porque existe amplia evidencia de que, durante el proceso de postulación, campaña y tras la elección, las mujeres padecen distintas formas de exclusión y violencia de género en política y son destituidas u obligadas a renunciar (Castro Apreza, 2017; Cerva Cerna, 2014; Freidenberg y Osornio, 2017; Martínez y Garrido, 2013). El porcentaje de presidencias municipales en las que resultaron electas mujeres contrasta con el porcentaje de mujeres electas en los congresos locales. De acuerdo con los datos disponibles en el Sistema Nacional de Información Municipal (snim), actualizado en marzo de 2018, en 41.6 % de los escaños de los congresos de las entidades federativas fueron electas mujeres (cálculos propios). Aunque existe heterogeneidad entre los distintos congresos estatales, la representación de las mujeres en los congresos de las entidades federativas es casi tres veces mayor que en las presidencias municipales. 

			En México, se ha examinado la participación de las mujeres en las legislaturas y gubernaturas (Martínez y Garrido, 2013; Rodríguez, 2003) y a nivel municipal (Barrera Bassols, 2003; Barrera Bassols y Massolo, 2003; Cerva Cerna, 2014; Dalton, 2003; Vázquez García, 2010). Existen numerosos estudios sobre la representación de las mujeres indígenas y en municipios indígenas, pero estos tienden a estar centrados en ciertas regiones y entidades federativas. Principalmente, abordan la representación como presidentas municipales y cargos comunitarios en Oaxaca (Barrera Bassols, 2006; Bell Vences, 2017; Dalton, 2003; Vázquez García, 2011; Zafra, 2009), además de las dificultades para acceder a cargos de representación vinculadas con la violencia de género en un contexto de relación política2 en esta misma entidad y en Chiapas (Castro Apreza, 2017). Aunque hay estudios particulares sobre la representación de las mujeres indígenas amuzgas (Aguirre Pérez, 2004), muy pocos estudios presentan datos sobre la representación de mujeres en estados distintos a Oaxaca (Valladares de la Cruz, 2004). Esto último tiene sentido porque, en el caso concreto de Oaxaca, es la entidad federativa con un mayor número de municipios y gran parte de estos se encuentran regidos por sistemas normativos internos.

			Esta investigación se centra en el nivel local y examina la representación de las mujeres en tres instancias de representación: presidencia municipal, regiduría municipal y como presidentas de los comisariados ejidales y de bienes comunales en municipios indígenas (catalogados por Serrano Carreto, 2006). El objetivo de este capítulo es doble. Por un lado, caracterizar la representación de las mujeres en municipios y regiones indígenas, por otro, examinar qué variables sociodemográficas y estructurales a nivel municipal están asociadas a que las mujeres hayan accedido a puestos de representación política (como presidentas municipales y regidoras) y de representación agraria (como presidentas del comisariado ejidal o de bienes comunales). Esto último es de especial relevancia porque en las comunidades indígenas se eligen a las autoridades agrarias de forma simultánea a las civiles y municipales.

			A lo largo de este texto, se habla de mujeres y no de mujeres indígenas, porque esta información no se recaba por parte de ninguna institución pública que podría ser competente para hacerlo: Instituto Nacional Electoral, sus homólogos en las entidades federativas y el Registro Nacional Agrario dependiente de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

			Existen en México 25 regiones indígenas integradas por 915 municipios indígenas.3 Estas son muy heterogéneas entre sí en términos geográficos, étnicos y socioeconómicos (Serrano Carreto, 2006), así como en los sistemas normativos que rigen su quehacer. De acuerdo con los datos del Sistema Nacional de Información Municipal y el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca (ieepco), 422 municipios en México se rigen por sistemas normativos internos (usos y costumbres): 421 en Oaxaca y 1 en Michoacán (Cherán). Pero, en otras entidades federativas, hay evidencia de que las autoridades se escogen por un sistema de usos y costumbres encubierto, este es el caso, por ejemplo, de Guerrero (Sam, 2002, en Barrera Bassols, 2006).

			Sin embargo, no todos los municipios que se rigen por sistemas normativos internos están considerados como municipios indígenas ni al revés: hay 88 municipios que se rigen por sistemas normativos internos y que no son considerados municipios indígenas de acuerdo con la clasificación anterior auspiciada por la Comisión Nacional de Desarrollo de Pueblos Indígenas; 334 municipios indígenas que se rigen por sistemas normativos internos, 581 municipios indígenas que no se rigen por sistemas normativos internos y 1 454 municipios que ni son catalogados como municipios indígenas ni se rigen por sistemas normativos internos.

			Esta investigación ofrece dos contribuciones relevantes. La primera es examinar la participación política de mujeres en municipios indígenas de otras regiones además de las de Oaxaca. Como se verá a lo largo del capítulo, la heterogeneidad al interior del propio Oaxaca es muy notoria, por lo que se precisa de estudios que comparen distintas regiones del estado. Y la segunda es profundizar en el nivel submunicipal, concretamente el ámbito ejidal, ya que estos espacios también están atravesados por el género y han sido objeto de escasa atención. Esta investigación puede servir como un punto de partida para evaluar los avances en la representación de las mujeres en este tipo de órganos agrarios. 

			En un contexto como el actual con las reformas acaecidas a nivel federal y estatal sobre paridad de género en la representación política, el siguiente paso es alcanzar la paridad en espacios donde las mujeres han estado tradicionalmente excluidas, como es el caso de los órganos de representación agraria. Aunque el artículo 37 de la Ley Agraria establece una regla de cuota de género en la representación, esta cuota de género no es observada. En el mes de julio de 2018, el Partido Revolucionario Institucional presentó, en el Senado de la República, una iniciativa de reforma al artículo 37 de la Ley Agraria en materia de paridad en órganos ejidales (Ibarra Rangel, 2018). Aduce que con “la paridad de género se busca garantizar la participación equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones, teniendo como marco la promoción de la igualdad de oportunidades” (p. 7). Específicamente la propuesta de ley indica:

			Las candidaturas a puestos de elección del comisariado ejidal y el consejo de vigilancia, deberán integrarse paritariamente, salvo que la conformación del núcleo de población no lo permita, en cuyo caso no más del sesenta por ciento de candidatos serán de un mismo género, pudiendo aspirar, mujeres y hombres, a cualquiera de los puestos indistintamente. Para las comisiones y secretarios auxiliares con que cuenta el comisariado ejidal, se procurará la integración de las mujeres. (2018, p. 9)

			En la primera parte de este capítulo se abordan las particularidades de la participación política de las mujeres en municipios indígenas y, sobre todo, en aquellos regidos por sistemas normativos internos. En la segunda parte se presenta la metodología empleada para caracterizar la participación como presidentas municipales, regidoras y en los órganos agrarios. La tercera, cuarta y quinta sección versan, respectivamente, sobre la representación de las mujeres en estos cargos. La sexta parte examina cuáles son los factores sociodemográficos y contextuales asociados a la participación de las mujeres en estas instancias de representación. Finalmente se presentan las conclusiones y las implicaciones. 

			Las particularidades de la participación política de las mujeres en municipios catalogados como indígenas

			Muchas comunidades indígenas se rigen por sistemas normativos internos que establecen reglas sobre la organización social y el gobierno comunal. En estados como Oaxaca los sistemas normativos internos también se conocen como usos y costumbres. En este capítulo se adopta el concepto de sistemas normativos internos, ya que el de usos y costumbres, como argumenta Aragón (2007, p. 17-18), es limitativo, “puesto que se refiere a prácticas aisladas y repetidas inmemorablemente […] [cuando en realidad] han demostrado tener una enorme capacidad de adaptación histórica, puesto que han tenido que sobrevivir en condiciones de persecución y deben de responder a necesidades y demandas cambiantes”. Con respecto a la forma de elección de las autoridades locales, en algunas comunidades y municipios indígenas las autoridades se eligen en función de sistemas normativos internos, otras se rigen por el sistema de partidos políticos, y otras por ambos. 

			Existe evidencia de que la elección de una persona como presidente municipal puede ser doble: por el sistema normativo interno y el sistema de partidos. Por ejemplo, Castro Apreza (2017, p. 328) reporta que en Chiapas, 

			las alcaldesas del municipio tsotsil de Chenalhó, y María Gloria Sánchez Gómez, del municipio tseltal de Oxchuc, contendieron desde el principio bajo las siglas del pvem [Partido Verde Ecologista de México], y también ambas pasaron, previamente, por el mecanismo de usos y costumbres, es decir, fueron electas por el método tradicional y por el constitucional. 

			Massolo (2007) argumenta que los usos y costumbres asignan a los individuos determinados roles en función de su sexo, a partir de los cuales se organiza la participación en la sociedad. En las comunidades indígenas y no indígenas existe asimismo un sistema de cargos de carácter festivo-religioso que organiza la vida social. Este está diseñado principalmente para que los cargos los ostenten los hombres y que las mujeres sean un apoyo en su ejercicio. Además, los sistemas normativos internos conceptualizan el derecho a la representación de una forma colectiva, es decir, no individual (Gilas y Vázquez Murillo, 2017).

			Las mujeres indígenas participan en sus comunidades de forma muy intensa, en las cooperativas de artesanas, comités de educación, salud, fiestas, comités del Programa Prospera, antes Oportunidades, padres de familia, el sistema de cargos de carácter religioso en las comunidades, etc. (Aguirre Pérez, 2004; Domínguez Cuevas y Santiago Benítez, 2014; Vázquez García, 2011). Estos espacios están atravesados por el género y están establecidos en función de las particularidades culturales de cada grupo o comunidad. Como indica Massolo (2007, p. 83): 

			Si bien la importancia de su participación [de mujeres indígenas] se reconoce y valora (en forma distinta según el grupo étnico y las circunstancias sociopolíticas de cada caso), la jerarquía de las autoridades comunitarias —civiles o religiosas— solo admite y reconoce una participación secundaria de las mujeres, sin ofrecerles, salvo excepcionalmente, cargos, estatus propios ni responsabilidades a título personal, sino como esposas, hijas, hermanas o compañeras.

			Este trabajo participativo que realizan las mujeres tiende a ser invisibilizado y puede no ser considerado el que ellas han “hecho los méritos suficientes para tener otro cargo”. Sobre todo, porque a veces el sistema de tequio asigna responsabilidades de forma familiar o colectiva. Aunque el cargo le toque a una persona, normalmente un varón, toda la unidad familiar participa en ello (Velásquez, 2004). El sistema de cargos, a pesar de las diferencias que pueda haber entre comunidades, debe entenderse como “un escalafón que recorren los comuneros durante toda su vida”, cuyo nombramiento es responsabilidad de la asamblea general comunitaria (Gilas y Vázquez Murillo, 2017, p. 256). Si la persona ha cumplido bien un cargo o servicio, la asamblea podrá asignarle uno de mayor responsabilidad. Los cargos no son remunerados, lo cual es fundamental para mantener la idea de comunidad y el tejido social, ya que “implica que las autoridades conciban su papel como un espacio para servir a la comunidad y no como una posición para beneficiarse personalmente” (Domínguez Cuevas y Santiago Benítez, 2014, p. 92).

			El sistema de cargos está vinculado a la elección de las autoridades tradicionales o municipales, así como la junta ejidal o comunal. Y el ejercicio de derechos, en este caso la representación, está condicionado al cumplimiento de determinadas obligaciones para/en la comunidad (Bell Vences, 2017; Domínguez Cuevas y Santiago Benítez, 2014; Gilas y Vázquez Murillo, 2017). 

			En algunas regiones continúan prevaleciendo usos y costumbres tradicionales como, por ejemplo, que las mujeres no puedan participar en las asambleas comunitarias o ejidales por no ser las propietarias de la tierra, que la representación de la familia recaiga en el hombre por la forma en que está organizado el sistema de cargos, o que puedan participar y no votar. El hecho de que no puedan participar podría explicar que se considere que las mujeres no tienen la suficiente experiencia para ocupar un cargo (Patrón Sánchez, 2014; Vázquez García, 2011; Zafra, 2009). Con respecto a la prohibición explícita de votar en las asambleas, se ha argumentado que “parte de las mujeres indígenas en Oaxaca no asisten a votar para no adquirir las responsabilidades que tal hecho implica, puesto que el sufragio es un derecho que incluye obligaciones con la comunidad” (Domínguez Cuevas y Santiago Benítez, 2014, p. 95). Por este motivo, su representación la ejercen varones integrantes de su núcleo familiar. 

			Estos sistemas normativos internos podrían ser considerados como mecanismos que producen y reproducen la exclusión de la mujer. El rol de las mujeres en la participación depende de cada grupo étnico, región, etc. Sin embargo, las dificultades para acceder a cargos de representación no son exclusivas de los sistemas normativos internos, ya que en los sistemas de partidos se produce la misma exclusión de mujeres (Bell Vences, 2017).

			En el caso concreto de Oaxaca, se ha argumentado que se debe huir de una visión homogeneizante del estado. Velásquez (2004) argumenta que existen algunas comunidades y municipios donde las mujeres no ejercen su derecho al voto; ello ocurre en aproximadamente 18 % de los municipios regidos por sistemas normativos internos, los cuales no cuentan con procesos autogestivos o productivos. En otros, no obstante, las mujeres ocupan cargos dentro de los sistemas de escalafón y autogobierno. Por este motivo, Velásquez (2004, p. 522) argumenta que “esta variabilidad del sistema rompe con el mito de que los usos y costumbres son un sistema antidemocrático que vulnera los derechos de las mujeres”. 

			Lo cierto es que las limitaciones anteriormente descritas en algunos de los sistemas normativos internos interseccionan con la bien conocida discriminación que padecen las mujeres cuando quieren incursionar en política. Por ejemplo, los datos de la Encuesta de Opinión sobre el Derecho a la Igualdad entre Hombres y Mujeres 2010 (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2011) muestran que 33.7 % de los mexicanos/as cree que los hombres tienen mayor capacidad para gobernar que las mujeres y 29.2 %, que los hombres tienen mayor capacidad para ser presidente de México que las mujeres (cálculos propios, detalles en Frías, 2017). Por su parte, de acuerdo con los datos de la Encuesta Mundial de Valores para México de 2012, 22 % de la población está muy de acuerdo o de acuerdo con que las mujeres no son tan buenas lideresas políticas como los hombres (Frías, 2020). 

			Metodología

			Este estudio busca conocer la representación de mujeres en regiones, municipios y ejidos ubicados en zonas indígenas, así como cuáles son los factores asociados. Las regiones indígenas utilizadas en este estudio responden a la clasificación de Serrano Carreto (2006). Estas regiones se identificaron a partir del concepto de región cultural. Esto, 

			con la finalidad de identificar aquellos elementos y procesos hasta cierto punto comunes o paralelos entre las distintas regiones indígenas de México, lo cual se ha tratado de aprehender a través de la caracterización de la diversidad etnolingüística y la distribución de los pueblos indígenas en el territorio nacional. Por ello, es necesario ubicar dichos territorios donde las comunidades indígenas, en su mayoría vinculadas con población mestiza, realizan los procesos que permiten su reproducción, generando una dinámica económica, social y cultural que resulta particular. (Serrano Carreto, 2006, p. 8) 

			De acuerdo con esta clasificación existen 25 regiones indígenas: Chimalapas; Chinanteca; Chontal de Tabasco; Costa y Sierra Sur de Oaxaca; Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica; Frontera Sur; Huasteca; Huicot o Gran Nayar; Istmo; Altos de Chiapas; Maya; Mayo-Yaqui; Mazahua-Otomí; Mixe; Mixteca; Montaña de Guerrero; Norte de Chiapas; Otomí de Hidalgo-Querétaro; Purépecha, Selva Lacandona; Sierra Juárez; Sierra Norte de Puebla y Totonacapan; Tarahumara; Tuxtlas; Popoluca-Náhuatl de Veracruz, y Valles Centrales. 

			Los datos que se presentan aquí sobre regidurías y presidencias municipales han sido recabados a partir de distintas fuentes: información disponible en el Sistema Nacional de Información Municipal (Secretaría de Gobernación et al., s. f.) en distintos momentos desde octubre de 2017 a enero de 2018. La información fue solicitada mediante el recurso de transparencia al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca, además de consultas a las páginas web de los institutos electorales de algunas entidades federativas. Es preciso avisar al lector que los datos presentados en esta sección corresponden a la elección y acuerdos de las asambleas. Hay amplia evidencia de que en algunos casos las mujeres son obligadas a renunciar y ceder su puesto; tema que se aborda en otro capítulo de este libro. 

			Los datos sobre representación en órganos ejidales se obtuvieron del Catálogo de Núcleos Agrarios disponible en la página web del Registro Agrario Nacional y se identificaron aquellos núcleos agrarios cuya presidencia era ocupada por una mujer.4 Estos últimos datos fueron proporcionados por la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y proceden del Registro Agrario Nacional. Solo en un número reducido de casos (n=13), el nombre del núcleo agrario no se logró identificar en la base de datos (Catálogo de Núcleos Agrarios). 

			La autora generó una base de datos a nivel municipal con toda esta información. Con respecto a la estrategia analítica, en cada uno de los niveles de representación (presidentas municipales, regidoras e integrantes de consejos agrarios) se procede a examinar la representación, en primera instancia, por entidad federativa y, en segunda, por región indígena. 

			Las presidencias municipales

			En la tabla 6.1 se presentan datos sobre los municipios en que fue elegida una mujer como presidenta municipal en las últimas elecciones municipales. Los datos muestran una gran heterogeneidad entre entidades federativas. A nivel de entidad federativa, el porcentaje de municipios en que una mujer ganó las elecciones o fue designada como presidenta municipal oscila entre 50 % en el estado de Querétaro y 0 en el Estado de Campeche (ver mapa 6.1). 

			El mapa 6.2 que se presenta a continuación ofrece una representación gráfica de los ayuntamientos gobernados por mujeres. Como se puede apreciar, las distintas entidades federativas son muy heterogéneas en términos de municipios cuyas presidencias son ocupadas por mujeres. Por ejemplo, en Coahuila solo se eligió una presidenta municipal y en Campeche ninguna, mientras que en otras entidades federativas, como es el caso de Querétaro, el porcentaje es mayor. 

			Tabla 6.1
Porcentaje de municipios en que fue elegida una mujer 
como presidenta municipal (2016)

		
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad federativa 

						
							
							Porcentaje de mujeres

						
							
							N

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							27.3

						
							
							11

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							40.0

						
							
							5

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							40.0

						
							
							5

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							25.0

						
							
							16

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							0.0

						
							
							11

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							27.1

						
							
							122

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							34.3

						
							
							67

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							2.6

						
							
							38

						
					

					
							
							Colima

						
							
							20.0

						
							
							10

						
					

					
							
							Durango

						
							
							33.3

						
							
							39

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							4.4

						
							
							46

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							24.7

						
							
							81

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							20.2

						
							
							84

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							4.0

						
							
							125

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							3.5

						
							
							113

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							15.2

						
							
							33

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							16.0

						
							
							125

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							30.0

						
							
							20

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							7.8

						
							
							51

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							11.5

						
							
							556

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							6.5

						
							
							217

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							50.0

						
							
							18

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							45.5

						
							
							11

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							5.2

						
							
							58

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							27.8

						
							
							18

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							13.9

						
							
							72

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							23.5

						
							
							17

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							39.5

						
							
							43

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							10.0

						
							
							60

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							12.3

						
							
							212

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							7.6

						
							
							106

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							27.6

						
							
							58

						
					

				
			

		

			Fuente: Elaboración propia a partir de datos procedentes del Sistema Nacional de Información Municipal (Secretaría de Gobernación et al., s. f.), y datos proporcionados por el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca (ieepco), así como consultas a las distintas páginas web de los municipios para los que no había información disponible.

			Mapa 6.1
Representación de mujeres como presidentas municipales según entidad federativa
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			Mapa 6.2
Municipios en los que fue electa una mujer en las elecciones municipales (actualizado en febrero de 2018)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			En la tabla 6.2 se presenta la información desagregada por estado y teniendo en cuenta si la elección de una mujer como presidenta municipal se produjo en un municipio catalogado como indígena o no. Por ejemplo, en el estado de Campeche hay 11 municipios y en ninguno de ellos fue electa una mujer presidenta municipal. Destaca que en los estados de Durango, Jalisco, Michoacán, Querétaro y Sonora ninguna mujer fuera electa como presidenta municipal. Estos casos contrastan con el de Quintana Roo, donde todas las mujeres electas como presidentas municipales lo fueron en municipios indígenas, o con el de la región Tarahumara en Chihuahua, donde en la mitad de los municipios indígenas (6) se eligió a una mujer como presidenta municipal. 

			La figura 6.1 muestra el porcentaje de municipios indígenas en que se escogió a una mujer como presidenta municipal por región indígena. Los datos muestran, asimismo, una gran heterogeneidad entre las distintas regiones indígenas. Mientras que la mitad de los municipios de la Tarahumara eligió a una mujer como presidenta municipal, ninguna mujer fue electa como tal en la región Chimalapas, Purépecha, Los Tuxtlas y Popoluca-Náhuatl de Veracruz. 

			Destaca que tres regiones indígenas en el estado de Chiapas estén entre las regiones que tienen al menos 25 % de municipios indígenas donde fue electa una mujer: Norte de Chiapas (42.9 % de los municipios), Altos de Chiapas (38.9 %) y la Selva Lacandona (25 %). En cambio, en algunas regiones del estado de Oaxaca, como la Sierra Juárez, Costa y Sierra Sur y Chinanteca, el porcentaje de municipios en que fue electa una mujer es inferior al 5 por ciento.  

			El mapa 6.3 ofrece una visualización de los municipios gobernados por mujeres según región indígena, las cuales se encuentran delimitadas en rojo. Es posible consultar todos los mapas para cada una de las regiones indígenas.5 A modo ilustrativo se presenta, a continuación, el de la región Tarahumara (mapa 6.4) y la región Norte de Chiapas (mapa 6.5). 

					Tabla 6.2
Presidentes/as municipales electos por entidad federativa, 
municipio indígena y sexo

					
						
							
							
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									Entidad federativa

								
									
									Municipios no indígenas

								
									
									Municipios indígenas

								
							

							
									
									Hombres

								
									
									Mujeres

								
									
									N

								
									
									Hombres

								
									
									Mujeres
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									Aguascalientes
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									Baja California
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									Baja California Sur
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									40.0

								
									
									5

								
									
									
									
							

							
									
									Ciudad de México

								
									
									75.0

								
									
									25.0

								
									
									5

								
									
									
									
							

							
									
									Campeche

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									2

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									9

								
							

							
									
									Chiapas

								
									
									80.4

								
									
									19.6

								
									
									56

								
									
									66.1

								
									
									33.9

								
									
									62

								
							

							
									
									Chihuahua

								
									
									69.1

								
									
									30.9

								
									
									55

								
									
									50.0

								
									
									50.0

								
									
									12

								
							

							
									
									Coahuila

								
									
									97.4

								
									
									2.6

								
									
									38

								
									
									
									
							

							
									
									Colima

								
									
									80.0

								
									
									20.0

								
									
									10

								
									
									
									
							

							
									
									Durango

								
									
									64.9

								
									
									35.1

								
									
									37

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									2

								
							

							
									
									Guanajuato

								
									
									95.7

								
									
									4.4

								
									
									46

								
									
									
									
							

							
									
									Guerrero

								
									
									78.0

								
									
									22.0

								
									
									50

								
									
									71.0

								
									
									29.0

								
									
									31

								
							

							
									
									Hidalgo

								
									
									79.6

								
									
									20.4

								
									
									54

								
									
									80.0

								
									
									20.0

								
									
									30

								
							

							
									
									Jalisco

								
									
									95.9

								
									
									4.1

								
									
									122

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									3

								
							

							
									
									Michoacán

								
									
									95.9

								
									
									4.1

								
									
									98

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									15

								
							

							
									
									Morelos

								
									
									84.9

								
									
									15.2

								
									
									33

								
									
									
									
							

							
									
									Estado de México

								
									
									86.7

								
									
									13.1

								
									
									105

								
									
									70.0

								
									
									30.0

								
									
									20

								
							

							
									
									Nayarit

								
									
									68.8

								
									
									31.3

								
									
									16

								
									
									75.0

								
									
									25.0

								
									
									4

								
							

							
									
									Nuevo León

								
									
									92.2

								
									
									7.8

								
									
									51

								
									
									
									
							

							
									
									Oaxaca

								
									
									79.1

								
									
									20.9

								
									
									129

								
									
									91.3

								
									
									8.7

								
									
									427

								
							

							
									
									Puebla

								
									
									93.8

								
									
									6.2

								
									
									146

								
									
									93.0

								
									
									7.0

								
									
									71

								
							

							
									
									Querétaro

								
									
									40.0

								
									
									60.0

								
									
									15

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									3

								
							

							
									
									Quintana Roo

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									1

								
									
									55.6

								
									
									44.4

								
									
									9

								
							

							
									
									San Luis Potosí

								
									
									97.3

								
									
									2.7

								
									
									37

								
									
									90.5

								
									
									9.5

								
									
									21

								
							

							
									
									Sinaloa

								
									
									76.5

								
									
									23.5

								
									
									17

								
									
									0.0

								
									
									100.0

								
									
									1

								
							

							
									
									Sonora

								
									
									84.6

								
									
									15.4

								
									
									65

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									7

								
							

							
									
									Tabasco

								
									
									72.7

								
									
									27.3

								
									
									11

								
									
									83.3

								
									
									16.7

								
									
									6

								
							

							
									
									Tamaulipas

								
									
									60.5

								
									
									39.5

								
									
									43

								
									
									
									
							

							
									
									Tlaxcala

								
									
									90.0

								
									
									10.0

								
									
									60

								
									
									
									
							

							
									
									Veracruz

								
									
									84.4

								
									
									15.6

								
									
									141

								
									
									94.4

								
									
									5.6

								
									
									71

								
							

							
									
									Yucatán

								
									
									100.0

								
									
									0.0

								
									
									6

								
									
									92.0

								
									
									8.0

								
									
									100

								
							

							
									
									Zacatecas

								
									
									72.4

								
									
									27.6

								
									
									58

								
									
									
									
							

						
					

					Fuente: Elaboración propia a partir de datos procedentes del Sistema Nacional de Información Municipal (Secretaría de Gobernación et al., s. f.), y datos proporcionados por el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca (ieepco), así como consultas a las distintas páginas web de los municipios para los que no había información disponible.

			Figura 6.1
Porcentaje de municipios en que se eligió 
a una mujer como presidenta municipal

			
				
					[image: ]
				

			

					Fuente: Elaboración propia.

			Como se aprecia en el mapa 6.4 correspondiente a la región Tarahumara, en la mitad de los municipios de esta región (12) se eligió una mujer como presidenta municipal (Uruachi, Maguarichí, Guazapares, Urique, Morelos y Carichí). En la región Norte de Chiapas (mapa 6.5), un mayor número (9), pero menor porcentaje de municipios (42.9 %) de la región estaban gobernados por una mujer en 2017 (Francisco León, Ocotepec, Copainalá, Rayón, Solosuchiapa, Ixtapangajoya, Ixhuatán, Huitiupán y San Andrés Duraznal). 

			Mapa 6.3
Municipios gobernados por mujeres según región indígena (2017)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			Mapa 6.4
Municipios en que se eligió a una mujer como presidenta municipal en la región Tarahumara (2017)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			Que se haya elegido a una mujer como presidenta municipal en un municipio catalogado como indígena no quiere decir que la mujer pertenezca a una etnia indígena o se identifique como tal. En este momento, por no contar con datos al respecto, no se puede identificar de forma confiable si las 111 mujeres presidentas municipales eran indígenas. Se realizaron llamadas a las presidencias municipales para solicitar vía telefónica información al respecto. En los casos en que no fue posible establecer contacto telefónico, se recurrió a datos procedentes de búsquedas en Google y en documentos hemerográficos para identificar su pertenencia étnica. Basados en esta información, aproximadamente 47 % de las mujeres que fueron electas en municipios indígenas pertenecían también a un grupo étnico indígena. Este dato debe ser tomado en cuenta con cautela, ya que no está basado en el autorreporte de las presidentas municipales. 

			La representación de las mujeres como regidoras

			En esta sección se examina la representación de mujeres como regidoras municipales. En muchas ocasiones ocupar una regiduría ha sido el primer paso para poder ocupar una presidencia municipal. En la figura 6.2 se presentan los datos por entidad federativa del porcentaje de mujeres que fueron electas como regidoras en las últimas elecciones municipales. Tomando como unidad de análisis el municipio, se muestra el promedio municipal de mujeres electas como regidoras. Los datos, otra vez, dan cuenta de la heterogeneidad entre entidades federativas con respecto al acceso de las mujeres a cargos de representación popular como regidoras. El estado con menor representación es Oaxaca. En promedio, los municipios que integran Oaxaca eligieron en su cabildo o ayuntamiento un 22.9 % de mujeres. Esta situación contrasta con otro de los estados con mayor presencia indígena como Chiapas. En este, en promedio, las mujeres fueron electas en 59.3 % de las regidurías. 


			Mapa 6.5
Municipios en que se eligió a una mujer como presidenta municipal en la región del Norte de Chiapas (2017)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.



			Figura 6.2
Promedio municipal de mujeres electas 
como regidoras por entidad federativa (2017)

			
				
					[image: ]
				

			

					Nota: Se excluye la Ciudad de México porque hasta el momento no había realizado ninguna elección de representantes al interior de cada una de las delegaciones. 

					Fuente: Elaboración propia.

			En la tabla 6.3 se presentan los datos del promedio de mujeres electas como regidoras en función de si el municipio es indígena o no. Los datos muestran que el porcentaje de mujeres electas como regidoras en municipios indígenas y no indígenas son similares, ya que solo se encontraron diferencias estadísticamente significativas en cuatro estados, pero con direcciones opuestas. Mientras que en los estados de Chiapas y Oaxaca, el porcentaje promedio de mujeres electas en municipios no indígenas es mayor que el de mujeres en municipios indígenas (respectivamente, 61.5 % vs. 57.5 % y 26 % vs. 22 %), en los estados de Veracruz y Zacatecas el porcentaje de mujeres electas como regidoras es significativamente mayor en municipios indígenas que en los no indígenas (respectivamente 48.7 % vs. 36.8 % y 50.1 % vs. 29.7 %). 

			En el caso concreto de la representación de mujeres como regidoras, los municipios indígenas de Oaxaca registran el menor porcentaje promedio municipal de mujeres electas (22 %). Este dato contrasta con el promedio superior a 50 % de los municipios indígenas de Campeche, Chiapas, Chihuahua, Hidalgo y Querétaro. Es preciso prestar atención al estado de Yucatán, aunque la representación como regidoras en los municipios indígenas es paritaria con respecto a los hombres, en los municipios no indígenas, el porcentaje promedio de mujeres electas en municipios no indígenas no alcanza 30 por ciento. 

			La figura 6.3 muestra el promedio de mujeres electas como regidoras en los municipios indígenas según cada región indígena. Los datos muestran que las regiones indígenas de Chiapas tienen en promedio una representación de mujeres mayor que las regiones de Oaxaca. En el primer caso, el promedio de mujeres electas a nivel municipal es de más de 56 % en Los Altos de Chiapas, Frontera Sur, Norte de Chiapas y la Selva Lacandona. Cabe destacar que Los Altos de Chiapas y la Selva Lacandona son dos de las regiones que también tenían el mayor porcentaje de mujeres electas como presidentas municipales. En cambio, las distintas regiones indígenas del estado de Oaxaca, destacan por la baja representación promedio de mujeres como regidoras: Costa y Sierra Sur (18.4 %), Valles Centrales (21.8 %), Sierra Juárez (22 %), Istmo (22.3 %), Mixe (23.4 %) y parte de la Mixteca (24 %).

			Tabla 6.3
Promedio de mujeres electas como regidoras 
según entidad federativa y municipio indígena

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad federativa

							 

						
							
							Municipios no indígenas

						
							
							Municipios indígenas

						
					

					
							
							%

						
							
							N

						
							
							%

						
							
							N

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							48.7

						
							
							11

						
							
							
					

					
							
							Baja California

						
							
							50.1

						
							
							5

						
							
							
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							46.5

						
							
							5

						
							
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							--

						
							
							
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							58.5

						
							
							2

						
							
							58.2

						
							
							9

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							61.5

						
							
							56

						
							
							57.5

						
							
							62

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							54.7

						
							
							55

						
							
							51.9

						
							
							12

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							46.4

						
							
							38

						
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							45.5

						
							
							10

						
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							49.1

						
							
							37

						
							
							58.3

						
							
							2

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							33.2

						
							
							46

						
							
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							47.0

						
							
							50

						
							
							45.2

						
							
							31

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							48.7

						
							
							54

						
							
							51.0

						
							
							30

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							39.2

						
							
							122

						
							
							40.7

						
							
							3

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							43.8

						
							
							96

						
							
							45.3

						
							
							15

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							44.0

						
							
							33

						
							
							
					

					
							
							Estado de México

						
							
							38.7

						
							
							105

						
							
							37.3

						
							
							20

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							48.3

						
							
							16

						
							
							40.4

						
							
							4

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							54.9

						
							
							51

						
							
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							26.0

						
							
							130

						
							
							22.0

						
							
							433

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							38.0

						
							
							146

						
							
							36.8

						
							
							71

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							43.9

						
							
							15

						
							
							53.2

						
							
							3

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							50.0

						
							
							1

						
							
							48.3

						
							
							9

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							49.3

						
							
							37

						
							
							46.3

						
							
							21

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							50.4

						
							
							17

						
							
							38.5

						
							
							1

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							42.5

						
							
							65

						
							
							49.3

						
							
							7

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							47.0

						
							
							11

						
							
							44.9

						
							
							6

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							52.4

						
							
							43

						
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							39.6

						
							
							59

						
							
							
					

					
							
							Veracruz

						
							
							36.8

						
							
							136

						
							
							48.7

						
							
							66

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							29.7

						
							
							6

						
							
							50.1

						
							
							100

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							47.8

						
							
							58

						
							
							
					

				
			

			Nota: El número de municipios es menor al registrado por Inegi, ya que en algunos casos las elecciones no fueron válidas o no se celebraron.

			Fuente: Elaboración propia. 

			Figura 6.3
Promedio de mujeres electas como regidoras 
en los municipios indígenas según región indígena
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					Fuente: Elaboración propia.

			Mapa 6.6
Porcentaje de regidoras electas en la región Costa y Sierra Sur de Oaxaca (a febrero de 2018)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017.  Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.


			Mapa 6.7
Porcentaje de regidoras electas en la región Valles Centrales (a febrero de 2018)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			Mapa 6.8
Porcentaje de regidoras por región indígena (a febrero 2018)
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					Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017. Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.

			En el caso concreto del estado de Oaxaca, se examinó si existían diferencias en la representación de mujeres como regidoras en los municipios regidos por sistemas normativos internos y el sistema de partidos. No se encontraron diferencias estadísticamente significativas entre el porcentaje promedio de mujeres elegidas en municipios regidos por estos sistemas. En los mapas 6.6 y 6.7, respectivamente se muestra la representación de las mujeres como regidoras en la Costa y Sierra Sur, así como en la región cercana a la capital del estado, Valles Centrales. En el mapa 6.8 es posible ver la heterogeneidad en la representación de las mujeres como regidoras en las 25 regiones indígenas en las que está dividido México. 

			La representación de las mujeres como presidentas de los comisariados ejidales

			Dentro del ámbito rural, las mujeres indígenas por lo menos desde 1948 hasta 1970 no tuvieron gran participación dentro del círculo agrario. Es más, la participación en casi cualquiera de este tipo de actividades era casi nula. Sus únicas obligaciones eran las de mantener la reproducción social, es decir, la producción de alimentos, los cuales eran destinados a la subsistencia tanto de la familia como de la comunidad en general. De la misma manera, existieron varias complicaciones que se fueron dando para estas mujeres en este proceso, por ejemplo, la intensificación de sus tareas sin un debido reconocimiento y apoyo de estas por parte del estado o los recurrentes casos de violencia y violaciones contra ellas por parte de los hombres (Velázquez, 1992).

			En la década de los setenta, durante la presidencia de Luis Echeverría, se modificó la Ley Federal de Reforma Agraria (lfra). En el artículo 45 quedó establecido que las mujeres ejidatarias tienen los mismos derechos que los hombres y que su opinión es completamente válida en las reuniones y asambleas, además de que su elección para los cargos de comisariados ejidales y consejos de vigilancia también son válidos (Velázquez, 1992). Esto conllevó repartición de tierras para las mujeres, ya que se les debía de otorgar una pequeña parcela para ellas siempre y cuando tuvieran más de 16 años y no fueran ejidatarias. Todo esto gracias a la creación de las Unidades Agrícolas Industriales de la Mujer (uaim) en 1971. Desafortunadamente, esta reforma formal ha encontrado numerosas barreras, entre ellas el rechazo de los varones para reconocer a las mujeres como ejidatarias, negativa de otorgarles tierras, corrupción administrativa, problemas derivados de la mala capacitación administrativa, etc. (Velázquez, 1992).

			Otra de las formas en que las mujeres pueden participar en la toma de decisiones es en la presidencia del consejo ejidal o de bienes comunales o en el consejo de vigilancia. De acuerdo con los datos proporcionados por el Registro Agrario Nacional (actualizados a agosto de 2017), existían hasta la fecha 14 894 núcleos agrarios con órganos de representación vigentes. Las mujeres ocupaban la representación como presidentas de 584 estos núcleos agrarios o ejidos. Por lo tanto, las mujeres ocupaban 3.9 % de las presidencias de los comisariados ejidales. A continuación, se realiza un análisis por entidad federativa y municipio (indígena y no indígena) para caracterizar la representación de las mujeres en municipios y regiones indígenas.

			La tabla 6.4 muestra que la representación de mujeres como presidencias de comisariados ejidales y de bienes comunales es reducida, ya que solo 1.9 % de esos comisariados están presididos por una mujer. Asimismo, su presencia en los consejos de vigilancia (ejidales o de bienes comunales) también es reducido: 1.9 %. Globalmente solo 3.8 % de estos cargos agrarios están ocupados por mujeres. Las diferencias entre entidades federativas son relevantes, ya que poco más de una de cada diez presidencias de comisariados o consejos de vigilancia está ocupado por una mujer en Baja California y Colima, mientras que los porcentajes de Yucatán y Zacatecas no alcanzan 1% (respectivamente, 0.1 % y 0.6 %). 

			En la tabla 6.5 se examina la representación de mujeres como presidentas de comisariados y consejos de vigilancia, según región indígena. Los datos muestran que, en promedio, la representación de las mujeres en este tipo de cargos en ocho regiones indígenas está por encima del promedio nacional (3.76 %): región Mayo-Yaqui, 9.70 %; Valles Centrales, 8.24 %; Tarahumara, 6.83 %, y las regiones Chontal de Tabasco, Frontera Sur, Mazahua-Otomí, Otomí de Hidalgo-Querétaro, Sierra Norte de Puebla y Totonacapan con porcentajes ligeramente inferiores al 5 %. Destaca también que, en tres regiones indígenas, la representación de mujeres sea nula o muy cercana a 0: Chimalapas, Sierra Juárez y la región de Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz.

			Como sucedió en el caso de las presidentas municipales y las regidoras, no podemos saber si las mujeres que ocupan las presidencias ejidales o de bienes comunales pertenecen a una etnia indígena, debido a que no existe información al respecto en los datos del Padrón e Historial de Grupos Agrarios. 

			Tabla 6.4
Representación de mujeres como presidentas de comisariados 
(ejidales y bienes comunales) y consejos de vigilancia, 
según entidad federativa (en porcentajes)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad 
federativa

						
							
							Número de ejidos y comunidades

						
							
							Presidencia, 
comisariado ejidal 
o bienes comunales

						
							
							Consejo de
vigilancia

						
							
							Cualquiera

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							183

						
							
							2.7

						
							
							3.8

						
							
							6.6

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							239

						
							
							5.4

						
							
							7.1

						
							
							12.6

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							99

						
							
							5.1

						
							
							1.0

						
							
							6.1

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							49

						
							
							4.1

						
							
							4.1

						
							
							8.2

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							386

						
							
							3.1

						
							
							1.6

						
							
							4.7

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							3 236

						
							
							1.9

						
							
							2.5

						
							
							4.5

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							986

						
							
							2.5

						
							
							2.9

						
							
							5.5

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							891

						
							
							2.4

						
							
							1.7

						
							
							4.0

						
					

					
							
							Colima

						
							
							167

						
							
							7.2

						
							
							3.0

						
							
							10.2

						
					

					
							
							Durango

						
							
							1 118

						
							
							3.1

						
							
							2.5

						
							
							5.6

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							1 577

						
							
							1.0

						
							
							0.8

						
							
							1.8

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							1 252

						
							
							0.7

						
							
							0.7

						
							
							1.4

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							1 173

						
							
							1.5

						
							
							0.8

						
							
							2.3

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							1 460

						
							
							1.6

						
							
							2.0

						
							
							3.6

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							1 245

						
							
							2.1

						
							
							3.0

						
							
							5.1

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							1 881

						
							
							1.6

						
							
							1.9

						
							
							3.5

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							231

						
							
							1.7

						
							
							1.7

						
							
							3.5

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							403

						
							
							2.0

						
							
							1.0

						
							
							3.0

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							608

						
							
							0.8

						
							
							1.0

						
							
							1.8

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							1 590

						
							
							1.7

						
							
							2.1

						
							
							3.8

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							1 202

						
							
							2.7

						
							
							3.7

						
							
							6.4

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							380

						
							
							2.6

						
							
							2.4

						
							
							5.0

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							282

						
							
							1.1

						
							
							1.8

						
							
							2.8

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							1 445

						
							
							1.2

						
							
							1.4

						
							
							2.6

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							1 313

						
							
							2.4

						
							
							1.8

						
							
							4.1

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							1 005

						
							
							5.1

						
							
							4.1

						
							
							9.2

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							814

						
							
							2.7

						
							
							2.2

						
							
							4.9

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							1 398

						
							
							3.1

						
							
							1.9

						
							
							4.9

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							245

						
							
							2.4

						
							
							4.9

						
							
							7.3

						
					

					
							
							Veracruz 

						
							
							3 753

						
							
							0.9

						
							
							0.7

						
							
							1.7

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							738

						
							
							0.1

						
							
							0.0

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							771

						
							
							0.1

						
							
							0.5

						
							
							0.6

						
					

					
							
							Total

						
							
							32 120

						
							
							1.9

						
							
							1.9

						
							
							3.8

						
					

				
			

			Nota: El número total de ejidos y comunidades procede del Catálogo de Núcleos Agrarios elaborado por el Registro Agrario Nacional. 

			Fuente: Elaboración propia. 

			Tabla 6.5
Representación de mujeres como presidentas de comisariados (ejidales y bienes comunales) y consejos de vigilancia, según región indígena

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Región indígena

						
							
							Número de presidentas

						
							
							Porcentaje de presidentas

						
					

					
							
							Núm. de ejidos

						
							
							Comisariado

						
							
							Consejo 
de vigilancia

						
							
							Comisariado

						
							
							Consejo de vigilancia

						
							
							Cualquiera

						
					

					
							
							Ejidal

						
							
							Bienes 
comunales

						
							
							Ejidal

						
							
							Bienes 
comunales

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							5

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							337

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							10

						
							
							0

						
							
							0.89

						
							
							0.03

						
							
							3.86

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							265

						
							
							5

						
							
							0

						
							
							8

						
							
							0

						
							
							1.89

						
							
							0.03

						
							
							4.91

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							120

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0.83

						
							
							0.01

						
							
							1.67

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán 
y Zongolica

						
							
							346

						
							
							5

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1.45

						
							
							0.01

						
							
							2.02

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							310

						
							
							6

						
							
							0

						
							
							8

						
							
							0

						
							
							1.94

						
							
							0.03

						
							
							4.52

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							1 637

						
							
							10

						
							
							0

						
							
							16

						
							
							3

						
							
							0.61

						
							
							0.01

						
							
							1.77

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							99

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							2.02

						
							
							0.01

						
							
							3.03

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							115

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0.87

						
							
							0.01

						
							
							1.74

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							203

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							0.99

						
							
							0.01

						
							
							1.97

						
					

					
							
							Maya

						
							
							1 345

						
							
							14

						
							
							0

						
							
							8

						
							
							0

						
							
							1.04

						
							
							0.01

						
							
							1.64

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							567

						
							
							32

						
							
							0

						
							
							23

						
							
							0

						
							
							5.64

						
							
							0.04

						
							
							9.70

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							532

						
							
							8

						
							
							2

						
							
							12

						
							
							2

						
							
							1.88

						
							
							0.03

						
							
							4.51

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							127

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							1.57

						
							
							0.02

						
							
							3.94

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							295

						
							
							1

						
							
							4

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1.69

						
							
							0.01

						
							
							3.05

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							365

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0.27

						
							
							0.00

						
							
							0.55

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							335

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							5

						
							
							0

						
							
							0.30

						
							
							0.01

						
							
							1.79

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							293

						
							
							4

						
							
							2

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							2.05

						
							
							0.02

						
							
							4.44

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							163

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1.84

						
							
							0.01

						
							
							3.07

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							993

						
							
							12

						
							
							1

						
							
							15

						
							
							0

						
							
							1.31

						
							
							0.02

						
							
							2.82

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							92

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

						
							
							488

						
							
							11

						
							
							0

						
							
							11

						
							
							1

						
							
							2.25

						
							
							0.02

						
							
							4.71

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							249

						
							
							7

						
							
							3

						
							
							7

						
							
							0

						
							
							4.02

						
							
							0.03

						
							
							6.83

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							589

						
							
							4

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0.68

						
							
							0.00

						
							
							0.85

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							182

						
							
							6

						
							
							2

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							4.40

						
							
							0.04

						
							
							8.24

						
					

					
							
							Total de regiones indígenas

						
							
							10 052

						
							
							139

						
							
							16

						
							
							148

						
							
							13

						
							
							1.54

						
							
							0.02

						
							
							3.14

						
					

					
							
							Regiones no indígenas

						
							
							22 216

						
							
							441

						
							
							17

						
							
							420

						
							
							20

						
							
							2.06

						
							
							0.02

						
							
							4.04

						
					

				
			

			Nota: El número total de ejidos y comunidades procede del Catálogo de Núcleos Agrarios elaborado por el Registro Agrario Nacional. Los datos se descargaron del sistema phina (Padrón e Historial de Núcleos Agrarios, s. f.) en el mes de febrero de 2018.

			Fuente: Elaboración propia.

			Explicando las diferencias de representación de mujeres

			Aunque la representación de las mujeres ha avanzado considerablemente a nivel de las cámaras legislativas y de representación a nivel federal y en las legislaturas estatales, a nivel municipal, el avance no ha sido tan notorio. Solo 14.4 % de los municipios están gobernados por una mujer; 39.8 % de las regidurías están ocupadas por una mujer y únicamente 1.8 % de las presidencias ejidales o de bienes comunales son ejercidas por mujeres. Como se aprecia en la tabla 6.6, a nivel de presidencia municipal y de regidurías existen diferencias estadísticamente significativas entre municipios indígenas y no indígenas, por lo que hay una mayor subrepresentación de las mujeres en los últimos. Sin embargo, con independencia de que se trate de un municipio indígena o no indígena, las mujeres están notoriamente subrepresentadas por igual (respectivamente, 1.9 % y 1.7 %).

			Tabla 6.6
Representación de mujeres como presidentas municipales, regidoras 
y presidentas ejidales o de bienes comunales (en promedios y porcentajes)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo de municipio 

						
							
							Presidencia municipal

							(porcentaje)

						
							
							Regidoras

							(promedio)

						
							
							Presidentas, comisariado 
o consejo vigilancia ejidal 
o bienes comunales

							(promedio)

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							15.6

						
							
							42.4

						
							
							1.9

						
					

					
							
							Régimen de elección

						
							
							***

						
							
							***

						
							
							**

						
					

					
							
							Partidos políticos

						
							
							16.0

						
							
							43.4

						
							
							2.0

						
					

					
							
							Sistema normativo interno

						
							
							9.3

						
							
							26.5

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Indígena

						
							
							12.3

						
							
							35.4

						
							
							1.7

						
					

					
							
							Régimen de elección

						
							
							***

						
							
							***

						
							
					

					
							
							Partidos políticos

						
							
							15.5

						
							
							43.1

						
							
							1.7

						
					

					
							
							Sistema normativo interno

						
							
							6.7

						
							
							22.0

						
							
							1.6

						
					

					
							
							Promedio

						
							
							14.4*

						
							
							39.8*

						
							
							1.8

						
					

				
			

			Nota: Las cifras de presidentas municipales son en porcentajes, las de regidoras y presidentas ejidales o de bienes comunales en promedio.

			Fuente: Elaboración propia. 

			La tabla 6.6 también examina si hay diferencias con respecto el régimen de elección (sistema normativo interno o partidos políticos) al interior de cada tipo de municipio (indígena y no indígena) en términos de la representación de las mujeres. Tanto en municipios indígenas como no indígenas, cuando la elección se produce por sistemas normativos internos, existe una menor representación de las mujeres a nivel de presidentas municipales y regidoras. No obstante, la presencia de sistemas normativos internos en municipios indígenas no afecta la representación de las mujeres en las presidencias de ejidos o de los bienes comunales. A continuación se muestra una serie de tablas que presentan modelos de regresión logística para examinar las variables asociadas a que en un municipio se elija una mujer como presidenta municipal (tabla 6.7), así como al porcentaje de regidoras (tabla 6.8) y de presidentas de ejidos o bienes comunales (tabla 6.9). Se presentan tres modelos para cada tabla. En el primero se incluyen todos los municipios; en el segundo, solo los municipios del estado de Oaxaca, y en el tercero se incluyen los municipios de otras entidades federativas, excluyendo a Oaxaca. Se ha tomado esta decisión dada la gran cantidad de municipios que pertenecen a Oaxaca y debido a que en esta entidad están concentrados casi todos los municipios que eligen a sus autoridades mediante sistemas normativos internos. 

			La tabla 6.7 se centra en las presidentas municipales. Como se observa, son pocas las variables asociadas a la elección de una mujer como presidenta municipal. Estas variables no son consistentes en los tres modelos. A nivel global, es decir, teniendo en cuenta todos los municipios de la República Mexicana, los mayores porcentajes de presidentas ejidales y la mayor tasa de migración están asociados a un incremento en el riesgo relativo de que se elija a una mujer como presidenta. De la misma forma, en comparación con los municipios con grado de marginación bajo y muy bajo —tienden a ser municipios urbanos más grandes—, los municipios con grado de marginación medio, así como alto y muy alto tienen, respectivamente, un riesgo relativo de 60 % y 93 % mayor de elegir a una mujer presidenta. Esto sugiere que la presidencia municipal recae en una mujer en los municipios con mayor rezago social que en los grandes municipios. El riesgo relativo de que una mujer ostente el gobierno municipal disminuye, no obstante, en 59 % cuando el municipio se encuentra regido por sistemas normativos internos y en 13 % por cada incremento en el porcentaje de personas analfabetas del municipio. Los análisis no arrojaron diferencias estadísticamente significativas en función de si se trata de un municipio indígena o no. Estas variables, aunque con distinta intensidad, también están asociadas a la elección de mujeres como presidentas municipales en todos los municipios del país, exceptuando a Oaxaca. 

			Tabla 6.7
Modelos de regresión logística de variables asociadas 
a la elección de una mujer como presidenta municipal 
(en todos los municipios, los de Oaxaca y los de otros estados)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Todos los 
municipios

							(e β)

						
							
							Oaxaca

							(e β)

						
							
							Otros estados

							(e β)

						
					

					
							
							Intercept

						
							
							5.40

						
							
							-0.80

						
							
							8.86

						
					

					
							
							Porcentaje de regidoras

						
							
							1.00

						
							
							1.09***

						
							
							1.00

						
					

					
							
							Porcentaje de presidentas indígenas

						
							
							1.02**

						
							
							1.02

						
							
							1.02*

						
					

					
							
							Municipio indígena

						
							
							0.71

						
							
							0.20***

						
							
							0.80

						
					

					
							
							Grado de marginación (bajo/muy bajo)

						
					

					
							
							Medio

						
							
							1.60*

						
							
							2.24

						
							
							1.47 †

						
					

					
							
							Muy alto y alto

						
							
							1.93*

						
							
							1.86

						
							
							1.98*

						
					

					
							
							Promedio de hijos/as nacidos vivos

						
							
							1.15

						
							
							0.62

						
							
							0.94

						
					

					
							
							Tasa de migración

						
							
							1.02**

						
							
							0.97

						
							
							1.02**

						
					

					
							
							Porcentaje de población hablante de lengua indígena

						
							
							1.00

						
							
							1.01

						
							
							1.00

						
					

					
							
							Escolaridad

						
							
							1.12

						
							
							0.98

						
							
							1.13

						
					

					
							
							Participación en mercado laboral

						
							
							0.98

						
							
							1.01

						
							
							0.96*

						
					

					
							
							Porcentaje de analfabetos

						
							
							1.02

						
							
							1.01

						
							
							1.02

						
					

					
							
							Porcentaje de mujeres

						
							
							0.87**

						
							
							0.97

						
							
							0.82***

						
					

					
							
							Sistemas normativos internos 

							(sistema de partidos)

						
							
							0.41***

						
							
							0.17***

						
							
					

					
							
							-2 Log Likelihood 

						
							
							1 801.28

						
							
							271

						
							
							1 478.48

						
					

				
			

			Nota: Las categorías de referencia están entre paréntesis.

			*** p< 0.0001; * p< 0.05; † p< 0.10.

			Fuente: Elaboración propia.

			En el caso específico de Oaxaca, el porcentaje de regidoras está significativamente asociado con la elección de una presidenta municipal. Por ejemplo, después de controlar por otras variables en el modelo, en un municipio donde 30 % de las mujeres integraran el cabildo, en comparación con uno donde solo constituyeran el 10 %, el riesgo relativo de que hubiera una presidenta mujer sería tres veces mayor. Sin embargo, al tratarse de un municipio indígena y estar regido por sistemas normativos internos, disminuye la probabilidad de que una mujer sea elegida como presidenta municipal.

			La tabla 6.8 examina el caso de las regidoras. Como se puede apreciar existen pocas variables estadísticamente significativas, lo cual sugiere que la dinámica puede ser diferente a la de las presidentas municipales. Si se examina toda la República, solo hay tres variables estadísticamente asociadas de forma negativa al porcentaje de regidoras en un determinado cabildo: ser un municipio indígena, el porcentaje de la población del sexo femenino y que el sistema de elección se rija por sistemas normativos internos. La única variable asociada negativamente a la elección de regidoras en todos los estados, menos en Oaxaca, es el número de hijos/as nacidos vivos. Sin embargo, no dispongo en este momento de alguna hipótesis asociada a este fenómeno.

			Tabla 6.8
Modelos de regresión lineal de variables asociadas al porcentaje de mujeres regidoras (en todos los municipios, los de Oaxaca y los de otros estados)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Todos los 
municipios (e β)

						
							
							Oaxaca
(e β)

						
							
							Otros estados
(e β)

						
							
					

					
							
							Intercept

						
							
							144.97***

						
							
							4.07

						
							
							168.98***

						
					

					
							
							Presidenta municipal mujer

						
							
							0.50

						
							
							6.20***

						
							
							-0.09

						
					

					
							
							Porcentaje de presidentas indígenas

						
							
							0.02

						
							
							-0.01

						
							
							0.08

						
					

					
							
							Municipio indígena

						
							
							-2.38*

						
							
							0.83

						
							
							0.08

						
					

					
							
							Grado de marginación (bajo / muy bajo)

						
					

					
							
							Medio

						
							
							-1.34

						
							
							0.27

						
							
							-1.71

						
					

					
							
							Muy alto y alto

						
							
							-0.81

						
							
							-1.00*

						
							
							-1.13

						
					

					
							
							Promedio de hijos/as nacidos vivos

						
							
							-1.40

						
							
							2.26

						
							
							-3.39*

						
					

					
							
							Tasa de migración

						
							
							0.00

						
							
							0.34***

						
							
							-0.01

						
					

					
							
							Porcentaje de población hablante 
de lengua indígena

						
							
							0.02

						
							
							-0.02

						
							
							0.02

						
					

					
							
							Escolaridad

						
							
							-0.56

						
							
							-0.12

						
							
							0.02

						
					

					
							
							Participación en mercado laboral

						
							
							0.03

						
							
							0.02

						
							
							-0.17

						
					

					
							
							Porcentaje de analfabetos

						
							
							0.12

						
							
							0.00

						
							
							0.34

						
					

					
							
							Porcentaje de mujeres

						
							
							-1.88***

						
							
							0.17

						
							
							-2.14

						
					

					
							
							Sistemas normativos internos 

							(sistema de partidos)

						
							
							-17.34***

						
							
							2.04*

						
							
					

					
							
							R2 

						
							
							0.17

						
							
							0.12

						
							
							0.05

						
					

				
			

			Nota: Las categorías de referencia están entre paréntesis.

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10.

			Fuente: Elaboración propia.

			Al centrarnos en el caso de Oaxaca, vuelve a aparecer la asociación entre la presidencia municipal femenina y la representación de mujeres como regidoras. Esto sugiere que probablemente se formen equipos de mujeres que unen esfuerzos para lograr participar formalmente en política. El modelo también indica que, a medida que incrementa la tasa de migración del municipio, disminuye el porcentaje de regidoras electas. Finalmente, cuestionando representaciones establecidas sobre los sistemas normativos internos, después de controlar por otras variables en el modelo, los sistemas normativos internos estarían asociados a mayor representación de mujeres en los cabildos. Sin embargo, se realizaron análisis excluyendo del modelo el hecho de que hubiera una presidenta municipal mujer y, consistente con el modelo para presidentas municipales en Oaxaca, se encontró un efecto negativo. Es decir, después de controlar por todas las variables en el modelo, un municipio que no se rija por sistemas normativos internos, en promedio, el porcentaje de regidoras sería 18 % mayor (análisis no mostrados). 

			Finalmente, la tabla 6.9 aborda la representación ejidal. Esta, como hemos visto, es muy reducida, por lo que los resultados que se presentan en este modelo deben ser tomados en cuenta de forma cautelosa. Los modelos otra vez dan cuenta de la diversidad de variables asociadas a la representación, además de cómo los municipios oaxaqueños deben ser tratados con especial atención. Si tenemos en cuenta todos los de la República, el porcentaje de mujeres presidentas ejidales o de bienes comunales se incrementa cuando hay una presidenta municipal mujer. Esto ocurre cuando aumenta el porcentaje de población constituida por mujeres y los años de escolaridad promedio de la población. 

			En el caso de Oaxaca, existe una asociación marginalmente significativa (p< 0.10) entre contar con una presidenta municipal mujer y el porcentaje de mujeres presidentas de ejidos o bienes comunales del municipio. Asimismo, mayores niveles de escolaridad promedio en los municipios están asociados a mayores porcentajes de mujeres con cargos en instituciones agrarias. El último modelo examina la situación en otros estados. Entre las variables destacadas, se confirma la asociación entre representación de las mujeres como presidentas ejidales o de bienes comunitarios en municipios con mayor escolaridad y proporción de mujeres. Después de controlar por otras variables del modelo, los sistemas normativos internos parecen no estar asociados a la representación de mujeres como presidentas ejidales o de bienes comunales. 

			Tabla 6.9
Modelos de regresión lineal de variables asociadas al porcentaje 
de mujeres presidentas ejidales o de bienes comunales 
(en todos los municipios, los de Oaxaca y los de otros estados)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Todos los 
municipios (e β)

						
							
							Oaxaca

							(e β)

						
							
							Otros estados
(e β)

						
					

					
							
							Intercept

						
							
							-17.99*

						
							
							-34.86 †

						
							
							-14.42*

						
					

					
							
							Presidenta municipal mujer

						
							
							1.36**

						
							
							3.01 †

						
							
							0.98*

						
					

					
							
							Porcentaje de regidoras

						
							
							0.00

						
							
							-0.01

						
							
							0.01

						
					

					
							
							Municipio indígena

						
							
							0.96 †

						
							
							2.18

						
							
							0.17

						
					

					
							
							Grado de marginación (bajo/muy bajo)

						
					

					
							
							Medio

						
							
							0.42

						
							
							0.98

						
							
							0.52

						
					

					
							
							Muy alto y alto

						
							
							0.48

						
							
							-0.27

						
							
							1.33

						
					

					
							
							Promedio de hijos/as nacidos vivos

						
							
							0.27

						
							
							0.68

						
							
							0.41

						
					

					
							
							Tasa de migración

						
							
							0.00

						
							
							-0.07

						
							
							0.01 †

						
					

					
							
							Porcentaje de población hablante 
de lengua indígena

						
							
							-0.02*

						
							
							-0.03

						
							
							-0.01

						
					

					
							
							Escolaridad

						
							
							0.83**

						
							
							1.96*

						
							
							0.54*

						
					

					
							
							Participación en mercado laboral

						
							
							-0.01

						
							
							-0.05

						
							
							0.03

						
					

					
							
							Porcentaje de analfabetos

						
							
							0.05

						
							
							0.17

						
							
							0.00

						
					

					
							
							Porcentaje de mujeres

						
							
							0.25*

						
							
							0.42

						
							
							0.18***

						
					

					
							
							Sistemas normativos internos 

							(sistema de partidos)

						
							
							-0.55

						
							
							-0.73

						
							
					

					
							
							R2 

						
							
							0.02

						
							
							0.02

						
							
							0.46

						
					

				
			

			Nota: categorías de referencia en paréntesis. 

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10.

			Fuente: Elaboración propia.

			Conclusiones

			En este capítulo se ha examinado cuál es la representación de las mujeres a nivel municipal como presidentas y regidoras y como presidentas de bienes comunales o ejidos. Los hallazgos apuntan a la heterogeneidad de la representación de las mujeres en municipios catalogados como indígenas. La participación de las mujeres como presidentas municipales es nula en algunas regiones indígenas como Chimalapas, Purépecha y Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz. Esta situación contrasta con la representación paritaria de la Tarahumara, así como la región de los Altos de Chiapas y Norte de Chiapas, donde respectivamente 38.9 % y 42.9 % de los ayuntamientos son gobernados por mujeres. Existe una correlación entre que una mujer ocupe la presidencia municipal y el número de regidoras del cabildo. De esta forma, otra vez los municipios de los Altos de Chiapas cuentan con 59.3 % de integrantes del cabildo del sexo femenino, así como 56.5 % de los municipios del Norte de Chiapas. Emergen también dos regiones más con alta representación en el estado sureño de Chiapas: Frontera Sur, 57.1 % y la Selva Lacandona, 56.3 %. Esta situación contrasta con la de todas las regiones oaxaqueñas, donde en promedio las mujeres ocupan entre 18.4 % y 26.1 % de las regidurías. 

			Como se mencionó previamente, la mayoría de los estudios sobre representación de mujeres indígenas se ha llevado a cabo en Oaxaca. Probablemente, esto ha generado ciertas generalizaciones sobre la representación formal de las mujeres en política. Sin embargo, como se ha mostrado en este capítulo la participación formal de las mujeres en Oaxaca es especialmente baja. Aun con ello, otros estados presentan una dinámica distinta. 

			En el caso de las presidencias de los órganos agrarios (ejidos y bienes comunales), el avance de las mujeres es todavía muy reducido: 1.8 %. La dinámica de representación ejidal o en bienes comunales no está asociada, a nivel bivariado, con la representación de mujeres como regidoras y presidentas municipales. Un ejemplo lo constituye la región de los Valles Centrales de Oaxaca, ya que los municipios de esta región se encuentran entre los que las mujeres ocupan menos posiciones como presidentas municipales y regidoras, pero es la segunda región en la que ocupan un mayor número de presidencias del comisariado o consejo de vigilancia ejidal o de bienes comunales (8.24 % de los 182 ejidos). La heterogeneidad otra vez es evidente. Si bien en la región Mayo-Yaqui casi 10 % de las presidentas del comisariado o consejo de vigilancia ejidal o de bienes comunales son mujeres, en la Sierra Juárez de Oaxaca o la Montaña de Guerrero no hay ninguna mujer que ostente esos cargos. 

			Los análisis bivariados muestran que los municipios regidos por sistemas normativos internos, ya sean municipios catalogados como indígenas o no indígenas, tienden a tener una menor representación de las mujeres como presidentas municipales y como regidoras. Este hallazgo también se aplica en los municipios no indígenas en la representación ejidal o en los consejos de bienes comunales. Sin embargo, en los municipios indígenas la representación de la mujer en estas instituciones agrarias no es estadísticamente significativa. 

			En los modelos multivariados se identificaron algunas variables sociodemográficas, económicas y contextuales asociadas a la representación. No obstante, estas variables no son consistentes entre los distintos modelos. Destaca, por ejemplo, la relación positiva entre una mayor tasa de migración y participación de mujeres como presidentas municipales, a nivel global y en municipios no de Oaxaca. Para este último estado, no obstante, la tasa de migración está positivamente asociada con la representación de mujeres como regidoras. Como se ha argumentado en estudios previos, la falta de población masculina en algunos contextos de alta migración “ha abierto la puerta para que sean las mujeres quienes sustituyan a los hombres en los cargos y para que tomen parte en las decisiones colectivas” (Velásquez, 2004, p. 250).

			En efecto, parece existir una tendencia a que la representación de las mujeres como presidentas municipales se produzca en municipios marginados. Esta tendencia no se observa en Oaxaca, pero sí en los otros municipios del país. Este hallazgo sugiere que junto con las preguntas sobre cuál es la magnitud de la representación de las mujeres en el ámbito municipal, tengamos que plantearnos porqué esto solo sucede de en municipios relativamente pequeños y rurales, así como si existen barreras específicas para la representación de la mujer en municipios más grandes. 

			A lo largo de este trabajo me he referido a la representación de mujeres en municipios indígenas y no sobre la representación de mujeres indígenas. En este momento no contamos con información sobre la pertenencia étnica de las mujeres que ejercen estos cargos. Este es un dato que se necesita recabar por parte del Instituto Nacional Electoral y sus homólogos en las entidades federativas, el cual debe examinarse a la luz de una perspectiva interseccional, dado que son bien conocidas las dificultades adicionales en el proceso de postulación al cargo, elección y ejercicio de este que pueden tener las mujeres indígenas. Estos vacíos de información sugieren que los sistemas de información deben diseñarse teniendo en cuenta la pluralidad étnica y cultural del país. Se ha avanzado en los últimos años en la generación de estadísticas con perspectiva de género, pero no así en la generación de datos que permitan comprender la realidad multiétnica de México. 

			En toda la discusión actual sobre la paridad de género, deben contemplarse la heterogeneidad de municipios y la de sistemas de autogobierno. La paridad no va a ser una realidad por la aprobación de una norma. Si verdaderamente se quiere reducir la brecha de representación femenina a nivel municipal, entonces se deben implementar medidas específicas que sean culturalmente pertinentes y que cuenten con el apoyo de las comunidades. Como hemos visto, estas son heterogéneas; por eso se debe contemplar la diversidad de comunidades y municipios indígenas, huyendo de formatos estandarizados. 

			De otra forma, si se opta por un mandato vertical de paridad, es posible que el rechazo desencadene situaciones de violencia de género contra mujeres en política, o que se opte por el simulacro para cumplir con determinadas cifras que derivan en renuncias, juanitas, ejercicio ficticio del cargo, etc. Esto es especialmente relevante en el caso de los núcleos agrarios, ya que, si bien desde hace varias décadas se han implementado medidas de discriminación positiva tendientes a lograr una mayor representación de las mujeres en las cámaras federales y estatales, no se ha producido así a nivel agrario.

			Las medidas específicas para promover el mayor acceso de las mujeres a cargos de representación política o paridad deben ir acompañadas de acciones para promover la igualdad en todas las esferas de la estructura social en donde se manifiesta la desigualdad de género, en el ámbito educativo, en el productivo y jurídico. Además deben diseñarse políticas que erosionen los estereotipos de género y creencias sobre roles de género diferenciados. Las desigualdades de género socialmente construidas están detrás de los obstáculos que padecen las mujeres al querer ejercer su derecho a la representación en general. En particular, las mujeres indígenas enfrentan otros derivados de la discriminación y normas de género más rígidas en sus comunidades. 
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					1	“Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de estos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales”.

				

				
					2	Como he argumentado anteriormente, la política es un contexto de relación en que se produce la violencia. Esta se puede expresar en actos físicos, sexuales, discriminación, violencia emocional, económica, feminicidio, etc. La violencia política, por su parte, es la que se ejerce desde el Estado. Por este motivo es mejor utilizar el término violencia de género contra mujeres en política.

				

				
					3	60 % de la población indígena vive en municipios indígenas (cuando la población hablante de lengua indígena representa más de 40 % del total).

				

				
					4	Los datos se descargaron del sistema phina (Padrón e Historial de Núcleos Agrarios, s. f.) en el mes de febrero de 2018. 

				

				
					5	Los mapas de cada una de las regiones indígenas pueden consultarse en http://libros.crim.unam.mx/index.php/lc/catalog/book/283
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			Introducción

			La relación entre los servicios públicos de salud y los pueblos indígenas de México ha sido problemática históricamente. Ello no solo por las diversas formas de dominación, exclusión y extinción a que dio lugar la colonización a la que dichos pueblos han sido sometidos desde el siglo xvi, sino también porque la medicina moderna no siempre ha procurado dialogar con los saberes indígenas y reconocer e integrar sus conocimientos en salud al ejercicio cotidiano de la prestación de servicios (Caceres Guido et al., 2015; Menéndez, 2016; Montenegro y Stephens, 2006).

			Es bien sabido que los pueblos indígenas reportan los peores indicadores de salud en diversas partes del mundo (King et al., 2009) y en México, particularmente en lo que se refiere a desnutrición, mortalidad infantil y enfermedades infecciosas (Castro et al., 2007; Juárez-Ramírez et al., 2014). Uno de los factores (no el único) que explican esta situación, es el aislamiento en que subsisten muchas comunidades indígenas, producto, a su vez, de la estructura de dominación que les ha sometido. La colonización, en efecto, ha estado asociada a prácticas como el desplazamiento forzoso, la expropiación y destrucción ecológica de territorios, la explotación laboral, la marginación económica, la propagación de epidemias y el concomitante exterminio de amplias poblaciones indígenas (Paradies, 2016).

			En este contexto, el desarrollo de políticas de control poblacional, a partir de la década de los setenta del siglo pasado, resultó siempre una moneda de dos caras. En contextos urbanos y de clase media, y desde una perspectiva feminista, las políticas de planificación familiar significaron una conquista largamente buscada, que permitió por fin a las mujeres controlar la capacidad reproductiva de sus cuerpos y decidir libremente sobre ella. Pero en el ámbito de las poblaciones indígenas y de otros grupos vulnerabilizados, las políticas de control natal han sido objeto de discusión, pues no siempre resultaron ser tan benéficas ni tan bien intencionadas como en el caso anterior. En efecto, desde la perspectiva de muchos grupos indígenas que, bajo el influjo de las calamidades de la colonización, enfrentan serias dificultades para su sobrevivencia física y cultural, las políticas de población parecieron cumplir más bien una función eugenésica (Davis, 1993). Por ello, el desarrollo de las políticas de planificación familiar ha estado acompañado de denuncias en torno al carácter autoritario, selectivo y eugenésico con que pueden llegar a operar en ciertos sectores, en abierta contradicción con su fementido espíritu emancipador (Menéndez, 2009). En ocasiones, como en el caso de mujeres recluidas en prisión, la imposición de procedimientos anticonceptivos como la esterilización se ha tratado de justificar bajo el argumento de que se trata de cuestiones “médicamente necesarias” (Levi, 2006). En otras ocasiones, sobre todo a la luz de las estadísticas que muestran una inusual concentración en el uso de ciertos métodos definitivos en poblaciones indígenas, se ha denunciado la existencia de una “esterilización racista” (Volscho, 2010). No necesariamente se está hablando de políticas de esterilización implementadas por la fuerza bruta: es más bien que la dominación estructural a la que están sometidas estas poblaciones induce a las mujeres a “elegir” este tipo de métodos definitivos (Balasundaram, 2011; Kingdom, 1985).

			En América Latina, también desde fines de la década de los sesenta del siglo pasado, se han denunciado programas de esterilización involuntaria (Sanjinés, 1969), así como de implantación del dispositivo intrauterino (diu) con desconocimiento de las mujeres (Día, 1984). Más recientemente se ha denunciado la esterilización forzada de mujeres con vih (Kendall y Albert, 2015), así como la subsistencia de prácticas que violan los derechos reproductivos de las mujeres (Jadhav y Vala-Haynes, 2018).

			En México, desde la década de los ochenta del siglo pasado se comenzó a advertir, a través de las encuestas demográficas y de salud de la época, una desproporcionadamente elevada prevalencia en el uso de métodos definitivos (esterilización) entre las mujeres pobres e indígenas de este país (Bronfman y Castro, 1989). En aquel trabajo ya advertíamos de los indicios de un estilo coercitivo de implementación, justo por lo que revelaban las estadísticas: mayor prevalencia en zonas indígenas y alta coincidencia de las fechas del último parto y la esterilización. 

			Lejos de desaparecer como resultado de estas denuncias, el problema se ha ido agravando al paso de los años. Ello llevó a la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) a emitir su Recomendación General núm. 4 en diciembre de 2002, misma que lleva por título: “Sobre las prácticas administrativas que constituyen violaciones a los derechos humanos de los miembros de las comunidades indígenas respecto de la obtención de consentimiento libre e informado para la adopción de métodos de planificación familiar” (cndh, 2002). En ella se documenta la existencia de una cantidad muy significativa de quejas de mujeres de poblaciones indígenas, en el sentido de que el personal médico y de enfermería de los servicios públicos de salud propende a obtener de ellas de manera autoritaria e impositiva el “consentimiento” para colocarles un diu o para esterilizarlas.

			Más recientemente, diversas investigaciones han seguido documentando la existencia de esterilizaciones forzadas en comunidades indígenas, así como de algunas formas de resistencia de parte de las mujeres de esas comunidades (Barroso Calderón, 2004), particularmente de los estados de Oaxaca y Guerrero (Blackwell, 2006). Dichas esterilizaciones forzadas se llevan a cabo condicionando el acceso a los programas sociales de las comunidades indígenas (Grupo de Información Reproductiva Elegida, 2015), o bien aprovechando otras formas de vulnerabilidad presentes en esas poblaciones (Pedraza, 2019; Romero y Ortega, 2017). 

			Estamos, entonces, ante importantes antecedentes académicos y jurídicos que señalan con claridad que a través de los programas de planificación familiar se ha violentado la libre determinación de las mujeres, en particular de las pertenecientes a comunidades indígenas. Por lo tanto, un diagnóstico nacional sobre las diversas violencias que sufren las mujeres indígenas de este país, como el que representa este libro, no puede ser omiso ante estas evidencias y debe, por el contrario, incluir un componente específico al respecto.

			El objetivo general de este capítulo es analizar las estadísticas oficiales de esterilización y de colocación de dispositivos intrauterinos (diu) en mujeres indígenas (producidas por las instituciones del sector salud), con el fin de explorar si existen indicios de una política de población eugenésica para con esta población. La hipótesis general de este estudio es que existe una concentración en las tasas de colocación de dispositivos intrauterinos y de esterilización de mujeres, por encima del promedio nacional, en municipios con fuerte presencia de población indígena. Postulamos que hay evidencia empírica suficiente para afirmar que las mujeres de poblaciones indígenas son objeto particular de este tipo de violencia obstétrica, lo que a su vez significa que también en esta materia son objeto de discriminación. Y si bien, como hemos señalado más arriba, existen estudios previos que han apuntado en esta dirección, el aporte de este trabajo consiste en analizar las estadísticas oficiales para el periodo 2011-2015 (los datos más recientes al momento de escribir este capítulo) comparando los datos de poblaciones indígenas con los de poblaciones no indígenas y estimando los riesgos de que, dada la desproporción que se advierte en las estadísticas para estos dos grupos de población, estemos ante una política de Estado particularmente agresiva para con las mujeres indígenas.

			Metodología

			A los efectos de este capítulo, identificaremos los municipios del país donde hay una tasa de colocación de dispositivos intrauterinos (diu) y de esterilizaciones femeninas mayor al promedio nacional, y exploraremos su correlación con la presencia de población indígena y otras variables socio estructurales. Para ello, usaremos las estadísticas de egresos hospitalarios del Sistema Nacional de Información en Salud, las cuales se obtienen mediante la aplicación tecnológica denominada Subsistema Automatizado de Egresos Hospitalarios, saeh (Secretaría de Salud [ssa], 2020).

			Se entiende por egreso hospitalario “al evento de salida del paciente del servicio de hospitalización que implica la desocupación de una cama censable. Incluye altas por curación, mejoría, traslado a otra unidad hospitalaria, defunción, alta voluntaria o fuga. Excluye movimientos entre diferentes servicios dentro del mismo hospital” (ssa, 2012).

			Las bases de egresos hospitalarios están clasificadas en dos grandes grupos. Por una parte, aquellos que se originan en las unidades médicas de la Secretaría de Salud y los Servicios Estatales de Salud y, por otra, los egresos hospitalarios registrados en las unidades médicas de las instituciones públicas de salud como el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss), el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (issste), la Secretaría de la Defensa Nacional y Petróleos Mexicanos (Pemex). 

			Definición de población y municipios indígenas 

			Durante 2002, el Instituto Nacional Indigenista, posteriormente la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y el Consejo Nacional de Población, con base en los datos del xii Censo General de Población y Vivienda, identificaron un total de 10.2 millones de indígenas. Este número permite analizar las características sociodemográficas de los municipios indígenas en niveles de desagregación más allá del nacional o estatal. Se refiere tanto a quienes habitan en hogares en que el jefe, su cónyuge o alguno de sus ascendientes (padre, madre, suegra, abuelos, etc.) declaró ser hablante de lengua indígena, como a los hablantes de alguna lengua indígena, aunque vivan en viviendas colectivas o en hogares no indígenas.

			De acuerdo con la tipología del ini/Conapo (Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas [cdi], 2006), existen 481 municipios con 70 % o más de población indígena, así como 174 municipios con una proporción de entre 40 % y 69 % de población indígena. Ello significa que, en total, existen 655 “municipios indígenas”, mismos en los que viven poco más de 6 millones de indígenas.

			Por otra parte, existen 190 municipios “con presencia de población indígena”, que se caracterizan por contar con una población indígena superior a las 5 000 personas, pero en los que dicha población es menor al 40 % de la población total del municipio. Y finalmente existen 26 municipios con menos de 40 % de población indígena y con menos de 5 000 hablantes de lengua indígena pero que son asentamiento de varias lenguas indígenas minoritarias. 

			Por tanto, del total de 2 456 municipios en México, se reconocen 871 (25.4 % del total de municipios) que se clasifican como municipios con población indígena, a partir de la suma de los criterios anteriores. 

			Estrategia de análisis

			En este capítulo utilizamos un diseño longitudinal descriptivo de los egresos hospitalarios reportados por las instituciones de salud del país, durante el periodo 2011-2015. La información que existe en cada uno de los registros está constituida por las variables básicas consignadas en las bases de datos de egresos hospitalarios, descritas en el apartado anterior. Para este periodo los códigos están registrados según la décima versión de la Clasificación Internacional de Enfermedades (Organización Panamericana de la Salud, 1995). Se realizó un proceso de imputación (asignación de información) para aquellos casos que tengan algún faltante de información, como edad, sexo o entidad.1 Para el análisis del presente tema solo se tuvieron en cuenta dos actividades, la Z30.1 “inserción de dispositivo anticonceptivo (intrauterino)” y la Z30.2 “esterilización”, de la mencionada clasificación internacional de enfermedades (cie 10). Desde luego, no sabemos a ciencia cierta si estos procedimientos contaron con el consentimiento informado de las mujeres y, en su caso, cómo y en qué circunstancias se obtuvo. Sin embargo, de confirmarse la hipótesis en el sentido de que se presentan tasas de esterilización y colocación de diu inusualmente elevadas en zonas indígenas en comparación con zonas no indígenas, podremos reforzar la presunción de que estamos ante un estilo de prestación de servicios de salud que se apoya en prácticas coercitivas que favorecen el “consentimiento” de las mujeres para estos métodos de regulación de la fertilidad. Desde luego, no necesariamente todas las mujeres a las que se les coloca un diu o son esterilizadas en municipios indígenas son, de hecho, indígenas ni de dichos municipios, ya que pueden venir de municipios aledaños que quizás no tengan servicios de salud. Sin embargo, estimamos que esta eventualidad es poco probable porque justamente los municipios indígenas tienden a ser de los más pobres del país y, por ende, con menos servicios, incluyendo los de salud. En todo caso, la eventualidad inversa —esta es, mujeres indígenas que son intervenidas en municipios no indígenas— también es posible y, quizás, más probable. 

			Para analizar el comportamiento de los egresos se tuvieron en cuenta los valores absolutos representados por el número anual de casos para cada uno de los dos eventos analizados, además del comportamiento de las tasas anuales calculadas para cada municipio, para cada estado y para el nivel nacional. Para la construcción de las tasas crudas se tomó en el numerador la cantidad de casos presentes para cada año y en el denominador se tuvo en cuenta la población de mujeres de 15 a 49 años (edad reproductiva) de cada uno de los municipios y de cada una de las entidades, multiplicados por una constante de cien mil. Todas las tasas que se presentan en este capítulo están descritas por cien mil mujeres. Los datos de población fueron tomados de la página web del Consejo Nacional de Población (Conapo, s. f.), en donde se tienen los valores para los grupos quinquenales por sexo para cada uno de los años. 

			Para entender el comportamiento de los eventos se realizó un análisis nacional, otro estatal (para cada uno de los 32 estados del país), además de uno por regiones (25 regiones indígenas del país). Se prestó especial énfasis en cada uno de los municipios por entidad, en cada una de las entidades, separando aquellas que reportaban población indígena de las que no. Para este capítulo se creó la variable en forma dicotómica, en donde el valor 1 se asignó al municipio si era clasificado como municipio con población indígena y 0 si tenía otra clasificación. En aquellas entidades que presentan población indígena se calcularon tasas para los grupos indígenas y no indígenas para poder determinar cuáles tienen mayores tasas de aplicación del diu y realización de esterilización o cirugía. El manejo de los casos se hace en un solo grupo, sumando los egresos de las instituciones del imss e issste y los casos de la ssa y analizando el comportamiento de cada una de las variables. 

			Análisis

			Tendencias generales

			La tabla 7.1 muestra el número total de eventos de esterilización y colocación de dispositivos intrauterinos en consulta externa y hospitalaria tanto para el imss, issste y servicios privados, como para la Secretaría de Salud, durante los años 2011-2015.

			Tabla 7.1
Número total de esterilizaciones y colocación de diu por tipo de institución

			
			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Total de consultas hospitalarias

						
							
							Número de eventos de planificacion familiar

						
					

					
							
							Consultas

						
							
							IMSS, ISSSTE, otros

						
							
							SSA

						
							
							N

						
					

					
							
							2011

						
							
							5 517 139

						
							
							2 775 101

						
							
							47 220

						
					

					
							
							2012

						
							
							5 641 719

						
							
							2 880 606

						
							
							52 249

						
					

					
							
							2013

						
							
							5 658 137

						
							
							2 879 313

						
							
							51 768

						
					

					
							
							2014

						
							
							6 368 082

						
							
							2 959 197

						
							
							67 379

						
					

					
							
							2015

						
							
							6 260 155

						
							
							2 970 812

						
							
							60 953

						
					

				
			



			Fuente: Secretaría de Salud, Sistema Nacional de Información en Salud.

			Como se puede apreciar en la tabla 7.2, la mayor proporción de esterilizaciones y colocación de diu se concentra en el imss con un 32.2 % de cobertura, le sigue el Seguro Popular con un 26.5 % de cobertura y en tercer lugar el issste con un 15.7 %. Por otra parte, existen un 6.3 % de la población atendida que no reportó ningún tipo de afiliación y un 3.85 % que lo ignoraban.

			Una primera aproximación al tema de estudio ha consistido en calcular de forma global las tasas de esterilización2 y de colocación de diu por estados, para cada uno de los años del periodo de análisis, 2011-2015. La gráfica 7.1 ordena los estados según su tasa general en esos cinco años. Se han marcado con un asterisco a los que cuentan con población indígena. Como se puede apreciar, un primer patrón se hace evidente: las mayores tasas de planificación familiar corresponden a los estados con población indígena. 

			Dos estados que contienen la mayor población indígena del país, Oaxaca y Chiapas, se encuentran en la parte superior de la gráfica teniendo una tasa promedio global de 327.96 y 374.07 eventos por cien mil mujeres respectivamente durante el periodo objeto de estudio. Al ordenar los estados de mayor a menor, de acuerdo con su tasa global de esterilizaciones y colocación de diu, se encuentra que en la primera mitad (16 estados) hay 11 estados con municipios con población indígena, mientras que en la segunda mitad (los de menor tasa de esterilización y diu) se agrupan solo 5 estados con concentración de personas que hablan lengua indígena.

			Tabla 7.2
Distribución de mujeres que fueron esterilizadas o a las que se les colocó 
un diu, según tipo de derechohabiencia, periodo 2011-2015

			
				
					
					
				
				
					
							
							Tipo de derechohabiencia

						
							
							Porcentaje

						
					

					
							
							Ninguno

						
							
							6.3

						
					

					
							
							imss

						
							
							32.2

						
					

					
							
							issste

						
							
							15.7

						
					

					
							
							Pemex

						
							
							12.9

						
					

					
							
							Sedena

						
							
							1.5

						
					

					
							
							Secmar

						
							
							0.2

						
					

					
							
							Gobierno estatal

						
							
							0.3

						
					

					
							
							Seguro privado

						
							
							0.1

						
					

					
							
							Seguro Popular

						
							
							26.5

						
					

					
							
							Se ignora

						
							
							3.9

						
					

					
							
							Gratuidad

						
							
							0.5

						
					

					
							
							Oportunidades

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Total

						
							
							100

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del Subsistema Automatizado de Egresos Hospitalarios (saeh).

			Al comparar el comportamiento a nivel nacional para cada uno de los años, se observa que las tasas (por cien mil mujeres) en aquellos estados con municipios indígenas, de acuerdo con la clasificación descrita al inicio, son superiores a las tasas de los estados que no tienen municipios indígenas o los tienen en menor proporción. Para el caso de los estados con municipios no indígenas su mayor pico fue en el año 2014 con una tasa global de 204.12, mientras que en el caso de los municipios con población indígena el mayor pico corresponde al año 2013 con una tasa de 835.86 eventos de esterilización y colocación de diu por cien mil mujeres (gráfica 7.2).

			Al realizar esta misma exploración, pero ahora solo en los 16 estados que cuentan con municipios indígenas, se distingue un mayor predominio de las tasas de esterilización y colocación de diu en tales municipios, de acuerdo con la clasificación señalada al comienzo, en comparación con las que se observan en los municipios no indígenas, pues llegan a ser hasta cuatro veces a uno. Por ejemplo, en el año 2013 se registra una tasa de 162.92 en los municipios no indígenas de estos 16 estados, mientras que en los municipios indígenas fue de 835.86 eventos por cien mil mujeres (gráfica 7.3).

			Gráfica 7.1
Comportamiento de las tasas de esterilización y colocación 
de diu en México, 2011 a 2015 (por cien mil mujeres)
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					Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Gráfica 7.2
Tasas de esterilización y colocación de diu a nivel nacional 
por cien mil mujeres en edad de 15 a 49 años, 2011-2015

			
				
					[image: ]
				

			

					Fuente: Cálculos propios con datos del saeh.

			Gráfica 7.3
Tasas de esterilización y colocación de diu en los 16 estados 
con municipios indígenas, 2011-2015
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					Fuente: Cálculos propios con datos del saeh.

			La tabla 7.3 permite comparar las tasas de esterilización y de colocación de diu en los 16 estados que tienen municipios indígenas con los no indígenas. Como se puede apreciar, la gran mayoría de las tasas que corresponden a municipios indígenas son mayores que las tasas que corresponden a municipios no indígenas, a excepción de Campeche. 

			Al calcular3 en qué proporción las tasas de esterilización y colocación de diu son mayores en los municipios indígenas con respecto a los municipios no indígenas en cada estado, encontramos que, en orden descendente, en Chihuahua fue de 768.8 %; Durango, 739.4 %; Nayarit, 377.1 %; Jalisco, 217.1 %; Puebla, 177.3 %; Veracruz, 119.7 %; Hidalgo, 117.2 %; Guerrero 114.3 %; Oaxaca, 114.2 %; San Luis Potosí, 107.1 %; Quintana Roo, 82.9 %; el Estado de México, 64.8 %; Chiapas, 64.1 %; Yucatán, 59.4 % y en Michoacán, 46.9 %. Solo en el caso de Campeche la tasa de esterilización y colocación de diu fue 4.6 % mayor en los municipios no indígenas respecto a los municipios indígenas.

			Comportamiento global por estados con población indígena

			El patrón anterior permanece al analizar en forma detallada cada uno de los 16 estados con municipios indígenas: en efecto, las tasas de colocación de diu y de esterilización femenina son, en la gran mayoría de los casos, superiores entre los municipios indígenas, en comparación con los no indígenas. En el caso de los estados de Chihuahua, Durango, Jalisco y Nayarit ocurre que existen algunos municipios con poca población (reducido número de habitantes) donde, por ende, las tasas (por cien mil mujeres) resultan muy elevadas. Por ejemplo, en el caso de Chihuahua, la tasa de esterilización y colocación de diu en el municipio de Balleza fue de 7 408.9, mientras que en el municipio de Batopilas para ese mismo año fue de 8 820.3 y de 14 554.4 en el municipio de Urique en 2014, cuando las tasas en general para ese estado, en los municipios indígenas, oscilan entre 23 y 296 por cien mil mujeres. 


			Tabla 7.3
Tasas de esterilización y colocación de diu en los 16 estados 
con municipios indígenas, para el periodo 2011-2015, 
según tipo de municipios indígenas y no indígenas

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
							
							2014

						
							
							2015

						
							
							Total

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							Indígena

						
							
							 120.18 

						
							
							 137.72 

						
							
							 110.22 

						
							
							 199.53 

						
							
							 278.74 

						
							
							 170.50 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 212.96 

						
							
							 204.74 

						
							
							 141.24 

						
							
							 86.59 

						
							
							 172.74 

						
							
							 163.01 

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Indígena

						
							
							 237.45 

						
							
							 325.80 

						
							
							 331.75 

						
							
							 345.57 

						
							
							 262.15 

						
							
							 300.74 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 624.04 

						
							
							 663.48 

						
							
							 427.98 

						
							
							 420.10 

						
							
							 342.78 

						
							
							 493.46 

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							Indígena

						
							
							 176.57 

						
							
							 180.46 

						
							
							 183.17 

						
							
							 302.71 

						
							
							 211.81 

						
							
							 211.38 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 131.87 

						
							
							 79.64 

						
							
							 719.37 

						
							
							 2 753.81 

						
							
							 5 350.91 

						
							
							 1 836.43 

						
					

					
							
							Durango

						
							
							Indígena

						
							
							 152.28 

						
							
							 175.45 

						
							
							 205.99 

						
							
							 334.37 

						
							
							 242.02 

						
							
							 222.77 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 162.72 

						
							
							 111.35 

						
							
							 8 955.87 

						
							
							 72.62 

						
							
							 47.91 

						
							
							 1 869.93 

						
					

					
							
							Estado 
de México

						
							
							Indígena

						
							
							 68.71 

						
							
							 89.76 

						
							
							 93.81 

						
							
							 102.70 

						
							
							 89.73 

						
							
							 89.11 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 133.38 

						
							
							 134.70 

						
							
							 186.99 

						
							
							 142.30 

						
							
							 136.90 

						
							
							 146.90 

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							Indígena

						
							
							 132.22 

						
							
							 154.63 

						
							
							 170.19 

						
							
							 235.57 

						
							
							 203.73 

						
							
							 179.60 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 187.83 

						
							
							 283.84 

						
							
							 424.52 

						
							
							 518.22 

						
							
							 504.17 

						
							
							 385.02 

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							Indígena

						
							
							 111.30 

						
							
							 113.54 

						
							
							 112.03 

						
							
							 179.13 

						
							
							 153.65 

						
							
							 134.33 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 270.47 

						
							
							 280.64 

						
							
							 260.82 

						
							
							 323.27 

						
							
							 322.10 

						
							
							 291.84 

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							Indígena

						
							
							 143.92 

						
							
							 137.36 

						
							
							 139.26 

						
							
							 194.38 

						
							
							 145.35 

						
							
							 152.21 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 -   

						
							
							 33.71 

						
							
							 16.64 

						
							
							 65.76 

						
							
							 2 241.65 

						
							
							 482.71 

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							Indígena

						
							
							 139.15 

						
							
							 134.21 

						
							
							 179.80 

						
							
							 136.46 

						
							
							 189.76 

						
							
							 156.04 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 192.81 

						
							
							 405.48 

						
							
							 320.90 

						
							
							 66.15 

						
							
							 164.11 

						
							
							 229.26 

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							Indígena

						
							
							 183.25 

						
							
							 188.93 

						
							
							 188.92 

						
							
							 382.25 

						
							
							 219.66 

						
							
							 233.66 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 35.57 

						
							
							 26.13 

						
							
							 51.21 

						
							
							 5 339.29 

						
							
							 16.42 

						
							
							 1 114.84 

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							Indígena

						
							
							 227.15 

						
							
							 162.95 

						
							
							 220.09 

						
							
							 226.89 

						
							
							 215.06 

						
							
							 210.49 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 457.99 

						
							
							 578.13 

						
							
							 338.87 

						
							
							 460.28 

						
							
							 421.32 

						
							
							 451.02 

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							Indígena

						
							
							 116.22 

						
							
							 131.93 

						
							
							 137.37 

						
							
							 132.80 

						
							
							 170.19 

						
							
							 137.94 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 361.22 

						
							
							 541.37 

						
							
							 382.80 

						
							
							 348.83 

						
							
							 282.39 

						
							
							 382.56 

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Indígena

						
							
							 67.53 

						
							
							 39.00 

						
							
							 49.50 

						
							
							 207.73 

						
							
							 186.34 

						
							
							 112.55 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 27.33 

						
							
							 213.84 

						
							
							 17.09 

						
							
							 229.92 

						
							
							 510.63 

						
							
							 205.89 

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							Indígena

						
							
							 266.38 

						
							
							 267.49 

						
							
							 229.38 

						
							
							 202.23 

						
							
							 269.01 

						
							
							 246.77 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 838.74 

						
							
							 538.09 

						
							
							 492.98 

						
							
							 252.52 

						
							
							 444.54 

						
							
							 511.13 

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Indígena

						
							
							 167.53 

						
							
							 217.93 

						
							
							 152.69 

						
							
							 243.92 

						
							
							 158.08 

						
							
							 188.04 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 408.59 

						
							
							 496.04 

						
							
							 459.89 

						
							
							 409.99 

						
							
							 294.48 

						
							
							 413.29 

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							Indígena

						
							
							 76.93 

						
							
							 67.77 

						
							
							 102.81 

						
							
							 188.88 

						
							
							 179.32 

						
							
							 124.03 

						
					

					
							
							No indígena

						
							
							 152.10 

						
							
							 321.61 

						
							
							 176.53 

						
							
							 196.88 

						
							
							 143.22 

						
							
							 197.68 

						
					

				
			

			Fuente: Cálculos propios con datos del saeh.

			Gráfica 7.4
Promedio nacional de mujeres participantes en un programa 
de planificación familiar*, según tipo de municipio. 
Tasa por cien mil mujeres en edad de 15 a 49 años
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					* Solo entidades que tienen población indígena y no indígena, excluyendo las que tienen muy poca población indígena (Chihuahua, Durango, Jalisco y Nayarit) para evitar distorsiones de las tasas.

					Fuente: Cálculos propios con datos del saeh.

			Para depurar muestra indagación se realizó el análisis excluyendo los cuatro estados que presentaron cierta distorsión en sus tasas (Chihuahua, Durango, Jalisco y Nayarit). Como se puede apreciar en la gráfica 7.4, aun eliminando esos estados durante los cinco años del periodo de análisis se mantienen las tasas superiores de planificación familiar en las poblaciones indígenas comparada con aquellas poblaciones no indígenas.

			Tabla 7.4
Total de eventos (diu + cirugía) en municipios 
correspondientes a regiones indígenas por año

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Municipio

						
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
							
							2014

						
							
							2015

						
							
							Total

						
					

					
							
							Huasteca

						
							
							2 114

						
							
							1 640

						
							
							1 416

						
							
							1 187

						
							
							1 487

						
							
							7 844

						
					

					
							
							Maya

						
							
							980

						
							
							1 384

						
							
							1 025

						
							
							2 084

						
							
							2 148

						
							
							7 621

						
					

					
							
							Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

						
							
							1 236

						
							
							1 501

						
							
							1 063

						
							
							1 048

						
							
							945

						
							
							5 793

						
					

					
							
							Selva Lacandona

						
							
							1 481

						
							
							1 594

						
							
							729

						
							
							584

						
							
							516

						
							
							4 904

						
					

					
							
							Los Altos de Chiapas

						
							
							897

						
							
							1 127

						
							
							1 111

						
							
							807

						
							
							931

						
							
							4 873

						
					

					
							
							Tarahumara

						
							
							99

						
							
							152

						
							
							400

						
							
							1 750

						
							
							1 581

						
							
							3 982

						
					

					
							
							Valles Centrales

						
							
							742

						
							
							938

						
							
							665

						
							
							830

						
							
							684

						
							
							3 859

						
					

					
							
							Chontal de Tabasco

						
							
							724

						
							
							567

						
							
							673

						
							
							958

						
							
							649

						
							
							3 571

						
					

					
							
							Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

						
							
							562

						
							
							536

						
							
							567

						
							
							911

						
							
							808

						
							
							3 384

						
					

					
							
							Montaña de Guerrero

						
							
							378

						
							
							537

						
							
							656

						
							
							900

						
							
							859

						
							
							3 330

						
					

					
							
							Mazahua-Otomí

						
							
							499

						
							
							439

						
							
							553

						
							
							605

						
							
							390

						
							
							2 486

						
					

					
							
							Frontera Sur

						
							
							148

						
							
							301

						
							
							407

						
							
							882

						
							
							621

						
							
							2 359

						
					

					
							
							Mayo-Yaqui

						
							
							391

						
							
							303

						
							
							316

						
							
							547

						
							
							549

						
							
							2 106

						
					

					
							
							Norte de Chiapas

						
							
							599

						
							
							579

						
							
							435

						
							
							267

						
							
							221

						
							
							2 101

						
					

					
							
							Mixteca

						
							
							498

						
							
							524

						
							
							402

						
							
							360

						
							
							227

						
							
							2 011

						
					

					
							
							Huicot o Gran Nayar

						
							
							142

						
							
							48

						
							
							762

						
							
							772

						
							
							200

						
							
							1 924

						
					

					
							
							Otomí de Hidalgo-Querétaro

						
							
							387

						
							
							343

						
							
							376

						
							
							498

						
							
							270

						
							
							1 874

						
					

					
							
							Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

						
							
							227

						
							
							486

						
							
							268

						
							
							487

						
							
							305

						
							
							1 773

						
					

					
							
							Purépecha

						
							
							203

						
							
							289

						
							
							281

						
							
							291

						
							
							440

						
							
							1 504

						
					

					
							
							Costa y Sierra Sur de Oaxaca

						
							
							198

						
							
							282

						
							
							249

						
							
							366

						
							
							349

						
							
							1 444

						
					

					
							
							Istmo

						
							
							208

						
							
							295

						
							
							209

						
							
							147

						
							
							125

						
							
							984

						
					

					
							
							Chinanteca

						
							
							135

						
							
							241

						
							
							134

						
							
							172

						
							
							238

						
							
							920

						
					

					
							
							Mixe

						
							
							249

						
							
							103

						
							
							99

						
							
							112

						
							
							233

						
							
							796

						
					

					
							
							Sierra Juárez

						
							
							37

						
							
							27

						
							
							48

						
							
							35

						
							
							24

						
							
							171

						
					

					
							
							Chimalapas

						
							
							30

						
							
							0

						
							
							18

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							51

						
					

					
							
							Total

						
							
							13 164

						
							
							14 236

						
							
							12 862

						
							
							16 602

						
							
							14 801

						
							
							71 665

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Gráfica 7.5
Comparación del total de casos de colocación de diu 
y cirugías por regiones, 2011-2015

		
			
				[image: ]
			

		

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Análisis por regiones indígenas

			En esta sección analizaremos la información centrando nuestra mirada de las 25 regiones indígenas que identifica la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (cdi, 2006). Esto es, mantendremos como unidad de análisis a los municipios, pero no a las entidades federativas, pues las regiones indígenas con frecuencia existen en varios estados. Trabajaremos, por tanto, con las 25 regiones que se han identificado en distintos capítulos de este libro. 

			Gráfica 7.6
Comparación del total de casos de esterilización por regiones, 2011-2015
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Como se aprecia en la tabla 7.4, en el conjunto de estas regiones se encontró un total de 71 665 eventos (diu + cirugía). De este total, la región que mayor porcentaje presentó fue la Huasteca con un 10.9 % (7 844), seguido de la Maya con 7 621, la Sierra Norte de Puebla con 5 793 y la Selva Lacandona con 4 904 eventos. En el otro extremo, la región con menor número de eventos fue la de los Chimalapas con 51.

			El total de eventos por año no presenta un patrón definido. 2014 fue el año que presentó mayor número de eventos con 16 602, seguido del 2015 con 14 801. En contraste, el año con menor número de eventos, 12 868, fue 2013. La gráfica 7.5 permite una apreciación visual de las variaciones en el número de casos por año y por región.

			Las gráficas 7.6 y 7.7 nos permiten apreciar esta misma información diferenciando por tipo de método. Así, con relación a los eventos de cirugía para esterilización (tabla 7.5), se observa que hubo un total de 64 466 durante el periodo 2011 a 2015. Las tres regiones que presentaron el mayor número de eventos fueron la Huasteca con 7 473, la Maya con 6 814 y la Sierra Norte de Puebla y Totonacapan con 5 170 (gráfica 7.6). La distribución por año es semejante a la que observamos en el cuadro anterior (en el total combinado de eventos). El año con mayor número de cirugías realizadas fue el 2014 con 14 364, mientras que el de menor número fue 2013 con 11 078 eventos (gráfica 7.6). 

			Con relación a la aplicación del diu, las tres regiones que presentaron mayor número de eventos fueron la Tarahumara con 1 744 eventos, la Maya con 807 y la Huicot o Gran Nayar con 765. De acuerdo con los diferentes años de análisis, se encontró que para 2011 y 2012, la región con mayor número de eventos fue la Maya con 154 y 155 respectivamente; para 2013 fue la Huicot o Gran Nayar con 729 y para 2014 y 2015 fue la Tarahumara con 1 129 y 323 respectivamente (gráfica 7.7). Con relación a los años se encontró que el mayor número de aplicaciones del diu fue en 2014 con 2 238 eventos y el de menor aplicación fue en 2012 con 630 eventos (tabla 7.6).

			Análisis de tasas por cien mil mujeres de 15 a 49 años para diu y cirugía juntos

			Un indicador que permite mayor comparabilidad de las cifras entre las diferentes regiones es la tasa por cada cien mil mujeres de entre 15 y 49 años. Para calcular las tasas de aplicación del diu y realización de cirugía, se tomó como punto de partida la población de los municipios que conforma cada región, se estimó el total de población por región. A partir de ahí se identificó y diferenció a la población de mujeres de 15 a 49 años. Dado que el número de colocación de diu es muy pequeño, conviene en primer lugar, estimar las tasas para cada método en conjunto (diu + cirugías). Por ello, la tabla 7.7 presenta las tasas para ambos métodos combinados.

			Gráfica 7.7
Comparación del total de casos de colocación 
de diu por regiones, 2011-2015
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

					Tabla 7.5
Casos de esterilización durante el periodo 2011-2015

					
						
							
							
						
						
							
									
									Año

								
									
									Total

								
							

							
									
									2011

								
									
									12 341

								
							

							
									
									2012

								
									
									13 606

								
							

							
									
									2013

								
									
									11 078

								
							

							
									
									2014

								
									
									14 364

								
							

							
									
									2015

								
									
									13 077

								
							

							
									
									Total

								
									
									64 466

								
							

						
					

					Fuente: Secretaría de Salud, Sistema Nacional de Información en Salud. 


					Tabla 7.6
Casos de colocación de diu en el periodo 2011-2015

					
						
							
							
						
						
							
									
									Año

								
									
									Total

								
							

							
									
									2011

								
									
									823

								
							

							
									
									2012

								
									
									630

								
							

							
									
									2013

								
									
									1 784

								
							

							
									
									2014

								
									
									2 238

								
							

							
									
									2015

								
									
									1 724

								
							

							
									
									Total

								
									
									7 199

								
							

						
					

					Fuente: Secretaría de Salud, Sistema Nacional de Información en Salud. 

			Con relación al total de eventos (diu + cirugías) se encontró que las tres regiones que presentaban mayor tasa fueron la Tarahumara, con una tasa de 343.8 por cien mil mujeres, seguida de la Huicot o Gran Nayar, con una tasa de 183.1 y, en tercer lugar, la de Los Altos de Chiapas con una tasa de 145.8. La región con la tasa menor fue la Mazahua-Otomí con 30.1 eventos por cien mil mujeres en promedio durante todo el periodo (mapa 7.1).

				
					Tabla 7.7
Tasas (por cien mil mujeres de 15-49 años) de esterilización 
y colocación de diu por región indígena y año

					
						
							
							
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									Región

								
									
									2011

								
									
									2012

								
									
									2013

								
									
									2014

								
									
									2015

								
									
									Promedio

								
							

							
									
									Tarahumara

								
									
									42.73

								
									
									65.58

								
									
									172.64

								
									
									755.55

								
									
									682.83

								
									
									343.77

								
							

							
									
									Huicot o Gran Nayar

								
									
									67.51

								
									
									22.83

								
									
									362.52

								
									
									367.41

								
									
									95.22

								
									
									183.07

								
							

							
									
									Los Altos de Chiapas

								
									
									134.13

								
									
									168.57

								
									
									166.25

								
									
									120.8

								
									
									139.42

								
									
									145.84

								
							

							
									
									Norte de Chiapas

								
									
									188.34

								
									
									182.10

								
									
									136.86

								
									
									84.04

								
									
									69.59

								
									
									132.21

								
							

							
									
									Selva Lacandona

								
									
									158.45

								
									
									170.58

								
									
									78.05

								
									
									62.55

								
									
									55.28

								
									
									105.00

								
							

							
									
									Huasteca

								
									
									127.57

								
									
									98.98

								
									
									85.49

								
									
									71.69

								
									
									89.85

								
									
									94.72

								
							

							
									
									Valles Centrales

								
									
									87.22

								
									
									110.29

								
									
									78.21

								
									
									97.65

								
									
									80.49

								
									
									90.77

								
							

							
									
									Mixe

								
									
									139.33

								
									
									57.65

								
									
									55.42

								
									
									62.72

								
									
									130.52

								
									
									89.13

								
							

							
									
									Otomí de Hidalgo-Querétaro

								
									
									84.17

								
									
									74.61

								
									
									81.82

								
									
									108.41

								
									
									58.80

								
									
									81.56

								
							

							
									
									Montaña de Guerrero

								
									
									44.97

								
									
									63.88

								
									
									78.07

								
									
									107.16

								
									
									102.32

								
									
									79.27

								
							

							
									
									Frontera Sur

								
									
									23.48

								
									
									47.77

								
									
									64.62

								
									
									140.08

								
									
									98.67

								
									
									74.91

								
							

							
									
									Chimalapas

								
									
									196.84

								
									
									0.00

								
									
									118.16

								
									
									13.13

								
									
									6.57

								
									
									66.96

								
							

							
									
									Chontal de Tabasco

								
									
									67.71

								
									
									53.03

								
									
									62.96

								
									
									89.65

								
									
									60.75

								
									
									66.82

								
							

							
									
									Sierra Norte de Puebla y Totonacapan

								
									
									69.44

								
									
									84.34

								
									
									59.75

								
									
									58.93

								
									
									53.15

								
									
									65.13

								
							

							
									
									Mixteca

								
									
									74.43

								
									
									78.33

								
									
									60.11

								
									
									53.85

								
									
									33.96

								
									
									60.14

								
							

							
									
									Costa y Sierra Sur de Oaxaca

								
									
									36.75

								
									
									52.35

								
									
									46.24

								
									
									67.99

								
									
									64.85

								
									
									53.63

								
							

							
									
									Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz

								
									
									33.55

								
									
									71.85

								
									
									39.63

								
									
									72.03

								
									
									45.12

								
									
									52.43

								
							

							
									
									Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica

								
									
									40.46

								
									
									38.60

								
									
									40.84

								
									
									65.64

								
									
									58.24

								
									
									48.75

								
							

							
									
									Chinanteca

								
									
									33.70

								
									
									60.17

								
									
									33.46

								
									
									42.97

								
									
									59.47

								
									
									45.95

								
							

							
									
									Purépecha

								
									
									28.29

								
									
									40.26

								
									
									39.16

								
									
									40.56

								
									
									61.35

								
									
									41.92

								
							

							
									
									Mayo-Yaqui

								
									
									38.38

								
									
									29.75

								
									
									31.04

								
									
									53.75

								
									
									53.97

								
									
									41.38

								
							

							
									
									Istmo

								
									
									42.89

								
									
									60.85

								
									
									43.12

								
									
									30.34

								
									
									25.81

								
									
									40.61

								
							

							
									
									Maya

								
									
									25.21

								
									
									35.60

								
									
									26.37

								
									
									53.63

								
									
									55.29

								
									
									39.22

								
							

							
									
									Sierra Juárez

								
									
									41.28

								
									
									30.13

								
									
									53.58

								
									
									39.08

								
									
									26.80

								
									
									38.17

								
							

							
									
									Mazahua-Otomí

								
									
									30.89

								
									
									27.18

								
									
									34.26

								
									
									37.50

								
									
									24.18

								
									
									30.80

								
							

						
					


					Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			La gráfica 7.8 permite apreciar la disparidad que existe en las tasas de colocación de diu y de esterilizaciones entre las 25 regiones indígenas. 

			Al analizar el comportamiento de las tasas por regiones en cada uno de los años del periodo, se encuentra que en 2011 la mayor tasa se presentó en la región de los Chimalapas: 196.84 eventos por cien mil mujeres. Sin embargo, este dato debe tomarse con precaución pues se trata justamente de uno de esos casos donde hemos advertido que el reducido número de mujeres (por tratarse de una población pequeña) hace que 51 eventos se traduzcan en una tasa muy elevada. Por tanto, podemos dejar a un lado esta región, con lo cual queda en primer lugar a la región de Norte de Chiapas con una tasa de 188.6 eventos por cien mil mujeres para 2011. Para el año 2012 se mantiene la misma región con una tasa de 182.1. Para 2013 la región con mayor tasa fue la de los Huicot o Gran Nayar con una tasa de 362.5. Para 2014 y 2015 la región con mayor tasa fue la de los Tarahumara con 756.8 y 683.7 respectivamente.

			Mapa 7.1
Tasas (por cien mil mujeres de 15-49 años) de esterilización 
y colocación de diu por región indígena y año
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			Fuente: Elaboración propia con base en el Marco Geoestadístico del Inegi, 2017.  Diseño y edición cartográfica: Celia López Miguel.


			Gráfica 7.8
Distribución de las regiones indígenas según tasa promedio 
de esterilización y colocación de diu, 2011-2015
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Tipo de institución: federal, estatal o privada

			Las instituciones de salud donde se atiende a las mujeres en materia de esterilización o colocación de diu pueden ser de tres tipos: federales, estatales o servicios privados. La primera incluye al imss, el issste, Pemex, la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y la Secretaría de Marina (Secmar); la segunda incluye al gobierno estatal, el Seguro Popular (su aplicación es estatal) y aquella que se considera como “gratuidad”, ya que es prestada por la ssa en los estados. En la tercera categoría se agrupó a los servicios privados y aquellos casos de mujeres que no reportaban ninguno o lo ignoraban.

			La gráfica 7.9 presenta la proporción (a diferencia de los números absolutos, como en la gráfica anterior) en que participan las instituciones federales, estatales y las privadas en cada región, para el total de diu y cirugías combinado; mientras que las gráficas 7.10 y 7.11 presentan esta información desglosada para cirugías y para diu respectivamente. Lo que puede apreciarse es que, proporcionalmente hablando, las instituciones federales tienen un mayor peso en la colocación de diu, mientras que las instituciones estatales pesan mucho más que las federales en lo que respecta a cirugías para esterilización.

			Gráfica 7.9
Porcentaje de participación de las instituciones federales, 
estatales y privadas en las cirugías y colocación de diu 
en las regiones indígenas (2011-2015)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Gráfica 7.10
Porcentaje de participación de las instituciones federales, 
estatales y privadas en la realización de cirugías 
en las regiones indígenas (2011-2015)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Una nota sobre mujeres hablantes y no-hablantes de lengua indígena

			Una forma adicional de explorar la naturaleza del sesgo que existe en la realización de esterilizaciones y colocación de diu entre mujeres indígenas y no indígenas, sería comparando justamente a aquellas que hablan lengua indígena con aquellas que no la hablan. Sin embargo, enfrentamos una limitante fundamental: solo las instituciones de la ssa reportan, en las bases de egresos hospitalarios, la variable “habla lengua indígena”, mientras que instituciones como el imss, el issste y semejantes no recogen esta información. Ello significa que podemos solamente hacer esta exploración entre las usuarias que reporta la ssa, por lo que deberemos ser muy cautos en la interpretación de los datos.

			Gráfica 7.11
Porcentaje de participación de las instituciones federales, 
estatales y privadas en la colocación de diu 
en las regiones indígenas (2011-2015)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			De acuerdo con las bases de datos de la ssa, en el total de las entidades federativas del país durante el periodo 2011-2015 se tuvieron un total de 93 039 eventos (diu + cirugías), de los cuales el 2.72 % se realizó en personas que reportaron hablar lengua indígena. Las ocho entidades donde más se presentaron eventos en población que reportaba habla lengua indígena fueron: Chiapas con el 5.1 % de los eventos totales, Guerrero con el 4.8 %, Hidalgo con el 1.8 %, Oaxaca con el 2.3 %, Puebla con el 5.4 %, San Luis Potosí con el 3.7 %, Veracruz con el 8.2 % y Yucatán con el 0.9 por ciento. 

			La gráfica 7.12 muestra la distribución de mujeres esterilizadas o que recibieron un diu para el total de municipios de estas ocho entidades, según su condición de hablante de lengua indígena, para los cinco años de referencia (2011-2015), de acuerdo únicamente a la base de datos de la Secretaría de Salud. Como se puede apreciar, existe una alta presencia de mujeres hablantes de lengua indígena a las que se les colocó un diu o a las que se les practicó una cirugía para esterilización, sobre todo en Chiapas (36.13 %), Hidalgo (33.24 %), Oaxaca (31.5 %) y Yucatán (30.1 %); mientras que, en el otro extremo, en el caso de Guerrero la población hablante de lengua indígena fue solo del 7.59 por ciento.

			Los factores asociados a la colocación de diu o realización de cirugías para esterilización en municipios indígenas

			Gráfica 7.12
Distribución de mujeres esterilizadas o que recibieron un diu, 
según condición de hablante de lengua indígena, 
en los 8 estados con mayor prevalencia de población indígena, 
2011-2015, base de la Secretaría de Salud
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			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Presentaremos ahora un análisis bivariado descriptivo y multivariados (logístico y lineal) que muestran la asociación que encontramos entre diversas variables sociodemográficas, de disponibilidad de servicios y económicas, con el riesgo relativo de que ocurran los eventos que nos interesan: colocación de diu o realización de cirugías para esterilización en municipios indígenas. Realizaremos el análisis gradualmente, comenzando por una aproximación global, siguiendo con un análisis a nivel estatal y terminando con uno a nivel de regiones indígenas. Presentaremos los cuadros de resultados por separado para cada procedimiento (diu + cirugías). La idea es explorar si el riesgo de colocación de diu o de realización de cirugías para esterilización en comunidades indígenas se incrementa en la medida en que aumenta la medicalización del municipio, calculada en términos de presencia de las instituciones y por el número de consultas otorgadas; así como si tal riesgo disminuye en la medida en que aumenta el nivel de desarrollo general del municipio, evaluado en términos del producto interno bruto —general (pib) y per cápita (pib per cápita), medido en millones de pesos a precios de 1993—, así como del Índice de Desarrollo Humano (2010 y 2015). Por lo tanto, el conjunto de variables que estamos considerando para este análisis se divide en tres grupos:

			
					Variables generales: 	Año (de 2011 a 2015)

	Edad de la mujer




					Variables de servicios de salud:	Tipo de derechohabiencia (federal, estatal o privado/ninguna)

	Institución (ssa e imss)

	Promedio de unidades médicas en el municipio para los 5 años, que se puede desagregar en:	Promedio de unidades médicas del imss 

	Promedio de unidades médicas de la ssa




	Promedio de personal médico en el municipio en los 5 años

	Promedio de consultas externas brindadas en el municipio en los 5 años, que se puede desagregar en:	Promedio de consultas externas brindadas por el imss

	Promedio de consultas externas brindadas por la ssa

	Promedio de consultas externas brindadas por el Seguro Popular







					Variables de desarrollo municipal:	Índice de Desarrollo Humano, 2010

	Índice de Desarrollo Humano, 2015

	Producto interno bruto del municipio 

	Producto interno bruto per cápita del municipio




			

			Análisis bivariado para cirugías

			En el análisis que sigue, el número de observaciones (N) es constante para todas las variables y es igual a 145 644. Todas las asociaciones que se presentan en la tabla 7.8 y que se describen en seguida son estadísticamente significativas (p<.01) por lo que omitiremos reiterar este punto.

			A. Variables generales

			Como se aprecia en la tabla 7.8, tomando como referencia el año 2011, el riesgo relativo de realización de cirugías en municipios indígenas fue 5 % superior para 2012, pero entre 20 % y 34 % menor para el periodo 2013-2015. 

			Por otra parte, en los municipios indígenas, las mujeres de entre 25 y 34 años tienen un riesgo 27 % mayor de ser esterilizadas en comparación con las mujeres menores de 25 años. Las mujeres mayores de 35 años también tienen un riesgo más elevado que las más jóvenes de ser esterilizadas, pero solo 13 % mayor. Ello significa que las operaciones femeninas se han concentrado, durante este periodo, no en las mujeres de más de 35 años, como cabría esperar tratándose de un método definitivo, sino en mujeres de mediana edad.

			B. Variables de servicios de salud

			El grupo de variables bajo el subtítulo de servicios de salud hace referencia a la presencia y frecuencia de las actividades de las instituciones y los servicios de salud en los municipios indígenas. Como se aprecia en la tabla 7.8, las instituciones estatales tienen una probabilidad 85 % mayor de realizar operaciones en comparación con las instituciones privadas, mientras que en el caso de las instituciones federales el riesgo es 38 % mayor. Por otra parte, el riesgo de que las esterilizaciones en municipios indígenas las realice una dependencia de la ssa es 16 % mayor respecto al imss.

			El resto de las variables de esta sección hacen referencia al número de unidades y número de consultas promedio (para los 5 años) en los municipios. Contrario a lo que podría ser una hipótesis plausible —a saber, que el riesgo de esterilizaciones aumenta ahí donde es mayor la presencia de servicios de salud— los datos muestran un patrón en el que el riesgo es mayor en aquellos municipios con una presencia media o baja de las instituciones de salud. Así, por ejemplo, al dividir el número promedio de unidades médicas, considerando todas las instituciones, en terciles (bajo, medio y alto), encontramos que en aquellos municipios indígenas con un número medio de unidades médicas (segundo tercil) el riesgo de encontrar esterilizaciones es 1.2 veces mayor con respecto a los municipios donde hay un número menor de unidades (primer tercil), mientras que en aquellos municipios con un alto número de unidades médicas (tercer tercil) el riesgo de esterilizaciones es 66 % menor respecto del tercil bajo. Un comportamiento muy parecido se observa si consideramos únicamente el número de unidades médicas de la ssa. 

			En el caso de las unidades médicas del imss, las frecuencias deben dividirse solo en dos grupos, con la mediana como punto de corte, pues no hay suficiente número de clínicas para trabajar con terciles. Aun así, se observa que en aquellos municipios donde prevalece un alto número de unidades del imss (grupo superior), el riesgo de tener esterilizaciones femeninas es 83 % menor en comparación con aquellos municipios donde existe un número más bien bajo de unidades médicas del imss.

			Otra forma de evaluar la presencia de los servicios es a través de la cantidad de personal médico disponible en los municipios, misma que puede dividirse también en terciles. Como se puede apreciar, son los municipios indígenas con poco personal médico (primer tercil) los que presentan el riesgo mayor de realización de operaciones femeninas, pues en comparación con ese grupo de municipios, aquellos con una presencia “media” de personal médico tienen un riesgo 21 % menor, mientras que aquellos con una presencia “alta” de personal médico presentan un riesgo 91 % menor.

			En el caso del número promedio de consultas externas en los cinco años de estudio, se observa que, tanto en el caso de la ssa como en el caso del imss, el mayor riesgo se ubica en aquellos municipios con un promedio bajo de consultas. Solo en el caso del Seguro Popular se observa que los municipios con un nivel medio de consultas presentan un riesgo 5% superior en comparación con los municipios con un número bajo de consultas. Tanto en el caso del Seguro Popular como de la ssa, los municipios con menor riesgo son aquellos que presentan un elevado número de consultas externas, lo que puede estar indicando, de nueva cuenta, una mayor presencia de los servicios y, posiblemente, una mayor supervisión de sus procedimientos.

			C. Variables de desarrollo

			Finalmente, el tercer grupo de variables se refiere a aquellas mediciones de que disponemos y son relativas al grado de desarrollo de los municipios, a saber, pib, pib per cápita, e índices de desarrollo humano para 2010 y 2015. La relevancia de estas variables estriba en que puede suponerse que la desproporcionada tasa de colocación de diu y de operaciones femeninas puede estar relacionada con el grado de marginación de los municipios donde se observan tales datos. Y, en efecto, todas estas variables presentan un patrón común: los municipios indígenas con mayor riesgo de operaciones femeninas son aquellos con menor desarrollo. En la medida en que se incrementa el nivel del pib, o el nivel del pib per cápita, o bien los índices de desarrollo humano de 2010 y de 2015 disminuye sensiblemente el riesgo de que haya esterilizaciones. El riesgo es más de 80 % menor en aquellos municipios con un índice de desarrollo medio respecto a aquellos con un Índice de Desarrollo Humano bajo; y entre 54 % y 66 % en el caso del pib y del pib per cápita respectivamente.

			Análisis multivariado para cirugías

			Presentamos ahora un modelo de regresión lineal multivariado en el que la variable dependiente es la tasa de esterilizaciones en municipios indígenas para el periodo 2011-2015. La tabla 7.9 presenta el modelo de regresión lineal multivariado tomando a las tasas de esterilización promedio durante el periodo de análisis por cien mil mujeres como variable dependiente. En este caso añadimos como variable independiente, dentro de las variables generales, el tipo de municipio (indígena o no indígena). El modelo se refiere únicamente a las 16 entidades del país que tienen municipios indígenas. Tenemos así que, al ajustar por las demás variables, la diferencia entre las medias de la tasa promedio de esterilizaciones femeninas en los municipios indígenas es 106.8 eventos por cien mil mujeres de 15 a 49 años, superior a la que se observa en los municipios no indígenas.

			Por otra parte, la diferencia entre las medias de las tasas promedio de esterilización femenina de 2013, 2014 y 2015 fueron inferiores en 27.5, 97.6 y 63.4 mujeres por cien mil mujeres de 15 a 49 años, respectivamente, en comparación con 2011. Solo en 2012 la tasa fue ligeramente superior. La edad vuelve a presentar una asociación sorprendente: tomando como referencia a las mujeres de 35 a 49 años, tenemos que la diferencia entre las tasas promedio para las mujeres menores de 25 años es 50.28 mujeres por cien mil mujeres de 15 a 49 años, mientras que para el grupo de edad de 25 a 34 años no existen diferencias significativas a este respecto.

			Tabla 7.8
Factores asociados a la operación femenina en municipios indígenas, 
regresiones logísticas bivariadas (N =145 644)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Variable

						
							
							OR *

						
							
							IC 95%

						
							
							p

						
					

					
							
							Variables generales

						
					

					
							
							Año

						
					

					
							
							2011

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							2012

						
							
							1.05

						
							
							1.01

						
							
							1.10

						
							
							0.008

						
					

					
							
							2013

						
							
							0.80

						
							
							0.77

						
							
							0.84

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2014

						
							
							0.66

						
							
							0.64

						
							
							0.69

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2015

						
							
							0.81

						
							
							0.78

						
							
							0.84

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad

						
					

					
							
							Menor de  25 años

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							25 - 34 años

						
							
							1.27

						
							
							1.22

						
							
							1.32

						
							
							0.000

						
					

					
							
							35 - 49 años

						
							
							1.13

						
							
							1.09

						
							
							1.18

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Variables de servicios de salud

						
					

					
							
							Tipo de sector

						
					

					
							
							Privado/ninguno

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Federal

						
							
							1.38

						
							
							1.32

						
							
							1.45

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Estatal

						
							
							1.85

						
							
							1.76

						
							
							1.94

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Institución

						
							
							
							
							
					

					
							
							IMSS

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							SSA

						
							
							1.16

						
							
							1.13

						
							
							1.19

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de unidades médicas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 13)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (13.1 - 31)

						
							
							1.20

						
							
							1.17

						
							
							1.24

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (31.1 y más)

						
							
							0.44

						
							
							0.43

						
							
							0.46

						
							
							0.000

						
					

					
							
							IMSS unidades médicas

						
					

					
							
							0-1

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Más de 1

						
							
							0.02

						
							
							0.02

						
							
							0.02

						
							
							0.000

						
					

					
							
							SSA unidades médicas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0-7)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (8-19)

						
							
							1.31

						
							
							1.28

						
							
							1.35

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (20 y más)

						
							
							0.46

						
							
							0.44

						
							
							0.48

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de personal médico

						
					

					
							
							Tercil 1 (0-60)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (61-370)

						
							
							0.79

						
							
							0.76

						
							
							0.81

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (371 y más)

						
							
							0.09

						
							
							0.09

						
							
							0.10

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de consultas externas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 121 680)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (121 681 - 527 793)

						
							
							1.14

						
							
							1.10

						
							
							1.17

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (527 794 y más)

						
							
							0.01

						
							
							0.01

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

				
			

			Tabla 7.8 (continuación)
Factores asociados a la operación femenina en municipios indígenas, 
regresiones logísticas bivariadas (N =145 644)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Variables generales

						
							
							OR *

						
							
							IC 95%

						
							
							p

						
					

					
							
							Consultas externas IMSS

						
					

					
							
							(0-49.9  %) 0 - 40 334

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							(50 % -100 %) Más de 40 334

						
							
							0.11

						
							
							0.11

						
							
							0.12

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Consultas externas SSA

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 56 541)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (56 542 - 202 411)

						
							
							0.93

						
							
							0.90

						
							
							0.96

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (202 412 y más)

						
							
							0.17

						
							
							0.16

						
							
							0.17

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Consultas externas Seguro Popular

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 35 423)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (35 424 - 113 467)

						
							
							1.05

						
							
							1.02

						
							
							1.08

						
							
							0.001

						
					

					
							
							Tercil 3 (113 468 y más)

						
							
							0.13

						
							
							0.12

						
							
							0.13

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Variables de desarrollo

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2010

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 0.8129)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (0.8130 - 0.8729)

						
							
							0.16

						
							
							0.15

						
							
							0.16

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (0.8730 - 1)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2015

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 0.8479)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (0.8480 - 0.8849)

						
							
							0.13

						
							
							0.12

						
							
							0.13

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (0.8850 - 1)

						
							
							0.01

						
							
							0.01

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

					
							
							PIB municipal (en millones de pesos)

						
					

					
							
							Tercil 1 (menor de 90)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (90 - 772)

						
							
							0.46

						
							
							0.44

						
							
							0.47

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (773 y más)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							PIB per cápita

						
							
							
							
							
					

					
							
							Tercil 1 (menor de 2 060)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (2 061 - 7 713)

						
							
							0.34

						
							
							0.33

						
							
							0.35

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (7 714 y más)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

Tabla 7.9
Modelo de regresión lineal multivariado para promedio de tasas de cirugía de esterilización por cien mil para municipios indígenas, 2011-2015

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Coeficiente

						
							
							IC 95 %

						
							
							p

						
					

					
							
							Variables generales

						
					

					
							
							Tipo de municipio indígena

						
					

					
							
							(vs. no indígena)

						
							
							106.83

						
							
							99.10

						
							
							114.57

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Año

						
							
							
							
							
					

					
							
							2011

						
							
							
							
							
					

					
							
							2012

						
							
							5.54

						
							
							-3.11

						
							
							14.18

						
							
							0.210

						
					

					
							
							2013

						
							
							-27.54

						
							
							-36.29

						
							
							-18.78

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2014

						
							
							-97.36

						
							
							-105.76

						
							
							-88.95

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2015

						
							
							-63.41

						
							
							-71.99

						
							
							-54.82

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad

						
					

					
							
							Menor de 25 años

						
							
							50.28

						
							
							42.03

						
							
							58.53

						
							
							0.000

						
					

					
							
							25 - 34 años

						
							
							-1.86

						
							
							-7.95

						
							
							4.23

						
							
							0.549

						
					

					
							
							35 - 49 años

						
							
							
							
							
					

					
							
							Variables de servicios de salud

						
					

					
							
							Tipo de institución

						
					

					
							
							IMSS (vs. SSA)

						
							
							279.14

						
							
							217.55

						
							
							340.72

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tipo de sector

						
					

					
							
							Privado/ninguno

						
							
							
							
							
					

					
							
							Federal

						
							
							132.15

						
							
							70.05

						
							
							194.25

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Estatal

						
							
							-25.81

						
							
							-35.48

						
							
							-16.15

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de unidades médicas

						
					

					
							
							0 - 13.0

						
							
							
							
							
					

					
							
							13.1 - 31.0

						
							
							181.54

						
							
							170.34

						
							
							192.75

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Más de 31

						
							
							158.43

						
							
							149.98

						
							
							166.88

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de consultas externas otorgadas

						
					

					
							
							0 - 121 680

						
							
							150.78

						
							
							141.34

						
							
							160.22

						
							
							0.000

						
					

					
							
							121 681 - 527 793

						
							
							179.15

						
							
							162.30

						
							
							196.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							527 794 y más

						
							
							
							
							
					

					
							
							Variables de desarrollo

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2010

						
					

					
							
							0 - 0.8129

						
							
							133.03

						
							
							123.20

						
							
							142.86

						
							
							0.000

						
					

					
							
							0.8130 - 0.8729

						
							
							137.10

						
							
							129.36

						
							
							144.84

						
							
							0.000

						
					

					
							
							0.8730 y más

						
							
							
							
							
					

					
							
							PIB municipal (en millones de pesos)

						
					

					
							
							Menor de 90

						
							
							502.70

						
							
							488.37

						
							
							517.02

						
							
							0.000

						
					

					
							
							90 - 772

						
							
							197.54

						
							
							185.38

						
							
							209.71

						
							
							0.000

						
					

					
							
							773 - 8 519

						
							
							
							
							
					

					
							
							Constante

						
							
							-266.50

						
							
							-287.14

						
							
							-245.85

						
							
							0.000

						
					

					
							
							R2 = 0.2850

						
					

					
							
							N = 145 092

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Las diferencias entre las tasas promedio de esterilización de mujeres en el imss son superiores a las de la ssa en 279.1 eventos por cien mil mujeres de 15 a 49 años. Ello es consistente con la siguiente variable: las diferencias entre las tasas de esterilización en las instituciones federales son 132.1 mujeres por cien mil mujeres superiores a las que se observan en las instituciones del sector privado. El sector estatal, en cambio, presenta diferencia en las tasas inferiores a las del sector privado. 

			Como en el caso del modelo logístico, el número de unidades médicas se asocia con un incremento en las tasas de esterilización, en contraste con el número de consultas externas, donde se observa una relación inversa: a mayor número de consultas menor tasa de mujeres esterilizadas. Finalmente, las variables de desarrollo mantienen la relación que ya habíamos notado: a mayor Índice de Desarrollo Humano y a mayor pib municipal, menor es la tasa de mujeres esterilizadas en municipios indígenas.

			Análisis bivariado para colocación de diu

			En el análisis que sigue, el número de observaciones (N) es constante para todas las variables y es igual a 16 194. Todas las asociaciones que se presentan en la tabla 7.10 y que se describen en seguida son estadísticamente significativas (p< .01) por lo que omitiremos reiterar este punto. La tabla 7.10 muestra que, salvo en el año 2012, cuando la probabilidad de colocación de diu en mujeres indígenas fue menor respecto al año de referencia (2011), en todos los demás años el riesgo fue mayor, llegando a su máximo en el 2013.

			Por otra parte, las mujeres de 35 a 49 años muestran un riesgo 1.3 veces mayor de recibir un diu, mientras que las de 25 a 34 años presentan un riesgo 59 % menor, en comparación con las mujeres de menores de 25 años. El dato sorprende pues se pensaría que un método como el diu está indicado sobre todo para las mujeres jóvenes o de mediana edad. Son las instituciones estatales las que tienen mayor probabilidad de colocar diu (con un riesgo 1.21 veces mayor que las instituciones privadas), mientras que, por el contrario, en las instituciones federales la probabilidad está 47 % por debajo de las instituciones privadas. Además, la colocación de diu en los municipios indígenas corre a cargo sobre todo de la ssa, donde la probabilidad de encontrar estas acciones es 2.28 veces superior que la que existe en el imss. Justamente donde hay un nivel medio de unidades médicas de la ssa (tercil 2 = entre 8 y 19 unidades) es donde se presenta el mayor riesgo de colocación de diu (1.5 por encima del primer tercil, es decir, donde hay un bajo número de unidades médicas de esta institución). Todas las demás variables indicativas de la presencia de los servicios de salud mantienen una relación inversa con la probabilidad de que se coloquen diu: a menor tercil (es decir, a menor número de unidades del imss, o a menor número de personal del imss o de la ssa, o a menor número de consultas externas de la ssa, del imss o del Seguro Popular) mayor la probabilidad de que en tales municipios haya una mayor colocación de diu entre las mujeres.

			Tabla 7.10
Factores asociados a la colocación de diu en municipios indígenas, 
regresiones logísticas bivariadas (N = 16 164)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							OR *

						
							
							IC 95%

						
							
							p

						
					

					
							
							Variables generales

						
					

					
							
							Año

						
					

					
							
							2011

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							2012

						
							
							0.68

						
							
							0.59

						
							
							0.80

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2013

						
							
							2.26

						
							
							1.99

						
							
							2.56

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2014

						
							
							1.61

						
							
							1.43

						
							
							1.82

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2015

						
							
							1.55

						
							
							1.37

						
							
							1.76

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad

						
					

					
							
							Menor de 25 años

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							25 – 34 años

						
							
							0.41

						
							
							0.37

						
							
							0.44

						
							
							0.000

						
					

					
							
							35 – 49 años

						
							
							1.30

						
							
							1.19

						
							
							1.42

						
							
							0.000 

						
					

					
							
							Variables de servicios de salud

						
					

					
							
							Tipo de sector

						
					

					
							
							Privado/ninguno

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Federal

						
							
							0.53

						
							
							0.48

						
							
							0.58

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Estatal

						
							
							1.21

						
							
							1.09

						
							
							1.34

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Institución

						
					

					
							
							IMSS

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							SSA

						
							
							2.28

						
							
							2.13

						
							
							2.44

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de unidades médicas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 13)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (13.1 - 31)

						
							
							0.69

						
							
							0.64

						
							
							0.75

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (31.1 y más)

						
							
							0.53

						
							
							0.49

						
							
							0.58

						
							
							0.000

						
					

					
							
							IMSS unidades médicas

						
					

					
							
							0 - 1

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Más de 1

						
							
							0.01

						
							
							0.00

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

					
							
							SSA unidades médicas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 7)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (8 - 19)

						
							
							1.50

						
							
							1.39

						
							
							1.62

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (20 y más)

						
							
							0.26

						
							
							0.23

						
							
							0.29

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de personal médico

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 60)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (61 - 370)

						
							
							0.17

						
							
							0.16

						
							
							0.19

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (371 y más)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de consultas externas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 121 680)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (121 681 - 527 793)

						
							
							0.70

						
							
							0.64

						
							
							0.75

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (527 794 y más)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

				
			

			Tabla 7.10 (continuación)
Factores asociados a la colocación de diu en municipios indígenas, 
regresiones logísticas bivariadas (N = 16 164)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							OR *

						
							
							IC 95%

						
							
							p

						
					

					
							
							Consultas externas imss

						
					

					
							
							(0 - 49.9 %) 0 - 40 334

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							(50 % - 100 %) más de 40 334

						
							
							0.02

						
							
							0.02

						
							
							0.02

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Consultas externas SSA

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 56 541)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (56 542 - 202 411)

						
							
							0.73

						
							
							0.68

						
							
							0.79

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (202 412 y más)

						
							
							0.09

						
							
							0.08

						
							
							0.11

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Consultas externas Seguro Popular

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 35 423)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (35 424 - 113 467)

						
							
							0.77

						
							
							0.72

						
							
							0.83

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (113 468 y más)

						
							
							0.11

						
							
							0.10

						
							
							0.13

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Variables de desarrollo

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2010

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 0.8129)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (0.8130 - 0.8729)

						
							
							0.08

						
							
							0.07

						
							
							0.08

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (0.8730 - 1)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2015

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 0.8479)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (0.8480 - 0.8849)

						
							
							0.07

						
							
							0.06

						
							
							0.08

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (0.8850 - 1)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							PIB municipal (en millones de pesos)

						
					

					
							
							Tercil 1 (menor de 90)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (90 - 772)

						
							
							0.19

						
							
							0.17

						
							
							0.21

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (773 y más)

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.00

						
							
							0.000

						
					

					
							
							PIB per cápita

						
					

					
							
							Tercil 1 (menor de 2 060)

						
							
							1.00

						
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (2 061 - 7 713)

						
							
							0.21

						
							
							0.20

						
							
							0.23

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (7 714 y más)

						
							
							0.01

						
							
							0.00

						
							
							0.01

						
							
							0.000

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Finalmente, las variables de desarrollo presentan un comportamiento semejante al indicado para las variables de servicios de salud: el mayor riesgo de colocación de diu corresponde a los municipios con los más bajos niveles del Índice de Desarrollo Humano (2010 y 2015), así como del pib municipal y del pib per cápita. Todo ello puede ser indicativo de la existencia de una focalización de la estrategia de colocación de diu en los sectores más pobres.

			Análisis multivariado para colocación de diu

			Tal como hicimos con la información relativa a las esterilizaciones, presentamos ahora un modelo de regresión lineal multivariado en el que la variable dependiente es la tasa de colocación de diu en municipios indígenas para el periodo 2011-2015. La tabla 7.11 muestra el modelo de regresión lineal multivariado tomando a las tasas de colocación de diu por cien mil mujeres de 15 a 49 años como variable dependiente. También en este caso añadimos como variable independiente, dentro de las variables generales, la variable dependiente del modelo logístico anterior: el tipo de municipio (indígena o no indígena). El modelo se refiere a las 16 entidades del país que tienen municipios indígenas. Tenemos así que, al ajustar por las demás variables, la diferencia de las medias de las tasas de colocación de diu en los municipios indígenas es en promedio de 239.5 eventos por cien mil mujeres en edad reproductiva superior a la que se observa en los municipios no indígenas. Además, la diferencia entre las tasas de colocación de diu en municipios indígenas en el año 2014 (en que alcanzó el máximo del periodo observado) fue de 418.2 eventos por cien mil mujeres de 15 a 49 años superior a la registrada en 2011, mientras que la de 2013 fue superior en 220.68 eventos medidos. 

			Tabla 7.11
Modelo de regresión lineal multivariado para promedio de tasas 
de colocación de diu por cien mil para municipios indígenas, 2011-2015

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Coeficiente

						
							
							IC 95%

						
							
							p

						
					

					
							
							Variables generales

						
					

					
							
							Tipo de municipio indígena

						
					

					
							
							(vs. no indígena)

						
							
							239.5

						
							
							209.24

						
							
							269.77

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Año

						
					

					
							
							2011

						
							
							
							
							
					

					
							
							2012

						
							
							42.37

						
							
							6.80

						
							
							77.94

						
							
							0.020

						
					

					
							
							2013

						
							
							220.68

						
							
							186.10

						
							
							255.25

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2014

						
							
							418.23

						
							
							385.83

						
							
							450.64

						
							
							0.000

						
					

					
							
							2015

						
							
							81.05

						
							
							47.22

						
							
							114.88

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Edad

						
					

					
							
							Menor de 25 años

						
							
							143.41

						
							
							114.25

						
							
							172.57

						
							
							0.000

						
					

					
							
							25 - 34 años

						
							
							-52.89

						
							
							-77.46

						
							
							-28.33

						
							
							0.000

						
					

					
							
							35 - 49 años

						
							
							
							
							
					

					
							
							Variables de servicios de salud

						
					

					
							
							Tipo de institución

						
					

					
							
							IMSS (vs SSA)

						
							
							608.66

						
							
							470.09

						
							
							747.23

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tipo de sector

						
					

					
							
							Privado/ninguno

						
							
							
							
							
					

					
							
							Federal

						
							
							-277.63

						
							
							-417.45

						
							
							-137.80

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Estatal

						
							
							188.24

						
							
							156.39

						
							
							220.08

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de unidades médicas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 13.0)

						
							
							
							
							
					

					
							
							Tercil 2 (13.1 - 31.0)

						
							
							212.84

						
							
							183.98

						
							
							241.71

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (más de 31)

						
							
							297.21

						
							
							259.25

						
							
							335.17

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Total de consultas externas otorgadas

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 121 680)

						
							
							266.52

						
							
							198.94

						
							
							334.1

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 2 (121 681 - 527 793)

						
							
							114.89

						
							
							60.03

						
							
							169.75

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (527 794 y más)

						
							
							
							
							
					

					
							
							Variables de desarrollo

						
					

					
							
							Índice de Desarrollo Humano, 2010

						
					

					
							
							Tercil 1 (0 - 0.8129)

						
							
							256.92

						
							
							219.28

						
							
							294.56

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 2 (0.8130 - 0.8729)

						
							
							-21.40

						
							
							-50.38

						
							
							7.58

						
							
							0.148

						
					

					
							
							Tercil 3 (0.8730 y más)

						
							
							
							
							
					

					
							
							PIB municipal (en millones de pesos)

						
					

					
							
							Tercil 1 (menor de 90)

						
							
							438.14

						
							
							375.7

						
							
							500.57

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 2 (90 - 772)

						
							
							99.34

						
							
							46.83

						
							
							151.85

						
							
							0.000

						
					

					
							
							Tercil 3 (773 - 8 519)

						
							
							
							
							
					

					
							
							Constante

						
							
							-484.85

						
							
							-537.02

						
							
							-432.67

						
							
							0.000

						
					

					
							
							R2 = 0.3739

						
					

					
							
							N = 16 200

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con datos del saeh.

			Por otra parte, la diferencia entre las tasas de colocación de diu en la población más joven (menor de 25 años) es superior por 143.4 mujeres a las que se les aplicó el diu por cien mil mujeres a la del grupo de edad de mujeres de 35 a 49 años, mientras que la diferencia en las tasas en el grupo intermedio de edad (de 25 a 34 años) es inferior a la del grupo de referencia. El modelo, además, confirma que las tasas de colocación de diu a cargo del imss en municipios indígenas son muy superiores (608.7 unidades) a las de la ssa. Respecto al sector, se advierte que las tasas de los servicios estatales son superiores a las de los servicios privados (188.2), mientras que las de los servicios federales están por debajo de las de los privados (-277.6).

			La tasa de colocación de diu se incrementa en la medida en que aumenta el número total de unidades médicas disponibles en el municipio, pero disminuye en la medida en que se eleva el número total de consultas externas otorgadas. Finalmente, los datos confirman la hipótesis que hemos planteado más arriba, en el sentido de que parece haber un especial afán de concentrar la colocación de diu en los sectores más pobres. Las mayores tasas se localizan ahí donde el Índice de Desarrollo Humano y el pib son menores.

			Conclusiones

			Existen importantes antecedentes académicos y jurídicos que señalan que, a través de los programas de planificación familiar, específicamente mediante la esterilización femenina, se ha violentado la libre determinación de muchas mujeres, sobre todo de aquellas que viven en comunidades indígenas. Como mostramos a lo largo de este capítulo, las tasas de esterilización de mujeres y de colocación de dispositivos intrauterinos (diu) en los 16 estados con municipios indígenas, son superiores a las tasas de los estados que no tienen municipios indígenas o la tienen en menor proporción. La misma tendencia se observa al interior de los 16 estados con población indígena: las tasas de colocación de diu y de esterilización de mujeres son significativamente más elevadas en los municipios indígenas en comparación con los municipios no indígenas.

			En los 16 estados con población indígena, se advierten diferencias sobre el papel que juegan las instituciones federales y las estatales respecto a la esterilización de mujeres y colocación de diu. Con solo una excepción, Chihuahua, donde predominan las instituciones estatales, en todos esos estados, las instituciones federales son mucho más preponderantes en los municipios no indígenas para ambos procedimientos (diu + cirugías). Entre la población indígena, en cambio, las instituciones estatales son más preponderantes en la colocación de diu en los estados de Chiapas, Chihuahua, Guerrero, Oaxaca, Quintana Roo y Yucatán. También con relación al diu en los estados de Campeche, Durango, Hidalgo, Michoacán, Puebla, San Luis Potosí y Veracruz las instituciones federales tienen mayor peso que las estatales. En el caso de las esterilizaciones en población indígena, las instituciones federales tienen más preponderancia que las estatales en Campeche, Chiapas, Chihuahua, Hidalgo, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Veracruz y Yucatán. En cambio, en el caso de las esterilizaciones en poblaciones indígenas, las instituciones estatales son más predominantes en Guerrero, Nayarit y Quintana Roo.

			La incidencia de colocación de diu y de esterilizaciones de mujeres en poblaciones indígenas tampoco es homogénea entre las 25 regiones indígenas del país. Del total de eventos (diu + cirugías) que se registran en estas regiones, para el periodo 2011-2015, la región que mayor porcentaje presentó fue la Huasteca (10.9 %), seguida de la Maya (10.6 %), la Sierra Norte de Puebla y Totonacapan (8.1 %) y la Selva Lacandona y Los Altos de Chiapas (6.8 % cada una).

			El total de eventos (diu + cirugías) por año no sigue un patrón regular. El año que presentó el mayor número de eventos fue 2014, mientras que 2013 registró el menor número. En términos de tasas (por cien mil mujeres), las tres regiones con las más elevadas son la Tarahumara (343.8), la Huicot o Gran Nayar (183.1) y los Altos de Chiapas (145.8). En cambio, las regiones con las menores tasas fueron la Sierra Juárez (38.2) y la región Mazahua-Otomí (30.1). Estas tasas, sin embargo, varían año con año de región en región, sin que sea posible advertir algún patrón en específico al respecto.

			Los análisis de regresión bivariada y lineal muestran que no son las mujeres de mayor edad (35 años y más) las que están en mayor riesgo de ser esterilizadas, sino aquellas que están en plena vida reproductiva (menos de 35 años). Además, el número de unidades médicas presentes en las entidades y en los municipios se asocia con un incremento de las tasas de esterilización. Por otra parte, se advierte que tanto el Índice de Desarrollo Humano de 2010, como el pib se asocian inversamente con el riesgo de que se hagan esterilizaciones, lo que parece sugerir que existe una “preferencia” de los servicios de salud por esterilizar a mujeres indígenas particularmente en zonas pobres o con menor desarrollo. Patrones semejantes se observan en el caso de la colocación de diu.

			Las tasas de esterilización tienden a ser superiores ahí donde hay un menor número de unidades médicas. Ello es cierto para Campeche, Durango, Guerrero, Hidalgo, Estado de México, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, San Luis Potosí, Veracruz y Yucatán. Solo en el caso de Jalisco y parcialmente en Puebla, las tasas tienden a correlacionarse positivamente con el número de unidades médicas. Al mismo tiempo, únicamente en los estados de Michoacán y Quintana Roo y parcialmente en Yucatán, la tasa de esterilizaciones es mayor en la medida en que es menor el número de consultas externas otorgadas. 

			Finalmente, excepto en San Luis Potosí y en Yucatán, las tasas más altas de esterilización se asocian a los más bajos niveles del pib, así también con los niveles más bajos del Índice de Desarrollo Humano, con la excepción de Jalisco, Michoacán y Puebla, donde se observan mayores tasas en la medida en que se incrementa este índice. Cabe concluir que existe un patrón inequívoco de focalización de colocación de diu y de esterilización de mujeres en zonas indígenas, dado que las tasas en dichas zonas son proporcionalmente más elevadas que las que se observan en zonas no indígenas.

			En 2007 Venezuela codificó por primera vez en el mundo a la “violencia obstétrica” como una de las formas de violencia de género contra la mujer. La misma fue definida como: 

			la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por el personal, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización, y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres. (República Bolivariana de Venezuela, 2007) 

			Desde entonces, diversos estados de la República Mexicana han incorporado esta expresión de violencia en sus respectivas leyes de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, e incluso en los estados de Chiapas, Guerrero y Veracruz la misma está tipificada en sus respectivos códigos penales. A la luz de los resultados presentados en este capítulo y dado el carácter particularmente agresivo que las políticas de planificación familiar han adoptado entre la población indígena, tendríamos que preguntarnos si no estamos ante la presencia de una forma de violencia obstétrica de carácter eugenésico dirigida hacia estas poblaciones.

			Desde luego, un estudio como el que hemos desarrollado aquí presenta una limitante fundamental: solo se pueden analizar tendencias y asociaciones resultantes de los datos agregados. No tenemos manera de saber, al examinar las estadísticas oficiales como hemos hecho aquí, cuáles son los procedimientos específicos que se siguen en las clínicas de salud donde se llevan a cabo la colocación de diu y la esterilización de mujeres, ni qué medios se utilizan para “convencer” a las mujeres de que acepten tales métodos, ni en qué condiciones se otorga, o no, el consentimiento informado de parte de las mujeres. Todas estas cuestiones son materia de una investigación etnográfica que nos permitiría dilucidar, cualitativa e interpretativamente, los procesos sociales de carácter interaccional que subyacen a los datos aquí analizados. Por ello, aquí solo podemos identificar lo que los datos parecen revelar: una inusual concentración de la aceptación de estos métodos en zonas indígenas. Se trata de información suficiente, eso sí, para sustentar la hipótesis de que podríamos estar ante evidencias de que diversas estructuras de poder, que funcionan en detrimento de las poblaciones indígenas, intervienen en la producción de los eventos de colocación de diu y esterilizaciones que se reflejan en estos números. Una investigación etnográfica ulterior debería ser prioridad en el futuro inmediato, con miras a esclarecer esta delicada cuestión.

			Sin embargo, estaríamos incurriendo en un error mayor si, por el hecho de no contar en este momento con la información etnográfica que describa la naturaleza específica de los procedimientos que se siguen en las clínicas de salud para obtener el consentimiento de las mujeres, renunciáramos a explorar con la mayor sofisticación posible, como lo hemos hecho aquí, las bases estadísticas oficiales de que disponemos. Independientemente de que dichas bases carezcan de algunas variables —como el número de hijos/as de las mujeres, el momento durante el embarazo o la atención del parto en que se solicitó el consentimiento de la mujer, etc.— que permitirían refinar mejor el análisis elaborado, la obligación del científico social es avanzar en la construcción del objeto con las opciones disponibles. La voluntad de no saber nunca puede ser una alternativa científica.
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					1	Para la imputación de datos se utiliza un método ponderado para colocar valor en la celda faltante sin cambiar los pesos o porcentajes de la distribución inicial de cada variable.

				

				
					2	Aunque minoritario, las cifras de esterilización incluyen vasectomía en hombres, pues los datos se reportan así.

				

				
					3	El cálculo se realiza mediante las siguientes fórmulas:(mtm-mtm)/mtm X 100, donde: mtm= municipios (indígenas o no indígenas) con la tasa mayor; mtm = municipios (indígenas o no indígenas) con la tasa menor.
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			Introducción

			En este capítulo se aborda la problemática de la violencia sexual en contra de las mujeres y niñas indígenas, para examinar algunos aspectos que pueden afectar la pertinencia cultural de la principal encuesta que mide las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas en México. Los estudios cuantitativos que emplean encuestas para estudiar las violencias de género en contra de ellas han tendido a centrarse alrededor de la violencia de pareja (Aparicio, 2014; Inmujeres, 2013; Valdez-Santiago, 2008; Valdez-Santiago et al., 2013). Sin embargo, poco conocemos sobre cuáles son las experiencias de violencia sexual de las mujeres durante la infancia y adolescencia, así como sus experiencias de violencia sexual en la edad adulta perpetrados por una persona distinta a su pareja. Asimismo, desconocemos qué tan adecuados son los instrumentos cuantitativos empleados para revelar la magnitud del fenómeno, en términos de su validez y confiabilidad. 

			La violencia sexual en contra de las mujeres, especialmente la violación, es silenciada por las propias mujeres en un contexto en que la sociedad desprestigia y culpabiliza a quienes la han padecido (Fontes, 2007; Frías y Erviti, 2014; Weiss, 2010). Como he argumentado previamente, en la mayoría de las sociedades familistas y colectivistas como la mexicana, las experiencias de abuso sexual tienden a vivirse en silencio (Sabogal et al., 1987; Stoltenborgh, 2011). 

			El estado de los datos sobre violencia sexual hacia las mujeres en México es incierto. Las cifras sobre violencia sexual, incluyendo su manifestación más extrema, la violación, se encuentran fragmentadas y presentan inconsistencias. Una parte de esta situación se debe a que la atención académica y de los poderes públicos sobre la violencia en contra de las mujeres se ha centrado de forma mayoritaria en la violencia de pareja (Frías, 2014b). Aunque existen trabajos que abordan el abuso sexual y la violación en el seno de una relación de pareja (Casique, 2006; Casique y Castro, 2012; Olaiz et al., 2006; Olaiz, Uribe y Del Río Zolezzi, 2009), las investigaciones acerca de la violación por parte de personas distintas a la pareja son escasas (Frías, 2012, 2014a, 2018a; Frías y Ríos, 2019; Rivera et al., 2006). En la mayoría de estas investigaciones, se ignora si la mujer pertenece a una etnia indígena y, cuando se incluye, es tratado como una variable explicativa (Frías y Erviti, 2014; Valdez-Santiago et al., 2013). 

			La problemática de la violencia sexual hacia niños/as había sido un tema tradicionalmente ignorado. No es sino hasta la década de los ochenta que el tema cobra relevancia pública, fruto de las reivindicaciones del movimiento de mujeres y de grupos pro-defensa de los niños/as (Finkelhor, 1982). Una dificultad del estudio de la violencia sexual contra menores es su invisibilidad. A diferencia del abuso físico contra niños/as, el abuso sexual no ha sido objeto de tanta investigación. 

			El abuso sexual hacia los niños/as y adolescentes tiene consecuencias innegables en la salud física y mental de las víctimas (Burgess y Carretta, 2016; Frías, 2019; Maikovich-Fong y Jaffee, 2010; Maker et al., 2001; Unikel-Santoncini et al., 2011). Una de las consecuencias examinadas con mayor frecuencia hace referencia al incremento del riesgo de futuras revictimizaciones sexuales a lo largo de su vida.1 Es plausible que debido a la falta de acceso a servicios vinculada con la distancia a la que se encuentran numerosas poblaciones indígenas, las consecuencias sobre la salud de las niñas y mujeres indígenas sean mayores que las de las no indígenas.

			Este capítulo examina, a partir de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2016, la prevalencia de la violencia sexual en contra de las niñas indígenas a partir del reporte retrospectivo de las mujeres de 15 años y más que participaron en la encuesta, enfatizando en el caso de las primeras experiencias de violación e intento de violación.2 La parte inicial del capítulo presenta la metodología, la segunda se centra en la violencia sexual padecida por las mujeres antes de los 15 años. Ahí se muestra la prevalencia, se examina quiénes son las personas perpetradoras de violencia sexual durante la infancia y adolescencia, además se analizan los cambios y continuidades a lo largo del tiempo, prestando especial atención a aquellas entidades federativas con un mayor porcentaje de población indígena. La tercera parte de este capítulo aborda las experiencias de violación o intento de violación después de los 15 años y los patrones de búsqueda de ayuda. La cuarta parte se centra en examinar algunos aspectos metodológicos asociados a las potenciales limitaciones para la medición de la violencia sexual en la Endireh 2016. Finalmente, se presentan las conclusiones e implicaciones. 

			Metodología

			En este capítulo se utiliza una metodología mixta de investigación de carácter secuencial. En un primer momento, se examinaron los datos de la Endireh 2016. Como se verá a lo largo de este capítulo, algunos resultados parecerían ir en contra de la hipótesis de la interseccionalidad que argumentaría que las mujeres y niñas indígenas tienen un mayor riesgo de padecer distintas formas de violencia sexual. Ante estos hallazgos se emplearon datos cualitativos para examinar varias hipótesis. 

			La primera está vinculada a que los contextos en que se encuentran las mujeres y niñas indígenas fueran menos riesgosos para ellas en términos de experiencias de violencia. Por ejemplo, se ha argumentado previamente que el acoso sexual en espacios públicos (asep) expresado como tocamientos, miradas, piropos groseros, etc., puede ser más prevalente en contextos que favorezcan el anonimato de la persona generadora de violencia (Frías, 2018b). En este sentido, sería menos frecuente en comunidades indígenas asociado al control social ante este tipo de conductas. 

			La segunda hipótesis tiene que ver con la pertinencia cultural de los instrumentos. Se han realizado numerosos esfuerzos de medición de la problemática de las violencias en contra de las mujeres en México a partir de las encuestas de grandes dimensiones: Endireh 2003, 2006, 2011 y 2016 (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [Inegi] e Instituto Nacional de las Mujeres [Inmujeres], 2004, 2006), la Encuesta Nacional sobre Violencia en contra de las Mujeres (Envim) 2003 y 2006 (Olaiz et al., 2009), la Encuesta Nacional sobre Salud y Derechos de Mujeres Indígenas (Ensademi) 2008 (Valdez-Santiago, 2008).3 Sin embargo, contamos con evidencia que sugiere que la metodología empleada (diseño de los instrumentos, lenguaje utilizado y forma de administración) pueden no ser pertinentes culturalmente para poblaciones indígenas (Huacuz Elías y Rosas Vargas, 2011). La pertinencia cultural implica tener en cuenta el contexto, idioma, cosmovisión de las mujeres y adecuación a la cultura. Que la metodología empleada no sea pertinente culturalmente puede derivar en que los datos sobre la prevalencia del fenómeno y factores asociados no sean confiables. 

			Por este motivo, y tras un primer análisis, se realizaron siete grupos focales con mujeres indígenas en Cuernavaca, Morelos —donde participaron lideresas de distintos grupos indígenas—; Peto, Yucatán, y Santa María Tlahuitoltepec, Oaxaca. Los dos primeros grupos tuvieron lugar en la ciudad de Cuernavaca, donde acudieron 15 mujeres indígenas procedentes de distintos grupos étnicos de toda la República Mexicana (Oaxaca, Estado de México, Guerrero, Baja California, Oaxaca, Hidalgo, Chihuahua, Veracruz, Puebla, San Luis Potosí y Nayarit). Las experiencias de discriminación y violencia emergieron como comunes entre todas las mujeres con excepción de una mujer de Baja California, perteneciente a la etnia paipai. 

			Con ello se tiene el objetivo de examinar la pertinencia cultural de la Endireh 2016 y otras encuestas semejantes y, además, documentar expresiones o contextos de relación en que se manifiesta la violencia de género en contra de las mujeres y niñas indígenas. Los grupos de Cuernavaca son mujeres con una enorme conciencia de derechos y de la desigualdad de género, además de la discriminación que padecen las mujeres y niñas indígenas, así como los Pueblos Indígenas. Estas mujeres contaban entre 25 y 48 años. Los grupos de Peto y Santa María Tlahuitoltepec son de mujeres en un rango de edad más variado y con baja o nula escolaridad. En esta última localidad se realizó un grupo adicional con estudiantes de bachillerato. Los grupos se llevaron a cabo entre diciembre de 2017 y marzo de 2018. Con respecto a la estrategia analítica, se presentan análisis descriptivos bivariados. Junto con los datos cuantitativos se presentan testimonios de las entrevistas o grupos focales que buscan ilustrar y ampliar la comprensión de los datos cuantitativos. 

			La violencia sexual antes de los 15 años

			La tabla 8.1 presenta la prevalencia de distintas formas de violencia sexual de las que han sido objeto las mujeres indígenas y no indígenas antes de la edad de 15 años. Los datos muestran mayor prevalencia de reporte de la mayoría de actos de violencia sexual entre las mujeres no hablantes de lengua indígena (nhli) que entre las hablantes de lengua indígena (hli), en términos de que les tocaran las partes íntimas o que la obligaran a tocar las de alguien más (7.2 % vs. 4.3 %); fueran obligadas a mostrar sus partes íntimas o a mirar las partes íntimas de otra persona (3.3 % vs. 2.5 %); obligadas a mirar escenas o actos sexuales pornográficos (0.9 % vs. 0.6 %). Sin embargo, no hay diferencias estadísticamente significativas entre hli y nhli con respecto a los intentos de violación y situaciones en que las hayan obligado a realizar actos sexuales a cambio de dinero o regalos. 

			Sin embargo, el porcentaje de mujeres hli que reportaron haber sido violadas antes de los 15 años es mucho más alto que entre las nhli, mientras que solo el 2.6 % de las mujeres nhli indicaron que habían sido violadas antes de los 15 años, 4.1 % de las hli lo reportaron. Esta cifra indica que el porcentaje de mujeres violadas entre la hli es 58 % mayor que entre las nhli. 

			Los datos presentados en la tabla 8.1 probablemente sean muy conservadores, ya que entre 1 % y 6.5 % de las mujeres hli y nhli indicaron no recordar si les había sucedido alguna de las conductas anteriores. Por ejemplo, 3.9 % de las hli y 4.1 % de las nhli indicaron que no recordaban si habían sido forzadas a tener relaciones sexuales antes de los 15 años. Lo mismo sucede con las mujeres que no recuerdan si fueron violadas: 3.9 % de las hli y 2.5 % de las nhli. 

			Tabla 8.1
Violencia sexual antes de los 15 años 
según condición de hablante de lengua indígena (en porcentajes)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							 nhli

						
							
							hli

						
							
							%

						
					

					
							
							Le tocaron sus partes íntimas o la obligaron 
a tocar las partes íntimas de otra persona 
sin su consentimiento

						
							
							 7.2

						
							
							4.3

						
							
							 6.9 ***

						
					

					
							
							La obligaron a mostrar sus partes íntimas 
o a mirar las partes íntimas de otra persona

						
							
							 3.3

						
							
							2.5

						
							
							 3.2 ***

						
					

					
							
							La obligaron a mirar escenas, actos 
sexuales o pornográficos 

						
							
							 0.9

						
							
							0.6

						
							
							 0.9 **

						
					

					
							
							Intentaron forzarla a tener relaciones sexuales

						
							
							 4.3

						
							
							4.2

						
							
							 4.3

						
					

					
							
							La obligaron a tener relaciones sexuales
bajo amenazas o usando la fuerza

						
							
							 2.6

						
							
							4.1

						
							
							 2.7 ***

						
					

					
							
							La obligaron a realizar actos sexuales 
a cambio de dinero o regalos

						
							
							 0.9

						
							
							0.7

						
							
							 0.9

						
					

					
							
							Alguna forma de violencia

						
							
							10.3

						
							
							8.6

						
							
							10.1 ***

						
					

				
			

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001.

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016.

			En función de los datos de la Endireh 2016 no podemos saber si no lo identifican o no lo quieren decir, porque el hacerlo las estigmatiza. Como indica esta mujer nahua: 

			[No se dice] Por el tema, porque no es fácil, es que son cosas que han sido súper reprimidas también, es algo de lo que más se vive. [No se dice porque si se dice] no vales nada, y el hecho de no valer, pues prefiero no decir. Porque ¿cómo quedo frente a los demás? Esa es la violada, nadie la quiere, entonces te desvaloriza, entonces tú ¿para qué quieres decir que te pasó eso?

			La tabla 8.2 muestra la prevalencia de las distintas formas de violencia sexual antes de los 15 años examinadas en la tabla anterior desagregadas por aquellas entidades federativas con un porcentaje mayor de hablantes de lengua indígena. Los datos muestran que la prevalencia de los distintos actos de violencia sexual antes de los 15 años es heterogénea por estado. Como se indicó anteriormente, la Endireh 2016 cuenta con la gran limitación de que no recabó información sobre el grupo étnico de pertenencia ni de identificación de la lengua. 

			Las mujeres hli de Veracruz, Puebla y Quintana Roo son las que reportaron en mayor medida que habrían padecido varios de los actos de abuso sexual investigados por la Endireh 2016 antes de los 15 años. En el otro extremo se encuentran las mujeres indígenas de Campeche, Guerrero y Chiapas. Por ejemplo, mientras que 5.7 % las mujeres hli de Yucatán indicaron que les habían tocado las partes íntimas o les habían obligado a tocar las de alguien más, el porcentaje es de 2.1 % en Guerrero y 2.3 % en Chiapas. 

			Al indagar entre las potenciales diferencias entre mujeres hli y nhli, los datos muestran, en todos aquellos casos en que las pruebas estadísticas sean significativas, que las nhli tienden a reportar en mayor medida las distintas experiencias de abuso sexual que las no indígenas, con excepción de la violación antes de los 15 años. Por ejemplo, en el caso del estado de Guerrero, 4.6 % de las mujeres nhli afirmó que antes de los 15 años habían intentado forzarla a tener relaciones sexuales vs. 1.6 % de las mujeres hli. En cambio, Puebla emerge como el estado en que la diferencia entre mujeres hli y nhli violadas antes de los 15 años es el mayor. Es decir, 2.7 % de las mujeres poblanas nhli indicó haber sido objeto de violación antes de los 15 años, siendo el porcentaje de nhli 5.7 %. Este estado es, de acuerdo con los datos proporcionados por la Endireh 2016, donde se reporta la mayor prevalencia de violación infantil entre mujeres indígenas. 

			Tabla 8.2
Prevalencia de actos de violencia sexual antes de los 15 años 
por estado de mayor porcentaje de personas hablantes 
de una lengua indígena y condición de hablante de lengua indígena

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Tocaron sus partes íntimas u obligaron a tocar las de otra persona sin su consentimiento

						
							
							La obligaron a mostrar sus partes íntimas o a mirar las partes íntimas de otra persona

						
							
							La obligaron a mirar escenas, actos sexuales o pornográficos

						
					

					
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							6.2

						
							
							2.8

						
							
							5.7

						
							
							
							2.6

						
							
							1.3

						
							
							2.4

						
							
							a

						
							
							0.9

						
							
							0.4

						
							
							0.8

						
							
							a

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							4.0

						
							
							2.3

						
							
							3.7 

						
							
							*

						
							
							1.7

						
							
							0.7

						
							
							1.5

						
							
							*

						
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.4

						
							
							a

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							6.3

						
							
							2.1

						
							
							5.7 

						
							
							***

						
							
							2.4

						
							
							0.9

						
							
							2.1

						
							
							*

						
							
							0.7

						
							
							0.9

						
							
							0.7

						
							
							a

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							6.5

						
							
							4.3

						
							
							6.1

						
							
							
							3.2

						
							
							1.2

						
							
							2.9

						
							
							*

						
							
							0.6

						
							
							0.7

						
							
							0.6

						
							
							a

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							5.7

						
							
							2.9

						
							
							4.7 

						
							
							***

						
							
							2.2

						
							
							1.2

						
							
							1.8

						
							
							*

						
							
							0.9

						
							
							0.3

						
							
							0.7

						
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							6.1

						
							
							5.1

						
							
							6.0

						
							
							
							3.1

						
							
							3.3

						
							
							3.1

						
							
							
							0.8

						
							
							0.8

						
							
							0.8

						
							
							a

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							11.6

						
							
							4.7

						
							
							10.2

						
							
							**

						
							
							5.1

						
							
							2.5

						
							
							4.6

						
							
							
							1.4

						
							
							1.3

						
							
							1.3

						
							
							a

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							6.1

						
							
							4.2

						
							
							6.0

						
							
							
							2.8

						
							
							2.2

						
							
							2.8

						
							
							
							1.0

						
							
							1.0

						
							
							1.0

						
							
							a

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							7.3

						
							
							4.9

						
							
							7.1

						
							
							*

						
							
							3.2

						
							
							3.9

						
							
							3.2

						
							
							
							0.7

						
							
							0.9

						
							
							0.7

						
							
							a

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							7.3

						
							
							5.7

						
							
							6.7

						
							
							
							3.8

						
							
							2.5

						
							
							3.4

						
							
							
							0.9

						
							
							0.5

						
							
							0.7

						
							
					

				
			

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							(continúa)

						
							
							Intentaron forzarla a tener relaciones sexuales

						
							
							La obligaron a tener relaciones sexuales bajo amenazas o usando la fuerza

						
							
							La obligaron a realizar actos sexuales a cambio de dinero o regalos

						
					

					
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							4.5

						
							
							1.6

						
							
							4.0

						
							
							a

						
							
							2.6

						
							
							2.2

						
							
							2.5

						
							
							a

						
							
							1.1

						
							
							0.6

						
							
							1.0

						
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							2.6

						
							
							2.2

						
							
							2.5

						
							
							
							2.5

						
							
							3.3

						
							
							2.6

						
							
							
							0.7

						
							
							0.6

						
							
							0.7

						
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							4.6

						
							
							1.6

						
							
							4.2

						
							
							**

						
							
							3.5

						
							
							2.9

						
							
							3.4

						
							
							
							0.9

						
							
							0.6

						
							
							0.8

						
							
							a

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							4.3

						
							
							3.5

						
							
							4.1

						
							
							
							2.5

						
							
							4.6

						
							
							2.8

						
							
							*

						
							
							0.6

						
							
							0.7

						
							
							0.6

						
							
							a

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							4.3

						
							
							3.0

						
							
							3.8

						
							
							
							3.1

						
							
							2.9

						
							
							3.0

						
							
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
					

					
							
							Puebla

						
							
							5.0

						
							
							6.8

						
							
							5.2

						
							
							
							2.7

						
							
							5.7

						
							
							3.0

						
							
							***

						
							
							0.9

						
							
							0.6

						
							
							0.9

						
							
							a

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							6.8

						
							
							3.7

						
							
							6.1

						
							
							
							3.9

						
							
							1.8

						
							
							3.5

						
							
							
							1.8

						
							
							1.1

						
							
							1.7

						
							
							a

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							4.0

						
							
							4.2

						
							
							4.0

						
							
							
							2.4

						
							
							4.7

						
							
							2.6

						
							
							*

						
							
							0.9

						
							
							0.2

						
							
							0.9

						
							
							a

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							4.7

						
							
							3.5

						
							
							4.6

						
							
							
							2.9

						
							
							4.8

						
							
							3.1

						
							
							**

						
							
							0.7

						
							
							0.3

						
							
							0.6

						
							
							a

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							4.2

						
							
							4.4

						
							
							4.3

						
							
							
							1.9

						
							
							2.9

						
							
							2.3

						
							
							
							1.1

						
							
							1.5

						
							
							1.2

						
							
					

				
			

			a La prueba de significancia estadística puede no ser significativa debido al reducido número de casos que reportaron el evento.

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016. 

			En los grupos focales que realizamos quedó patente que los abusos como los piropos ofensivos y groseros, además de los tocamientos suceden en momentos en que hay muchas personas —normalmente en las fiestas de la comunidad—. Las chicas que participaron en uno de los grupos focales realizados en el Bachillerato de Santa María Tlahuitoltepec comentan que los hombres, cuando están alcoholizados, aprovechan a tocarlas en las fiestas de la comunidad. En una situación de tumulto, los hombres parecen aprovechar el anonimato y abusar de ellas. Son hombres jóvenes principalmente, pero también casados. He aquí el testimonio de una de las jóvenes que participó en el grupo focal: “Te quedas así de… Y piensas ‘a ver si te doy una cachetada’. Pero no lo comentas con nadie.”

			En la tabla 8.3 se presentan los datos desagregados por entidad federativa.4 Con respecto a si las mujeres han padecido alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años, los datos muestran en general que la prevalencia (según el reporte) es heterogénea en las distintas entidades federativas. Por ejemplo, la prevalencia oscila entre 6.3 % en Chiapas y 13.4 % en Quintana Roo. Hay pocas diferencias estadísticamente significativas entre la prevalencia del abuso sexual infantil de hli y nhli. Solo se encontraron divergencias en los estados de Guerrero, Oaxaca y Quintana Roo. En estos tres, las nhli reportaron significativamente mayores niveles de abuso sexual infantil que las hli. 

			La tabla 8.3 también presenta datos sobre las formas más severas de abuso sexual antes de los 15 años, es decir, de la violación e intento de violación. Los datos muestran diferencias estadísticamente significativas en la prevalencia estatal de mujeres hli que fueron objeto de violación o de un intento de esta. Las mujeres indígenas de Puebla reportaron la mayor prevalencia (8.5 %), seguidas de las de Quintana Roo (6.5 %). En el otro extremo se encuentra el estado de Chiapas con la menor prevalencia reportada (3.8 %).

			En la tabla 8.4 se presentan los datos por entidad federativa, los cuales deben ser tenidos en cuenta con mucha cautela, ya que el tamaño de las muestras estatales para mujeres indígenas es muy reducido y las pruebas estadísticas pueden no llegar a ser significativas. Entre las que son significativas, destaca que, en el Estado de México,5 10.9 % de las mujeres indígenas representadas por la Endireh 2016 indicara que fueron objeto de un intento de violación, y que 10.2 % fuera violada. Estos porcentajes son respectivamente 127 % y 277 % mayores que entre sus contrapartes nhli. En el estado de Chihuahua,6 aunque las pruebas estadísticas de diferencias entre hli y nhli pudieran no ser válidas, la prevalencia de intentos de violación y violaciones antes de los 15 años es mayor entre las hli que entre las nhli. 

			Con respecto a alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años, los datos muestran confiablemente que la prevalencia de este tipo de violencia entre las mujeres hli es más del doble que entre las nhli en Chihuahua. Además, es preciso destacar que la prevalencia de alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años entre las mujeres Tarahumaras es la mayor entre mujeres indígenas de distintos estados.

			Estos datos son sin duda conservadores, ya que la evidencia sugiere que los conceptos de violación y abuso sexual son de difícil traducción a las distintas lenguas indígenas. Asimismo, existen numerosas reticencias para revelar que las mujeres fueron objeto de violencia sexual.  En distintas comunidades indígenas la violación se nombra de forma distinta, por lo que es muy probable que las preguntas del cuestionario aplicado por la Endireh 2016 no se entiendan. Una mujer Ayuujk de Oaxaca sostiene que según le ha comentado su hermana, promotora de salud, las mujeres monolingües no reconocen experimentar ninguna forma de violencia: 

			¡¡¡Ni una palabra!!! No se lo dirían si es alguien de afuera. Si hablas de sexual ya te cierran la puerta, en las comunidades son muy cerrados. Entonces las mujeres no hablan, ella está hablando en la lengua y llega un momento en que dice, ¡Ay estas mujeres! Porque yo he visto cómo son violentadas, porque yo he visto cómo viven, yo he visto cómo las utilizan y no hablan una palabra, y si fuera alguien de fuera, ¡menos! Primero tendrías que interpretar, segundo, le preguntas eso con que tenga palabra sexual, ya cerraste la puerta. 

			Tabla 8.3
Prevalencia de violencia sexual antes de los 15 años 
por estado y condición de hablante de lengua indígena

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Violación o intento de violación

						
							
							Alguna forma de violencia sexual

						
					

					
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							4.7

						
							
							2.3

						
							
							4.3

						
							
							8.9

						
							
							4.5

						
							
							8.3

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							3.6

						
							
							4.6

						
							
							3.8

						
							
							6.5

						
							
							5.7

						
							
							6.3

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							5.7

						
							
							3.6

						
							
							5.4 †

						
							
							10.2

						
							
							5.7

						
							
							9.5 **

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							4.9

						
							
							5.9

						
							
							5.0

						
							
							9.7

						
							
							8.9

						
							
							9.6

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							5.1

						
							
							4.5

						
							
							4.9

						
							
							8.7

						
							
							6.3

						
							
							7.8 **

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							5.4

						
							
							8.5

						
							
							5.7 **

						
							
							10.1

						
							
							10.9

						
							
							10.2

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							7.2

						
							
							3.9

						
							
							6.5 *

						
							
							14.9

						
							
							7.6

						
							
							13.4 **

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							4.6

						
							
							6.3

						
							
							4.8

						
							
							8.7

						
							
							7.1

						
							
							8.5

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							5.7

						
							
							6.7

						
							
							5.8

						
							
							10.3

						
							
							10.1

						
							
							10.3

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							4.7

						
							
							5.4

						
							
							5.0

						
							
							10.4

						
							
							8.9

						
							
							9.9

						
					

				
			

			 ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10. 

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016.

			Otras mujeres indicaron que se llamaría de forma distinta, tal y como se evidencia en los siguientes testimonios: 

			Mi abuelita decía: “Mira, a esa muchacha la agarró su papá”, o “abusó de su inocencia (otomí)” o “la enamoró (con el objetivo de tener relaciones con ella)” o “la engañó, el objetivo era ‘usarla’”. (Náhuatl, Cuernavaca)

			La palabra no existe en mi lengua y se usa en préstamo en español. ¿Han intentado violarte o te han violado? (Otomí, Cuernavaca)

			Tabla 8.4
Prevalencia de violencia sexual antes de los 15 años 
(violación, intento de violación y cualquier forma), 
por entidad federativa y condición de hablante de lengua indígena

		
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Intento de violación 

						
							
							Violación

						
							
							Alguna forma de violencia sexual

						
					

					
							
							No HLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							No HLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
							
							No HLI

						
							
							HLI

						
							
							%

						
							
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							3.8

						
							
							23.0

						
							
							3.8

						
							
							a

						
							
							2.7

						
							
							23.0

						
							
							2.7

						
							
							a

						
							
							11.2

						
							
							23.0

						
							
							11.2

						
							
							a

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							4.8

						
							
							 6.2

						
							
							4.8

						
							
							a

						
							
							3.0

						
							
							 2.9

						
							
							3.0

						
							
							a

						
							
							12.4

						
							
							 7.8

						
							
							12.3

						
							
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							4.7

						
							
							 4.8

						
							
							4.7

						
							
							a

						
							
							3.0

						
							
							 8.8

						
							
							3.1

						
							
							a

						
							
							10.1

						
							
							 9.7

						
							
							10.1

						
							
							a

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							4.5

						
							
							 1.6

						
							
							4.0

						
							
							a

						
							
							2.6

						
							
							 2.2

						
							
							2.5

						
							
							a

						
							
							 8.9

						
							
							 4.5

						
							
							 8.3

						
							
					

					
							
							Chiapas

						
							
							2.6

						
							
							 2.2

						
							
							2.5

						
							
							
							2.5

						
							
							 3.3

						
							
							2.6

						
							
							
							 6.5

						
							
							 5.7

						
							
							 6.3

						
							
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							4.4

						
							
							14.3

						
							
							4.6

						
							
							***a

						
							
							2.8

						
							
							10.7

						
							
							2.9

						
							
							*** a

						
							
							10.6

						
							
							22.9

						
							
							10.8

						
							
							***

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							5.3

						
							
							 6.7

						
							
							5.3

						
							
							
							3.2

						
							
							 6.2

						
							
							3.3

						
							
							a

						
							
							11.9

						
							
							11.9

						
							
							11.9

						
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							3.5

						
							
							 5.3

						
							
							3.5

						
							
							a

						
							
							1.8

						
							
							 5.3

						
							
							1.9

						
							
							a

						
							
							 9.3

						
							
							 5.3

						
							
							 9.3

						
							
							a

						
					

					
							
							Colima

						
							
							5.2

						
							
							 7.3

						
							
							5.2

						
							
							a

						
							
							3.9

						
							
							10.3

						
							
							3.9

						
							
							a

						
							
							12.0

						
							
							12.7

						
							
							12.0

						
							
							a

						
					

					
							
							Durango

						
							
							4.2

						
							
							 0.0

						
							
							4.2

						
							
							a

						
							
							2.8

						
							
							 0.0

						
							
							2.7

						
							
							a

						
							
							 9.7

						
							
							 4.8

						
							
							 9.6

						
							
							a

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							4.8

						
							
							10.9

						
							
							5.0

						
							
							***

						
							
							2.7

						
							
							10.2

						
							
							3.0

						
							
							***

						
							
							11.3

						
							
							17.4

						
							
							11.5

						
							
							***

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							3.0

						
							
							 0.0

						
							
							2.9

						
							
							a

						
							
							1.9

						
							
							 0.0

						
							
							1.9

						
							
							a

						
							
							 8.6

						
							
							 0.0

						
							
							 8.5

						
							
							a

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							4.6

						
							
							 1.6

						
							
							4.2

						
							
							**

						
							
							3.5

						
							
							 2.9

						
							
							3.4

						
							
							
							10.2

						
							
							 5.7

						
							
							 9.5

						
							
							***

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							4.3

						
							
							 3.5

						
							
							4.1

						
							
							
							2.5

						
							
							 4.6

						
							
							2.8

						
							
							*

						
							
							 9.7

						
							
							 8.9

						
							
							 9.6

						
							
					

					
							
							Jalisco

						
							
							4.7

						
							
							11.5

						
							
							4.7

						
							
							a

						
							
							2.6

						
							
							 0.0

						
							
							2.6

						
							
							a

						
							
							12.4

						
							
							19.3

						
							
							12.4

						
							
							a

						
					

					
							
							Michoacán 

						
							
							3.1

						
							
							 1.5

						
							
							3.1

						
							
							a

						
							
							2.1

						
							
							 0.7

						
							
							2.1

						
							
							a

						
							
							 7.4

						
							
							 2.2

						
							
							 7.2

						
							
							*

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							5.1

						
							
							 6.2

						
							
							5.1

						
							
							a

						
							
							3.4

						
							
							 2.7

						
							
							3.4

						
							
							a

						
							
							12.2

						
							
							 9.3

						
							
							12.1

						
							
					

					
							
							Nayarit

						
							
							3.5

						
							
							 5.1

						
							
							3.6

						
							
							a

						
							
							2.2

						
							
							 8.9

						
							
							2.4

						
							
							*a

						
							
							 8.4

						
							
							13.9

						
							
							 8.6

						
							
							a

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							2.7

						
							
							 4.2

						
							
							2.8

						
							
							a

						
							
							2.1

						
							
							 3.7

						
							
							2.1

						
							
							a

						
							
							 8.4

						
							
							10.3

						
							
							 8.5

						
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							4.3

						
							
							 3.0

						
							
							3.8

						
							
							
							3.1

						
							
							 2.9

						
							
							3.0

						
							
							
							 8.7

						
							
							 6.3

						
							
							 7.8

						
							
							*

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							5.0

						
							
							 6.8

						
							
							5.2

						
							
							 †

						
							
							2.7

						
							
							 5.7

						
							
							3.0

						
							
							***

						
							
							10.1

						
							
							10.9

						
							
							10.2

						
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							3.9

						
							
							10.8

						
							
							4.0

						
							
							* a

						
							
							2.0

						
							
							 4.6

						
							
							2.1

						
							
							a

						
							
							10.2

						
							
							12.9

						
							
							10.2

						
							
							a

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							6.8

						
							
							 3.7

						
							
							6.1

						
							
							
							3.9

						
							
							 1.8

						
							
							3.5

						
							
							
							14.9

						
							
							 7.6

						
							
							13.4

						
							
							**

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							4.0

						
							
							 4.2

						
							
							4.0

						
							
							
							2.4

						
							
							 4.7

						
							
							2.6

						
							
							*

						
							
							 8.7

						
							
							 7.1

						
							
							 8.5

						
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							3.6

						
							
							 4.1

						
							
							3.6

						
							
							a

						
							
							1.9

						
							
							 1.5

						
							
							1.9

						
							
							a

						
							
							 9.4

						
							
							 8.5

						
							
							 9.3

						
							
							a

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							3.9

						
							
							 2.6

						
							
							3.9

						
							
							a

						
							
							2.6

						
							
							 1.8

						
							
							2.6

						
							
							a

						
							
							 9.3

						
							
							 5.9

						
							
							 9.3

						
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							5.3

						
							
							 1.2

						
							
							5.2

						
							
							a

						
							
							3.5

						
							
							 5.4

						
							
							3.6

						
							
							a

						
							
							11.5

						
							
							11.9

						
							
							11.5

						
							
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							5.0

						
							
							 3.0

						
							
							5.0

						
							
							a

						
							
							2.9

						
							
							 0.0

						
							
							2.9

						
							
							a

						
							
							10.9

						
							
							 3.0

						
							
							10.8

						
							
							a

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							4.6

						
							
							 3.5

						
							
							4.5

						
							
							a

						
							
							2.6

						
							
							 3.5

						
							
							2.7

						
							
							a

						
							
							 9.0

						
							
							 5.1

						
							
							 8.8

						
							
							a

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							4.7

						
							
							 3.5

						
							
							4.6

						
							
							
							2.9

						
							
							 4.8

						
							
							3.1

						
							
							*

						
							
							10.3

						
							
							10.1

						
							
							10.3

						
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							4.2

						
							
							 4.4

						
							
							4.3

						
							
							
							1.9

						
							
							 2.9

						
							
							2.3

						
							
							
							10.4

						
							
							 8.9

						
							
							 9.9

						
							
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							2.5

						
							
							 8.5

						
							
							2.5

						
							
							a

						
							
							1.2

						
							
							 8.5

						
							
							1.2

						
							
							a

						
							
							 6.6

						
							
							 8.5

						
							
							 6.6

						
							
							a

						
					

				
			

		

			Nota: a La prueba de significancia estadística puede no ser significativa debido al reducido número de casos que reportaron el evento. 

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10. 

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016.

			Las participantes en los dos grupos de mujeres líderes indígenas tienden a concordar que una buena pregunta debería ser: “¿Alguien te tuvo a fuerza o te agarró a la fuerza?” También creen que muchas mujeres que han sido violadas o abusadas sexualmente no quieren contárselo a nadie. La entrevistadora a veces es la primera persona a la que se lo cuentan, porque resulta una situación de anonimato, tal y como se aprecia en el siguiente testimonio: 

			Por ejemplo, a mí me han tocado señoras que han abusado sexualmente de ellas, ya son abuelas y dicen yo nunca me he atrevido a decir esto, ni nadie lo sabe, ni mi esposo […] deja de que lo nieguen, sino la vergüenza que te puede dar saber eso que nunca dijiste. (Náhuatl, Cuernavaca)

			Las personas perpetradoras de violencia sexual en contra de mujeres y niñas indígenas antes de los 15 años

			La tabla 8.5 examina la identidad de las personas perpetradoras de la violencia sexual antes de los 15 años entre las mujeres que participaron en el estudio. Los datos muestran que las mujeres nhli identificaron la mayor parte de personas perpetradoras de violación como integrantes de su familia (63.6 %): concretamente, 29.9 % tíos o primos, 10.5 % hermanos, 6.8 % padres y 16.4 % otros familiares. En cambio, de entre las hli, solo 37.8 % identificó a integrantes de su familia. Destaca, no obstante, que 40 % de las personas indicara que las violó “otra persona”. Este hallazgo concuerda con lo encontrado en los grupos focales, en donde las mujeres participantes indicaron que normalmente no se habla de violencia sexual, menos de violación, y si se llega a hablar, jamás se indica quién es la persona perpetradora. 

			Con respecto a los intentos de violación antes de los 15 años, no existen diferencias estadísticamente significativas entre mujeres hli y nhli. Destaca que, para ambos tipos de mujeres, casi cuatro de cada diez intentos de violación fueron perpetrados por tíos o primos. Con respecto a los tocamientos o que las obligaran a tocar las partes íntimas de otra persona, los hermanos emergen como los principales agresores, seguido de desconocidos y tíos y primos. 

			Tabla 8.5
Personas perpetradoras de actos severos 
de violencia sexual antes de los 15 años

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							
							Prevalencia

						
							
							Desconocido

						
							
							Conocido

						
							
							Padre

						
							
							Hermano

						
							
							Tío /
 primo

						
							
							Otro familiar

						
							
							Otra persona

						
					

					
							
							La obligaron a tener relaciones sexuales 
bajo amenazas o 
usando la fuerza

						
							
							NHLI

						
							
							2.6***

						
							
							10.7*

						
							
							14.3

						
							
							6.8

						
							
							10.5

						
							
							29.9***

						
							
							16.4**

						
							
							20.0

						
					

					
							
							HLI

						
							
							4.1

						
							
							6.5

						
							
							12.6

						
							
							5.5

						
							
							5.2

						
							
							16.9

						
							
							10.3

						
							
							46.9***

						
					

					
							
							Total

						
							
							2.7

						
							
							10.3

						
							
							14.1

						
							
							6.7

						
							
							10.0

						
							
							28.6

						
							
							15.8

						
							
							22.7

						
					

					
							
							Intentaron forzarla 
a tener relaciones 
sexuales

						
							
							NHLI

						
							
							4.3

						
							
							13.1

						
							
							18.7

						
							
							6.3

						
							
							 10.4

						
							
							38.5

						
							
							19.7

						
							
							4.4

						
					

					
							
							HLI

						
							
							4.2

						
							
							 13.7

						
							
							20.0

						
							
							5.9

						
							
							  8.6

						
							
							39.3

						
							
							15.0

						
							
							3.9

						
					

					
							
							Total

						
							
							4.3

						
							
							13.2

						
							
							18.8

						
							
							6.3

						
							
							10.2

						
							
							38.5

						
							
							19.4

						
							
							4.4

						
					

					
							
							Le tocaron sus partes íntimas o la obligaron a tocar las partes íntimas de otra persona sin su consentimiento

						
							
							NHLI

						
							
							7.2***

						
							
							12.6

						
							
							17.7

						
							
							7.1

						
							
							 10.3†

						
							
							43.6

						
							
							20.0*

						
							
							2.9*

						
					

					
							
							HLI

						
							
							4.3

						
							
							11.1

						
							
							20.9

						
							
							9.5

						
							
							  6.9

						
							
							36.5

						
							
							19.1

						
							
							5.1

						
					

					
							
							Total

						
							
							7.0

						
							
							12.5

						
							
							17.8

						
							
							7.2

						
							
							 10.2

						
							
							43.4

						
							
							19.9

						
							
							3.0

						
					

				
			

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10.  

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016.

			Cambios en la prevalencia de la violencia sexual antes de los 15 años a lo largo del tiempo

			El gráfico 8.1 muestra la prevalencia de violación o intento de violación antes de los 15 años por grupo quinquenal de edad. Los datos revelan que, invariablemente en todos los grupos de edad, la prevalencia de la violación y del intento de violación es mayor entre las mujeres hli que entre las nhli. La diferencia entre hli y nhli aumenta en el rango de mujeres entre 51 y 65 años. Asimismo, se observa una cierta tendencia a la disminución de la prevalencia entre las mujeres más jóvenes. Aunque esto último puede reflejar el verdadero reporte, también puede implicar que quizá no han catalogado sus experiencias como tal. 

			De acuerdo con Kahn et al. (2003), las mujeres que tienden a reconocer sus experiencias como una violación son por lo general de mayor edad, no conocían a su agresor o lo conocían poco; además, la forma en que se produjo la violación fue más violenta y tuvieron reacciones emocionales más severas tras su experiencia. En cambio, cuando el agresor era un novio, cuando la mujer estaba bajo el efecto de las drogas o el alcohol, o bien, si el acto implicó sexo oral o digital, las mujeres tienden a catalogar en menor medida su experiencia como una violación.

			El gráfico 8.2 muestra los datos de prevalencia de alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años según la condición de hablante de una lengua indígena. Los datos muestran que, en general, las mujeres nhli menores a 60 años reportan en mayor medida que las hli haber sido objeto de alguna forma de violencia sexual. Las mujeres hli de entre 61 a 65 años reportaron mayores niveles de violencia sexual antes de los 15 años, esta tendencia disminuye a partir de ese grupo de edad. Esta disminución entre las mujeres hli y nhli de mayor edad puede estar asociada a cuestiones de deseabilidad social, así como a efectos de memoria.

			El gráfico 8.3 muestra información semejante desagregada por entidad federativa con mayor presencia de población indígena. Los datos exponen que la prevalencia del fenómeno, de acuerdo con la Endireh 2016, es heterogénea en cada estado. No se puede establecer un patrón claro, pero pareciera que las mujeres más jóvenes y las de mayor edad reportan experiencias de violación o intento de violación, así como de abuso sexual menores que las mujeres en los grupos intermedios de edad. 

			Las experiencias de violación o intento de violación después de los 15 años y la búsqueda de ayuda

			Aunque las experiencias de violación e intento de violación antes de los 15 años tienden a ser menos prevalentes que aquellas ocurridas después de esa edad, estas no son desdeñables. La tabla 8.6 muestra, a partir de los datos de la Endireh 2016, la prevalencia de violación e intento de violación después de los 15 años, según contexto de relación en que se producen los eventos y condición de hablante de lengua indígena. 

			La primera parte se centra en las experiencias acontecidas alguna vez en la vida. Los datos muestran que un porcentaje mayor de mujeres nhli (1.3 %) reportó que, en el contexto de una relación comunitaria, en alguna ocasión habían intentado obligarla a tener relaciones sexuales, comparado con 1.1 % de las mujeres hli. Esto puede ser explicado, por el mayor control social que se ejerce en las comunidades indígenas, pues es ahí donde residen la mayoría de las mujeres que hablan una lengua indígena. Los eventos suelen ocurrir en determinadas circunstancias sociales, en parte, ocultos por el potencial anonimato o bajo las influencias del alcohol. 

			Gráfico 8.1
Prevalencia de violación o intento de violación antes de los 15 años 
por grupo quinquenal de edad (en porcentajes)
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			Fuente: Elaboración propia.


			Gráfico 8.2
Prevalencia de alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años, 
según condición de hablante de una lengua indígena (en porcentajes)
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			Fuente: Elaboración propia.

			Tabla 8.6
Prevalencia de violación o intento de violación antes de los 15 años, 
alguna vez en la vida y en el último año, según condición 
de hablante de lengua indígena

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Intentaron forzarla a tener relaciones sexuales

						
							
							La obligaron a tener relaciones sexuales bajo amenazas o usando la fuerza

						
							
							Cualquiera de las dos

						
					

					
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Total

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Total

						
							
							
							NHLI

						
							
							HLI

						
							
							Total

						
							
					

					
							
							Antes de los 15 años

						
							
							4.3

						
							
							4.2

						
							
							4.3

						
							
							
							2.8

						
							
							4.4

						
							
							2.9

						
							
							***

						
							
							4.98

						
							
							6.18

						
							
							5.1

						
							
							***

						
					

					
							
							Después de los 15 años

						
					

					
							
							Comunitario

						
							
							1.3

						
							
							1.1

						
							
							1.3

						
							
							*

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
							
							1.5

						
							
							1.2

						
							
							1.5

						
							
							*

						
					

					
							
							Laboral

						
							
							1.1

						
							
							1.5

						
							
							1.1

						
							
							*

						
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.4

						
							
							
							1.2

						
							
							1.7

						
							
							1.2

						
							
							*

						
					

					
							
							Escolar

						
							
							0.7

						
							
							0.9

						
							
							0.7

						
							
							†

						
							
							0.3

						
							
							0.3

						
							
							0.3

						
							
							
							0.8

						
							
							1.0

						
							
							0.8

						
							
							†

						
					

					
							
							Familiar (último año)

						
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.4

						
							
							
							0.3

						
							
							0.4

						
							
							0.3

						
							
							
							0.5

						
							
							0.6

						
							
							0.5

						
							
					

					
							
							Cualquiera con corrección 1.a relación sexual no consentida

						
							
							2.8

						
							
							2.6

						
							
							2.8

						
							
							
							2.8

						
							
							2.6

						
							
							2.8

						
							
							
							4.1

						
							
							4.9

						
							
							4.2

						
							
							***

						
					

					
							
							Después de los 15 años (último año)

						
					

					
							
							Comunitario

						
							
							0.4

						
							
							0.2

						
							
							0.3

						
							
							**

						
							
							0.2

						
							
							0.1

						
							
							0.1

						
							
							†

						
							
							0.4

						
							
							0.2

						
							
							0.4

						
							
							**

						
					

					
							
							Laboral

						
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.4

						
							
							
							0.1

						
							
							0.2

						
							
							0.1

						
							
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.4

						
							
							 

						
					

					
							
							Escolar

						
							
							0.3

						
							
							0.2

						
							
							0.3

						
							
							 

						
							
							0.1

						
							
							0.0

						
							
							0.1

						
							
							 

						
							
							0.3

						
							
							0.2

						
							
							0.3

						
							
							 

						
					

					
							
							Familiar

						
							
							
							
							
							
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Cualquiera

						
							
							0.9

						
							
							0.8

						
							
							0.9

						
							
							
							0.9

						
							
							0.8

						
							
							0.9

						
							
							
							1.0

						
							
							0.9

						
							
							1.0

						
							
					

					
							
							Alguna vez en su vida

						
							
							6.0

						
							
							5.8

						
							
							5.9

						
							
							 

						
							
							4.2

						
							
							6.7

						
							
							4.3

						
							
							***

						
							
							7.8

						
							
							9.5

						
							
							7.8

						
							
							***

						
					

				
			

			*** p< 0.0001; ** p< 0.001; * p< 0.05; † p< 0.10.  

			Fuente: Elaboración propia a partir de la Endireh 2016.

		
			Gráfico 8.3
Prevalencia de violación o intento de violación 
y de alguna forma de violencia sexual antes de los 15 años, 
por grupo de edad y entidad federativa
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			Las mujeres hli reportan mayores niveles de intentos de violación en el contexto de una relación laboral (1.5 % vs. 1.1 %) y parcialmente en el contexto de una relación escolar (0.9 % vs. 0.7 %) que las nhli. Sin embargo, no se encontraron diferencias estadísticamente significativas entre hli y nhli con respecto a los intentos de violación en el contexto de una relación familiar. Los datos de la tabla 8.6 muestra que no hay diferencias estadísticamente significativas entre las mujeres hli y nhli respecto a sus experiencias de violación en ninguno de esos contextos de relación. 

			Sin embargo, si se tienen en cuenta las experiencias antes de los 15 años, un porcentaje mayor de mujeres hli que las nhli reportaron haber sido violadas (6.6 % vs. 4.2 %), o haber padecido una violación o un intento a lo largo de su vida (9.3% vs. 6.7%). Si solo tenemos en cuenta el último año, las mujeres nhli reportaron mayores niveles de violación o intento de violación que las hli (0.4 % vs. 0.2 %). 

			La tabla 8.7, muestra el porcentaje de mujeres hli que buscaron ayuda ante situaciones de violación o intento de violación. Los datos muestran que solo una de cada diez mujeres hli, buscó ayuda ante una situación de este tipo. Este porcentaje es muy semejante al de aquellas que tuvieron estas experiencias en el ámbito público o comunitario (9.7 %). El porcentaje disminuye a 8.3 % para las mujeres que tuvieron alguna de estas experiencias en el contexto familiar. En el ámbito laboral, a pesar de ser el contexto de relación en el que un porcentaje mayor de mujeres indígenas reportó haber padecido una violación o un intento (1.7 %), es en el que un menor porcentaje de hli buscan ayuda (2.0 %).

			Los motivos por los cuales las mujeres no buscan ayuda se describen, asimismo, en la tabla 8.7, desagregándolos por contexto de relación en que ocurrió la violación o intento de violación. Los datos se refieren a las experiencias acontecidas alguna vez en la vida en un contexto de relación escolar, laboral y comunitario. En el caso del contexto familiar, los datos hacen referencia a los últimos 12 meses porque este es el único periodo que examina la Endireh 2016. Los porcentajes no suman 100 % porque las mujeres pudieron proporcionar más de una opción de respuesta. 

			Tabla 8.7
Mujeres hli que buscaron ayuda debido a una violación 
o intento de violación, y motivos por los cuales no lo hicieron 
según contexto de relación en que ocurrió el/los eventos

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Escolar

						
							
							Laboral

						
							
							Comunitario

						
							
							Familiar (12 meses)

						
					

					
							
							Buscó ayuda

						
							
							10.7

						
							
							 2.0

						
							
							 9.7

						
							
							8.3

						
					

					
							
							Motivos por los que no buscó ayuda

						
					

					
							
							Sentimientos y percepciones

						
					

					
							
							Miedo a las consecuencias o a las amenazas

						
							
							42.1

						
							
							51.6

						
							
							25.6

						
							
							45.9

						
					

					
							
							Vergüenza

						
							
							40.1

						
							
							34.4

						
							
							39.6

						
							
							39.4

						
					

					
							
							No me iban a creer

						
							
							22.1

						
							
							34.3

						
							
							28.2

						
							
							17.7

						
					

					
							
							Autoridades y conocimiento de procesos de denuncia

						
					

					
							
							No sabía cómo o dónde denunciar

						
							
							27.3

						
							
							37.9

						
							
							18.2

						
							
							16.7

						
					

					
							
							No confía en las autoridades

						
							
							 5.6

						
							
							12.1

						
							
							13.8

						
							
							5.1

						
					

					
							
							Es una pérdida de tiempo, no tenía tiempo

						
							
							 1.9

						
							
							 4.9

						
							
							 3.6

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Otros

						
					

					
							
							Para que la familia no se enterara

						
							
							25.6

						
							
							 3.5

						
							
							 1.8

						
							
							16.6

						
					

					
							
							Eran/son las costumbres

						
							
							 4.2

						
							
							 3.9

						
							
							 1.0

						
							
							4.4

						
					

					
							
							Se trató de algo sin importancia que no me afectó

						
							
							10.9

						
							
							 6.3

						
							
							 1.7

						
							
							1.2

						
					

					
							
							Me convencieron de no hacerlo

						
							
							 0.6

						
							
							 4.5

						
							
							 0.0

						
							
							0.0

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Endireh 2016.

			El miedo a las consecuencias o por amenazas emerge como el principal motivo por el cual las mujeres no buscan ayuda, o no denuncian la violación o intento de violación. Por ejemplo, 51.6 % de las mujeres que han padecido estas situaciones alguna vez en su vida, en un contexto de relación laboral, y 45.9 % de las que las padecieron en un contexto familiar no buscaron ayuda por esta razón. Los sentimientos de vergüenza son el segundo motivo principal por el cual las mujeres no acuden a buscar ayuda. Más de tres de cada diez mujeres violadas o que padecieron un intento en un contexto educativo, y alrededor de cuatro de cada diez que lo sufrieron en uno familiar, comunitario o escolar indicaron que los sentimientos de vergüenza impidieron que buscaran ayuda. Destaca el hecho de que un porcentaje considerable de mujeres (entre 17 % y 34.3 %, dependiendo del contexto de relación) indicara que no acudió a buscar ayuda porque pensaron que dudarían de su credibilidad. 

			Porcentajes menores, pero nada desdeñables de mujeres hli, adujeron motivos vinculados con las autoridades públicas y conocimiento sobre los procesos de denuncia. 37.9 % de las mujeres que no buscaron ayuda por situaciones de violación o intento de violación en un contexto de relación laboral indicaron que no sabían cómo o donde denunciar. Lo mismo sucede en contextos comunitarios, familiares y escolares (respectivamente, 18.2 %, 16.7 % y 27.3 %). Las mujeres hli desconfían de las autoridades, por ese motivo 13.8 % de las que padecieron una violación o intento de violación en el espacio público o comunitario, además el 12.1 % de las que lo fueron en un contexto laboral, no buscaron ayuda o no denunciaron. En este último contexto de relación, 4.9 % de las mujeres hli indicó que no denuncia o busca ayuda porque “es una pérdida de tiempo”. Estos últimos motivos suscitan preguntas sobre las acciones y omisiones de los poderes públicos.

			Las mujeres también reportaron otros motivos: 16.6 % de las mujeres objeto de violación o de un intento de violación por un familiar y 25.6 % de las que lo padecieron en un contexto de relación escolar o comunitario no buscaron ayuda para que su familia no se enterara. Existe cierta minimización o normalización de la violencia padecida, ya que algunas mujeres señalaron que “eran/son las costumbres”. Finalmente, en menor medida algunas mujeres indicaron que no acudieron a buscar ayuda o a interponer una denuncia porque las convencieron de no hacerlo. Este es el caso, por ejemplo, de 4.5 % de las mujeres hli objeto de violación o intento de violación en un contexto de relación laboral. 

			Los siguientes testimonios ilustran cómo varios de estos motivos están detrás del silencio de las mujeres indígenas, principalmente la vergüenza, revictimización y miedo a no ser creídas. Esto está íntimamente ligado con el hecho de que la familia no se enterara, ya que esta puede ser la principal instancia revictimizadora. 

			Creo que lo más fuerte es cuando es el maestro, porque un desconocido puede serlo, y además hasta en el sentido de que a lo mejor hasta la familia sí reacciona, pero a veces no. Va a decir, ¡ay, pues quien sabe! Es que implica muchas cosas, es vergüenza para la familia. […] Obviamente si hubo una violación de un desconocido, es más probable que se denuncie que un conocido. Tiene que ver con esa institucionalidad que en la historia hemos tenido la familia, el padre, el hermano. ¿Cuántas veces los hermanos violan a las hermanas? Nosotros sabemos de propias madres que no les creen a sus hijas que el hermano las ha violado, y eso tiene una implicación de institución. (Mujer ñuu sávi, grupo Cuernavaca) 

			Otra mujer joven de Oaxaca agrega:

			Aunque sea un maestro o que sea de bajo perfil, desde mi experiencia es toda la presión social aunque no sea de tu familia, pero la presión social que hay para denunciar, y la familia todavía te dice: ¡Ay, seguramente tú lo provocaste! Siendo que tú ni tienes la culpa. […] A veces no es tanto si es un maestro, si es un cura o la persona que sea, sigue siendo el mismo proceso. Pero sí es más fácil denunciar una persona desconocida que alguien del mismo círculo social. (Mujer amuzga, grupo Cuernavaca)

			En un grupo de mujeres de Tlahuitoltepec nos comentan el caso de una situación extrema de abuso sexual, también en el contexto de una relación educativa:

			Un maestro que vino acá a trabajar… lo demandaron porque pedía sexo a cambio de buenas notas… al principio no le creían. Pero después el Comité se dio cuenta porque las niñas estaban encerradas y comenzaron a llorar y a gritar. Había sucedido varias veces, siempre con las tres niñas. El maestro, decían, que están engañando [mintiendo], no les crean… Eran de como unos 13 años de edad. A las mamás no les hacían caso.

			Aspectos metodológicos asociados a la medición de la violencia sexual en la Endireh 2016

			Derivado de la investigación realizada y de resultados de estudios previos, contamos con cierta evidencia que sugiere que la metodología empleada por la mayoría de las encuestas (diseño de los instrumentos, lenguaje utilizado y forma de administración) no son pertinentes culturalmente para poblaciones indígenas (Huacuz Elías y Rosas Vargas, 2011). Esto implica que los instrumentos cuantitativos puedan arrojar datos no confiables sobre la prevalencia del fenómeno y factores asociados. Por ejemplo, se ha documentado que, durante el proceso de levantamiento de la Ensademi, no solo las mujeres que exclusivamente hablan una lengua indígena requieren traducción, sino también algunas mujeres que, aunque indican ser hablantes del español, se sienten inseguras en el uso de este ya que “lo entienden pero no lo hablan con fluidez” (González Montes y Valdez-Santiago, 2008, p. 444), aunque también podría cuestionarse el hecho de qué tanto grado de comprensión tienen. Los estereotipos y discriminación existentes hacia mujeres indígenas, puede acarrear que se nieguen a identificarse como indígenas en las encuestas (Velasco y Calfio, 2006).

			En el grupo focal de Cuernavaca, una de las preguntas del cuestionario hacía hincapié en: ¿Si alguien no entiende la pregunta, dirían “no entiendo”? Al respecto, todas las mujeres entrevistadas coincidieron en que se quedarían calladas o dirían no, pues —en su propio decir— ya cargan suficiente con el estigma socialmente construido de ser “burras” e ignorantes como para decir explícitamente “no entiendo”.

			Las competencias de la lengua y de la cultura deben ser requisitos para las entrevistadoras. De acuerdo con los hallazgos de esta investigación, poseer tan solo el dominio de la lengua sin la cosmovisión de los pueblos originarios no posibilita una verdadera comunicación con la entrevistada. Existe evidencia de que hay conceptos que requieren una traducción más compleja, como por ejemplo es el caso de “violación”, “abuso sexual” e “insulto” (González Montes y Valdez-Santiago, 2008). En los grupos focales realizados en Cuernavaca se encontró que hay conceptos vinculados a la violencia sexual, acoso y hostigamiento sexual que son confusas y que no tienen fácil traducción. Así relatan las siguientes mujeres en sus testimonios: 

			Piropo es muy difícil de entender en una comunidad. Debería ser algo referido al cuerpo o a la relación sexual. (Mujer mixe, grupo Cuernavaca) 

			Eso se entiende muy bien en español, pero si haces esa pregunta en la comunidad, te dirían: no. (Mujer otomí, grupo Cuernavaca) 

			En nuestro caso hay una palabra específica que designa lo sexual, pero hay mucho tabú, no es sencillo. Podrías decirle: ¿Alguien te ha dicho si te puede usar [en la forma sexual]? ¿Qué quiere algo con su cuerpo o tener una relación sexual? (Mujer mixe, grupo Cuernavaca) 

			Otro de los aspectos relacionados con la forma de responder es el sentimiento de vergüenza, el temor y, como señalan en un testimonio, “porque están acostumbradas desde niñas a la violencia como parte de las relaciones cotidianas”. Por lo tanto, al considerar esta experiencia como algo intrínseco de su experiencia y acciones constitutivas de violencia tienden a no reconocerlas como tal:

			En algunos casos las traductoras conocían la situación de las mujeres maltratadas porque vivían en la misma comunidad y les señalaban a las encuestadoras quiénes sufrían de violencia, pero no estaban dispuestas a declararla. Las encuestadoras entonces hacían un esfuerzo por dar confianza a las mujeres, y en algunos casos lograron que ellas se sobrepusieran a sus temores y reportaran que sufrían violencia, mientras que en otros casos no lo lograron. (González Montes y Valdez-Santiago, 2008)

			No existe consenso entre quién debe realizar la función de traducir, ya que, si bien es posible que contar con traductoras pertenecientes a la misma comunidad incrementen el reporte, en otras también es probable que el hecho de compartir ciertas redes sociales comunitarias lo inhiba (González Montes y Valdez-Santiago, 2008). Este aspecto también se evidenció en los grupos focales. De tal forma que una mujer mixe comenta: “¡¡¡Ni una palabra!!! No se lo dirían si es alguien de afuera. Si hablas de sexual ya te cierran la puerta, en las comunidades son muy cerrados” (Mujer mixe, grupo Cuernavaca).

			En el ejido de Tejas, Santa María Tlahuitoltepec, las dificultades para hablar y compartir experiencias fueron muchas. Una mujer se hizo portavoz de las mujeres del grupo y alentó la discusión con el argumento de que todas tienen problemas y no tienen con quien platicar, pero que era bueno contar y desahogarse. Esta mujer había tenido una experiencia de compartir con mujeres indígenas de todo el país una semana juntas y, desde entonces, había cambiado. Ella recalcaba que allá todas se hablaban porque no se conocían. Esto fue una de las razones de la poca participación de las mujeres de este grupo, todas se conocen y les daba pena. A pesar de ser conocidas por todas las experiencias de victimización en la familia y por parte de la pareja. 

			Existe mucha desconfianza con respecto cuál va a ser el uso final de la información. En los grupos aparecieron respuestas como: “¿Estas personas a qué vienen?”; “¿qué solución le van a dar? Por eso no respondemos”; “yo no la conozco a esa persona, no tengo confianza”; “no confiamos…”; “si las autoridades no arreglan los problemas, quién más otro…”.

			Ellas señalan que no les responderían a las entrevistadoras del Inegi, incluso si las vieran con golpes en la cara y les preguntaran tampoco les responderían. También relatan que ellas tendrían miedo de los chismes; de que la suegra vea que hablan con alguien: “¿Qué tal si lo digo y después se entera la gente?”, preguntaba una de las entrevistadas. Ellas señalan que a todo dirían que no, que no les ha pasado nada de lo que les preguntan. Consultadas al respecto de si las entrevistadoras fueran de la comunidad cambiaría el resultado, las mujeres afirmaron que tampoco les dirían la verdad: 

			[Refiriéndose al personal de salud que recorre el ejido] hacen preguntas… y uno le cuenta, pero que yo le diga todo tal cual es, eso no. Siempre nos han enseñado así, de no hablar mucho, de decir siempre “no”. Y no hemos aprendido el “sí” [se ríen todas]. (Mujer mixe, grupo Tejas en Santa María Tlauitoltepec).

			En otro grupo de Santa María Tlahuitoltepec se suscitó el siguiente intercambio de opiniones en relación con ser censadas o entrevistadas por el Inegi: “Yo no le respondería. ¿Quién es, de dónde viene, por qué nos hacen esas preguntas? A mí se me haría raro que venga…”; “diría a todo que no, no, no… No sería sincera, nada más lo que conviene, por falta de confianza…”.

			Conclusiones

			En este capítulo se ha examinado la prevalencia de la violencia sexual en las vidas de las mujeres y niñas hli. Los resultados muestran la elevada prevalencia del fenómeno durante la infancia y adolescencia, y también que —a pesar de las dificultades para el reporte— las formas más severas de violencia sexual como la violación y el intento de violación son más prevalentes entre las mujeres hablantes de una lengua indígena. Algunas otras formas de violencia no lo son tanto, probablemente por el contexto y el control social de las comunidades indígenas. 

			Destaca el hecho de que, en función de los datos analizados, las mujeres y niñas vivan en silencio la violación y los intentos de violación. Esto sugiere que las agresiones permanecen impunes y que las mujeres y niñas pueden estar padeciendo numerosas consecuencias derivadas de la falta de atención de este tipo de agresiones, entre las que pueden destacar embarazos, infecciones de transmisión sexual, padecimientos de salud mental, etc. A todas luces, los datos que se presentan en este mismo libro, en el capítulo que aborda los datos disponibles en función de los registros administrativos, se quedan cortos porque las víctimas de violencia sexual no acuden ante las autoridades. 

			Tomando como ejemplo el caso de la violencia sexual hacia las mujeres, la información cualitativa presentada en este capítulo muestra la necesidad de desarrollar instrumentos y metodologías de aplicación con perspectiva intercultural, ya que las dificultades para nombrar e identificar los fenómenos, cuestiones vinculadas a la deseabilidad social y preocupaciones vinculadas al uso de la información, confidencialidad y anonimato pueden estar detrás del bajo reporte del fenómeno de la violencia sexual y otras expresiones de violencia de género en contra de las mujeres, como es el caso de la violencia obstétrica (Castro y Frías, 2017). En el caso de la violencia obstétrica también estudios previos han encontrado que la menor prevalencia se reporta en el estado de Chiapas —medida con encuestas representativas—, especialmente entre mujeres que hablan una lengua indígena. Este hallazgo contraviene el conocimiento teórico de que, por su posición en las estructuras de desigualdad o matriz de dominación (Collins, 2000; Crenshaw, 1991), las mujeres indígenas estarían en una mayor situación de vulnerabilidad. En este momento no contamos con evidencia empírica —porque no existen instrumentos ni metodologías para su aplicación con perspectiva intercultural— para poder establecer, a partir de estudios con muestras representativas, si las mujeres indígenas están en una situación de mayor o menor vulnerabilidad que las no indígenas con respecto del riesgo de padecer determinadas expresiones de violencia de género. 

			Adicionalmente, es probable que los mismos esfuerzos realizados para nombrar y conceptualizar la violencia de pareja deban ser realizados para visibilizar y nombrar otras formas de violencia de género. El problema del reporte probablemente no sea privativo de mujeres en comunidades indígenas, pero también de comunidades rurales y con bajos recursos en términos de escolaridad. La dificultad adicional para recabar información sobre mujeres indígenas monolingües, o con poca fluidez en español, es la falta de entrevistadores/as con competencia lingüística que apliquen los cuestionarios estandarizados como la Endireh. Para eso sería necesario realizar traducciones estandarizadas en las lenguas con tradición de lectoescritura, y en las que no, sería preciso realizar capacitación específica para la correcta traducción de los instrumentos. 

			De la misma forma en que se ha avanzado en generar estadísticas y datos con perspectiva de género, México debe avanzar en generar datos, tanto mediante encuestas como registros administrativos, que den cuenta de la diversidad étnica del país. Es desafortunado que encuestas tan relevantes como la Endireh 2016 no permitan —a diferencia de su penúltima edición— poder identificar la pertenencia étnica de las personas que participan en el estudio. Este punto puede hacerse extensible a otras encuestas. Solo cuando contemos con información puntual y precisa se podrán diseñar acciones culturalmente pertinentes y no esencializadoras para poder prevenir, atender y sancionar las violencias de género de las que son objeto las niñas y mujeres indígenas. Claro, aunque las reflexiones vertidas en este capítulo también podrían ser extensibles a las mujeres y niñas afromexicanas, las cuales también se encuentran invisibilizadas. 
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					1	Desde la perspectiva de la trayectoria de vida, el efecto del abuso sexual inicial sería indirecto, mientras que para la conceptualización psicogénica el vínculo sería directo. Ambos mecanismos que pueden derivar en una mayor vulnerabilidad en etapas posteriores de la vida son fruto de la socialización y aprendizaje (social learning). Al respecto del social learning se han señalado varios mecanismos: el primero hace referencia a que los niños abusados sexualmente aprenden un repertorio de comportamientos sexuales y experiencias a partir de emular el modelo del perpetrador y de la víctima (Messman y Long, 1996) que les ponen en riesgo en etapas posteriores de la vida. El segundo mecanismo hace referencia a la autoeficacia. Es decir, la autoestima, la capacidad de autoprotección y seguridad disminuye tras el evento de abuso sexual. Eso puede derivar en que las personas acepten con mayor facilidad la victimización, así como que se vean envueltos en otras relaciones abusivas por su inhabilidad de establecer buenos juicios o para satisfacer sus necesidades afectivas inmediatas (Finkelhor y Browne, 1985). El tercer mecanismo hace referencia a la “impotencia aprendida” (learned helpessness). La impotencia aprendida se produce cuando las mujeres o niños/as que han sufrido violencia sexual que no estaba causada por su comportamiento, empiezan a creer que tienen menos opciones de evitar o escapar de un ulterior abuso (Messman y Long, 1996; Walker y Browne, 1985). Sin embargo, el estar involucrado —como agresor o víctima— en actos de abuso sexual a lo largo de la vida depende del sexo del individuo objeto de abuso sexual durante la infancia (Loh y Gidycz, 2006). Los comportamientos y creencias aprendidas por el abuso contribuyen a la vulnerabilidad de los niños/as en etapas posteriores de la vida.

				

				
					2	En un artículo previo he abordado las experiencias de violación e intento de violación sin diferenciar específicamente entre mujeres y niñas indígenas (que hablan una lengua) y las que no hablan (Frías, 2018). 

				

				
					3	Existen otras encuestas generales que permiten aproximarnos a la medición de la vcmnas, este es el caso de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción de Inseguridad (Envipe). Sin embargo, la prevalencia del fenómeno calculado a partir de las encuestas generales, así como aquellas sobre victimización, crimen y percepción de (in)seguridad tienden a ser menores a las que pueden arrojar encuestas específicas sobre violencia en contra de las mujeres (Bachman, 2000; Ellsberg et al., 2001; Schwartz, 2000; Walby, 2005; Walby y Myhill, 2001). Por este motivo no se mencionan más arriba otras encuestas. 

				

				
					4	No se incluyeron los demás estados por contar con menor población indígena. Su inclusión hubiera derivado en que los datos pudieran estar sesgados y que las pruebas de significancia estadística no fueran confiables. 

				

				
					5	En el Estado de México 3.22 % de la muestra indicó que hablaba una lengua indígena. 

				

				
					6	1.77 % de la muestra de Chihuahua indicó que hablaba una lengua indígena.
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			Introducción

			La incidencia y mayor visibilización de la violencia de género contra las mujeres ha obligado al Estado mexicano a crear nuevos marcos normativos y complejos sistemas institucionales cuyos objetivos son prevenir, atender y sancionar la violencia de género contra las mujeres. Entre otras obligaciones de las organizaciones gubernamentales, las nuevas normatividades y acuerdos institucionales han incorporado el recabar, organizar y presentar información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres, así como datos e información sobre las acciones que estas organizaciones implementan en reacción a estos incidentes.1 El objetivo de organizar estos datos es informar la toma de decisiones, así como la creación y seguimiento de políticas públicas específicas.

			En investigaciones recientes se ha demostrado que la recolección de información sobre incidentes de violencia de género depende de la disponibilidad de recursos humanos y financieros (o estructurales) de las instituciones involucradas y, sobre todo, de las características de los procesos de atención a las mujeres víctimas de violencia de género, pues es de acuerdo con la lógica de estos procesos que se determina el momento en el que se recaba la información básica de la víctima y del incidente, el mecanismo por medio del cual esta información se registra y las posibilidades de que estos registros se procesen. Así, la combinación de estas variables determina la celeridad, profundidad y efectividad con que las instituciones de procuración de justicia recaban información sobre incidentes de violencia de género (Ríos Cázares et al., 2013).

			En general, sabemos que las instituciones mexicanas no han logrado consolidar sistemas compartidos de datos que proyecten la labor cotidiana de las instituciones que se encuentran involucradas en las iniciativas gubernamentales para la resolución de este problema. Por lo que a la fecha, el principal insumo para describir la magnitud del fenómeno y para la toma de decisiones se constituye de las encuestas nacionales y los estudios cuantitativos y cualitativos que aportan información pero que, por sus propias características, responden a metodologías o definiciones diversas no siempre comparables o compatibles (Frías, 2017).

			Con esta premisa en mente y en este contexto, en este capítulo se presentan los resultados de un diagnóstico sobre la disponibilidad de información en instituciones públicas sobre incidentes de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas. En particular se buscó identificar cuáles instituciones del Estado mexicano (a nivel federal y subnacional) recaban información sobre violencia de género en contra de las mujeres cuando las víctimas son mujeres o niñas indígenas; cuál es el criterio que emplean las instituciones para discernir o identificar que la víctima de violencia de género en contra de las mujeres es indígena; cuáles son los elementos de información sobre la víctima y el hecho de que se registran en estas instituciones, así como identificar la existencia de patrones institucionales en la recolección de datos. Es decir, si la recolección de información es más común en instancias similares o si pertenecen a un mismo ámbito de política (sector salud, sector justicia, etcétera).

			Para cumplir con este objetivo, se llevaron a cabo 385 solicitudes de información que fueron atendidas entre octubre de 2017 y abril de 2018. De este análisis se concluye que existe una débil disponibilidad de información comparable y organizada sobre la incidencia de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas lo que dificulta la posibilidad de realizar un diagnóstico nacional sobre este problema a partir de registros administrativos.2

			Esta sección del análisis se divide a su vez en tres apartados. El primero presenta las hipótesis que orientaron el análisis y la metodología de trabajo; la segunda, los hallazgos, mientras que la tercera recupera reflexiones finales. 

			Hipótesis y metodología

			Este análisis se orientó a partir de las siguientes cuatro hipótesis:

			
					De acuerdo con estudios sobre registro de información en violencia de género en contra de las mujeres (Ríos Cázares et al., 2013), se sabe que las deficiencias en el diseño y la organización de los procesos de prevención, denuncia, atención y sanción de los incidentes de violencia de género contra las mujeres afectan la habilidad de las instituciones para capturar registros históricos y comparables que permitan un análisis de incidencia comparado a nivel nacional y subnacional. En el caso de violencia contra mujeres y niñas indígenas no habría razón para asumir una situación distinta.

					La información recabada por las instituciones a nivel subnacional sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres en perjuicio de mujeres y niñas indígenas será más exhaustiva en entidades con mayor porcentaje de población indígena con respecto al total de la población.

					La probabilidad de disponer de información desagregada será mayor en instituciones de procuración de justicia y de salud.

					La probabilidad de disponer de información en general sobre incidentes de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas será menor en instituciones no vinculadas a los sistemas estatales para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

			

			Para recuperar la información relevante, se llevó a cabo un análisis descriptivo sobre la recolección y procesamiento de información a nivel federal y estatal empleando como guía la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (lgamvlv), así como las leyes homólogas estatales, pues esta normatividad determina la conformación de los sistemas estatales que se han creado en cumplimiento al artículo 49, fracción vi, de la lgamvlv.3 Con esta información se identificaron las instituciones del gobierno federal y de los gobiernos estatales que se encuentran vinculadas por mandato de ley a estos sistemas. La lógica de retomar a estas instituciones como puntos focales en la recolección de información proviene del propio mandato de la norma que consiste en “instrumentar y articular […] políticas públicas en concordancia con la política nacional integral desde la perspectiva de género para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres” (art. 49, fracción i, 2007). 

			La tabla 9.1 ofrece el listado de las instituciones incorporadas al análisis, mientras que la tabla 9.2 presenta el universo institucional por entidad federativa. En este punto es importante destacar que el número de instituciones no es homogéneo entre entidades debido a que en algunos estados de la República no existen secretarías equivalentes.

			La recolección de información se llevó a cabo a través de solicitudes de información directas a las instituciones incorporadas al análisis. Esta estrategia de recolección obedeció a que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información (lgtaip) determina que todos los sujetos obligados por la norma deben entregar información fidedigna al solicitante, una vez realizada una búsqueda exhaustiva de datos dentro de la propia institución; o bien, deben justificar —cuando fuese el caso— la inexistencia de información o la incompetencia de la institución en la materia y orientar al usuario al respecto. Esto es, solicitar información de manera directa a las instituciones garantiza información verificable que genera responsabilidad institucional y certifica también un plazo específico de acceso. Así, se llevaron a cabo solicitudes de información cuyo énfasis fue en los siguientes puntos:

					Tabla 9.1
Universo institucional de análisis

					
						
							
							
							
						
						
							
									
									Federación

								
									
									Entidades federativas

								
									
									Sujetos 
existentes

								
							

							
									
									Comisión Estatal de Derechos Humanos

								
									
									Comisión Estatal de Derechos Humanos

								
									
									33

								
							

							
									
									Instituto Nacional de la Mujer

								
									
									Instituto Estatal de la Mujer

								
									
									33

								
							

							
									
									Poder Ejecutivo (oficina de presidencia/gobernador)

								
									
									Poder Ejecutivo (oficina de presidencia/gobernador)

								
									
									33

								
							

							
									
									Procuraduría General de Justicia/fiscalía general 
o equivalente

								
									
									Procuraduría General o Estatal de Justicia/fiscalía general o equivalente

								
									
									33

								
							

							
									
									Secretaría de Desarrollo Social

								
									
									Secretaría de Desarrollo Social

								
									
									33

								
							

							
									
									Secretaría de Educación

								
									
									Secretaría de Educación

								
									
									33

								
							

							
									
									Secretaría de Gobierno

								
									
									Secretaría de Gobierno

								
									
									33

								
							

							
									
									Secretaría de Salud

								
									
									Secretaría de Salud

								
									
									33

								
							

							
									
									Secretaría de Seguridad Pública

								
									
									Secretaría de Seguridad Pública

								
									
									27

								
							

							
									
									Secretaría del Trabajo o equivalente

								
									
									Secretaría del Trabajo o equivalente

								
									
									28

								
							

							
									
									Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

								
									
									Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

								
									
									33

								
							

							
									
									Suprema Corte de Justicia de la Nación

								
									
									Tribunal Superior de Justicia del Estado

								
									
									33

								
							

							
									
									Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres

								
									
									
							

						
					


		
			Fuente: Elaboración propia.

		

			
					Si la institución recaba datos o estadísticas sobre violencia de género contra las mujeres, si esta información se desagrega en las modalidades que contempla la lgamvlv y su homóloga a nivel estatal y si la institución distingue cuando los casos y actos de violencia son en agravio a mujeres adultas indígenas o niñas indígenas.

					Si la institución recaba datos o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas o niñas indígenas, proporcionar el documento, manual o lineamiento que explique el criterio para identificar a la víctima como indígena (por ejemplo, si la víctima se autodefine indígena, por manejo de lengua indígena, etcétera). Indicar qué información de su condición de indígena se recupera (lengua, etnia, comunidad, etcétera). Si no existe este documento, explicar el criterio institucional para determinar la condición de indígena de la víctima.

					Si la institución recaba datos o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas o niñas indígenas, proporcionar el documento, manual o lineamiento que describa o identifique qué tipo de información se recaba. Se solicitó un documento muestra del tipo de variables de interés.

					Si la institución recaba datos o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas o niñas indígenas, si esta información se ha entregado al Banco Nacional o estatal de Datos de Violencia contra las Mujeres. Y si fue así, la última fecha de actualización, el mecanismo de entrega de la información y la institución que coordina dicho banco.

					Si la institución recaba datos o estadísticas sobre violencia de género, se solicitaron los datos correspondientes al periodo 2012-2016 y el cierre del primer semestre del 2017, desagregado por mes/año, identificando tipo de violencia y si la víctima es mujer adulta, niña y, además, si se consideró población indígena.

			

			Tabla 9.2
Detalle de instituciones incorporadas al análisis

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							 Entidad

						
							
							Número de 
instituciones

						
							
							Entidad

						
							
							Número de
instituciones

						
					

					
							
							Aguascalientes 

						
							
							11

						
							
							Morelos 

						
							
							11

						
					

					
							
							Baja California 

						
							
							12

						
							
							Nayarit 

						
							
							12

						
					

					
							
							Baja California Sur 

						
							
							11

						
							
							Nuevo León 

						
							
							12

						
					

					
							
							Campeche 

						
							
							12

						
							
							Oaxaca 

						
							
							12

						
					

					
							
							Chiapas 

						
							
							12

						
							
							Puebla 

						
							
							12

						
					

					
							
							Chihuahua 

						
							
							11

						
							
							Querétaro 

						
							
							12

						
					

					
							
							Coahuila 

						
							
							11

						
							
							Quintana Roo 

						
							
							12

						
					

					
							
							Colima 

						
							
							12

						
							
							San Luis Potosí 

						
							
							12

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							12

						
							
							Sinaloa 

						
							
							11

						
					

					
							
							Durango 

						
							
							12

						
							
							Sonora 

						
							
							12

						
					

					
							
							Guanajuato 

						
							
							12

						
							
							Tabasco 

						
							
							12

						
					

					
							
							Guerrero 

						
							
							12

						
							
							Tamaulipas 

						
							
							12

						
					

					
							
							Hidalgo 

						
							
							12

						
							
							Tlaxcala 

						
							
							10

						
					

					
							
							Jalisco 

						
							
							11

						
							
							Veracruz

						
							
							12

						
					

					
							
							Estado de México 

						
							
							12

						
							
							Yucatán 

						
							
							12

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							11

						
							
							Zacatecas 

						
							
							11

						
					

					
							
							Federal

						
							
							12

						
							
							
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.

			Se enviaron 385 solicitudes de información en octubre del 2017 a través de la Plataforma Nacional de Transparencia (pnt), sin embargo, solo en 82 % deestas solicitudes fue posible dar seguimiento puntual.4 En específico, en 69 %  de los casos se logró presentar sin contratiempos la petición de información o bien dar seguimiento a la solicitud. En el resto de los casos, se enfrentaron fallas en el funcionamiento de la pnt,5 lo que obligó al equipo de investigación a realizar comunicaciones directas con las unidades de transparencia de las instituciones involucradas, gracias a lo cual se logró obtener respuestas ya procesadas, pero no entregadas. A pesar de este esfuerzo, en enero del 2018, fue necesario repetir el ejercicio de petición de información en algunas instituciones del ámbito federal y estatal. Si bien esta acción permitió ampliar la recopilación de información, no fue posible obtener respuesta en catorce casos, tampoco se obtuvo respuesta de diez instituciones más en tiempo,6 siendo el estado de Aguascalientes el más afectado por esta situación.7 Así, los resultados que se detallan a continuación corresponden al 91 % del universo objetivo inicial.

			El gráfico 9.1 presenta la situación de respuesta a nivel nacional, mientras que el gráfico 9.2 lo hace por tipo de institución. Como se indica en estos gráficos, las entidades más afectadas por falta de respuesta debido a fallas o extensión del plazo de la pnt son Aguascalientes y Colima. En lo que respecta a instituciones, solo destaca el caso de las secretarías de Educación ya que no se logró obtener respuesta en cinco de las treinta y tres secretarías de educación.

			Un punto relevante por destacar en esta recolección de información es que no existe mandato de ley explícito para que las instituciones recaben información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres. Tampoco existe previsión de que esta información deba ser desagregada por condición indígena. Por ejemplo, en la revisión de las leyes federal y estatales que regulan la actuación del Estado para prevenir la discriminación se encontró que solo la ley de la Ciudad de México (art. 31, fracción III, 2008) considera la generación de información desagregada por origen étnico. De manera similar, de la revisión de las leyes federal y estatales sobre acceso a una vida libre de violencia se encontró que solo el Estado de México (art. 34, 2008) y Veracruz (art. 14, 2008) mencionan que en la generación de información se debe considerar la condición étnica.

			Gráfico 9.1
Solicitudes de información presentadas 
y resueltas por entidad federativa
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			Fuente: Elaboración propia. Información actualizada el 3 de abril de 2018.

			Gráfico 9.2
Solicitudes de información presentadas, resueltas 
y en proceso por tipo de institución
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			Fuente: Elaboración propia. Información actualizada el 3 de abril de 2018.

			Hallazgos

			El análisis realizado sobre la recopilación y sistematización de información sobre violencia de género contra mujeres y niñas indígenas demuestran cinco  situaciones concretas:

				Primero: la generación de información y estadísticas sobre violencia de género se concentra en las instituciones cercanas a la intervención de emergencia y procuración de justicia.

			La generación de información y estadísticas sobre violencia de género se concentra en las instituciones creadas exprofeso para atender la situación de las mujeres (los institutos y secretarías de la Mujer), las instituciones de procuración de justicia, secretarías de Salud y tribunales superiores de justicia. Este dato resulta obvio dado que son estas las instituciones que deben tener una reacción inmediata ante incidentes de violencia de género (salud y procuración de justicia), o bien tienen una injerencia determinante en la sanción de estos incidentes (gráfico 9.3).

			Es importante realizar algunas precisiones sobre el gráfico 9.3. Las instituciones que declaran incompetencia son aquellas que explícitamente indican no reconocer ningún mandato de ley que les obligue a recabar información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres, lo anterior, incluso cuando la normatividad les exige acciones de prevención, atención o sanción. Por otra parte, existen instituciones que declaran no tener ningún tipo de información (inexistencia) pero que no desconocen la obligación.

			Gráfico 9.3
Respuesta sobre recolección de datos e información 
sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres, 
gobierno federal y gobiernos estatales
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			Nota: los porcentajes fueron calculados sobre el total de instituciones que entregaron respuesta. Todas las gráficas y tablas de esta sección se realizan con base en este universo de información.

			Fuente: Elaboración propia.

			Como se evidencia en el gráfico 9.3, las instituciones más alejadas de los sectores de salud, procuración de justicia y atención social son las que menor participación tienen en la recuperación de la información de interés. La característica común de estas organizaciones es que no proporcionan servicios de atención de emergencia o de seguridad inmediata. De estas instituciones destaca el alto porcentaje de secretarías de gobierno que declara incompetencia a pesar del papel de coordinación de los sistemas estatales para prevenir y atender la violencia de género que usualmente se les asigna en la normatividad. A continuación presento dos ejemplos para ilustrar esta situación. En Guerrero, de acuerdo con el Reglamento del Sistema Estatal para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la violencia contra las mujeres, la Secretaría de Gobernación es la encargada de presidir el Sistema; sin embargo, esta dependencia declaró que la solicitud de información refería datos en los que la “Secretaría no tiene injerencia directa” y sugirió solicitar esta información a “la Secretaría de la Mujer”. En Durango, donde la Secretaría General de Gobierno detenta la presidencia ejecutiva del Sistema Estatal para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer en el estado, se indicó que “la información solicitada no es competencia de la Secretaría General de Gobierno”.8

				Segundo: no existe homogeneidad en la desagregación de información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres entre las instituciones analizadas y no existen estadísticas de prevalencia de la violencia contra mujeres y niñas indígenas.

			Un dato relevante es que las instituciones que recaban datos e información sobre violencia de género no necesariamente desagregan estos datos en los tipos o modalidades de violencia que específica la lgamvlv, pero lo más relevante para el objeto de este estudio es que estas instituciones no registran de manera sistemática  la condición indígena de la víctima. Las instituciones del sector salud y de procuración de justicia, así como las instancias de la mujer a nivel estatal, son las que declaran con mayor frecuencia recuperar información desagregada (gráfico 9.4), mientras que, a nivel estatal, las entidades que tienen un mayor número de instituciones que recaban información sobre violencia de género en agravio a mujeres o niñas indígenas son la Ciudad de México, Michoacán, Nuevo León, Puebla y Zacatecas (gráfico 9.5).

			Es importante destacar que instituciones que recuperan información sobre la condición indígena de la víctima no necesariamente pueden generar estadísticas específicas sobre la prevalencia de la violencia de género contra mujeres o niñas indígenas. Esto es, la institución puede recuperar información sobre la etnia, localidad o lengua de la víctima y, a partir de esa información, inferir la condición de indígena, pero este dato no se emplea en la creación y generación de estadísticas de incidencia.

			Gráfico 9.4
Instituciones que reportan desagregar información 
de violencia de género por tipos/modalidades establecidas 
en la lgamvlv y por condición indígena (instituciones)
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			Fuente: Elaboración propia.

			Gráfico 9.5
Instituciones que reportan desagregar información 
de violencia de género por tipos/modalidades establecidas 
en la lgamvlv y por condición indígena (entidades)
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			Fuente: Elaboración propia.

			Finalmente, es destacable que veinticuatro de las 385 instituciones consultadas explícitamente indicaron no recuperar ningún tipo de información sobre la condición indígena de la víctima (tabla 9.3), mientras que dieciséis instituciones adicionales que indicaron recabar información sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres, no precisaron si en el levantamiento de estos datos se identificaba condición indígena (tabla 9.4).

			Tabla 9.3
Instituciones que reportan recabar datos sobre violencia de género 
contra las mujeres que no identifican condición de indígena

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Procuradurías / fiscalías generales de Justicia

						
							
							Institutos  
de la mujer
a nivel estatal

						
							
							Sector salud

						
							
							DIF

						
							
							Tribunal Superior de Justicia

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							—

						
							
							Aguascalientes

						
							
							Baja California

						
							
							Aguascalientes

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							—

						
							
							Coahuila

						
							
							Chihuahua

						
							
							Baja California

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							—

						
							
							Michoacán

						
							
							Jalisco

						
							
							Chiapas

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							—

						
							
							Nayarit

						
							
							Nuevo León

						
							
							Chihuahua

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							—

						
							
							Oaxaca

						
							
							Quintana Roo

						
							
							Jalisco

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							Tamaulipas

						
							
							Tamaulipas

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Guanajuato*

						
							
							Baja California*

						
							
							Tamaulipas*

						
							
							Campeche*

						
							
							Nuevo León*

						
					

					
							
							Jalisco*

						
							
							Michoacán*

						
							
							—

						
							
							Puebla*

						
							
							Oaxaca*

						
					

					
							
							Morelos*

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							Tlaxcala*

						
							
							Sinaloa*

						
					

					
							
							Nayarit*

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Querétaro*

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Sonora*

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Tamaulipas*

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

				
			

			Nota: * Estados en los que las instituciones reportan recabar datos sobre violencia de género contra las mujeres, pero en su repuesta no mencionan si registran edad, por lo que no es posible asegurar que los registros identifiquen a niñas indígenas.

			Fuente: Elaboración propia.

			Tabla 9.4
Instituciones que recaban datos de violencia de género 
e instituciones que identifican víctimas mujeres o niñas indígenas, 
entidades con mayor proporción de población indígena

		
			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Chiapas

						
							
							Guerrero

						
							
							Oaxaca

						
							
							Quintana Roo

						
							
							Yucatán

						
					

					
							
							Instituto 
de la Mujer

						
							
							Instituto 
de la Mujer

						
							
							Instituto 
de la Mujer

						
							
							Procuraduría /Fiscalía General 
de Justicia

						
							
							Instituto 
de la Mujer

						
					

					
							
							Procuraduría 
estatal de Justicia

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
							
							Procuraduría 
estatal de justicia

						
							
							DIF

						
							
							Salud

						
					

					
							
							DIF

						
							
							Salud

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							Seguridad Pública

						
					

					
							
							Salud

						
							
							Tribunal Superior de Justicia

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							
							
							Tribunal Superior de Justicia*

						
							
							Seguridad Pública*

						
							
					

				
			

		


			Nota: *Instituciones que reportan recabar datos sobre violencia de género contra las mujeres, pero que en su repuesta no mencionan si registran edad, por lo que no es posible asegurar que los registros identifican niñas indígenas.

			Fuente: Elaboración propia.

				Tercero: los datos indican que la prevalencia de la población indígena no constituye un factor determinante para asegurar la captura de datos desagregados sobre incidentes de violencia de género contra las mujeres y niñas indígenas.

			Como indica el gráfico 9.6, la proporción de población indígena no predispone a las instituciones de las entidades para recuperar información desagregada por condición indígena. De hecho, el gráfico sugiere casi nula correlación.

			En los estados con mayor porcentaje de población indígena —Oaxaca (32 %), Yucatán (28.9 %), Chiapas (27.9 %), Quintana Roo (16.6 %) y Guerrero (15.3 %)—, solo un promedio de cinco instituciones recaba datos sobre violencia de género contra las mujeres. De estas, 2.8 declaran estar en posibilidad de identificar si la víctima es una mujer o niña indígena (gráfico 9.7).

			Gráfico 9.6
Porcentaje de población indígena, 
instituciones que recaban datos de violencia de género 
e instituciones que identifican víctimas mujeres o niñas indígenas
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			Fuente: Elaboración propia.

				Cuarto: 58.4 % de las instituciones consultadas indican estar en condiciones de identificar si la víctima es indígena y en la mayoría de estos casos, la identificación se realiza por autorreferencia de la propia víctima.

			De las 166 instituciones que indicaron recabar datos sobre violencia de género contra las mujeres, solo 97 declararon estar en condiciones de identificar si la víctima es indígena —la Secretaría de Seguridad Pública de Veracruz indicó no estar en posibilidad de distinguir, en los datos, si se trata de adulta o niña— (tabla 9.5).

			En la gran mayoría de los casos, identificar a la víctima como indígena se realiza por autorreferencia de la propia víctima durante la entrevista inicial de atención o al momento de la entrevista de diagnóstico. Esto es, la mayoría de las instituciones indica no contar con un documento, manual o lineamiento que oriente o explique el criterio para identificar a una mujer víctima de violencia como indígena. Por ejemplo, el Instituto de las Mujeres de la Ciudad de México indica que “el dato se recaba con base a lo informado por las propias mujeres en la entrevista”.

			Gráfico 9.7
Instituciones que recaban datos de violencia de género 
e instituciones que identifican víctimas mujeres o niñas indígenas, 
entidades con mayor proporción de población indígena
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			Fuente: Elaboración propia.

			Cuando no es autorreferencia, los indicadores empleados son la lengua, comunidad o vestimenta, tal y como lo deja patente la respuesta de la Secretaría de Seguridad Pública de Yucatán, quien menciona que los criterios que se utilizan para identificar si la víctima es indígena son la lengua, vestimenta y el lugar de donde procede. Un ejemplo adicional de criterios proviene de la oficina del dif de Zacatecas, quien respondió que 

			el criterio para la atención es mediante la entrevista inicial de la mujer que realiza el [p]rofesionista adscrito [al] Centro, quien al observar la vestimenta y rasgos de la usuaria; y al comunicarse de manera verbal con la mujer entrevistada, […] detecta su lengua o dialecto de voz; por último se le pregunta a la mujer de dónde es originaria y si pertenece alguna etnia aún y cuando su vestimenta y acento no muestren alguna evidencia. 

		
			Tabla 9.5
Instituciones que recaban datos sobre violencia de género contra mujeres 
y que declaran estar en posibilidad de identificar condición indígena

		

		
			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Institución

						
							
							Entidad

						
							
							Institución

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
							
							Michoacán

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Seguridad Pública

							Tribunal Superior de Justicia 

							DIF

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Educación

							DIF

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Instituto de la Mujer

							Salud

						
							
							Morelos

						
							
							Instituto de la Mujer

							DIF

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Educación

							Instituto de la Mujer

						
							
							Nuevo León

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría de Gobierno

							Salud

							Comisión Estatal de Derechos Humanos

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							DIF

							Instituto de la Mujer

							Salud

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Instituto de la Mujer

						
							
							Puebla

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Seguridad Pública

							Salud

							Tribunal Superior de Justicia del Estado

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría Desarrollo Social

							Educación

							Tribunal Superior de Justicia 

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							Comisión de Derechos Humanos

							Salud

							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Colima

						
							
							Salud

							Seguridad Pública

							Tribunal Superior de Justicia 

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Instituto de la Mujer

							Educación

						
					

					
							
							Durango

						
							
							Instituto de la Mujer

							Seguridad Pública

							DIF

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
							
							Sonora

						
							
							Seguridad Pública

							Tribunal Superior de Justicia 

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							DIF

						
					

					
							
							Federación

						
							
							Salud

							Secretaría de Gobierno

							Procuraduría General de Justicia

							Secretaría Desarrollo Social

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							Salud

							Tribunal Superior de Justicia 

							Secretaría de Gobierno

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Instituto de la Mujer

							Secretaría de Gobierno

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Seguridad Pública

							DIF 

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Salud

							Tribunal Superior de Justicia 

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							Instituto de la Mujer

							Salud

							Seguridad Pública

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							Tribunal Superior de Justicia 

							Comisión Estatal de Derechos Humanos

							Instituto estatal de la Mujer

							Secretaría de Salud

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							DIF

							Tribunal Superior de Justicia 

							Salud

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							Instituto de la Mujer

							Salud

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							Instituto de la Mujer

							Secretaría del Trabajo

							Tribunal Superior de Justicia 

						
							
							 

							 

						
							
							 

							 

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
					

				
			

		

		
			Fuente: Elaboración propia.

		

			Solo en el caso de la Secretaría de Educación de Campeche se logró identificar un criterio distinto con la “pertenencia a la matrícula escolar de una escuela indígena”.

			Un segundo factor de interés es que la información que se captura sobre la condición de indígena usualmente responde a la necesidad de la institución de cumplir con un formato de registro preestablecido (como las cédulas de primer contacto, cédula de registro único, formato único de atención, cédula de atención única, entre otros) que busca compatibilizarse con la captura de información homologada para registros de mayor alcance, tales como los bancos estatales de información sobre violencia contra las mujeres o los registros de salud. Esto es, cuando en las entidades se declara la existencia o desarrollo de estos bancos estatales de información sobre violencia de género o violencia en general, las instituciones —principalmente las de procuración de justicia— reportan que el registro sobre las características de la víctima se lleva a cabo de manera directa en sistemas electrónicos de captura de información donde uno de los campos obligatorios es el de lengua indígena. 

			Al respecto, hay tres datos relevantes. Primero, 66 de las instituciones consultadas reportan al banco estatal de datos (tabla 9.6). Del resto de las instituciones sabemos que 34 no se encuentran vinculadas al banco estatal en ninguna manera, y en cinco ocasiones se indicó inexistencia de este banco (Baja California Sur, Salud; Hidalgo, Tribunal; Jalisco, Fiscalía; Nayarit, Instituto de la Mujer y Nuevo León, Derechos Humanos), mientras que 88 instituciones no respondieron a esta pregunta. Segundo, las réplicas de las instituciones consultadas permiten identificar una tendencia a homologar las categorías de los bancos estatales con las consideraciones que ha establecido el Banco Nacional de Violencia contra las Mujeres (Banavim). Y tercero, un número considerable de instituciones que reportan al banco estatal, o directamente al Banavim, señalan actualizaciones de sistema o de plataformas de captura en los últimos dos años. La tabla 9.7 contiene la información recibida sobre la institución encargada de la coordinación del banco estatal de datos.

			Los datos muestran que de las 97 instituciones que indicaron estar en condiciones de identificar si la víctima es indígena,9 66 recaba información sobre su lengua, 48 sobre su etnia y 16 sobre la comunidad en que viven. Destacan la Secretaría de Seguridad Pública de Colima, el Sistema de Desarrollo Integral de la Familia de Durango, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Michoacán, el Instituto de la Mujer de Nuevo León y el Instituto de la Mujer y la Procuraduría/Fiscalía General de Justicia de Veracruz en tanto que recaban los tres datos mencionados (tabla 9.8).

			Tabla 9.6
Instituciones que reportan al banco estatal de datos

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Institución

						
							
							Entidad

						
							
							Institución

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría de Educación

							Secretaría de Salud

						
							
							Quintana Roo

						
							
							Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría de Salud

						
							
							Sinaloa

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							Instituto de la Mujer

						
							
							Sonora

						
							
							Secretaría de Salud

							Tribunal Superior de Justicia / 

							Suprema Corte de Justicia de la Nación

						
					

					
							
							Estado 
de México

						
							
							Instituto de la Mujer

							Secretaría de Seguridad Pública

							Secretaría del Trabajo

						
							
							Tabasco

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							Instituto de la Mujer

						
							
							Veracruz

						
							
							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Tribunal Superior de Justicia / Suprema Corte de Justicia de la Nación

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría de Salud

							Secretaría de Seguridad Pública

							Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

							Tribunal Superior de Justicia del Estado

						
							
							Zacatecas

						
							
							Instituto de la Mujer

							Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

							Secretaría de Educación

							Secretaría de Salud

							Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

							Tribunal Superior de Justicia / Suprema Corte de Justicia de la Nación 

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.

			Tabla 9.7
Instituciones que coordinan la información 
recabada para el banco estatal de datos

			
				
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Institución

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Secretaría de Desarrollo y Empoderamiento de la Mujeres

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de los Derechos del Estado

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							Procuraduría General de Justicia del Estado de Guanajuato

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							Secretaría de Seguridad del Estado

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							Secretaría de Seguridad Pública

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							Secretaría de Seguridad Pública

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Secretaría de Seguridad Pública

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Instituto de la Mujer

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							Secretaría de Seguridad Pública

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							Sistema Estatal para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia, en manos de la Secretaría de Gobierno / Instituto Estatal de las Mujeres

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Instituto Veracruzano de las Mujeres

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							Secretaría de la Mujer

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.

				Quinto: las estadísticas ofrecidas por las distintas instituciones consultadas sugieren una dificultad para generar cruces de información que permitan crear diagnósticos precisos.

			Las instituciones que ofrecieron estadísticas reportaron agregados por víctimas de un determinado tipo de violencia, por características de las víctimas referentes a edad, condición de indígena, entre otros, pero en ninguna ocasión se reportó el número específico de mujeres o niñas indígenas que son víctimas de violencia de género, al clasificar su tipo o modalidad.

					Tabla 9.8
Instituciones que recaban información sobre lengua, etnia y comunidad

			
					
						
							
							
						
						
							
									
									Estado

								
									
									Institución

								
							

							
									
									Colima

								
									
									Secretaría de Seguridad Pública

								
							

							
									
									Durango

								
									
									Sistema de Desarrollo Integral de la Familia

								
							

							
									
									Michoacán

								
									
									Comisión Estatal de los Derechos Humanos

								
							

							
									
									Nuevo León

								
									
									Instituto de la Mujer

								
							

							
									
									Veracruz

								
									
									Instituto de la Mujer

									Procuraduría / Fiscalía General de Justicia

								
							

						
					

					Fuente: Elaboración propia.

			Reflexiones finales

			Este capítulo presenta un diagnóstico inicial sobre la disponibilidad de información en instituciones públicas que refieran incidentes de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas. En particular, se buscó identificar qué instituciones del Estado mexicano a nivel federal y subnacional recaban información, el criterio que emplean para discernir o identificar que la víctima es indígena, así como los elementos de información sobre la víctima y el hecho de que se registran en estas instituciones. La información que alimenta este análisis proviene de 385 solicitudes de información enviadas y procesadas entre octubre de 2017 y abril de 2018. El análisis identifica una amplia dificultad para generar estadísticas comparables por tres razones iniciales: no existe homogeneidad en qué instituciones deberían participar en la recolección de información; no existe un criterio común para identificar condición indígena, y la captura de información sobre las características de la víctima no permite la creación de estadísticas al respecto. Esto es, se captura información en formatos o sistemas que no posibilitan su sistematización y análisis.

			Las respuestas institucionales indican que, en la recolección de información sobre la incidencia de la violencia de género contra mujeres y niñas indígenas, se agudizan los problemas que ya se habían identificado en la recuperación de datos sobre el fenómeno en general. Por ello, es posible concluir que existe poca viabilidad para generar un diagnóstico nacional sobre violencia de género en agravio a mujeres y niñas indígenas a partir de datos administrativos, al menos en el corto plazo, dada la fragmentación institucional en el reporte de los incidentes de violencia contra mujeres y niñas indígenas, añadida la heterogeneidad en los datos del incidente (no desagregación o identificación del tipo y modalidad de violencia enfrentada).

			Una de las principales actividades de las instituciones gubernamentales es llevar registro de sus actividades cotidianas y también de los problemas públicos que debe atender. Sin embargo, el adecuado registro de las actividades es un reto importante para toda burocracia, pero en particular, para instituciones débilmente profesionalizadas o con procesos poco institucionalizados como las que caracterizan a la mayoría de los gobiernos estatales. Sin lugar a duda, la capacidad de las instituciones para mantener registro y evidencia de las decisiones que se toman, así como de los servicios que ofrecen, es un indicador muy certero de la calidad del gobierno. La principal consecuencia de una débil habilidad institucional para documentar las características de los problemas públicos es la falta de orientación en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas y de las intervenciones gubernamentales.

			En el caso de la violencia de género contra las mujeres, tenemos una situación paradójica, pues por un lado, el Estado mexicano ha generado una amplia normatividad a nivel nacional y estatal que reconoce su responsabilidad en la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia de género contra las mujeres, con base en la cual ha diseñado un conjunto de instituciones que tienen por objetivo resolver las manifestaciones de violencia de género y las acciones que fomentan la desigualdad de género. Sin embargo, por otro lado, estos marcos normativos y diseños institucionales han generado una estructura de coordinación interinstitucional que presupone la existencia de procesos específicos y personal capacitado que, en la práctica, no ocurre. Uno de los problemas que ha enfrentado esta colaboración interinstitucional (e intergubernamental) es la producción de registros y bases de datos actualizadas que permitan un diagnóstico certero de la problemática que se enfrenta a nivel nacional y estatal. Es decir, en las casi dos décadas que lleva el país construyendo normas, instituciones y procesos para identificar y reaccionar a la violencia de género, no ha sido posible crear una fuente sistemática de información homogénea y constante, proveniente de datos administrativos, sobre la incidencia de la violencia de género contra las mujeres. Con esto, la política nacional, estatal y local se diseña y evalúa a ciegas.

			Este breve análisis de disponibilidad de información sobre la incidencia de violencia de género contra mujeres y niñas indígenas indica una amplia dificultad para generar estadísticas comparables, al menos, por tres razones. Primero, no existe una homogeneidad en qué instituciones deberían participar en la recolección de información. Sin lugar a duda, es idóneo estandarizar y homologar esta responsabilidad a las instituciones que participan de manera directa en la atención de salud, seguridad pública, procuración e impartición de justicia. Segundo, no existe un criterio homogéneo para identificar condición indígena. Por la tendencia que han establecido los bancos de información, este criterio podría ser el dominio de una lengua indígena, y luego buscar ampliarse a la pertenencia a una comunidad indígena. Tercero, la captura de información sobre las características de la víctima no permite la creación de estadísticas al respecto. Esto es, se captura información que no es posible analizar.

			Las respuestas institucionales analizadas indican que en la recolección de información sobre la incidencia de la violencia de género contra mujeres y niñas indígenas se agudizan los problemas que ya se habían identificado en la recuperación de datos sobre el fenómeno en general. Por ello, es posible concluir que existe poca viabilidad para generar un diagnóstico nacional sobre violencia de género en agravio a mujeres y niñas indígenas a partir de registros administrativos, dada la fragmentación institucional en el reporte de los incidentes de violencia contra mujeres y niñas indígenas, y la heterogeneidad en los datos del incidente (no desagregación o identificación del tipo y modalidad de violencia enfrentada). 

			

			
				
					1	Véanse, por ejemplo, los artículos 16 (iii), 38 (x), 42 (xii), 44 (iii), entre otros de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Muchas de las obligaciones en materia de generación de bancos de información se replican —de manera general— en las normatividades estatales.

				

				
					2	 Ver Anexo 9.1.

				

				
					3	El cual indica: “Integrar el Sistema Estatal de Prevención, Erradicación y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e incorporar su contenido al Sistema”.

				

				
					4	El Anexo 1 presenta la redacción exacta de la solicitud de información realizada.

				

				
					5	Es de destacar que, si bien la pnt inició funciones en mayo del 2016, ha experimentado errores y fallas atribuibles a la gestión de este sistema que, contrario a los objetivos iniciales, han complejizado la comunicación entre usuarios.

				

				
					6	Sujetos sin respuesta: Aguascalientes: Oficina del gobernador, Desarrollo Social, Educación, Gobierno y Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (dif); Chihuahua: Trabajo; Colima: Desarrollo Social, Gobierno, Trabajo, Instituto Estatal de la Mujer y dif; Durango: Salud; Michoacán: Educación; Morelos: Comisión Estatal de Derechos Humanos; Nayarit: Educación y Gobierno; Querétaro: Educación, Seguridad Pública y dif; Oaxaca: Trabajo; San Luis Potosí: Oficina del gobernador; Tabasco: Salud; Tamaulipas: Educación; Tlaxcala: Educación.

				

				
					7	El Anexo 2 presenta los 749 archivos electrónicos que agrupan el acuse de recibo y las respuestas a las solicitudes presentadas. Este Anexo está disponible en http://libros.crim.unam.mx/index.php/lc/catalog/book/283

				

				
					8	Respuesta a solicitud de información, Secretaría General de Gobierno, Durango, página 1. Ver archivo “respuesta_DUR_07”.

				

				
					9	Se consideran las instituciones que indicaron distinguir cuando los casos de violencia son en agravio a mujeres niñas o adultas indígenas, o que además indicaron que recuperan información sobre lengua, etnia, comunidad y otro.
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			Anexo 9.1

			Detalle de información

			La información que se presenta en las siguientes tablas proviene de la reportada por cada institución a la solicitud presentada. Para consultar los archivos que respaldan las tablas, enviar un correo a la autora (alejandra.rios@cide.edu).

			Formato de solicitud de información

			Solicitud de información sobre lo siguiente:

			
					Si la institución recaba datos y/o estadísticas sobre violencia de género contra las mujeres, si esta información se desagrega en las modalidades que contempla la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y su homóloga a nivel estatal e indicar si la institución distingue cuando los casos y actos de violencia son en agravio a mujeres adultas indígenas y/o niñas indígenas.

					Si la institución recaba datos y/o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas y/o niñas indígenas, proporcionar el documento, manual o lineamiento que explique el criterio para identificar a la víctima como indígena (por ejemplo, si la víctima se autodefine indígena, por manejo de lengua indígena, etcétera). Indicar qué información de su condición de indígena se recupera (lengua, etnia, comunidad, etcétera). Si no existe este documento, explicar el criterio institucional para determinar la condición de indígena de la víctima.

					Si la institución recaba datos y/o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas y/o niñas indígenas, proporcionar el documento, manual o lineamiento que describa y/o identifique qué tipo de información se recaba. 

					Si la institución recaba datos y/o estadísticas sobre violencia de género en agravio a mujeres adultas indígenas y/o niñas indígenas, indicar si esta información se ha entregado al Banco Nacional y/o estatal de Datos de Violencia contra las Mujeres. Si fue así, indicar la última fecha de actualización, el mecanismo de entrega de la información y la institución que coordina dicho banco.

			

			
					Si la institución recaba datos y/o estadísticas sobre violencia de género, solicito los datos correspondientes a los años 2012 a 2016 y el cierre del primer semestre del 2017, desagregado por mes/año, identificando tipo de violencia y si la víctima es mujer adulta, niña y si se consideró población indígena.
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			Conclusiones

			Sonia M. Frías

			Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias-unam

		

		
			La violencia en contra de las mujeres y niñas es un fenómeno que ha llamado la atención académica y de los medios de comunicación en las últimas dos décadas. Sin embargo, los esfuerzos por visibilizar la problemática han pecado de esencializar a las mujeres, por lo que las particularidades de las violencias de género que padecen las mujeres y niñas indígenas han sido invisibilizadas tanto por un gran sector de la academia como por distintas instancias gubernamentales. Los nueve capítulos que conforman este libro examinan algunas de las cuantiosas experiencias de violencia de género que padecen las mujeres y niñas indígenas. 

			En los capítulos subyace una perspectiva interseccional dentro del enfoque de género, la cual nos permite advertir las múltiples determinaciones socioestructurales que interactúan, se acumulan y generan desventajas entre las mujeres y niñas indígenas, quienes están en una posición de particular vulnerabilidad por las históricas condiciones de marginación (económica, cultural, de género, de región) a que han sido sometidas. 

			En estos nueve capítulos se han examinado las violencias que padecen las mujeres y niñas indígenas en distintos contextos de relación públicos, privados e institucionales; concretamente, las violencias físicas, sexuales, emocionales y económicas en la pareja y en la familia; el homicidio y los abusos sexuales que padecen niñas y adolescentes indígenas en distintos contextos de relación, además de la visibilidad que tienen en las alertas de violencia de género; la violencia y discriminación contra mujeres indígenas en el ejercicio de sus derechos político-electorales y de representación comunitaria; sus experiencias de esterilización y colocación de dispositivos intrauterinos como una proxy para examinar la violencia obstétrica focalizada y, finalmente, la violencia institucional manifestada a partir de la ceguera del Estado ante la pluralidad étnica de los gobiernos de nuestro país a la hora de recabar datos sobre violencias en contra de las mujeres.

			Estas expresiones de violencia y contextos de relación no son exhaustivas de la multiplicidad de formas de violencia que padecen las mujeres y niñas indígenas, pero nos permiten ahondar a nuestro conocimiento de algunas de las más visibles o prevalentes. Otras formas de violencia y victimización han sido abordadas en otros estudios cualitativos y cuantitativos, pero no han sido incluidas en este libro. Algunas de ellas —no siendo esta enumeración exhaustiva—, son los matrimonios o uniones sin mediar el consentimiento efectivo, así como los que conllevan una transacción económica (Frías, 2019; Rodríguez Pérez, 2006) y el matrimonio infantil (García Gómez, 2017); el tráfico de personas y explotación sexual comercial (Acharya, 2008; Rojas Zamora, 2013; Suárez Escobar y Durand Alcántara, 2017; Zavala Caudillo, 2018); la explotación laboral doméstica (Echeverría Echeverría, 2016); la violencia de género y discriminación en las instituciones educativas (Olivares Ferreto, 2014; Osorio Vázquez, 2017) y laborales; violencia de género institucional en la búsqueda de acceso a la justicia y en la atención al parto vinculada con la muerte materna y la que experimentan dentro de los grupos de autodefensa (Bejarano Celaya y Arellano Gálvez, 2014; Freyermuth Enciso, 2014; Sierra, 2014). 

			Los autores/as de los nueve capítulos contenidos en este volumen, realizados mayoritariamente desde la sociología y empleando métodos cuantitativos o mixtos, dialogan, complementan y expanden nuestro conocimiento actual. Para no caer en repeticiones innecesarias, voy a señalar las principales contribuciones de cada uno de ellos. En el primer capítulo, Irene Casique examina las violencias de pareja entre mujeres hablantes de lengua indígena y no hablantes de lengua indígena introduciendo un aspecto que, aunque se considera central para prevenir y erradicar las violencias de género en contra de las mujeres, pocas investigaciones empíricas lo han incluido como un factor asociado a la violencia de pareja: el empoderamiento y la autonomía de las mujeres. En el segundo capítulo, Carolina Agoff y Sonia M. Frías examinan el papel de la familia extendida en la violencia familiar y de pareja, y cómo la violencia familiar (especialmente de la suegra) posibilita la subordinación de las mujeres a sus parejas y el ejercicio de violencia en contra de ellas, mostrando lo intricado de la violencia familiar y de pareja en contextos indígenas. 

			En el capítulo tercero, Valdivia López y Rodríguez Luna abordan el homicidio de mujeres en regiones indígenas y no indígenas para mostrar cómo algunas regiones indígenas tienen tasas especialmente altas y por encima del nivel nacional, además se exponen los patrones a partir de los cuales las mujeres son asesinadas en municipios indígenas, y que son distintos de los municipios no indígenas. Este capítulo se vincula con el cuarto, de la autoría de Vázquez y Frías, que examina las alertas de violencia de género y muestra cómo las mujeres y niñas indígenas están invisibilizadas en este mecanismo. Además de ello, el capítulo evidencia cómo las recomendaciones de políticas públicas emanadas de las alertas de violencia de género en la mayoría de las entidades federativas no están diseñadas con pertinencia cultural. 

			El ejercicio de los derechos político-electorales y de representación de las mujeres indígenas se estudia en los capítulos quinto y sexto. Así, Daniela Cerva examina en el quinto capítulo cómo la participación en las estructuras de representación, comunitarias y partidistas conlleva distintas expresiones de violencia de género. Estas se deben conceptualizar de forma amplia, ya que adicionalmente a ser padecidas directamente por las mujeres, también las sobrellevan sus familias. Sin embargo, las mujeres indígenas han desarrollado mecanismos y acciones de resistencia ante la violencia en el contexto de una relación política en las que la capacitación y el apoyo de otras mujeres tiene un papel primordial. En el capítulo sexto, Sonia M. Frías analiza la representación de mujeres indígenas a nivel municipal (como regidoras y presidentas municipales) y en los cargos agrarios. Menciona que la representación de las mujeres en municipios catalogados como indígenas es muy heterogénea, y que su representación en otras regiones como la Tarahumara dista mucho del conocimiento previo, mayormente centrado en algunas regiones de Oaxaca. La representación de las mujeres en órganos agrarios es muy reducida, lo cual puede constituir en algunos casos una barrera para la ostentación de cargos de representación comunitaria o partidista. 

			En el séptimo capítulo, Roberto Castro y Julio César Campuzano abordan la esterilización y colocación de dispositivos intrauterinos en regiones y municipios indígenas y no indígenas. Encuentran que las tasas de estos dos eventos son mayores en los municipios y las regiones indígenas, y que existe mucha heterogeneidad entre regiones, lo cual sugiere que no son eventos aleatoriamente distribuidos, sino que parecieran seguir un patrón de discriminación en contra de la población indígena. 

			Finalmente, los capítulos octavo y noveno examinan las fuentes de datos para estudiar las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas, además de la pertinencia cultural de los instrumentos para obtener datos al respecto. Para ello, en el capítulo octavo se analiza el caso del abuso sexual antes de los 15 años a partir de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2016 y, en el capítulo noveno de Alejandra Ríos, la disponibilidad de registros administrativos sobre la materia en las instituciones de las entidades federativas que tienen responsabilidad de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de género en contra de las mujeres. Las encuestas y los registros administrativos no nos permiten conocer la verdadera magnitud del fenómeno por carecer de pertinencia cultural. Lo anterior sugiere que estos instrumentos para recabar datos que busquen explicar hechos sociales en contextos rurales y con población indígena deben ser pensados de acuerdo con la especificidad de cada contexto, los usos sociales y la cultura local. 

			Las implicaciones de políticas públicas y de investigación

			De los capítulos de este libro se desprenden varias implicaciones de política pública. Primero, las instituciones encargadas de las grandes encuestas nacionales como el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) deben desarrollar instrumentos que sean pertinentes culturalmente, además de estrategias metodológicas para recabar información fidedigna sobre la población indígena. Esto no está exento de dificultades, debido a que existen diversas lenguas indígenas agrupadas en 68 familias lingüísticas, y no todas ellas cuentan con tradición de lectoescritura. Las particularidades de las culturas locales añaden dificultades adicionales a esta tarea por el esfuerzo de adecuar los instrumentos y la forma de aplicación a los distintos grupos de mujeres y niñas indígenas. El presupuesto destinado a la contratación de intérpretes y traductores de lenguas indígenas en el levantamiento de las encuestas debe incrementarse. Ya que hay evidencia de que encuestas, tan centrales como la Endireh 2016, 1 no contaron con suficientes entrevistadoras con competencia lingüística para entrevistar a mujeres monolingües o aquellas a quienes se les dificulta el uso del español.

			Segundo, gubernamentalmente se precisa desarrollar una política sobre registros administrativos para que estos recojan la pluralidad étnica y racial del país. Se ha avanzado en la generación de registros administrativos desagregados por sexo, pero con este deben incluirse otras categorías de estratificación social como la pertenencia étnica o racial. Para ello, es necesario homogeneizar qué instituciones deberían participar en la recolección de información, establecer criterios comunes entre instituciones y entre entidades federativas para identificar la condición indígena. Estos criterios tendrían que contemplar, además de la condición de hablante de lengua indígena, otros criterios vinculados con la autoadscripción indígena o pertenencia a un pueblo indígena. De igual forma, es preciso recabar datos más precisos sobre los eventos de violencia y las características de las personas involucradas en estas situaciones. 

			Tercero, desde distintas instancias se debe impulsar el reconocimiento de México como un país multicultural y evitar los esencialismos que conlleva el término “mujer” para reconocer la pluralidad de mujeres no solo en términos etarios —permitiría la visibilización de las niñas y adolescentes—, sino también respecto a la diversidad cultural de estas. Las políticas públicas para prevenir, atender y sancionar las violencias de género deben prestar especial atención a las mujeres y niñas indígenas. Las acciones públicas deben diseñarse e implementarse teniendo en cuenta el conocimiento de las comunidades indígenas, así como sus instituciones de autogobierno.

			Cuarto, los prestadores/as de servicios de atención, prevención y sanción de las violencias de género deben recibir la capacitación necesaria para ser sensibles a las distintas problemáticas de violencias de género que padecen las mujeres y niñas indígenas. Además, han de huir de estereotipos y generalizaciones que estigmatizan y violentan a las mujeres y sus comunidades. Adicionalmente, desde el Estado se tienen que revisar los resultados de determinadas políticas públicas, como la de planificación familiar, para que no se esté generando un sesgo en contra de las mujeres indígenas, lo cual, enmarcado en el racismo y discriminación del Estado, sería constitutivo de violencia institucional.  

			Quinto, desde la academia se debe impulsar la realización de investigaciones a partir de distintos paradigmas metodológicos y disciplinarios que abonen a nuestro conocimiento de las violencias de género en contra de las mujeres y niñas indígenas, comprendiendo cuáles son las condiciones de vulnerabilidad que posibilitan su abuso. Además, se tiene que huir de los estereotipos sobre las comunidades indígenas, así como de la esencialización de los distintos Pueblos Indígenas, ya que existe una gran heterogeneidad entre ellos. Es preciso fomentar la investigación sobre las múltiples expresiones de violencia y explotación, realizándola desde una perspectiva interseccional que tenga en cuenta los múltiples factores de opresión, y que no solo considere a las mujeres y niñas indígenas en sus comunidades, sino también a aquellas migrantes y urbanas.

			En un México plural, la violencia de género en contra de las mujeres es una problemática prevalente. Hemos logrado avances sustantivos en nuestro conocimiento sobre el fenómeno, su dinámica y los factores asociados. Queda pendiente ahondar en este conocimiento huyendo de patrones esencialistas que invisibilizan no solo a las mujeres y niñas indígenas, sino también a las mujeres afrodescendientes. Los distintos niveles del Estado mexicano enfrentan al menos dos retos. El primero es incorporar en el diseño de las políticas públicas y en sus estrategias de implementación los resultados de las investigaciones realizadas desde la academia, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales. El segundo, para que efectivamente pueda garantizar el derecho a una vida libre de violencia para las mujeres y niñas mexicanas, reconocido por la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, es incorporar la pluralidad existente dentro de la categoría mujeres, y que las acciones consideren que las vidas de las mexicanas están cruzadas por la pertenencia étnica, la edad, orientación sexual, estrato socioeconómico de pertenencia, lugar de residencia, etc.  

			En este libro hemos prestado atención a la pertenencia étnica como categoría de estratificación social y cómo esta particulariza algunas de las experiencias de violencia de género hacia las mujeres. Quedan muchas preguntas por resolver y muchas estrategias gubernamentales por desarrollar, pero solo reconociendo la diversidad étnica y cultural de México, e incorporándola en el quehacer de los gobiernos y de la academia, podremos asegurarnos de que las mujeres y niñas indígenas sean visibilizadas y que, finalmente, desde distintos ámbitos podamos contribuir a garantizar que vivan una vida libre de violencia. 
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